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El número de la revista Derechos Humanos México que el lector tiene en las 
manos consta de una serie de trabajos que se ocupan de temas de innegable 
actualidad. 

Alán Arias Marín presenta su trabajo “Aproximación a un concepto crítico de 
víctima en derechos humanos”, en el que desarrolla un análisis respecto del 
concepto dominante de víctima apuntando hacia un concepto crítico de víctima 
que logre solventar los requerimientos y desafíos contemporáneos en que se 
encuentran los derechos humanos, y para contribuir a resistir, aminorar y/o nor-
malizar ese plus de violencia presente en la sociedad mexicana. El texto se con-
centra en enunciar los principales obstáculos epistemológicos en el concepto 
dominante de víctima, a saber: a) el carácter político en la determinación de la 
víctima; b) la autodesignación de la víctima y su correlato de credibilidad, y c) 
el cuerpo sufriente de la víctima como el espacio del menosprecio. Asimismo, 
ofrece una serie de tesis acerca de la pertinencia y plausibilidad de un concepto 
crítico de víctima, con el fin de cuestionar dos determinaciones hegemónicas 
presentes en la noción de víctima: el juridicismo y la sacrificialidad. Con ello se 
pretende transitar de una noción de víctima con significados restrictivos, referi-
da al delito tipificado, hacia la situación real y multidimensional de sujetos com-
plejos victimizados por diversos tipos de violencia. Finalmente, el texto apunta 
una serie de elementos para la producción de un concepto crítico que trascien-
da el cuerpo sufriente de la víctima (y su espectáculo) por vía de un proyecto 
teórico y práctico (cuerpo-idea) de resistencia y emancipación, que se sugiere 
sean los derechos humanos, esbozando los preliminares de ese vínculo orgá-
nico entre ese nuevo concepto de víctima y los derechos humanos. 

Por su parte, Mireya Castañeda, en “La recepción de la interpretación de los 
tratados de derechos humanos en México”, se ocupa de un tema de enorme 
importancia a partir de la reforma constitucional: su trabajo examina la recepción 
de la interpretación de tratados internacionales de derechos humanos hecha 
por órgano supranacional en México. Inicia con el análisis de los primeros pá-
rrafos del artículo 1o. constitucional a partir de las reformas que se le realizaron 
en 2011. El estudio se aboca a revisar algunas nociones generales sobre la in-
terpretación de tratados, tanto la realizada por los órganos creados en virtud de 
tratados de derechos humanos de Naciones Unidas, como la formulada por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en sus sentencias, esta última co-
nocida como jurisprudencia interamericana. También se examina el control de 
convencionalidad. El estudio finaliza con la reflexión sobre la incorporación 
de este tipo de interpretación por el juez o tribunal nacional. 

Por lo que toca al estudio de María Elena Lugo Garfias, “Las obligaciones de 
las autoridades en materia de derechos humanos: el caso de la tortura a niñas, 
niños y adolescentes”, podemos decir que se divide en dos apartados genera-
les. El primero muestra que las autoridades tienen obligaciones en materia de 
derechos humanos, entre las cuales se encuentra el derecho a la integridad 
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personal, física y psicológica y la prohibición de la tortura; que esas obligaciones 
pueden identificarse por medio de reglas y de principios de actuación y que es-
tos últimos se complementan con los de derechos humanos después de la re-
forma constitucional del 10 de junio de 2011. El segundo, acerca del modelo de 
obligaciones de las autoridades basadas en principios, se aplica a un caso con-
creto: el de la tortura a niñas, niños y adolescentes. La muestra empírica se basa 
en las Recomendaciones emitidas por la CNDH de 1990 a 2011, las cuales se 
expidieron antes de la modificación a la Carta mexicana y se analizan desglo-
sando los elementos de ese abuso de autoridad, por lo que la prohibición de la 
tortura se trata como derecho humano, delito, responsabilidad administrativa y 
principio de actuación, y después de la adición a la Constitución Política se ana-
liza conforme a los principios de derechos humanos ordenados. 

Otro tema de gran valor es analizado por Luisa Fernanda Tello Moreno en su 
trabajo “Reconocimiento constitucional del principio del interés superior del niño”. 
La autora afirma que después de la publicación de la reforma constitucional en 
materia de derechos humanos, la Constitución ha sido objeto de diversas mo-
dificaciones relacionadas con derechos humanos específicos. Una de ellas es 
la reforma publicada en octubre de 2011, mediante la que se inserta en el artícu-
lo 4o. constitucional el reconocimiento del principio del interés superior del niño, 
mismo que debe de ser observado en todas las actuaciones y decisiones del 
Estado. Por ello, en su trabajo aborda las implicaciones de este reconocimiento 
y señala la importancia de que dicho reconocimiento hubiera incluido todos los 
principios de la Convención sobre los Derechos del Niño, ya que su cumplimien-
to, a partir de la reforma en materia de derechos humanos, es una obligación 
constitucional, además de señalar la necesidad de que el principio del interés 
superior del niño sea observado desde un primer nivel, por parte del Poder Le-
gislativo en la emisión de leyes acordes con el mismo y con la normativa inter-
nacional de la materia, con la intención de tener un marco jurídico completo que 
proteja de la mejor manera posible a los niños y las niñas y sus derechos. 

El volumen se complementa con varios comentarios: uno jurisprudencial, 
“Análisis histórico jurisprudencial del principio de libertad sindical. Dos criterios 
relacionados con los trabajadores al servicio del Estado”, de Arturo G. Larios 
Díaz; otro legislativo, “Comentario al Libro Quinto del Código Federal de Proce-
dimientos Civiles ‘De las acciones colectivas’”, de María Elena Lugo Garfias, y 
uno bibliográfico, “La lucha por el reconocimiento y los derechos humanos. Co-
mentario a la obra de Axel Honneth”, de Alán Arias Marín. Asimismo, se incluyen 
una reseña bibliográfica y una hemerográfica. 

Como es costumbre, en este número de la revista aparecen una bibliografía, 
en esta ocasión sobre un tema de gran actualidad: “Notas para una bibliografía 
sobre acoso y hostigamiento”, de Eugenio Hurtado Márquez; las nuevas adqui-
siciones del Centro de Documentación y Biblioteca, y las publicaciones de re-
ciente aparición. 
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Aproximación a un concepto crítico 
de víctima en derechos humanos 

Alán Arias Marín* 

Resumen: El artículo “Aproximación a un concepto crítico de víctima en derechos 
humanos” desarrolla un análisis respecto del concepto dominante de víctima; tal 
aproximación apunta a la construcción de un concepto crítico de víctima que logre 
solventar los requerimientos y desafíos contemporáneos en que se encuentran los 
derechos humanos y, como deriva, resistir, aminorar y/o normalizar ese plus de vio-
lencia presente en la sociedad mexicana. 

El texto, a partir de un rastreo etimológico de los diversos significados de víctima 
aunado a la revisión del concepto jurídico de la misma, se concentra en enunciar los 
principales obstáculos epistemológicos en el concepto dominante de víctima, a sa-
ber: a) el carácter político en la determinación de la víctima; b) la autodesignación 
de la víctima y su correlato de credibilidad, y c) el cuerpo sufriente de la víctima como 
el espacio del menosprecio. 

Asimismo, el artículo despliega una serie de tesis acerca de la pertinencia y plau-
sibilidad de un concepto crítico de víctima, lo cual compromete cuestionar dos de-
terminaciones hegemónicas presentes en la noción de víctima: el juridicismo y la 
sacrificialidad. Con ello se pretende transitar de una noción de víctima con signifi-
cados restrictivos, referida al delito tipificado, hacia la situación real y multidimen-
sional de sujetos complejos victimizados por diversos tipos de violencia y –en oca-
siones– afectados por violaciones a las leyes, por un lado, y, por otro, despojarla de 
la connotación sacrificial que el concepto de víctima mantiene, mediante la decons-
trucción de los elementos de orden político, autorreferenciales y vinculados al es-
pectáculo del cuerpo sufriente inmolado. 

Finalmente, el texto apuntala una serie de elementos para la producción de un 
concepto crítico que trascienda el cuerpo sufriente de la víctima (y su espectáculo) 
por vía de un proyecto teórico y práctico (cuerpo-idea) de resistencia y emancipa-
ción, que se sugiere sean los derechos humanos. Se esbozan los preliminares de 
ese vínculo orgánico entre ese nuevo concepto de víctima y los derechos humanos. 

Abstract: “An approach to a critical concept of the victim in human rights” is a text 
that analyzes the dominant concept of the victim. This approach aims towards build­
ing a critical concept of the victim that solves the contemporary needs and challeng­
es found in human rights, and as a derivation, to resist, diminish and/or normalize 
that extra of violence found in Mexican society. 

The text starts with an etymological tracing of the various meanings of victim to­
gether with a revision of the legal definition of it. It then focuses on the major episte­
mological obstacles present in the dominant concept of the victim, namely: a) the 
political character in the definition of the victim; b) the self-designation of the victim 

* Investigador del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH. 
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and its credibility correlate, and c) the ailing body of the victim as the space of con­
tempt. 

The article also deploys a series of theses about the relevance and plausibility of 
a critical concept of the victim, which commits to challenge to hegemonic determi­
nants present in the notion of victim: its legalism and its sacrificial character. With this 
we pretend to transit from a notion of victim with restricted meanings, based on legal 
types, towards the real and multidimensional situation of complex subjects victim­
ized by different kinds of violence, while also stripping away the sacrificial content 
that the concept of victim maintains though the deconstruction of the elements of a 
political order, self-referencing and linked to the spectacle of an immolated suffering 
body. 

Finally, the text pinpoints a series of elements for the production of a critical con­
cept that transcends the suffering body of the victim (and its spectacle) by means of 
a theoretical and practical project (body-idea) of resistance and emancipation, which 
we suggest that human rights can be. The outlines of that organic bond between this 
new concept of victim and human rights are preliminarily discussed. 

Sumario: Introducción. I. Relevancia contemporánea de la noción de víctima. Nueva 
visibilidad y memoria. II. Observaciones etimológicas sobre la noción de víctima. 1. 
Sacrificialidad. 2. Juridicismo. III. La víctima en el derecho internacional de los 
derechos humanos. IV. Teoría crítica, derechos humanos y obstáculos epistemoló-
gicos a una noción crítica de víctima. V. Juridicismo y víctima. VI. Politicidad de la 
determinación de la víctima. VII. Víctima y derechos humanos: preliminares de un 
vínculo orgánico. 

introducción 

¿Es funcional (útil) la noción de víctima y su centralidad en el discurso de los 
derechos humanos para pretender una fundamentación ética de los mismos? 
Ésa es la cuestión más amplia e inicial que, a modo de hipótesis, subyace al texto. 
Si la respuesta es positiva, entonces, resultará pertinente y perentorio proceder 
a la construcción de un concepto crítico de víctima, capaz de satisfacer suficien-
temente los requerimientos y desafíos de la condición contemporánea de los 
derechos humanos. No obstante, esa tarea supera en envergadura y dificultad 
las pretensiones y capacidades puestas en juego en este trabajo. Por ello, se 
ensayan aquí tan sólo los pasos iniciales de una aproximación crítica al concep-
to de víctima. Al final, se esbozan –apenas– los preliminares de una vinculación 
orgánica del concepto de víctima con el proyecto del movimiento histórico de los 
derechos humanos, su práctica discursiva y su politicidad intrínseca. 

La cuestión de la víctima tiene un significado relevante en México, toda vez 
que la sociedad mexicana vive sacudida por un exceso de violencia y criminali-
dad –un sufrimiento socialmente producido ya inasimilable– potenciadas por el 
conflicto armado interno (de nuevo tipo)1 y agudizadas por la estrategia guber-
namental contra el crimen organizado. La multiplicación de las víctimas de la 
violencia y el aumento ostensible de violaciones a los derechos humanos du-
rante –al menos– la última década incrementa la importancia y agudiza la nece-

1 Ver Mary Kaldor, New and Old Wars: Organized Violence in a Global Era. Cambridge, Polity Press, 
1999, y Peter Lock, “Transformações da guerra: a dominação da violência reguladora”, en Theotonio dos 
Santos, coord., Hegemonia e contra hegemonia, globalização dimensões e alternativas. Río de Janeiro, 
Ed.PUC-Rio / Loyola, 2004, vol. II. 
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sidad de una reflexión crítica sobre la víctima en el seno de un discurso renova-
do de los derechos humanos. 

Se han desarrollado un buen número de reacciones e iniciativas de la socie-
dad civil y de la sociedad política para resistir, aminorar y/o normalizar ese plus 
de violencia.2 Ese conjunto práctico constituye una masa crítica relevante que 
sirve como referente constante –algunas veces explícito y siempre implícito– a 
las reflexiones que siguen. Conviene enfatizar que el núcleo racional que arti-
cula todos esos esfuerzos pueden inscribirse conceptualmente en la constela­
ción teórica: víctimas-violencia-dignidad, misma que vertebra el pensamiento 
clásico de los derechos humanos.3 

Ya se han ensayado ejercicios teóricos de intencionalidad crítica, en los que 
se ha tratado de mostrar la pertinencia y plausibilidad de un uso metodológico 
(en sentido fuerte, no de mera técnica investigativa) de la noción de víctima. Se 
ha pretendido mostrar su funcionalidad epistemológica y heurística;4 ¿pero, po-
sibilita el concepto de víctima, en sus contenidos y acepciones ético-filosóficos 
(articulado a las funciones gnoseológicas ya indicadas), un empeño de funda-
mentación del discurso de los derechos humanos? 

El periplo que aquí se ensaya es solamente una inicial aproximación a la 
cuestión planteada. Se establecen elementos del nuevo significado, visibilidad 
y relevancia que la víctima ha adquirido en el discurso de los derechos humanos 
en las últimas décadas; un breve rastreo etimológico que permite dejar asenta-
dos contenidos de carácter sacrificial que perduran pese al desarrollo seculari-
zante de los significados de víctima; asimismo, se especifican las determinacio-
nes centrales que se predican del concepto jurídico de víctima en los principales 

2 Amparo en materia de derechos humanos (junio 2011); asunción práctica –explicitada jurispruden-
cialmente por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN)– de la jurisdicción de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos (CoIDH) (julio, 2011); mandato judicial de la misma CoIDH al gobierno 
mexicano para reformar el Código Militar en lo referente al juicio civil de la comisión de delitos y violacio-
nes a los derechos humanos perpetrados por la fuerza armada (Ejército y Marina Armada) en contra de 
civiles (noviembre, 2009); la crucial reforma constitucional en materia de derechos humanos (junio 2011) 
y –muy recientemente– la Ley General de Víctimas (abril 2012). 

3 Jürgen Habermas, “El concepto de dignidad humana y la utopía realista de los derechos humanos”, 
en Diánoia. Revista de Filosofía. México, vol. 55, núm.64, mayo de 2010, p. 5. Las consideraciones que 
aquí se presentan están ubicadas en el horizonte de una contribución a un discurso crítico de los dere-
chos humanos. Se entiende la condición actual de los derechos humanos como un campo teórico y prác-
tico atravesado por una tensión bipolar, como un discurso dominante en la globalización –valorativa y 
normativamente– y, a la vez, un discurso pervertido y vulgarizado, cuya práctica es refuncionalizada por 
intereses políticos geoestratégicos globales y de equívoca legitimación política de muchos Estados na-
cionales y, también, en otro plano, de las instituciones y organizaciones públicas y privadas para su de-
fensa y promoción. El espacio de la intervención teórica es la discusión contemporánea de los derechos 
humanos, marcado por el debilitamiento de su tradicional dominio jurídico y la irrupción plural del conjun-
to de las ciencias y disciplinas sociales y de la filosofía; nueva situación condicionada por el quebranto 
de la concepción rígida de soberanía nacional y el repliegue del Estado nacional de algunas de sus es-
feras habituales de influencia. La discusión crítica del discurso de los derechos humanos está determi-
nada por un triple imperativo que lo determina e interpela: el imperativo epistemológico de una aproxi-
mación y construcción multidisciplinaria del objeto y sus prácticas, el imperativo multicultural que 
cuestiona su sentido de universal validez valorativa y jurídica, así como por el imperativo de género, con 
sus cuestionamientos al paradigma liberal y sus ejes fundamentales, el racionalismo y el humanismo y 
la problematización “feminista” a la desigualdad y la discriminación de la mujer. Se trata de interpelacio-
nes imposibles de ser desatendidas por los derechos humanos. Ver Alán Arias Marín, “Tesis sobre una 
aproximación multidisciplinar a los Derechos Humanos”, en Revista Derechos Humanos México. México, 
núm. 12, 2009; también: “Globalización, cosmopolitismo y derechos humanos. Apuntes sobre el contex-
to teórico y la reforma constitucional”, Revista Derechos Humanos México. México, núm. 18, 2011. 

4 Ver Alán Arias Marín, “Derechos humanos: entre la violencia y la dignidad”, en Revista Derechos 
Humanos México. México, núm. 19, 2012. 
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instrumentos internacionales. Se establece la actitud epistemológica y el talan-
te crítico que guía el empeño de situar y enunciar los principales obstáculos 
epistemológicos (que ocultan significados sacrificiales), como condiciones de 
posibilidad iniciales para un proyecto de construcción de un concepto crítico 
de víctima. 

Un recurso de método obligado, que conforma el objetivo central del texto, 
radica en la crítica al concepto dominante de víctima. Como veremos, sus dos 
determinaciones hegemónicas, juridicismo y sacrificialidad, imponen limitaciones 
restrictivas en las connotaciones de la noción dominante de víctima. El desafío 
es –en consecuencia– transitar de la norma que hay que observar y su significa-
do restrictivo, referida al delito tipificado, hacia la situación real y multidimensio-
nal de sujetos complejos afectados por esa violación a la ley, por un lado. Y, por 
otro lado, despojar la connotación sacrificial que el concepto de víctima mantiene, 
mediante la deconstrucción de los elementos de orden político, autorreferencia-
les y vinculados al espectáculo del cuerpo sufriente inmolado. Esa operación 
deconstructiva ensayada en un doble plano, tanto en el del derecho como en el 
de las connotaciones sacrificiales, conforma una dimensión decisiva5 en el tra-
tamiento referencial necesario para la reconfiguración crítica del concepto de 
víctima. 

Finalmente, se sugiere la tesis acerca de la pertinencia y plausibilidad del 
concepto de víctima si éste se construye de acuerdo con condiciones que supe-
ren sus significados de postración y queja que clama por un reconocimiento 
victimario menospreciado. Se esbozan, entonces, elementos para la producción 
de un concepto crítico de víctima –deconstruido– que trascienda el cuerpo su-
friente de la víctima (y su espectáculo) por vía de un proyecto teórico y práctico 
(cuerpo-idea) de resistencia y emancipación. 

Se trata de una aproximación inicial que, no obstante su carácter tentativo y 
provisional, conlleva pretensiones de objetividad teórica y que, por tanto, no 
puede condicionarse, como frecuentemente ocurre con el discurso y/o los mo-
vimientos victimales, por determinaciones emocionales, ideológicas o moralís-
ticas. Se pretende una sobriedad discursiva apta para moverse en la clásica 
constelación conceptual del discurso de los derechos humanos: víctimas-vio-
lencia-dignidad. Se pretende rigor epistemológico y densidad ética, se recusa 
el sentimentalismo y la compasión. 

No es éticamente aceptable renunciar y/o descartar a la víctima como el cen-
tro de gravedad ético-moral del discurso de los derechos humanos; pero no es 
políticamente viable asumirla en su mera prostración sufriente, como cuerpo 
victimado. Se trataría de un primer paso para construir una noción de víctima a 
partir –sí– del cuerpo humano sufriente de la dignidad violentamente vulnera-
da, pero también de un cuerpo-idea levantado de su postración, enhiesto, que 
propone y proyecta un pensamiento posible y una práctica de resistencia y eman-
cipación afirmada en el reconocimiento de la igualdad de todos. Queda así su-
gerido el horizonte de que ese proyecto resistente y emancipador pudiera 
articularse con los derechos humanos, su discurso y el conjunto de prácticas 

5 La otra dimensión crítica del tratamiento de la noción de víctima es el de su uso metodológico (epis-
temológico y heurístico), mencionado más arriba. Ver supra notas 3 y 4, e infra nota 13. 
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que lo constituyen; tal articulación implicaría un reforzamiento a las potenciali-
dades emancipatorias y críticas de los derechos humanos. 

i. relevancia contemporánea de la noción de víctima. 
nueva visibilidad y memoria 

La significación de la memoria, en tanto forma específica de apropiación del pa-
sado, se ha convertido en un aspecto decisivo, una especie de catalizador, para 
la eclosión de la noción de víctima contemporánea. El siglo XX, en esta pers-
pectiva, será recordado por un suceso que no sólo sacudió a la humanidad sino 
que cambió su porvenir: la Segunda Guerra Mundial. La memoria del pasado, 
la acción de recordar, tiene exigencias irrenunciables, particularmente manifies-
tas y determinantes en sentido político. Bajo ese condicionamiento se puede 
afirmar la existencia, al menos, de dos formas de olvido radicalmente opuestas; 
una forma es la ignorancia, la otra, la injusticia. La ignorancia alude un olvido 
como desconocimiento del pasado, en cambio, la injusticia sugiere un olvido en 
el sentido de no dar importancia ni significado alguno al pasado. Históricamen-
te, quizás, el olvido de las víctimas tenga su origen en la injusticia o en el hecho 
irrebatible de que la justicia es prácticamente siempre la instaurada por los ven-
cedores.6 

Ese olvido muta sociológicamente en invisibilidad de las víctimas. De cierta 
forma, esa no visibilidad social resulta condicionada por determinaciones polí-
ticas. La figura de la “amnistía” sirve como ilustración y ejemplo; en su origen, 
significaba no tanto olvidar o perdonar, sino castigar a quien recordara infortu-
nios pasados. Se trata –de alguna manera– de forzar políticamente un pasado 
ausente –silenciado– en el presente. La política es de los vivos, los muertos ya 
no están. El pasado vencido, el que contiene desdicha y dolor, desaparece de 
la historia, y, con ellos, sus testigos, esto es, sus víctimas. En un sentido com-
plementario, la historia en Occidente y la especificidad de la modernidad radi-
carían en “el convencimiento de que el progreso produce víctimas y que para 
progresar hay que dar la espalda al pasado”.7 

El contrapunto, hasta hace relativamente poco inédito en la historia, lo cons-
tituye una nueva visibilidad de las víctimas. Esta visibilidad no refiere principal-
mente a una visibilidad sociológica o histórica en sentido positivista. Consiste 
en haber logrado que el sufrimiento de las víctimas deje de ser insignificante, se 
trata de una rearticulación necesaria que subvierte el confinamiento invisibili-
zante de las víctimas evitando su aislamiento simbólico, la privatización inco-
municable de su dolor y la invisibilidad política; se trata de una visibilidad de 
sentido y de interpretación de su existencia (su rescate como motivo hermenéu-
tico). Esta novedad es, pues, un fenómeno epocal, un signo propio de nuestro 
tiempo.8 

6 Danilo Zolo, La justicia de los vencedores. De Núremberg a Bagdad. Madrid, Trotta, 2006, pp. 157-
183. 

7 Manuel-Reyes Mate, Justicia de las víctimas. Terrorismo, memoria, reconciliación. Barcelona,Anthro-
pos Editorial, 2008, p. 20. 

8 Ibid., p. 21. 



1616 
A

lá
n 

A
ri

as
 M

ar
ín

     
  

  
  

    

 
 

 

       
 

 
   

 

 
  

 
 
 

  

 

    
   

 
    

 

 
 

 
 

    

 

La serie de significaciones complementarias de este cambio, las rupturas de 
un tiempo civilizatorio respecto de otro,9 resultan contemporáneamente en una 
concepción vinculada a la idea de la reconstrucción de la justicia, esto es, la po-
sibilidad (en rigor una utopía plausible) de que la justicia, en algún momento 
quebrantada –la injusticia remite siempre a la destrucción de una relación–, en-
cuentre condiciones para ser reconstruida. En ese sentido, surgen implicaciones 
específicas para pensar éticamente la injusticia (testimoniada por la víctima) si 
se logra establecer la posibilidad de un nuevo estatuto ético de la víctima. De 
esa nueva condición, construida a partir de las nuevas circunstancias históricas 
y culturales de las víctimas, se incentiva un impulso moral nacido desde la pers-
pectiva de una reflexión ética que apuntale y contribuya a la fundamentación del 
proyecto y el discurso de los derechos humanos. 

Una reconstrucción ética, como elemento indisociable de esa cultura recons-
tructiva de la justicia,10 exige el punto de vista subjetivo de los actores y la deve-
lación de su sufrimiento. La víctima racionaliza su experiencia y la comparte; 
denuncia y hace público el daño que ha sufrido. Desde el derecho, sobre todo 
el penal, se constata cada vez con mayor anuencia la sustitución del vínculo 
entre justicia y castigo por el de justicia y reparación de las víctimas. Específica-
mente, en el plano de la argumentación hacia una justicia reconstructiva, de lo 
que se trata es de fijar de otra manera, más abierta, las prioridades de la repa-
ración de las víctimas. 

Vuelta al comienzo del argumento; el giro de esa visibilidad de las victimas lo 
constituye ese renovado elemento de la memoria, entendido como la posibilidad 
de interpretar aspectos significativos que hasta ahora no tenían ningún valor 
hermenéutico. La remembranza de lo que hasta ahora se encontraba olvidado, 
prohibido, no es más que el empeño de dar significación singular a lo que no 
parece tener sentido. El victimario modélico de la época contemporánea no sólo 
quiere dañar impunemente, sino, además, privar de sentido –y de sentido mo-
ral– lo que hace; a la muerte física de la víctima se añade su muerte metafísica, 
simbólica (la negación de su hermenéutica). 

Ahora bien, si la modernidad se definía por su condición “postradicional”, es 
decir, negándole al pasado cualquier poder normativo sobre el presente, es de-
bido a que colocaba al individuo bajo un inusitado principio de autonomía, el 
sueño racional (que produce monstruos, como plasmó Goya) de que el individuo 
no tenía cadenas que lo ataban a lo que había sido. Las grandes conflagracio-
nes mundiales del siglo XX develaron cruelmente que el hombre no era tal su-
jeto autónomo y libre, que la humanidad se había colocado al servicio de la téc-
nica y de las innovaciones tecnológicas, que el hombre era un peón al servicio 
de un destino sin rumbo que ahora estaba troquelado por la técnica. 

Esa sensación de vértigo precipitó una mirada al pasado, fue el momento 
–detonado enfáticamente por la literatura– de la irrupción iluminadora de la 
memoria. Para conseguir un equilibrio, un vaso comunicante, entre un pasa-
do traumático y un porvenir incierto. Para entender esa metamorfosis, grandes 

9 Paul Ricoeur, Memory, History, Forgetting. Chicago, The University of Chicago Press, 2004, pp. 305 
y ss. 

10 Jean Marc Ferry, La ética reconstructiva. Bogotá, Siglo del Hombre Editores, 2001, pp. 16-17. 
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escritores centro-europeos empeñaron su talento.11 Como le narra Kafka a su 
padre, al referirse a su generación, “las dos patas traseras apoyadas en el pa-
sado para que los cambios tuvieran una dirección y no fuera un dar vueltas sin 
sentido”.12 

Sin embargo, la Segunda Guerra Mundial sacudió a Occidente a modo de 
reiteración, pero con mayor radicalidad. Al final de la hecatombe, la autonomía 
del individuo no pudo ser vista más que con recelo; de ahí el recurso a formula-
ciones personalistas en desdoro del individualismo posesivo, por ejemplo, en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948. El individualismo había 
conducido a abandonar la razón por la barbarie, tránsito facilitado por los nuevos 
despliegues de la tecnología en diversos y múltiples ámbitos; sólo entonces se 
colocó a la autonomía, bajo riesgo de perder nuevamente sentido, como forma 
autorreferencial de la idea de memoria. 

El holocausto –Auschwitz como paradigma y concepto– resulta ejemplar, 
toda vez que constituye un proyecto no sólo de aniquilación sino de olvido; su 
intención de eliminar cualquier rastro para que fuera imposible la memoria.13 

Todo debía ser destruido. Pese a ello, el proyecto fracasó y los sobrevivientes 
son el cuerpo sufriente de la barbarie y su testimonio el lugar donde yace el sen-
tido de la remembranza; el compromiso del testigo se autoproyecta como un 
deber de la memoria. 

Así se ha conformado una centralidad de las víctimas –segunda mitad del 
siglo XX y lo que va del XXI– que carga de implicaciones a la ética contemporá-
nea y consecuentemente al discurso de los derechos humanos. Se ha impues-
to el riesgo, moralmente grave, de vivir el presente y aspirar a construir el futuro 
sin atender al significado de las víctimas y sus consecuencias políticas. Sin em-
bargo, este imperativo ético no puede ser formulado con simpleza positiva, al 
contrario, aparece como paradoja (lo diverso de la doxa, la opinión común y co-
rriente) y reclama trabajo deconstructivo, labor de interpretación. 

Las consideraciones anteriores refuerzan la pertinencia de construir –produ-
cir– un concepto crítico de víctima que trascienda el cuerpo sufriente –y su es-
pectáculo– por vía de un proyecto de resistencia y emancipación, que incorpora 
pero que no se agota en la queja y en la reparación. Proyecto práctico y discur-
sivo capacitado para instaurar y/o emplazar acontecimientos de emancipación, 
situaciones prácticas de exigencia de reconocimiento, afirmación de derechos 
(libertades) e instauración de garantías de no repetición. 

La revisión crítica de la noción de víctima, con la mira en la pretensión de 
contribuir a una fundamentación ética de los derechos humanos, supone asu-
mirla como la mediación plausible entre las nuevas determinaciones y modali-
dades de la violencia estatal y societal contemporáneas y la dimensión de la 

11 Como grandes referencias la obra de Hermann Broch (Die Schuldlosen. Zúrich, 1954, ed. por J. 
Weigand); Robert Musil (Der Mann ohne Eigenschaften. 1942 Rowohlt); Franz Kafka (Brief an den Vater, 
1919); Elias Canetti (Die Blendung, 1936); Marcel Proust (À la recherche du temps perdu), y André Gide 
(Si le grain ne meurt, 1924). 

12 Franz Kafka, Letter to His Father. Nueva York, Schocken Books, 1966. Ver también, Raquel Serur, 
“Lo trágico judío en Bellow y Kafka”, en Revista Palos de la Crítica. México, núm. 1, 1980. 

13 Primo Levi, Si esto es un hombre. Barcelona, Muchnick Editores, 2001; Giorgio Agamben, Estado 
de excepción. Buenos Aires, Adriana Hidalgo Editora, 2007; Esther Cohen, Los narradores de Auschwitz. 
México, Fineo, 2006. Ver también, M.-R. Mate, op. cit., supra nota 7, p. 27. 

http:memoria.13
http:sentido�.12
http:talento.11
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dignidad humana.14 Su estudio resulta un asunto crucial para el discurso social, 
filosófico y jurídico de los derechos humanos. Análisis y reinterpretación de la 
ecuación discursiva señera de los derechos humanos, el clásico nudo funda-
mental –históricamente siempre repensado– de la relación violencia-víctima-
dignidad. Como se sabe, la relación entre violencia y dignidad vulnerada no es 
directa, se encuentra mediada por la noción de víctima, de ahí su importancia 
teórica y metodológica. Así, la problemática generada por el tratamiento crítico15 

de esos temas constituye actualmente –como desde su origen– la columna ver-
tebral de los derechos humanos. 

La perspectiva crítica de la idea de víctima propicia la apertura a una doble 
dimensión epistemológica, tanto propiamente cognoscitiva como en su función 
heurística: a) la víctima es punto de partida metodológico, plausible para una 
investigación crítica del núcleo básico ético de una teoría de los derechos hu-
manos, a partir del estudio de la violencia, y b) la víctima es la mediación nece­
saria con la dignidad dañada o vulnerada que se implica en ella, toda vez que la 
aproximación o el asedio conceptual a la idea de dignidad humana sólo ocurre 
idóneamente por vía negativa, esto es, a través de las múltiples formas de daño 
y de vulneración de la dignidad de las personas. 

Ahora bien, el análisis de la noción de víctima tiene como vía de acceso el 
sufrimiento. Tanto la violencia como la dignidad humana (vulnerada) son per-
ceptibles a partir de la vida dañada en las víctimas, cuyo registro radica en las 
narrativas del sufrimiento. Así, la meditación acerca del sufrimiento resulta inex-
cusable, en virtud de que aparece como la vía discursiva-material que comunica 
con la noción de víctima. 

ii. observaciones etimológicas sobre la noción de víctima 

1. Sacrificialidad 

Las reflexiones contemporáneas sobre el concepto de víctima refieren, de ma-
nera obligada, a su evolución etimológica y filológica puesto que ayuda a com-
prender y precisar los contenidos contemporáneos de la palabra víctima; tal 
repaso propicia un tratamiento conceptual de mayor extensión y complejidad 
con la intención de alcanzar un horizonte comprensivo y explicativo en la poli-
semia misma de los significados del término víctima. 

Desde la perspectiva etimológica se puede precisar que la palabra víctima 
proviene del vocablo latino victima: ser vivo sacrificado a un Dios; palabra que 
–a su vez– tiene origen en el indoeuropeo wik-tima, el consagrado o escogido; 
wik del prefijo weik que significa separar, poner aparte, escoger.16 

El término víctima aparece por primera vez (1490) en el Vocabulario de Alon-
so de Palencia, y significa: “persona destinada a un sacrificio religioso”, según 
el Diccionario etimológico de Corominas.17 El mismo origen etimológico de víc-

14 Ver A. Arias Marín, “Derechos humanos: entre la violencia y la dignidad”, en op. cit., supra nota 4.
	
15 Véase este argumento con mayor detalle en A. Arias Marín, op. ult. cit.
 
16 Alonso Rodríguez Moreno, “Hermenéutica del concepto de actual de víctima”, en Revista Derechos
 

Humanos México. México, núm. 13, 2010. p. 39. 
17 Breve diccionario etimológico de la lengua castellana. Madrid, Gredos, 1994. 

http:Corominas.17
http:escoger.16
http:humana.14
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tima coincide con la acepción del Breve diccionario etimológico de la lengua 
española.18 A su vez, el Diccionario de la Real Academia Española señala por 
víctima: “1. Persona o animal sacrificado o destinado al sacrificio. 2. Persona 
que se expone u ofrece a un grave riesgo en obsequio de otra. 3. Persona que 
padece daño por culpa ajena o por causa fortuita. 4. Persona que muere por 
culpa ajena o por accidente fortuito. 5. Persona que padece las consecuencias 
dañosas de un delito”.19 Importa rescatar, pese a lo apretadamente esquemáti-
co de las referencias, que todas y cada una de las entradas señaladas nunca 
desliga la noción de víctima, su significante, de la idea de sacrificio, un significa-
do persistente y versátil. 

En cada una de las acepciones de los diversos diccionarios se puede seña-
lar que la etimología de víctima no guarda cambios mayores con respecto a su 
noción originaria, de carácter religioso, que denota relación al componente “sa-
crificio”, esto es, la persona o animal sacrificado o que se destina al sacrificio.20 

Ese origen etimológico de la palabra victima, en tanto palabra culta, apenas 
se ha diferenciado del latín, donde ocurrió su consagración lingüística; entre las 
lenguas romances, la palabra latina victima ha pasado idéntica al español, mien-
tras que para el portugués se ha trasladado como vítima, asimismo, vittima para 
el italiano, victime en francés y victime en inglés. Como se ha indicado, el con-
tenido perseverante de la palabra victima es el de “sacrificio”; a partir de lo cual, 
algunos estudios filológicos señalan que la palabra victima habría encontrado 
su origen como vocablo actual en el vocablo latino vincere, que significa: atar, 
lo que representa al sujeto atado; otros estudios, en cambio, vinculan el origen 
de la palabra victima con otro vocablo latino, viger, ser vigoroso, en alusión a la 
víctima como aquel animal robusto y grande para sacrificar.21 

En ese sentido quedaría meridianamente establecido que la noción etimo-
lógica de víctima se encuentra estrechamente vinculada a la idea de un animal 
o ser humano destinado al acto de sacrificio, el que sufre o padece daño o dolor, 
debido a los intereses o pasiones de otro. Hay pues en los significados persis-
tentes de la noción de víctima la referencia múltiple y versátil, producto de su 
evolución secularizante, respecto de quien es sacrificable o residuo del sacrifi-
cio. Lo sacrificial es significado predominante en el entendimiento más extendi-
do de la noción de víctima; conforma uno de los rasgos definitorios de la noción 
dominante de víctima. 

El significado etimológico de víctima ha vivido, como muestra su evolución 
filológica, su propio proceso de secularización. Una comprensión crítica de la 
secularización (tema crucial en sí mismo)22 del significado de víctima resulta 
decisivo para el desmonte crítico del concepto dominante de víctima. La secu-
larización es paradoja. La secularización no consiste en el mero relegamiento 
de significados teológicos. La secularización es el concepto (clave) mediante el 
cual la autocomprensión de la modernidad ha querido liberarse pero también 

18 Breve diccionario etimológico de la lengua española. México, Fondo de Cultura Económica / El 
Colegio de México, 1988. 

19 Diccionario de la lengua española. 22a. ed. Madrid, Real Academia Española, 2001. 
20 En este sentido, la noción de víctima es coincidente en los siguientes diccionarios: Diccionario de 

la Real Academia, Diccionario Sopena, Petit Larousse, Oxford English Dictionary, Vocabulario della Lin­
gua Italiana, The Random House Dictionary y Dicionário Brasileiro de Língua Portuguesa. 

21 Rodrigo Ramírez González, La victimología, Bogotá, Temis, 1983, p. 4. 
22 Giacomo Marramao, Poder y secularización. Barcelona, Ediciones Península, 1989. 

http:sacrificar.21
http:sacrificio.20
http:delito�.19
http:espa�ola.18
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cerciorarse de sus vinculaciones arcaicas, hegemónicamente religiosas. Los 
nuevos significados, aún los más enfáticamente innovadores y/o liberadores, 
mantienen una signatura teológica; los contenidos más secularizados sirven 
como una especie de velo que oculta viejos significados de raigambre teológica. 

De las disciplinas sociales, el derecho destaca, en virtud de su determinación 
técnico-administrativa, en su operatividad de encubrimiento de viejos conteni-
dos religiosos bajo el velo formal de su operatividad moderna. Foucault ha refe-
rido sintomáticamente tal complicidad al referirse a la presencia y persistencia 
de los significados religiosos en las operaciones modernas del derecho penal, 
la purga de la pena y las penitenciarías como los espacios idóneos no tanto de 
reinserción social de los delincuentes sino del sentido del castigo derivado del 
penar de los pecados y la penitencia.23 

Un ejemplo sintomático de este sentido paradojal de la secularización vincu-
lado a la noción de víctima y su significado arcaico sacrificial dominante es la 
propuesta de Ignacio de Ellacuría. Una tematización de la víctima cargada de 
contenidos religiosos, no obstante, elaborada desde la teología de la liberación, 
probablemente uno de los esfuerzos secularizantes más vehementes de la teo-
logía contemporánea. La filosofía política liberadora (en algunos casos, revolu-
cionaria, principalmente en América Latina, enfáticamente, en Brasil) que coha-
bita con la teología de la liberación, asume que el objeto y punto de partida (de 
la revelación) es la historia24 y ya no sólo los clásicos datos revelados de las 
Sagradas Escrituras y la doctrina de la Iglesia (católica) y su magisterio. La centra-
lidad de este planteamiento deriva en la reflexión de la politicidad de la filosofía-
teología con objeto de hacerla efectiva en el cambio sociopolítico, de tal forma 
que cumpla con una función liberadora. La perspectiva de la víctima es uno de 
los temas fundamentales para el pensamiento de la liberación. 

¿Cómo llamar a las víctimas individuales y a las víctimas masivas de hoy? 
La teología de la liberación busca responder a la novedad semántica y episté-
mica de la idea de víctima, ante las novedosas formas de victimización en la 
actualidad. Los planteamientos de Ellacuría sobre las víctimas se identifican con 
la idea de un “pueblo históricamente crucificado”.25 

Llamar a esas mayorías “pueblo crucificado” significa no sólo otorgar “digni-
dad” a sus muertes, sino ver en ellos un potencial salvífico. Cancelar el silencio 
que se cierne sobre ellas en nuestro mundo. Las víctimas han quedado (a dife-
rencia de los muertos americanos en Vietnam o los asesinados en Nueva York 
el 11 de septiembre) sin nombre porque no son “ricos”, sino que son “pobres”. La 
noción “pueblo crucificado” para designar a las víctimas mantiene viva la pre-
gunta de la teodicea, pues en la fe de la religiosidad se procura afecto, com-
pasión, al “pueblo crucificado”, pero en la historia no se puede hacer nada por 
él. Ellacuría señala que “esas mayorías, oprimidas en vida y masacradas en 
muerte son las que mejor expresan el ingente sufrimiento del mundo”.26 

23 Michel Foucault, Defender la sociedad. BuenosAires, Fondo de Cultura Económica, 2001; también 
el clásico Vigilar y castigar. México, Siglo XXI, 1976, pp. 216-218. 

24 Teilhard du Chardin, El medio divino. Madrid, Taurus, 1965. 
25 Ignacio de Ellacuría, Mysterium liberationis. Conceptos fundamentales de la Teología de la Libe­

ración. Madrid, UCA / Trotta, 1990, t. II, pp. 189-216. 
26 Ibid., p. 204. 

http:mundo�.26
http:crucificado�.25
http:penitencia.23
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¿Qué condiciones se requieren para que se produzca el desprendimiento de 
un significado –adherido a su época– respecto del significado dominante que le 
ha precedido? En el caso que aquí se estudia, ¿qué se necesita para un vacia-
miento (kénesis) de lo sacrificial presente en el concepto contemporáneo de 
víctima? Antes que nada, la superación de los obstáculos epistemológicos –pero 
también políticos– como preliminar para la construcción de un nuevo concepto 
crítico (deconstruido) de víctima; conviene al argumento del texto establecer los 
elementos generales de ese desprendimiento o vaciamiento de significados re-
trógrados inherente al proceso de secularización27 en lo que concierne al con-
cepto de víctima. 

Así, la crítica de los contenidos sacrificiales presentes, aún si velados por el 
formalismo jurídico y su obsesión por la tipificación del delito, en el concepto 
preponderante de víctima, implicaría la autoafirmación de la víctima a partir (o 
referidos desde) contenidos semióticos contrarios a la idea de sacrificio o ajenos 
a ella. Un nuevo concepto de víctima habrá de construirse superando (aún si 
conserva) los contenidos limitados al daño, el dolor, el cuerpo sufriente, el delito 
y/o el crimen; más en general, por vía de la autoafirmación de la víctima, la ob-
tención de reconocimiento, pero desechando la construcción de una idea de 
justicia a partir del daño infligido o la dignidad vulnerada, sino de un reconoci-
miento (a partir sí del cuerpo sufriente y la dignidad vulnerada) de la autocapa-
cidad de resistencia y emancipación fundada en la afirmación de la igualdad de 
todos. 

2. Juridicismo 

En todo caso, a lo largo del itinerario de la definición de víctima se destaca que 
el término ha sido utilizado también en acepciones más amplias, que buscan 
trascender su carácter religioso. Esta incorporación de significados ha sido tarea 
desarrollada primordialmente por diversas ramas del derecho. Las diversas 
acepciones de víctima, principalmente las acuñadas por los estudios de victi-
mología, han incorporado nuevos elementos en su definición, tales como: 1) la 
afectación, tanto en el plano individual o colectivo, determinada por factores de 
origen físico, psíquico, económico, político o social, así como del ambiente na-
tural o técnico;28 2) el sufrimiento resultado de un designio, incidental o 
accidental,29 y 3) el sufrimiento de manera injusta.30 Con ello, se puede indicar 
que dos rasgos decisivos de la definición jurídica de víctima, que refuerzan sus 
contenido sacrificial, lo constituyen el sufrimiento y la injusticia.31 

Adicionalmente, uno de los elementos trascendentes en la definición de víc-
tima es el de crimen. Lo anterior conduce a referirse a la definición de víctima 

27 Ver Hans Blumenberg, La legitimación de la Edad Moderna. Valencia, Pretextos, 2008. 
28 Benjamin Mendelson, “Victimas y las tendencias de la sociedad contemporánea”, en INALUD. San 

José de Costa Rica, núm. 10, 1981, p. 58. 
29 Paul Separovic, Victimology: A New Approach in Social Sciences, I Symposium. Tel Aviv, 1973. 
30 Vasile V. Stanciu, “État victimal et civilization”, en Études Internationales de Psychosociologie Cri­

minelle. París, núms. 26-28, 1975, p. 29 
31 Idem. 

http:injusticia.31
http:injusta.30
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desde su carácter jurídico, la cual cabe recordar que constituye, junto con los 
contenidos sacrificiales ya referidos, la noción dominante. 

De manera sucinta se puede señalar que, desde la perspectiva jurídica, víc-
tima es la persona que sufre la acción criminal, esto es, la persona cuyos dere-
chos han sido violentados en actos deliberados.32 Se trata, a todas luces, de una 
comprensión restrictiva de la noción de víctima (volveremos a la revisión y aná-
lisis de tal noción jurídica de víctima). 

Respecto de lo anterior, la cuestión nodal para una noción más extensa de 
víctima constituye el planteamiento de una definición de víctima sin referencia a 
la acción criminal. Es decir, asumir la situación victimal sin la mediación de una 
conducta antisocial; con ello se dejaría de lado la noción restrictiva de víctima de-
terminada por la figura de delito. De modo que se puede ser víctima, en un sen-
tido más amplio, si se incluyen nuevas formas de victimización y se extienden 
las posibilidades de situaciones que propicien o devengan en una victimización. 
Esta definición ampliada de víctima logra incorporar, en principio, a las personas 
que se convierten en víctimas sin intervención humana; víctimas por desastres 
naturales o ataques de agentes biológicos son ejemplo de este tipo de victimi-
zación. También se puede dar una victimización cuando las personas resulten 
ser víctimas por conducta propia (autovictimización). Asimismo, se puede se-
ñalar que existe una victimización sin delito, esto es, la persona puede sufrir un 
daño causado por una acción que no se encuentre sancionada en ninguna ley 
penal, pero que constituye una inflicción de daño o sufrimiento resultado de una 
conducta antisocial.33 

Dado el carácter original y persistente de la etimología de víctima, lo sacrifi-
cial de contenido religioso, hasta el contenido jurídico que alude a un acto ilícito, 
resulta necesario estructurar un concepto crítico de víctima con potencialidades 
comprensivas y explicativas para el fenómeno (sus finalidades, y sus causas y 
efectos). El sufrimiento consciente en la víctima no basta para definir su propia 
condición –este problema se angosta a la autodefinición de víctima y deviene 
en una cuestión de creencia; existe también la posibilidad de concebir una víc-
tima inconsciente; tampoco queda zanjada la cuestión mediante alguna deter-
minación política que establezca el estatuto de quién es víctima y quién no lo es; 
ni la asunción del carácter de víctima bajo la determinación del espectáculo del 
cuerpo sufriente. Todo lo anterior implica necesariamente y abona en el sentido 
de un proceso de victimización más amplio y complejo que el que la noción do-
minante de víctima contiene. Concepto de víctima dominante definido y delimi-
tado por la categoría de delito, cargado –a su vez– de significaciones múltiples 
que contienen en sí mismas el periplo de la secularización del sacrificio y de la 
historia del derecho en las sociedades occidentales. 

32 Henry Pratt Fairchild, Diccionario de sociología. México, Fondo de Cultura Económica, 1980, 
p. 311. 

33 En este sentido, sin embargo, Rodríguez Manzanera señala que existen al menos cuatro posibili-
dades de victimización: a) sin delito ni conducta antisocial; b) sin conducta antisocial con delito; c) sin 
delito con conducta antisocial, y d) con delito y con conducta antisocial. De lo anteriormente expuesto, 
se reafirma la necesidad de proteger a las posibles víctimas a partir de las diversas y variadas posibilida-
des que presenta el fenómeno victimógeno. Luis Rodríguez Manzanarera, Victimología. México, Porrúa, 
1988, p. 71. 

http:antisocial.33
http:deliberados.32


2323 

A
pr

ox
im

ac
ió

n 
a 

un
 c

on
ce

pt
o 

cr
íti

co
 d

e 
ví

ct
im

a 
en

 d
er

ec
ho

s h
um

an
os 

 

 

 
         

 

 

     
 
 
 

 
 

  

 
  

   

  
  

       

 

 

  

iii. la víctima en el derecho internacional de los derechos humanos 

No fue hasta después de la Segunda Guerra Mundial cuando las violaciones 
graves de los derechos humanos adquirieron relevancia en el ese entonces re-
cientemente (re)inaugurado discurso de los derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario. En este campo convulsivo, luego de la barbarie, sur-
gieron los organismos internacionales y regionales de protección de los derechos 
humanos y, junto a ellos, la necesidad de consolidar un estatuto de carácter in-
ternacional de víctimas de violaciones graves de derechos humanos. 

Sin embargo, no se habían logrado capitalizar, en términos de una reflexión 
orientada por los derechos humanos, las preocupaciones sustanciales vincula-
das a las violaciones de los derechos humanos de las víctimas, pues su afirma-
ción y eficacia práctica en la protección, prevención y reparación de las víctimas 
se encontraba, en buena medida, limitada por su tipificación escueta. 

Hace menos de 10 años se logró adoptar una norma común sobre los dere-
chos de las víctimas de violaciones graves a los derechos humanos. En ella se 
incorporaron una serie de elementos de importante significación, relativos a la 
reparación del daño y construidos con elementos teóricos y criterios vinculados 
a la llamada cultura legal reconstructiva.34 

Se trata de la Resolución 60/147, aprobada, sin votación, por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 2005. En dicha Resolución 
se sancionan los principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas 
de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer re-
cursos y obtener reparaciones.35 

La Resolución 60/147 tiene como precedente los trabajos de la antigua Co-
misión de Derechos Humanos de Naciones Unidas en Ginebra, establecida en 
1946, cuyos objetivos fueron el establecimiento de normas y mecanismos para 
vigilar y proteger la situación de los derechos humanos. Cabe recordar que en 
el seno de esa desaparecida Comisión de Derechos Humanos se llevaron a 
cabo, en 1948, los trabajos que concluyeron con la histórica Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos. Asimismo, dicha Comisión fue la principal encar-
gada de establecer la estructura jurídica internacional para la protección de los 
derechos humanos, vigente hasta su desaparición en marzo de 2006. 

La Resolución 60/147, en virtud del carácter unánime de su adopción, así 
como por la naturaleza general y fundamental de su contenido, es susceptible 
de ser interpretada como una opinio juris communitatis (opinión jurídica de la 
comunidad internacional), por lo que cabe la pregunta de si se podría considerar 
obligatoria para todos los Estados.36 

El contenido de la Resolución 60/147 establece, primordialmente, el sentido 
de la debida justicia a todas las víctimas de todas las violencias, pues dispone 
en su artículo 8 que: 

34 Ver J. M. Ferry, op. cit., supra nota 10, pp. 16-17. 
35 Resolución aprobada por la Asamblea General, A/RES/60/147, consultada en http://daccess-dds-

ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N05/496/45/PDF/N0549645.pdf?OpenElement 
36 Ver Hernando Valencia, “Víctimas de violaciones graves de los derechos humanos”, en Rafael 

Escudero Alday, coord., Diccionario de la memoria histórica. Madrid, Catarata, 2011, pp.107-111. 

http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N05/496/45/PDF/N0549645.pdf?OpenElement
http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N05/496/45/PDF/N0549645.pdf?OpenElement
http:Estados.36
http:reparaciones.35
http:reconstructiva.34
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[...] se entenderá por víctima a toda persona que haya sufrido daños individual o 
colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pér-
didas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una violación manifiesta 
de las normas internacionales de derechos humanos o una violación grave del 
derecho internacional humanitario.37 

Asimismo, otro aspecto relevante en la Resolución que comentamos lo 
constituye el artículo 11, donde señala que los derechos de las víctimas son 
tres principales: el acceso igual y efectivo a la justicia; la reparación adecuada, 
efectiva y rápida del daño causado, y el acceso a información pertinente sobre 
las violaciones y los mecanismos de reparación. La cuestión de la reparación 
a las víctimas tiende a conformarse en un principio que transforme todo el sis-
tema jurídico internacional; la reparación del daño a las víctimas deberá ser 
“plena y efectiva”, resultado de la intervención de cinco garantías básicas: la 
restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y las garantías 
de no repetición. 

De forma breve se puede señalar que la restitución de las víctimas tiene el 
objetivo, según el caso, del reestablecimiento de la libertad; el regreso al lugar 
de residencia; la reintegración en el empleo; o la devolución de bienes. Por su 
parte, la indemnización evoca un sentido de resarcir el daño físico o mental; la 
pérdida de oportunidades; los daños materiales y la pérdida de ingresos; los 
perjuicios morales, y los gastos legales y médicos. A su vez, la rehabilitación de 
las víctimas consiste en la atención médica y psicológica y los servicios jurídicos 
y sociales. En lo que respecta a la satisfacción, consiste en medidas como la 
cesación de las violaciones continuadas; la verificación de los hechos y la reve-
lación pública de la verdad; la búsqueda e identificación de las personas des-
aparecidas; el restablecimiento público de la dignidad y reputación de las vícti-
mas, y la petición pública de perdón con la aceptación de las responsabilidades 
correspondientes, entre otras. Finalmente, las garantías de no repetición impli-
can el fortalecimiento de la independencia y la imparcialidad de la justicia; la 
prevención de los conflictos sociales, y la reforma de las leyes violatorias de los 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario, entre otras. 

La Resolución constituye el instrumento legal más avanzado del derecho 
internacional respecto de las víctimas y sus derechos correspondientes. Pese 
a su riqueza, contrastable vis a vis con la gran mayoría de los códigos penales 
y procedimentales de los Estados nacionales, la Resolución en sus dimensiones 
conceptuales y culturales aparece –todavía– restrictiva y con insuficiencias, al 
mantenerse en el plano unidimensional del derecho, lo que redunda en una li-
mitación y sujeción respecto del criterio decisivo de la perspectiva legal, en el 
que la victimización se reduce, en última instancia, a ser sujeto pasivo de un 
delito tipificado. Fuera de esa constricción, a final de cuentas, premisa funda-
mental de la Resolución, la noción de víctima se debilita y desdibuja. 

Para una teoría contemporánea de los derechos humanos y, sobre todo, para 
la defensa y promoción de los mismos, esa definición de víctima, con todo y los 

37 Ver Resolución 60/147, op. cit., supra nota 35. 

http:humanitario.37
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elementos novedosos y positivos que posee, no deja de ser insuficiente de cara 
a las nuevas circunstancias y retos impuestos por el momento actual. 

En paralelo e íntimamente ligado con la definición explícita que provee la 
Resolución, pero ofreciendo el contexto discursivo y testimonial exigido como 
condición necesaria para su formulación (y de la totalidad de los instrumentos 
y/o leyes referidos a las víctimas), cabe señalar como imprescindible el aborda-
je del sufrimiento en cuanto tal y –más modernamente– de la distribución del 
sufrimiento en las sociedades. El sufrimiento de las víctimas ha sido, primordial 
y permanentemente a lo largo de la historia, asumido por las teodiceas. Se trata 
de discursos orgánicamente vinculados a las sistematizaciones de las creencias 
religiosas.38 

La centralidad de las teodiceas radica, en tanto teorías ético-regulativas den-
tro de las sociedades, en haber elaborado explicaciones y justificaciones res-
pecto sobre todo de la injusta distribución del sufrimiento. El nervio de su argu-
mentación consiste en la metamorfosis del dolor y sufrimiento personales en 
una cuestión que debe asumirse y compartirse colectivamente. La preocupación 
central de los discursos religiosos acerca del dolor consiste, paradójicamente, 
no en evitar el sufrimiento sino en cómo sufrir del mejor modo posible. 

La antropología social y la sociología han sido las disciplinas sociales que 
han buscado comprender, en sentido moderno, secular, el sufrimiento; cuál es 
su sentido, si es que lo tiene. Dos son los puntos de referencia clásicos a este 
respecto. Émile Durkheim (1912)39 lo entiende como una pedagogía; aprender 
a sufrir el dolor como precio para la pertenencia grupal. Por otro lado, es clásico 
el estudio de Max Weber (1921);40 en el contexto de la racionalización y siste-
matización de las creencias religiosas, propias del complejo proceso de secu-
larización, que ayudan a explicar la injusta distribución del sufrimiento en el 
mundo y determinan, en consecuencia, el conjunto de los comportamientos 
prácticos; la tesis radica en que el sufrimiento aparezca como necesario para 
una teleología de la vida social. De ese modo, el sufrimiento resulta funcional a 
la constitución de los Estados nacionales como comunidad moral. 

El discurso contemporáneo de los derechos humanos, en tanto parte y mo-
mento integrante de la evolución de las ciencias y las disciplinas sociales con-
temporáneas, no sólo se ha conformado como parte activa de la deconstrucción 
de los relatos de integración y consuelo del sufrimiento de matriz religiosa (como 
lo son las teodiceas), funcionales al funcionamiento y reproducción de las so-
ciedades, sino que el discurso de los derechos humanos puede (y debiera), 
incluso, abrirse y desarrollarse a fin de servir como un cuerpo de escritura, irre-
ductible a la integración estatal, que permita que el dolor se exprese en él. Se 
ha planteado como un empeño crítico propio de los derechos humanos ante el 
sufrimiento de las víctimas41 tensar su potencia para entenderse a sí mismo y 

38 Veena Das, Sujetos del dolor, agentes de dignidad. Bogotá, Universidad Nacional de Colombia / 
Pontificia Universidad Javeriana, 2008. p. 439. 

39 Émile Durkheim, Las formas elementales de la vida religiosa. Barcelona, Akal, 1982. 
40 Max Weber, Ensayos sobre sociología de la religión. Barcelona, Taurus, 1998, t. I. Ver también del 

mismo autor, Sociología de las religiones. La ética protestante y el espíritu del capitalismo. Edición críti-
ca de Francisco Gil Villegas. México, Fondo de Cultura Económica, 2003. 

41 V. Das, op. cit., supra nota 38, p. 439. 

http:religiosas.38
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ofrecer espacio para ser –dicho sea defectuosamente– como una modalidad 
nueva de teodicea secular (ya no religiosa). 

iv. teoría crítica, derechos humanos y obstáculos epistemológicos 
a una noción crítica de víctima 

Las ciencias sociales en su conjunto y los derechos humanos, en su entendi-
miento complejo, como proyecto teórico y práctico, esto es, como discurso de 
un conjunto de prácticas multidimensionales (resistencia, emancipación, regu-
lación y crítica propiamente dicha), son expresión de una subjetividad de cono-
cimiento que proviene de la propia práctica; un saber práctico derivado de su 
propio comportamiento objetivo. Se trata, en un primer momento, propiamente 
gnoseológico, de un sujeto que investiga lo que no conoce y enfrenta obstáculos 
a su conocimiento (obstáculos epistemológicos, los ha denominado Gaston 
Bachelard).42 

En esa lógica, propia de la teoría crítica,43 el sujeto de conocimiento se cons-
truye por la vía de la (de)construcción del objeto; se constituye el sujeto median-
te la crítica (superación de los obstáculos), procedimiento que construye al ob-
jeto susceptible de conocimiento. En consecuencia, comprendemos lo real, no 
partimos de lo real (de ahí la importancia del lugar de la víctima como punto de 
partida metodológico). Partimos del error (la comprensión de su sentido, su fi-
nalidad), del sufrimiento, de la injusticia, por el camino negativo hacia la dignidad 
vulnerada; en ese sentido es que se habla de una primacía epistemológica del 
error. 

Asumir esa primacía teórica del error conduce a la rectificación, la que se 
conforma y afirma como la base del saber. Es una vía de retroceso para el avan-
ce; permite dar a la razón, al conocimiento, motivos para evolucionar. El discur-
so crítico acumula y rectifica, se aproxima y retrocede, nunca arriba al conoci-
miento completo, procede por aproximaciones sucesivas, de-construye, es 
decir, no agota los significados de lo que pretende conocer (comprender y/o 
explicar), asume la imposibilidad fatal de establecer sentidos inequívocos entre 
las palabras y las cosas. La teoría crítica sabe de la imposibilidad del conoci-
miento pleno y final (“la totalidad es no lo no verdadero”, sentenciaba Adorno)44 

e, incluso, del conocimiento rigurosamente científico –bajo el modelo de las 
ciencias naturales– de la historia, la sociedad y la cultura; escepticismo radical 
que –sin embargo– fecunda el saber respecto de la comprensión de paradigmas 
y síntomas de los fenómenos que pueblan la vida del mundo y de los sujetos que 
habitan la historia. 

Este breve rodeo, que busca indicar una actitud de método, en el sentido de 
la vieja teoría del conocimiento, pondera cierta inevitabilidad (y por tanto su ido-
neidad) del acercamiento negativo, crítico, a los objetos sociales, a las prácticas 
y las interrelaciones entre los sujetos; deja ver la fuerte utilidad funcional que el 

42 Gaston Bachelard, El nuevo espíritu científico. 2a. ed. México, Nueva Imagen, 1985; ver también 
del mismo autor, La formación del espíritu científico. 23a. ed. México, Siglo XXI, 2000. 

43 Max Horkheimer, “Teoría tradicional y teoría crítica”, en Teoría crítica. Buenos Aires, Amorrortu, 
1968, pp. 223-271. 

44 Theodor W. Adorno, Mínima moralia. Caracas, Monte Ávila Editores, 1975, pp. 53. 

http:Bachelard).42
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concepto de víctima en su uso epistemológico y heurístico ofrece al discurso 
de los derechos humanos, en particular; pero también al derecho y al conjunto de 
las disciplinas sociales, en general. 

Conviene tener presente que el concepto de víctima es trascendental en la 
teoría clásica de los derechos humanos y en la motivación ética y política de su 
reformulación refundacional (luego de terminada la Segunda Guerra Mundial). 
Es más, se puede afirmar, como una referencia teórica insustituible, la conste-
lación conceptual que compone la relación entre las nociones víctima-violencia­
dignidad. Complementariamente, para un empeño como es el de la construcción 
de un concepto de víctima renovado críticamente, resulta metodológicamente 
significativo asumir y desarrollar las consecuencias teóricas pertinentes de cómo 
es que la idea de víctima juega el papel de un concepto pivote, un gozne de ar-
ticulación de índole ético y epistemológico y, por tanto, la carga y la potencia 
teórica bidimensional de ser un concepto apto para la comprensión y pertinente 
para las explicaciones. Ese entendimiento de la víctima, como hemos visto, su-
pone un avance para producir una idea adecuada a las necesidades contempo-
ráneas de un discurso crítico de los derechos humanos. 

En breve, podemos decir que el objeto del conocimiento social, las prácticas, 
las relaciones, los hechos sociales, son artefactos; resultado de la actividad in-
telectual del sujeto (Kant),45) algo construido, producido por la práctica material 
y espiritual del sujeto (Marx);46 que, además, es resultado de un proceder nega-
tivo, crítico, que induce a la rectificación y al avance cognoscitivo por la vía del 
ensayo-error (Horkheimer).47 Se construye un modelo abstracto, un tipo ideal 
(Weber),48 que conforma la pre-condición, los pre-requisitos y preliminares de 
la práctica científica; modelo construido que no sirve para fijar el conocimiento, 
sino que constituye la condición de posibilidad para su deconstrucción, a seme-
janza del tipo ideal en su aproximación correctiva y/o deconstructiva hacia la 
realidad. 

El modelo es pues un obstáculo epistemológico necesario, en el sentido y de 
manera análoga a como la definición dominante de víctima sirve como el mode-
lo a ser criticado, de-construido; el espacio de error que reclama rectificación, el 
objeto de negación del restrictivo concepto juridicista de víctima y sus contenidos 
sacrificiales. La crítica a la noción dominante de víctima resulta un prerrequisito 
indispensable para el paso a una construcción de una otra noción, crítica, abier-
ta, flexible y funcional de víctima. 

Los conceptos son fragmentarios de la realidad. El concepto de víctima tam-
bién lo es. A ese respecto, el trabajo de crítica y rectificación ha de ser perma-
nente, entre otras razones y sobresalientemente, puesto que las modalidades 
de victimización, ejercicios de violencia y vulneración de la dignidad de los indi-
viduos, son históricamente cambiantes, condicionados por las variantes de com-
portamiento y relaciones sociales y políticas específicas. Además, las cautelas 
críticas respecto de la noción de víctima debieran de extremarse, toda vez que 

45 Inmanuel Kant, Critique of Pure Reason, Allen W. Wood, ed., Cambridge, Cambridge University 
Press, 1999. 

46 Karl Marx, “Tesis sobre Feuerbach y Ludwig Feuerbach” y “El fin de la filosofía clásica alemana”, 
ambas en Karl Marx y Friederich Engels, Obras escogidas. Moscú, Progreso, 1981, 2 vols. 

47 M. Horkheimer, op. cit., supra nota 43, pp. 223-271. 
48 M. Weber, Ensayos sobre metodología sociológica, Buenos Aires, Amorrortu, 1993. 

http:Horkheimer).47


2828 
A

lá
n 

A
ri

as
 M

ar
ín

 

 

         
  

  

 

 
  

 
    

       
 

   

 
 

     
 
 

   
 

 
 

 
 

 

 

pensar a las víctimas de inmediato convoca cargas emocionales, sentimientos 
de culpa y piedad, identificaciones autoconmiserativas, efusiones de autoexcul-
pación e impulsos de venganza como reacciones múltiples y contradictorias ante 
la pulsión sacrificial de sus significados. 

La noción de víctima es –como hemos visto– una noción vaga, cargada de 
polivalencia semántica y de polisemia cultural. De entrada, estimula aproxima-
ciones intuitivas y favorece los prejuicios, fuentes principales de los obstáculos 
epistemológicos. El modo de trabajo o procesamiento racional sobre el concep-
to ha tenido tradicionalmente la deriva dominante del derecho, de manera que 
la noción de víctima con mayor y mejor carga intelectual resulta ser predominan-
te y unidimensionalmente jurídica. La parafernalia técnico-administrativa relati-
va al interés pragmático, propio del saber jurídico, ha resultado ser velo y com-
plemento de los significados de sacrificio y resignación inherentes a la idea de 
víctima, contenidos arcaizantes y de corte teológico. 

No obstante, son de reconocer, por supuesto, los esfuerzos recientes de la 
justicia de transición o transicional, así como de corrientes del derecho penal 
por resituar a la víctima en el proceso de impartición de justicia e insistir en mo-
dos de reparación del daño integrales. Pese a ello, las limitantes y parcialidades 
de las consideraciones sacrificial-juridicistas acerca de la víctima tienen como 
consecuencia una indefinición respecto de las determinaciones políticas de ca-
lificación sobre quienes son víctimas y los que no lo son, así como en relación a 
los riesgos de credibilidad que la autodesignación de las víctimas –a partir de la 
queja o de la protesta– suponen, no digamos la frustrante consideración de las 
víctimas como sujetos disminuidos y menospreciados cuyo reclamo de recono-
cimiento se suspende en la mera constatación del espectáculo del sufrimiento. 

Así, la correlativa compasión que la deshumanización de las víctimas expre-
sa, la piedad y/o indignación generada por la constatación de su dignidad vul-
nerada, los sentimientos y emociones (su impacto intelectual) provocados por 
la injusticia son útiles y acaso indispensables para generar el impulso moral 
detonante de la acción crítica, pero resultan improcedentes y hasta negativos 
para ensayar una fundamentación ética de los derechos humanos. 

Por todo ello, el discurso de los derechos humanos debe proceder a una re-
cepción crítica –de rectificación y remoción de los obstáculos epistemológicos– 
de la noción modélica dominante de víctima como condición de posibilidad para 
la construcción de un concepto abierto, complejo, funcional y suficiente de víctima, 
atento a las alteraciones que las condiciones sociales, políticas, económicas y 
culturales contemporáneas que, mediante nuevas y alteradas formas de violen-
cia, vulneran y demeritan los derechos humanos de los individuos y su dignidad. 

Las consecuencias prácticas y políticas de un concepto críticamente refun-
cionalizado de víctima podrán redundar en un mejor control de las implicaciones 
prácticas de los acontecimientos donde se instauren significados, emplazamien-
tos y luchas de y por el reconocimiento de las víctimas. Pero este fortalecimien-
to de las políticas de derechos humanos y de dignificación de los individuos 
violentados y vulnerados en su dignidad (ultrajados o restringidos en sus liber-
tades, negada o disminuida su igualdad) implica una superación del significado 
de postración y menoscabo inherente a la noción dominante de víctima, resul-
tado del sufrimiento que le ha sido infringido por las diversas modalidades de 
violencia imperante. 
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Habría que añadir la cuestión, teórica y filosóficamente crucial, acerca de si 
la perspectiva de la víctima y su correspondiente concepto crítico es pertinente 
y efectivamente plausible con relación a una fundamentación ética contempo-
ránea (no religiosa o metafísica) del discurso de los derechos humanos. Pre-
gunta clásica y motivada en y desde el momento mismo de la refundación de los 
derechos humanos (1948-52) posterior a la Segunda Guerra Mundial. 

La crítica reflexiva y práctica respecto del concepto de víctima lleva a un re-
planteamiento de las ideas y prácticas asociadas con ella. Indefensión, someti-
miento, debilidad, reconocimiento negativo como meras víctimas, al final, varia-
das formas de menosprecio, redundan en un bajo potencial de protesta, una 
restricción de sus alcances organizativos, convocatorias de solidaridad compa-
siva, manipulaciones políticas y facilidades al chantaje de las víctimas indirectas: 
la noción convencional de víctima se limita al umbral de la queja victimante y no 
alcanza la proclama de la protesta, ni al discurso teórico y práctico crítico y trans-
formador de su condición adolorida y subordinada. 

Amén de todos esos elementos, que son intrínsecos, inmanentes, al concep-
to de víctima, hay que considerar los factores extrínsecos, trascendentes, tales 
como: el exceso de violencia y su correlativo plus de sufrimiento socialmente 
producido, así como la consecuencia de una multiplicación de potenciales víc-
timas en las actuales circunstancias sociales de riesgo contemporáneas. Estos 
factores extrínsecos, que configuran el entorno o contexto que induce (potencia 
o estimula) un exceso de sufrimiento social inasimilable, conlleva perentoria-
mente la necesidad de procurar un concepto de víctima complejo, amplio, diná-
mico y funcional para lidiar mejor (procesar adecuadamente) esa sobrecarga 
de violencia sobre la sociedad. 

Esos obstáculos epistemológicos principales para la producción de un con-
cepto crítico de víctima, en el sentido arriba referido, son –en este primer mo-
mento crítico– distinguidos y enunciados bajo la determinación convencional y 
dominante del concepto de víctima, sacrificial-juridicista, con el que habitual-
mente trabaja el discurso de los derechos humanos. 

El concepto dominante de víctima es formalmente juridicista y sacrificial en 
cuanto a sus contenidos. Las determinaciones de sus significaciones sacrificia-
les y/o de autoinmolación aparecen velados por determinaciones seculares. 
Ellas son: 1) el carácter político en la determinación de la víctima; 2) la auto-
designación de la víctima y su correlato de credibilidad, y 3) el cuerpo sufriente 
de la víctima como el espacio del menosprecio. Esas determinaciones de la idea 
prevaleciente de víctima enmascaran contenidos de exclusión y marginalidad, 
menosprecio y afán de credibilidad, así como autoconmiseración y bajo poten-
cial de protesta. Procedamos, en esta primera aproximación, a su delimitación 
y enunciación en tanto que obstáculos epistemológicos. 

v. juridicismo y víctima 

Ya se ha observado que la noción de víctima, desde la perspectiva jurídica, re-
sulta sumamente restrictiva. Esto así, en virtud de que dicho concepto se inscri-
be, exclusivamente, sea en la afectación a un bien jurídicamente tutelado o que 
el comportamiento del victimado se encuentre tipificado por la ley. Asimismo, el 
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estudio y la complejidad de la víctima parece no tener relevancia en las defini-
ciones de corte jurídico, con lo cual la distinción entre la víctima y la no-víctima 
se reduce tan sólo a la tipificación de una conducta agresora signada en la ley 
penal. 

El reduccionismo de la noción jurídica de víctima se basa en la estrecha re-
lación criminal-víctima; lo que soslaya las posibilidades de una definición más 
fáctica que jurídica, esto es, que la víctima no sea solamente delimitada por un 
código penal. Resulta necesario repensar la noción de víctima en sentido con-
trario a la de víctima “codificada” por la actividad criminal, situarla más allá del 
entendimiento restrictivo de la propia noción jurídica de víctima y su frágil acep-
ción en tanto víctima de un delito. 

Esto impele a asumir una postura crítica relativa a la visión unilateral y domi-
nante de víctima, regida por el derecho (amén de toda una semántica vinculada 
al sacrificio, las penas y el sufrimiento); un planteamiento teórico a contraco-
rriente de lo establecido y dominante sobre la noción de víctima. 

Resulta frecuente que los problemas teóricos de la noción de víctima se des-
licen al plano de las determinaciones de un delito, dando preeminencia al interés 
técnico-formal; bajo la insistencia de una noción jurídica de víctima caben las 
consecuencias más ostensibles, como el formalismo y el burocratismo, aunado 
a un creciente manejo cuantitativo-estadístico de las mismas, así como el debi-
litamiento de las modalidades proactivas de defensa y promoción de sus dere-
chos vulnerados.49 

No obstante, en tiempos recientes se han abierto y desarrollado discusiones 
y debates alrededor de los alcances, potencialmente emancipatorios, implícitos 
en la noción de víctima; por un lado, se prefiere evitar el término víctima con ba-
se en la necesidad de las personas de no ser estigmatizadas en función de sus 
vivencias y de desestimular la posición pasiva que se produce, sobre todo si la 
persona es receptora de asistencia psicológica o social por esa misma condición. 
Y, por otro lado, se defiende el uso de la designación de víctima como una forma 
de resistencia activa, reconociendo y reconociéndose no sólo en el sufrimiento, 
sino también y especialmente en la condición de actores políticos –por tanto, 
sujetos de derechos–, en procurar que se haga justicia, se reparen los daños 
ocasionados y se garantice la no repetición de las violaciones. En el seno del 
derecho penal se ha desarrollado una cultura reconstructiva que atañe priorita-
riamente a las víctimas, asimismo, la justicia de la transición o transicional ha 
ubicado a las víctimas como una de las variables centrales de los procesos de 
cambio de régimen autoritario a otro democrático. 

Finalmente, cabe apuntar que una de las cuestiones centrales de delimitación 
del espacio victimal y, por ende, de la designación de víctima, lo constituye la 
justicia, la justicia como tal. Se trata de una de las tensiones más radicales inhe-
rentes a la historia humana, en general, si bien de un modo más explícito y de-
nodado en la modernidad capitalista, enfáticamente desde finales del siglo XX 
y lo que va del presente siglo, a saber: la tensión ley/justicia.50 Cada vez con 
mayor fuerza el tema relevante y esencial alrededor de la víctima suele ser la 
existencia de leyes que victimizan a la víctima, una doble victimización. Esto es, 

49 Ver Pierre Bordieu, Lección inaugural. Barcelona, Anagrama, 2002, p. 13.
	
50 Ver M. Foucault, Vigilar y castigar, op. cit., supra nota 23, pp. 216-218.
	

http:ley/justicia.50
http:vulnerados.49
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un sujeto puede ser victimizado por la propia ley; este hecho cuestiona el con-
tenido justo de la ley y con ello se abandona la pretensión a priori de que toda 
ley, por el hecho de serlo, sea justa. En este sentido, el tratamiento crítico de la 
noción dominante de víctima resulta implosivo de la ecuación –falsamente re-
suelta– entre justicia y ley. 

vi. Politicidad de la determinación de la víctima 

¿Quién define a la víctima? La víctima debe ser designada, deber ser mostrada 
como tal. ¿Quién es la verdadera víctima; quiénes son ellas? ¿Quién las desig-
na? ¿Bajo qué criterios? 

Ante un atentado terrorista los medios de comunicación hablan de víctimas; 
pero los muertos en un bombardeo o en un enfrentamiento entre las fuerzas 
armadas del orden y los criminales no son calificados de víctimas; son otra cosa. 
Se les denominan daños colaterales, resultan ser excedentes de lo verdadera-
mente importante que, por supuesto, no son ellos, esos muertos, pese a todo. El 
calificativo, la designación de esos muertos en tanto víctimas se ha extraviado, 
les ha sido escamoteado. 

En nuestro mundo globalizado y a partir de ciertas coordenadas útiles para 
la adscripción, un occidental sacrificado en una acción terrorista es víctima; un 
afgano o un palestino muerto en alguna acción militar ya es menos víctima; los 
muertos en un casino de Monterrey incendiado por criminales como represalia 
son víctimas, pero la familia abatida en un retén militar en una carretera del es-
tado de Coahuila, en México, son daños colaterales (no obedecieron la orden 
de detenerse…). 

Así pues, hay de víctimas a víctimas, vidas que valen más que otras, digni-
dades más vulnerables que otras o con menos consecuencias. Es una cuestión 
de injusticia o justicia, según la perspectiva, que va más allá del territorio refe-
rente al cumplimiento de la ley y la adscripción de las víctimas respecto de su 
articulación con algún delito tipificado. En todo caso, atañe a la cuestión de la 
definición del concepto de víctimas y, por tanto, repercute en el discurso de los 
derechos humanos. 

La pregunta que se impone es: ¿quién es la víctima?, ¿quién es considerado 
víctima? Lo primero es admitir que la idea de víctima supone una visión política 
de la situación; que ciertas prácticas, criterios, determinaciones y valores inter-
vienen y condicionan las definiciones de víctima y las adscripciones respectivas 
para un individuo o un grupo de individuos. Es desde el interior de una política 
que se decide quién es verdaderamente la víctima y, en consecuencia, el que 
políticas diferentes tienen víctimas diferentes. 

Esta determinación de la política o de las políticas respecto de las víctimas, 
con relación a quienes son víctimas y quienes pueden y/o deben ser considera-
dos víctimas, constituye, a todas luces, un obstáculo epistemológico para la 
producción de un concepto idóneo y funcional de víctima. La consecuencia in-
mediata radica en que la noción de víctima en su determinación política inicial 
no es un punto de arranque satisfactorio puesto que víctima es un término polí-
ticamente variable. 
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A este polo ante cuya fuerza de atracción política sucumbe la noción ingenua 
de víctima, sin especificidad política propia, habría que oponer –deconstructi-
vamente– el significado político radical intrínseco de los derechos humanos. Si 
la víctima asume e interioriza como proyecto para su pleno reconocimiento a 
los derechos humanos, entonces estará dotada de instrumental político apto 
para resistir los criterios de designación política de las víctimas. Esto es así en 
virtud de que resulta inverosímil recusar la determinación política en la confor-
mación del concepto de víctima (en particular), así como en el diseño e imple-
mentación de las políticas de derechos humanos (en general), con la noción 
dominante de víctima, despolitizada e indefensa. El asunto decisivo radica en 
la pregunta de si se puede predicar de los derechos humanos un sentido políti-
co en sentido estricto. 

En mi opinión, la respuesta es que sí. Los derechos humanos son, efectiva-
mente, derechos, pero son primordialmente humanos. Son un proyecto teórico-
práctico, discurso de un saber práctico, multiplicidad de prácticas multidimensio-
nales, repertorios de acciones estratégicas y tácticas. Los derechos humanos 
son, en su radicalidad, prácticas sociales que precipitan acontecimientos políticos. 

Para Alain Badiou el acontecimiento surge desde el trasfondo invisibilizado 
de una situación. Desde aquello que, en la lógica hegemónica del poder (rela-
ción de dominio), no debería existir, pero que se revela de una manera súbita e 
impredecible. De tal forma que un acontecimiento es “una singularidad universal”;51 

un hecho que, aunque esté anclado en una historia particular, implica algo váli-
do para todos. 

Las situaciones generadas por prácticas de resistencia al abuso de poder, 
prácticas emancipatorias de afirmación de libertades, reivindicación política ac-
tiva del derecho a tener derechos, prácticas regulatorias para garantizar los de-
rechos (las libertades) alcanzados, prácticas discursivas que niegan críticamen-
te los abusos y las vulneraciones a la dignidad de los individuos y/o que 
proclaman los valores de la libertad, la igualdad y la solidaridad que conllevan 
el poder de instaurar y emplazar acontecimientos políticos. Esto es, aconteci-
mientos que alteran y modifican las relaciones de dominio prevalecientes, emer-
gencia de lo no domesticable por las convenciones y las políticas institucionali-
zadas del statu-quo. 

El acontecimiento subvierte la hegemonía y/o el sistema de creencias de 
manera que se vuelve a hacer palpable el vacío primordial de la condición hu-
mana, su falta de metas u objetivos predeterminados, el hecho de que el sentido 
resultará siempre una construcción intersubjetiva. Pero junto con el vacío apa-
rece una verdad susceptible de ser universal, un camino potencialmente abier-
to a todos. Los derechos humanos contienen la potencialidad para expresar, en 
la actualidad, esa, una, universalidad posible a partir de la diferencia radical de 
los victimizados. 

Lo político de los derechos humanos –y eventualmente una política derivada 
y proyecto de los derechos humanos– resulta una especie de invención instau-
rada a través de movimientos inéditos, lo que hemos llamado con Badiou, el 
acontecimiento; esa instancia sin planes previos que lo significa como tal, don-
de las victimas se pronuncian. Una política de la presentación que establece una 

51 Alain Badiou, El ser y el acontecimiento. Buenos Aires, Manantial, 1999, p. 43. 
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relación no representativa con las instancias de poder; un proyecto implícito de 
justicia que no es un programa a futuro sino un acto presente. La igualdad polí-
tica, entendida como un tipo de justicia,52 no es lo que se desea o se proyecta: 
es lo que se declara al calor del acontecimiento, aquí y ahora, como lo que es y 
no como lo que debe ser; tampoco es un programa, la justicia es la calificación 
de una política igualitaria en acto. Aquí la escena de lo esencialmente político de 
los derechos humanos, de su afirmación práctica como idea. 

También es cierto que se puede hacer política con los derechos humanos, se 
les puede instrumentar y utilizar para objetivos ajenos, políticamente aceptables 
o condenables, al servicio de los de arriba o los de abajo, por la perpetuación del 
statu quo o su alteración, justicieros (igualitarios) o injustos (para agudizar las 
desigualdades). No obstante, esas instrumentaciones políticas no eliminan el 
sustrato político inmanente propio de los derechos humanos al que nos hemos 
referido. 

Ese sustrato, lo intrísecamente político del proyecto y el discurso de los de-
rechos humanos, radica en que lo específico y común de esas múltiples prácti-
cas de resistencia, reclamo, imposición y emplazamiento de actos, hechos o 
acontecimientos de tensión de la correlación de fuerzas, conlleva e implica exi-
gencias de reconocimiento. Es el carácter de emplazar prácticamente relaciones 
de poder en términos de reconocimiento, de lucha por el reconocimiento, lo que 
define lo esencialmente político de los derechos humanos.53 

Al decir: “¡no!, ¡basta!, ¡así no!, ¡no más…!” Los individuos resisten, pero tam-
bién reivindican, emplazan, estatuyen una exigencia de reconocimiento respec-
to del otro; el que violenta, abusa, explota… ¿Reconocimiento de qué? De la 
dignidad, responde el movimiento y el discurso de los derechos humanos, afir-
mación de la alteridad en pie de igualdad y por virtud de ser sujetos libres. Rei-
vindican emancipación, libertades –derechos–, regulaciones, garantías (de cara 
al Estado); se plantan libremente, en pie de igualdad, fieramente, exigiendo re-
conocimiento… con dignidad, se dice. Dignidad que sólo es discernible, cons-
tatable y afirmable por vía negativa: ante su denegación, el abuso, las violencias 
que vulneran la dignidad; esto es, ante la negación de las libertades y la des-
igualación de los iguales.54 

Desde esa radicalidad, relativa al carácter político intrínseco de los derechos 
humanos, es que resulta adecuado suponer que estarían en condiciones de 
posibilidad de sobreponerse al politicismo inherente a la calificación de las víc-
timas y –asimismo– coadyuvar al diseño e implementación de una política, en-
tendida como disciplina ante las consecuencias del acontecimiento, nueva vic-
timología en clave de derechos humanos. 

La noción crítica de víctima, en tanto que elemento apto para coadyuvar a 
una fundamentación ética de los derechos humanos, asume un papel trascen-

52 Alain Badiou, Compendio de metapolítica. Buenos Aires, Prometeo Libros, 2009, pp. 85-96. 
53 Se haría necesario para el argumento la pertinencia de la distinción entre lo político y la política; 

no es aquí el momento (ni hay el espacio) para tal desarrollo. En ese sentido ver: Claude Lefort, La incer­
tidumbre democrática. Ensayos sobre lo político. Barcelona, Anthropos, 2004, y Chantal Mouffe, El re ­
torno de lo político, Barcelona, Paidós, 1999. 

54 Materialización del proceso de exclusión, estudiado ejemplarmente por Foucault y del proceso de 
la desigualdad, paradigmáticamente analizado por Marx. Para una presentación sintética de esos pro-
cesos en el contexto de los derechos humanos, ver A. Arias Marín, “Globalización y debate multicultural. 
Un nuevo imperativo contemporáneo”, Revista Derechos Humanos México, México, núm. 9, 2008. 

http:iguales.54
http:humanos.53
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dente en la lucha de sujetos que reivindican aspectos no reconocidos de su 
identidad, por la vía de la conciencia de haber sufrido una injusticia. Es a partir 
de este momento que la víctima –al igual que los maltratados, excluidos o des-
preciados, diversos grupos victimizados que han experimentado formas de ne-
gación del reconocimiento– no sólo sufren a partir del menosprecio de su con-
dición, sino que, cabe advertir, también el menosprecio en sí mismo puede 
producir sentimientos que motivan, que impelen, a devenir en sujetos de las 
luchas por reconocimiento. 

Situar el concepto de reconocimiento, con su evidente potencial crítico, en la 
contribución de un concepto crítico de víctima (complejo, abierto, dinámico, fun-
cional), significa asumir la centralidad del conflicto bajo una función positiva (crea-
tiva) de integración social, a condición de que se le deje de ver de un modo limi-
tado y negativo, como ha sido el caso desde la perspectiva teórica dominante. 

Las luchas de reconocimiento, históricamente, han generado la instituciona-
lización de ciertas prácticas sociales que evidencian el pasaje de un estadio 
moral a otro más avanzado –un aumento de la sensibilidad moral, señala Hon-
neth.55 La lucha de los grupos sociales por alcanzar formas cada vez más am-
plias de reconocimiento social se convierte, muta, en una fuerza estructurante 
del desarrollo moral de la sociedad. 

Así, en dicha perspectiva, la lucha social no puede explicarse sólo como re-
sultado de una lucha entre intereses materiales en oposición sino también como 
consecuencia de los sentimientos morales de injusticia. Es lo que define Hon-
neth como una gramática moral de los conflictos sociales.56 La víctima, cuya 
visibilidad se posibilita a través del sufrimiento, se constituye primordialmente 
en esa imagen de injusticia. 

El pensamiento latinoamericano de la liberación, heredero mediado de la 
teología de la liberación, a la que ya nos hemos referido, ha ensayado una suer-
te de politización del discurso religioso de los derechos humanos: historización 
del sujeto oprimido, el sujeto sufriente que descubre su lugar en la historia y lo 
lleva a la acción en defensa de los derechos humanos para cambiar el sistema 
jurídico existente. Con esa perspectiva, ha adelantado elementos críticos para 
situar un rol determinante para las víctimas; aspectos relevantes, muchos de 
ellos complementarios y rescatables desde una perspectiva abierta de la teoría 
crítica, no obstante la inveterada inclinación juridicista dominante en América 
Latina. 

La lucha por el reconocimiento de nuevos derechos humanos a través de los 
diversos movimientos sociales, históricamente determinados, ha sido, princi-
palmente, descubierto por las víctimas. Las luchas y reivindicaciones de las 
víctimas lograron traducirse en nuevos derechos, un nuevo sistema de derecho. 
Enrique Dussel señala que “la negatividad material” (la miseria, el dolor, la hu-
millación, la violencia sufrida, etcétera) indica al “sin-derecho” como un “hueco” 
negro dentro del “sistema del derecho”.57 La lucha por el reconocimiento de dicho 

55 Axel Honneth, Reconocimiento y menosprecio. Sobre la fundamentación normativa de una teoría 
social. Buenos Aires, Katz Editores, 2010. p. 37. 

56 A. Honneth, The Struggle for Recognition. The Moral Grammar of Social Conflicts. Cambridge, The 
MIT Press, 1996. 

57 Enrique Dussel, Hacia una filosofía crítica. Bilbao, Desclée de Brouwer, 2011, p. 153. 

http:derecho�.57
http:sociales.56
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territorio victimal “en-negativo” es el origen histórico de los nuevos derechos del 
nuevo cuerpo de derecho. 

Dussel señala con respecto al proceso de victimización que existen ciuda-
danos que pueden ser también víctimas cuando son excluidos no-intencional-
mente por el derecho, del “Sistema del Derecho”, como lo denomina Dussel. Esto 
es, existen ciudadanos y colectividades con conciencia de ser sujetos de nuevos 
derechos, toda vez que sufren algún tipo de rechazo con lo cual se experimentan 
a sí mismos como víctimas. Estas víctimas son la mujer en la sociedad machis-
ta, las razas no blancas en la sociedad racista occidental, los homosexuales en 
las estructuras heterosexuales, las clases explotadas por una economía del lu-
cro, los inmigrantes. 

De forma tal que las víctimas de un “sistema del derecho vigente” son los 
“sin-derechos” (o los que todavía no tienen derechos institucionalizados, reco-
nocidos, vigentes).58 Desde dicha perspectiva, de manera coincidente con la 
teoría crítica, los derechos humanos son históricos, determinados por su espe-
cificación histórica, toda vez que la conciencia ético-política de los “nuevos” 
movimientos sociales lucha por el reconocimiento de su dignidad negada. La 
dialéctica de los derechos humanos, agrega Dussel, se articula entre el “derecho 
vigente a priori versus nuevo derecho a posteriori”, siendo el nuevo derecho la 
instancia crítica a posteriori –es decir: histórica– y el derecho vigente el momen-
to positivo, reformable, cambiable. 

vii. víctima y derechos humanos: preliminares 
de un vínculo orgánico 

Las dignidades vulneradas, los derechos humanos violentados, las relaciones 
de igualdad y equidad resquebrajadas, las libertadas negadas, refieren a una 
injusticia. Es más fácil hablar de injusticia de los derechos humanos violentados 
que de la justicia. La justicia es oscura; la injusticia es clara. Sabemos mejor qué 
es la injusticia, pero es mucho más difícil hablar de qué es la justicia. ¿Por qué? 
Porque hay un testigo de la injusticia que es la víctima. La víctima puede decir: 
aquí hay injusticia. Pero no hay testimonio posible de la justicia (nadie puede 
decir, yo soy el justo…). No obstante, el estar de lado de las víctimas (Foucault), 
ese compromiso moral de defensores, estudiosos, activistas y funcionarios com-
prometidos con los derechos humanos no resulta fácil. No lo es teóricamente, 
respecto del discernimiento de quien es la víctima y no lo es moralmente en 
cuanto a la credibilidad y confiabilidad de las maneras de designar a las víctimas 
(ya hemos visto cómo es una operación y una racionalidad políticas la que de-
termina, en primera instancia, quién es víctima y quién no lo es). 

Existe una asimetría entre la víctima de la injusticia y la idea de justicia, entre 
la víctima de una violación a los derechos humanos y el proyecto práctico y dis-
cursivo del movimiento de los derechos humanos. La tradicional disonancia 
entre el derecho, su carácter procedimental y la justicia y su determinación va-
lorativa explota. Sin olvidar los problemas radicales existentes respecto del tes-
timonio de la víctima y las narrativas del sufrimiento. 

58 Ibid., p. 151. 

http:vigentes).58


3636 
A

lá
n 

A
ri

as
 M

ar
ín

 
     

  
 

  
 

 
   

 
 

  

 

 

 
 

   

   
 
 

 
 

  

 
 

   
 

     

 

 

  

Tenemos que la víctima se define a sí misma. La víctima se presenta como 
tal, como víctima; el asunto es devastador, no sólo por el dolor y la pulsión com-
pasiva que provoca; es un problema de conocimiento que se degrada en una 
cuestión de credibilidad; es necesario que le creamos a la víctima, que su queja 
sea creíble para completar el círculo de reciprocidad necesario para el recono-
cimiento de su carácter de víctima. En tal caso, la noción de víctima se vuelve 
una cuestión de creencia.59 ¿Le crees a quien se presenta como víctima que sí 
lo es o no? Se estatuye un obstáculo que pone en tensión la creencia con el sa-
ber, ése es el callejón sin salida que se deriva de la autodesignación de la vícti-
ma. 

O si se quiere, se puede plantear en términos de que la injusticia nos va a ser 
revelada a partir de la presentación de una queja; entonces, la determinación 
de la injusticia estará ligada a la protesta de la víctima. No obstante, se sabe que 
hay diversos tipos de queja: la queja neurótica (estudiada por el psicoanálisis), 
la queja que no plantea la cuestión de la injusticia (el resentimiento en el pensa-
miento de Nietzsche, por ejemplo); quejas que no crean ninguna justicia.60 Con 
frecuencia, la queja se agota en una demanda al otro y no es realmente un tes-
timonio de injusticia. 

Lo que va validar o incrementar la credibilidad de la víctima habrá de ser la 
calidad de su queja, de su reclamo. Así, eliminar el obstáculo implícito en la au-
todesignación de la víctima lleva al esfuerzo de superar el ámbito de creencia 
en el que ha quedado emplazada la cuestión del reconocimiento y la identidad 
de la víctima en cuanto tal. Tendrá que ser probada la idoneidad de la víctima, 
tendrá que demostrar su carácter de víctima, exhibir las pruebas de su sacrificio, 
de su sufrimiento, pruebas materiales de la violencia padecida. En ello radica el 
incentivo, la tentación de mostrar el cuerpo sufriente, el espacio físico del dolor. 

Probablemente, la satisfacción de ser reconocido como víctima sufriente por 
esa vía lo lleve a cierta complacencia respecto de su cuerpo dolorido, incluso, a 
una amplificación de su vulnerabilidad haciendo el montaje del espectáculo del 
cuerpo sufriente (de la víctima). Fijación en el cuerpo postrado, yaciente, incom-
pleto, condenado a un reconocimiento menoscabado, en una noción meramen-
te sacrificial de víctima, unilateralmente restringido al sufrimiento. 

También hay, como corolario de lo anterior, la víctima que se nos revela por 
el espectáculo del sufrimiento. Esta modalidad se articula con las insuficiencias 
e inconsistencias derivadas tanto de la determinación politizada de quién es 
víctima, así como de las incredulidades que propicia la designación, hecha por 
sí misma, de la víctima. Aquí la injusticia de los derechos humanos vulnerados 
es un cuerpo sufriente visible; la injusticia, el espectáculo de las personas so-
metidas a suplicios, hambrientas, heridas, torturadas. 

Este espectáculo induce un gran sentimiento de piedad, de compasión, de 
amor al prójimo. El camino del reconocimiento de ser propiamente víctima pue-
de transitar equívocamente por la generación de sentimientos y emociones 
compasivas. Compasión vinculada a las significaciones sacrificiales y de inmo-
lación asociadas atávicamente a la idea prevaleciente de víctima. Ya Theodor 
W. Adorno alertaba a ese respecto. 

59 Alain Badiou, La ética. México, Herder 2004, pp. 45-49, ver también pp. 31 y ss.
	
60 Ibid., pp. 31-32.
	

http:justicia.60
http:creencia.59


3737 

A
pr

ox
im

ac
ió

n 
a 

un
 c

on
ce

pt
o 

cr
íti

co
 d

e 
ví

ct
im

a 
en

 d
er

ec
ho

s h
um

an
os

 
  

   
 

    
   

 
    

 
 

  

 
 
 

  
 

 
 
 

  

           

 

   

    

 

  

 
  

La crítica de la compasión en Adorno se ubica en el contexto de la crítica más 
general que realiza a la moral prevaleciente en la sociedad moderna. La labor 
deconstructiva parte de la propia y constitutiva ambivalencia de la crítica, la crí-
tica de la moral tiene que estar tanto en favor de la moral como en contra de ella.61 

La crítica se presenta en un doble frente (teórico-práctico); uno, en tanto crítica 
de la moral, el otro, en tanto crítica de la existente realidad inmoral. El tránsito de 
una crítica a otra va a develar la presencia de un “impulso moral” hacia la acción, 
esto es, la agitación ante situaciones insoportables, la indignación ante la injus-
ticia. Asunto clave que la víctima revela. Sin la evidencia del trato inhumano no 
existe resistencia frente a la inhumanidad. 

Sin embargo, la crítica a la moral y a sus ambigüedades prácticas, apunta 
Adorno, no quedan eliminadas postulando la compasión como principio moral. 
La afirmación y aceptación de la compasión y el compromiso derivado con ella 
significa solamente la confirmación y aceptación de esa regla de inhumanidad 
existente en la realidad como algo inmanente e incapaz de distancia en su 
crítica. 

La compasión siempre resulta insuficiente toda vez que supone una separa-
ción entre el principio moral respecto de lo social y sus condiciones injustas, 
transformando a dicho principio tan sólo en una convicción privada, mutilando 
su potencial universalidad; ésta es su contradicción inescapable, el ámbito de 
la compasión es el de la moral individual no obstante que su origen y sustancia 
es el sufrimiento socialmente producido. La compasión como principio moral 
respecto de las víctimas del sufrimiento y la injusticia socialmente producidos 
conlleva un sentimiento individual que implica una asimetría de quienes son ob-
jeto de compasión y el sujeto que la procura (la imposibilidad de un reconoci-
miento entre iguales); la compasión es, simultáneamente, impotente e ilusoria-
mente caritativa. 

Aunado a ello, otro impedimento para invalidar a la compasión como principio 
moral es su significación limitada de identificación compasiva. Pese a que se 
lograra, aún con las dificultades que implica, una plena identificación con la 
víctima y su sufrimiento, no podría ser suficiente, dada la acumulación inmensa 
de sufrimiento anterior, para superar el principio de autoconservación de quien 
se compadece del otro (de la víctima), que se mantiene y prevalece sobre la 
base de un orden injusto. 

Debido a ello es que existe una compasión aceptada por la sociedad y vehi-
culada institucionalmente con excedentes victímales, con afán de ser descarga 
emocional y sentimental a las culpas individuales, así como meras compensa-
ciones marginales y excedentes del orden injusto.62 Por todo ello, la compasión 
redunda en concesión o pacto con lo malamente establecido u ocurrido. La rei-
vindicación victimal de la compasión termina malamente –a su vez– en compli-
cidad vergonzante con el orden social y su moral establecida, que son los mismos 
que han dado cobijo y espacio de acción a los victimarios. 

61 T. W. Adorno y M. Horkheimer, Dialéctica de la Ilustración. Madrid, Trotta, 1994, pp. 123 y ss. Esa 
modalidad de operación deconstructiva es característica de la teoría crítica que postula –siguiendo a 
Kant– que la crítica de la razón no es ni será siempre una crítica mediante la razón, sino una crítica ejer-
cida sobre la propia razón. 

62 T. W. Adorno, op. cit., supra nota 44. 
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Pero si la víctima se reduce a ser expresión sintetizada en el espectáculo del 
cuerpo sufriente, se podría concluir que la justicia, su construcción referencial a 
partir de su contrastación ante la injusticia, sería solamente un asunto referido 
al cuerpo, a la cuestión del cuerpo sufriente, lo vinculado unilateralmente a la 
herida de la vida. Es un hecho que en la época contemporánea se transforma 
cada vez más el sufrimiento en espectáculo; ya no sólo el espectáculo imagina-
rio (el cine, la televisión con sus programas de tortura y violencia), sino también 
en el documento bruto que nos muestra el espectáculo del cuerpo sufriente don-
de la humanidad es reducida a animalidad; no digamos la multiplicación espec-
tacular del sufrimiento facilitado por el acceso –en tiempo real– a las vulneracio-
nes de la dignidad de hombres y mujeres, obsequiados por los avances 
tecnológicos. 

Por ello es imprescindible recuperar el principio de la inseparabilidad del 
cuerpo humano de la idea (prácticas humanas de un sujeto orientadas por un 
proyecto); redefinir el cuerpo mediante el combate a esa forma moderna que es 
devaluación deliberada de la dimensión del cuerpo, reducido a dos posibilida-
des: la del cuerpo consumidor o el cuerpo sufriente de la víctima.63 ¿Se puede 
fundar una idea de justicia a partir de ese cuerpo espectáculo? La piedad, la 
compasión, son sentimientos significativos, pero, como se ha visto, no se puede 
transitar directamente de la piedad a la justicia. 

No un cuerpo sin idea, no el cuerpo del esclavo cuya idea pertenece al amo 
(como en el Manón de Platón). Un cuerpo diferente, como otra cosa que un cuer-
po, ligado a algo más que a sí mismo. A través del cuerpo del sufrimiento, la fi-
gura de la víctima postrada como soporte (único) de la justicia, no caminamos 
en el sentido de un reconocimiento sostenido por prácticas de resistencia, eman-
cipación y crítica; no avanzamos en pos de un reconocimiento entre libres e 
iguales. 

Para arribar a la justicia hace falta más que el cuerpo sufriente; se hace ne-
cesaria una definición de la humanidad más amplia que la de mera víctima. Que 
la víctima sea testimonio de algo más que de sí misma. Es necesario el cuerpo, 
pero un cuerpo creador, que porte la idea, que sea el cuerpo de un pensamien-
to. No el cuerpo separado de sus ideas, separado de todo proyecto universal, 
separado de todo principio. 

Un cuerpo que transite de la postración y la vulnerabilidad a ser el vehículo 
del empoderamiento de una actitud y un propósito de resistencia y emancipa-
ción; en el espacio material que emplace acontecimientos, situaciones de alte-
ración de las correlaciones asimétricas entre dominadores y dominados (rela-
ciones de poder). 

Es efectivamente una tentativa arraigada a lo político (no directamente filo-
sófica-teórica); ligar el cuerpo de la humanidad al proyecto y la idea como con-
dición indispensable para el reconocimiento igualitario y libre. Ese proyecto y su 
discurso, referido, en su radicalidad, a los derechos humanos, reclama un con-
cepto de víctima donde el cuerpo –aun si sufriente– no pueda ser separado de 
la idea; donde ninguna víctima puede ser reducida a su sufrimiento. 

Los derechos humanos son aptos para situar discursivamente, en términos 
de saber práctico y expresividad simbólica, en la víctima como espacio simbó-

63 Alain Badiou, Justicia, filosofía y literatura. Rosario, Homo Sapiens Ediciones, 2007, pp. 21 y ss. 
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lico de la humanidad entera golpeada; en ser referencia valorativa y práctica 
para una política que vuelva a ligar ese cuerpo sufriente al proyecto y a la idea, 
a partir del a priori de la igualdad.64 Una reformulación de lo que la vieja filosofía 
llamaba justicia. Apenas un esbozo inicial del horizonte de un vínculo orgánico 
posible entre una noción crítica de víctima y el discurso y la práctica de los de-
rechos humanos. 

64 La igualdad es la meta-referente de la dignidad, entendida como un concepto vacío de significados 
(altamente polémicos y de consenso intransitable en cuanto a sus contenidos y/o fundamentaciones) y 
que opere al modo de un postulado de la razón práctica contemporánea, referencia valorativa ideal (abs-
tracta) para la regulación de la convivencia social. Jacques Ranciere señala que la igualdad no es algo 
a lo que haya que arribar, ni algo que se deba desear; la igualdad es ni más ni menos una afirmación de 
principio, una declaración. 

http:igualdad.64
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La recepción de la interpretación de los tratados 
de derechos humanos en México 

Mireya Castañeda* 

Resumen: El presente escrito examina la recepción de la interpretación de tratados 
internacionales de derechos humanos hecha por órgano supranacional en México. 
Se comienza con el análisis de los primeros párrafos del artículo 1o. constitucional 
a partir de las reformas que se le realizaron en 2011. El estudio continúa con algunas 
nociones generales sobre la interpretación de tratados. Se analiza la interpretación 
hecha tanto por los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos de 
Naciones Unidas, como la formulada por la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos en sus sentencias, esta última conocida como jurisprudencia interamericana. 
También se examina el control de convencionalidad. El estudio finaliza con la re-
flexión sobre la incorporación de este tipo de interpretación por el juez o tribunal 
nacional. 

Abstract: The text examines how the supranational bodies interpretation of inter­
national human rights treaties was received in Mexico. It begins with the analysis of 
the first paragraphs of the first article of the constitution as started in the 2011 revi ­
sion. It then reviews some general notions on the interpretation of treaties. The 
analysis includes the interpretation made by the United Nations treaties bodies as 
well as the one formulated by the judgments of the Inter-American Court of Human 
Rights, also known as Inter-American jurisprudence. Moreover, the concept of con­
ventionality control will also be scrutinized. Finally, a reflection is offered upon the 
incorporation of this type of interpretation by the judge or national court. 

Sumario: Introducción. I. Recepción constitucional del derecho internacional de 
los derechos humanos. II. Aspectos generales sobre la interpretación de tratados 
de derechos humanos. III. Recepción de la interpretación hecha por los órganos 
creados en virtud de tratados. IV. Cumplimiento de fallos y recepción de la 
interpretación hecha por la Corte Interamericana. 1. El control de convencionalidad. 
2. La recepción de la interpretación hecha por la Corte Interamericana en las Cortes 
Supremas o Constitucionales. 3. Cumplimiento de fallos y recepción de la inter-
pretación hecha por la Corte Interamericana en México. V. La recepción de la in-
terpretación de tratados de derechos humanos. VI. Consideraciones finales. 

* Investigadora del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH. 
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introducción 

El presente artículo tiene por objeto brindar algunas reflexiones introductorias 
sobre la recepción de la interpretación de los tratados de derechos humanos en 
México. Lo anterior responde a las necesarias transformaciones y acciones que 
deben desarrollarse para el adecuado cumplimiento del artículo 1o. constitucio-
nal.1 Hasta el momento las miradas se han concentrado en la protección regional, 
la del Sistema Interamericano, que sin duda es de gran importancia y a la que se 
dedicará una parte del presente escrito, incluido el tema de control de conven­
cionalidad, enfocado a la recepción nacional de jueces y tribunales de la Con-
vención Americana y de la interpretación de la misma; sin embargo, me parece 
significativo también impulsar la observancia del Sistema Universal de Protección 
de los Derechos Humanos. 

En principio ubico tres aspectos y el enfoque que les daré: 1) el derecho in­
ternacional de los derechos humanos (DIDH), de él abordo como fuente a la 
interpretación de tratados internacionales de derechos humanos; 2) la recepción 
nacional del DIDH, la cual, según ha planteado Sergio García Ramírez,2 se pue-
de realizar a través de distintos puentes, como el constitucional, el legal, el ju-
risdiccional, el político y el cultural; haré especial referencia a los tres primeros, 
y 3) la obligación de todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
por mandato constitucional, de promover, respetar, proteger y garantizar los de-
rechos humanos; indicaré algunas acciones prioritarias de las funciones legis-
lativas y jurisdiccionales. 

i. recepción constitucional del derecho internacional 
de los derechos humanos 

El 10 de junio de 2011 tuvo lugar una de las reformas constitucionales, sin duda, 
más importantes en México en materia de derechos humanos.3 Para efectos del 
presente estudio toma relevancia particularmente el artículo 1o. constitucional 
en sus primeros párrafos: 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta constitución y en los tratados in­
ternacionales de los que el estado mexicano sea parte, así como de las garan-
tías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo 
en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad 
con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favorecien­
do en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

1 Reformado por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011. 
2 Sergio García Ramírez, “Recepción de la jurisprudencia interamericana sobre derechos humanos 

en el derecho interno”, en Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano. Montevideo, año 14, 2008. 
3 Mireya Castañeda, “Crónica de la reforma constitucional en materia de derechos humanos en Mé-

xico”, en Derechos Humanos México. Revista del Centro Nacional de Derechos Humanos. México, nue-
va época, año 6, núm. 17, mayo-agosto de 2011, pp. 105-136. Consultable en: http://200.33.14.34:1010/ 
derechos/2011/revistaDH_17.pdf (junio 2012). 

http://200.33.14.34:1010/derechos/2011/revistaDH_17.pdf
http://200.33.14.34:1010/derechos/2011/revistaDH_17.pdf
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todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obli­
gación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, san-
cionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que es-
tablezca la ley.4 

Sobre el primer párrafo, se puede destacar: 
1) La introducción del término “derechos humanos”. El término derechos hu-

manos es más acorde a la actualidad y a los estándares internacionales. La De-
claración Francesa de Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 1789, sentó 
solidas bases para el desarrollo de estos derechos, pero que literalmente eran 
sólo para hombres, como se puede observar con claridad en su artículo 6, que 
indica: “Como todos los ciudadanos son iguales ante ella (la ley) todos son igual-
mente admisibles en toda dignidad, cargo o empleo públicos, según sus capa-
cidades y sin otra distinción que la de sus virtudes y sus talentos”, en aquel mo-
mento las mujeres no eran ciudadanas y por tanto no estaban incluidas en tal 
supuesto. Lo anterior motivó a Olimpia de Gouges en 1791 a presentar la De-
claración de Derechos de la Mujer y la Ciudadana, pero su propuesta en aquel 
momento no encontró las condiciones necesarias para incidir. 

En México expresamente desde la Constitución de 1857, en su primer capí-
tulo, titulado “De los derechos del hombre”, se comenzaron a proteger, y en la 
Constitución de 1917 se optó por denominarlo “De las Garantías Individuales”, 
el cual fue modificado con la citada reforma.5 

El término “derechos humanos” se introdujo a través de la resolución, hasta 
el momento, más importante de la Asamblea General de Naciones, la 217, en 
1948, que en su versión en inglés se denominó: Universal Declaration of Human 
Rights,6 para ello fueron fundamentales las gestiones realizadas por Anna Elea-
nor Roosevelt, esto fue así por considerarlo un término neutro, que contempla-
ra los derechos tanto de los hombres, como de las mujeres y no como había 
venido ocurriendo. Sin embargo, un dato interesante es que en la versión en 
español de la Declaración Universal se siguió utilizando el término “derechos del 
hombre” fue tres años más tarde cuando se adoptó en la versión en español del tér-
mino “derechos humanos”.7 

En el ámbito nacional se introdujo el término “derechos humanos” a la Cons-
titución con el propósito de estar más acorde con el DIDH. Aunque el objetivo de 
sustituir el término “individuo” por “persona” fue precisamente incorporar un len-
guaje de género, como en su momento ocurrió con la Declaración Universal. 

2) Reconocimiento de derechos humanos por los tratados internacionales 
de los que México es parte. El artículo 133 constitucional ya contemplaba que 
“todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma [Constitución], celebra-

4 Énfasis añadido por la autora. 
5 María del Refugio González y M. Castañeda, La evolución histórica de los derechos humanos en 

México. México, CNDH, 2011. (Col. Textos sobre Derechos Humanos) 
6 General Assembly, Resolution 217 (III), International Bill of Human Rights, A. Universal Declaration 

of Human Rights, 3rd session, 1948. Las resoluciones de la Asamblea General en inglés son consultables 
en: http://www.un.org/documents/resga.htm. (junio 2012). 

7 Asamblea General, Resolución 548 (VI), Adopción en español del término “derechos humanos” en 
vez del término “derechos del hombre”, 6o. Periodo de Sesiones, 1951. 

http://www.un.org/documents/resga.htm
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dos y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Se-
nado, serán la Ley Suprema de toda la Unión”. Además, conforme al derecho de 
los tratados, el principio pacta sunt servanda, consagrado en el artículo 26 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969,8 establece que 
“todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena 
fe”.9 Asimismo, el artículo 27, “El derecho interno y la observancia de los trata-
dos”, indica: “Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho inter-
no como justificación del incumplimiento de un tratado”. 

Los compromisos adoptados en los tratados internacionales los tiene el Es-
tado mexicano a partir del momento en el que le son vinculantes. La Constitución 
mexicana, en el artículo 1o., se refiere en general a los tratados internacionales, 
pero con el propósito de brindar una mayor protección a los derechos humanos. 

Los tratados internacionales en general establecen derechos y obligaciones 
recíprocas entre los Estados partes. La Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, sin ser un tratado, sentó las bases para el surgimiento de los tratados 
internacionales de derechos humanos, los cuales se distinguen de los que ver-
san en otras materias, porque en ellos los Estados partes, en pleno uso de su 
soberanía, se obligan a proteger los derechos de las personas que se encuen-
tran bajo su jurisdicción. Además, estos instrumentos introdujeron a la persona 
como sujeto de derecho internacional. 

México es parte de los tratados internacionales más importantes en materia 
de derechos humanos, entre ellos los nueve tratados de Naciones Unidas:10 

1. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1981). 
2. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1981). 
3. Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Racial (1975). 
4. Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (1981). 
5. Convención Internacional contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes (1987). 
6. Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (1990). 
7. Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos 

los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (2003). 
8. Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Disca-

pacidad (2008). 
9. Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra 

las Desapariciones Forzadas (2011). 

8 Firmada por México el 23 de mayo de 1969, aprobada por el Senado el 29 de diciembre de 1972, 
en vigor a partir del 27 de enero de 1980. 

9 Mireya Castañeda, Introducción al Sistema de Tratados de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas. México, CNDH (en prensa). 

10 Una contribución para el conocimiento de tratados se podrá consultar en los fascículos de la Co­
lección del Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos, México, CNDH, 2012. 
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Asimismo, de los tratados del Sistema Interamericano: 

1. Convención Americana sobre Derechos Humanos, “Pacto de San José” 
(1981) . 

2. Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos Relativo 
a la Abolición de la Pena de Muerte (2007). 

3. Protocolo Adicional en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales, “Protocolo de San Salvador” (1999). 

4. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará” (1998). 

5. Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (1987). 
6. Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra las Personas con Discapacidad (2001). 
7. Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas 

(2002). 

El reconocimiento expreso y general a los derechos humanos en tratados 
internacionales hecho en el artículo 1o. constitucional no es exclusivo de México,11 

sino que ha tenido lugar en diversos países de Europa12 y de América.13 

El párrafo segundo del artículo 1o. constitucional es el que introduce dos as-
pectos fundamentales: 

1) El criterio de interpretación conforme a la Constitución y a los tratados in-
ternacionales, el cual es utilizado por países como España y Portugal.14 

2) El principio pro persona, que establece que se realice la protección más 
amplia a las personas. 

El tercer párrafo, por su parte, establece expresamente la obligación de to­
das las autoridades,15 en el ámbito de sus competencias, para promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos humanos. 

La protección constitucional de los derechos humanos es fundamental y va 
de la mano de las obligaciones internacionales en la materia, en una unidad. 

11 Mireya Castaneda, “Recepción constitucional de los tratados internacionales de derechos huma-
nos”, en Obra jurídica enciclopédica en homenaje a la Escuela Libre de Derecho en su primer Centena­
rio (en prensa). 

12 Bosnia y Herzegovina (artículo II.2), Moldova (artículo 4), Rumania (artículo 20) y España (artícu-
lo 10). 

13 Colombia (artículo 93), Bolivia (artículo 13.IV) y Argentina (artículo 75.22). 
14 España (artículo 10) y Portugal (artículo 16.1). 
15 Me parece que se puede tomar como referencia el artículo 108 constitucional: “Para los efectos de 

las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como servidores públicos a los representan-
tes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del Distrito Fede-
ral, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o co-
misión de cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión, en la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal o en la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal, así como a los servidores públicos 
de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por los 
actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones”. 

http:Portugal.14
http:Am�rica.13
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Sobre las obligaciones internacionales, el proyecto de artículos sobre res-
ponsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos,16 de 2001, esta-
blece: 

Artículo 4. Comportamiento de los órganos del Estado. 1. Se considerará hecho 
del Estado según el derecho internacional el comportamiento de todo órgano del 
Estado, ya sea que ejerza funciones legislativas, ejecutivas, judiciales o de otra 
índole, cualquiera que sea su posición en la organización del Estado y tanto si per-
tenece al gobierno central como a una división territorial del Estado. 

En esos términos, me parece que uno de los primeros pasos para el debido 
cumplimiento del párrafo tercero del artículo 1o. constitucional es la formación 
en derechos humanos de todas las autoridades, para que se esté en posibilidad 
de su respeto, su promoción, protección y garantía, en el ámbito de sus compe-
tencias: legislativas, ejecutivas o jurisdiccionales. 

Además de una recepción constitucional general, como se ha señalado en 
las líneas precedentes, también se puede efectuar una recepción específica, 
como se ha realizado particularmente en el artículo 4o. constitucional, con la 
incorporación de derechos económicos, sociales y culturales, como son: la pro-
tección de la salud, a un medio ambiente sano, a disfrutar de una vivienda digna 
y decorosa y el acceso a la cultura, entre otros. 

Otro ejemplo de recepción constitucional específica se puede observar con 
la reforma al artículo 33 constitucional, relativo a la expulsión de extranjeros, 
mismo que se adaptó al artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos. 

ii. aspectos generales sobre la interpretación 
de tratados de derechos humanos 

La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados establece en su ar-
tículo 31: “1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido 
corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de 
éstos y teniendo en cuenta su objeto fin”.17 Se debe tener presente que el ob-
jeto fin de los tratados internacionales que nos ocupan es la protección de los 
derechos humanos. El mismo artículo en el punto 3. b) indica: “toda práctica ul-
teriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de 
las partes acerca de la interpretación del tratado”. Este segundo aspecto me 
parece de gran relevancia y se regresará a él más adelante. 

En México, conforme al párrafo segundo del artículo 1o. constitucional. “Las 
normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo 
en todo tiempo a las personas la protección más amplia”. En esos términos se 
establece que se debe optar por la norma que brinde una protección más amplia 

16 Adoptado por la CDI en su 53o. Periodo de Sesiones (A/56/10) y anexado por la Asamblea Gene-
ral en su Resolución 56/83, del 12 de diciembre de 2001. 

17 Énfasis añadido por la autora. 
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a las personas, ya sea la Constitución, el tratado o incluso la legislación, si ésta 
ha sido adecuada a los dos anteriores. Recordemos que los tratados internacio-
nales en materia de derechos humanos constituyen un primer escalón de pro-
tección a los derechos humanos y sus disposiciones, en palabras del doctor 
García Ramírez son: “es el ‘piso’ de los derechos, no el ‘techo’”.18 

Un tema, sin duda, que está generando gran interés para la adecuada apli-
cación de los tratados internacionales es la interpretación que se ha hecho de 
ellos, las miradas se han dirigido especialmente al Sistema Interamericano, 
como se precisará más adelante, pero me parece fundamental también comen-
zar a reflexionar sobre las interpretaciones realizadas por los órganos creados 
en virtud de Tratados de Derechos Humanos de Naciones Unidas. 

iii. recepción de la interpretación hecha por los órganos 
creados en virtud de tratados 

Cada uno de los nueve tratados de derechos humanos de Naciones Unidas19 

cuenta con un órgano creado en virtud del tratado que recibe el nombre de Co-
mité, integrado por un grupo de expertos de diversa nacionalidad.20 Alos tratados 
y a sus respectivos Comités, en su conjunto, se conocen con el nombre de Sis-
tema de Tratados de Derechos Humanos de Naciones Unidas o Sistema Uni-
versal de Protección de Derechos Humanos. Una característica del Sistema es 
que representa a todas las regiones del mundo, con diferentes regímenes so-
cioeconómicos, culturales, políticos y jurídicos.21 

Entre las funciones de los Comités, que tienen algunas variaciones entre 
cada uno, se pueden destacar tres:22 

1) Conocer de los Informes por parte de los Estados partes sobre las medidas 
que hayan adoptado para el debido cumplimiento del tratado. 

2) Emitir Observaciones Generales,23para prestar asistencia a los Estados 
parte en el cumplimiento de sus obligaciones, en ellas tratan de transmitir 
la experiencia adquirida del examen de los informes a fin de facilitar y pro-
mover la aplicación ulterior del tratado a todos los Estados partes.24 

18 Sergio García Ramírez, “El control judicial interno de convencionalidad”. en IUS. Revista del Ins­
tituto de Ciencias Jurídicas de Puebla. México, año V, núm. 28, julio-diciembre de 2011. 

19 1) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 2) Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales; 3) Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial; 4) Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer; 5) Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 
6) Convención sobre los Derechos del Niño; 7) Convención Internacional sobre la Protección de Todos 
los Trabajadores Migrantes y de sus Familiares; 8) Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, y 9) Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desa-
pariciones Forzadas. 

20 Se pueden consultar en http://www2.ohchr.org/spanish/law/index.htm (junio de 2012). 
21 Naciones Unidas, Recopilación de las observaciones generales y recomendaciones generales 

adoptadas por órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos, HRI/GEN/1/Rev.9 (Vol.I), 
27 de mayo de 2008. 

22 Sobre el Sistema Universal puede ser de ayuda la siguiente dirección: http://www2.ohchr.org/spa-
nish/law/index.htm (julio de 2012). 

23 M. Castañeda, op. cit., supra nota 9. 
24 Naciones Unidas, op. cit., supra nota 21. 

http://www2.ohchr.org/spanish/law/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/index.htm
http:partes.24
http:jur�dicos.21
http:nacionalidad.20
http:techo��.18
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3) Conocer de denuncias individuales, conforme a las disposiciones relativas. 
Algunos tratados establecen esta competencia en su propio texto, en ese 
caso los Estados parte tienen que declarar expresamente la aceptación. 
México la ha reconocido para: el Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación Racial y el Comité contra la Tortura. Por otro lado, algunos de estos 
órganos creados por virtud de tratado han adquirido tal competencia con-
forme a un Protocolo Facultativo. México es parte de los que facultan a: el 
Comité de Derechos Humanos, el Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer y el Comité de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad.25 

La interpretación de los tratados de derechos humanos de Naciones Unidas 
hecha por los respectivos Comités pienso que constituye un elemento impor-
tante sobre el que es oportuno reflexionar y profundizar respecto de su impor-
tancia en México. 

Como se ha señalado, toda autoridad, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, tiene la obligación constitucional de respetar los derechos humanos, 
pero para ello es necesario el conocimiento adecuado de los mismos. En este 
sentido, las Observaciones Generales emitidas por dichos Comités representan 
un recurso que puede ser de mucha ayuda. 

Por otro lado, los Comités, cuando conocen sobre denuncias individuales, se 
pronuncian sobre la vulneración de derechos humanos cometida por un Estado 
parte. En esos pronunciamientos podemos distinguir: 1) la recomendación para 
el caso en particular y 2) la interpretación que hace al respectivo tratado. La Cor-
te Internacional de Justicia en el Caso de Amhadou Sadio Diallo26 señaló: “Des-
de que fue creado, el Comité de Derechos Humanos se ha consolidado como 
un órgano de interpretación del derecho, en particular a través de la búsqueda 
de responsabilidad de los Estados partes en las comunicaciones individuales 
que pueden ser sometidas conforme al primer Protocolo Facultativo, y a través 
de las Observaciones Generales”.27 

Considero que la interpretación hecha por los órganos en virtud de tratados 
de derechos humanos de Naciones Unidas puede, sin duda, nutrir el ejercicio de 
los operadores jurídicos en la aplicación e interpretación de los tratados en Mé-
xico. Asimismo, pienso que dos herramientas que pueden auxiliar al adecuado 

25 http://www.sre.gob.mx/tratados/index.php (julio de 2012). 
26 Case Concerning Ahmadou Sadio Diallo (Republic of Guinea v. Democratic Republic of Congo), 

Merits, Judgment, 30 de noviembre de 2010, párrafo 66, en http://www.icj-cij.org/docket/files/103/16244. 
pdf 66. The interpretation above is fully corroborated by the jurisprudence of the Human Rights Commit-
tee established by the Covenant to ensure compliance with that instrument by the States parties (see for 
example, in this respect, Maroufidou v. Sweden, No. 58/1979, para. 9.3; Human Rights Committee, Ge-
neral Comment No. 15: The position of aliens under the Covenant)./ Since it was created, the Human 
Rights Committee has built up a considerable body of interpretative case law, in particular through its 
findings in response to the individual communications which may be submitted to it in respect of States 
parties to the first Optional Protocol, and in the form of its “General Comments”./ Although the Court is in 
no way obliged, in the exercise of its judicial functions, to model its own interpretation of the Covenant on 
that of the Committee, it believes that it should ascribe great weight to the interpretation adopted by this 
independent body that was established specifically to supervise the application of that treaty. The point 
here is to achieve the necessary clarity and the essential consistency of international law, as well as legal 
security, to which both the individuals with guaranteed rights and the States obliged to comply with treaty 
obligations are entitled. 

27 Traducción libre de la autora. 

http://www.sre.gob.mx/tratados/index.php
http://www.icj-cij.org/docket/files/103/16244.pdf
http://www.icj-cij.org/docket/files/103/16244.pdf
http:Generales�.27
http:Discapacidad.25
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cumplimiento de las autoridades de los párrafos segundo y tercero del artículo 
1o. constitucional y del Sistema Universal de Derechos Humanos son: 

1) La adecuación del derecho interno, a través del ajuste constitucional y le-
gal correspondiente a los tratados, siempre que sea más favorable a la 
persona. 

2) La formulación de jurisprudencia nacional, emitida por los órganos com-
petentes, en la que se realicen las interpretaciones internas necesarias.28 

En este punto es relevante indicar que por Acuerdo General 9/2011 de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación,29 motivada por las reformas cons-
titucionales de los días 6 y 10 de junio de 2011, inició la Décima Época del 
Semanario Judicial de la Federación para la publicación de jurisprudencia. 

iv. cumplimiento de fallos y recepción de la interpretación 
hecha por la corte interamericana 

El DIDH cuenta con distintas fuentes. Se suele tomar como base las enunciadas 
en el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, a saber: las 
convenciones internacionales, la costumbre internacional, los principios gene-
rales del derecho y como medio auxiliar, las decisiones judiciales y las doctrinas 
de los publicistas de mayor competencia. No obstante, el derecho tiene una 
constante evolución, diversos autores como Manuel Becerra Ramírez30 señalan 
entre otras a las resoluciones de organismos internacionales como fuentes del 
derecho internacional. 

Un aspecto que puede llamar la atención del referido artículo 38 del Estatuto 
es que ubica a las decisiones judiciales como medio auxiliar. Sobre este aspec-
to me parece interesante mencionar que la Corte Internacional de Justicia, al 
igual que su predecesora, la Corte Permanente de Justicia Internacional, como 
tribunales internacionales se encontraron frente a la convivencia de diversos 
sistemas jurídicos de los países parte.31 Sin entrar a pormenores, por un lado, 
con países que siguen un sistema del Common Law, basado en precedentes, 
en donde, a nivel interno, la ratio decidendi implica que el tribunal debe fallar de 
la misma o similar forma que los anteriores, y por otra parte, países de una tra-
dición neorromanista o de derecho legislado.32 Aunque las diferencias entre 
ambos sistemas, con el tiempo, progresivamente se han acortado. En México, 
por ejemplo, aunque sigue una tradición de derecho legislado, se establece como 
fuente del derecho a la jurisprudencia.33 

28 Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, artículos 192 a 197 b y Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, artículos 
177-179, 235. 

29 Diario Oficial de la Federación, del 12 de septiembre de 2011. Consultable en: http://www.dof.gob. 
mx/nota_detalle.php?codigo=5208843&fecha=12/09/2011 (junio de 2012). 

30 Manuel Becerra Ramírez, La recepción del derecho internacional en el derecho interno. México, 
UNAM, 2006, p. 4. 

31 Ian Brownlie, Principles of Public International Law. Nueva York, Oxford University Press, 1999. 
32 Consuelo Sirvent Gutiérrez, Sistemas jurídicos contemporáneos. México, Porrúa, 2003. 
33 Artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5208843&fecha=12/09/2011
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5208843&fecha=12/09/2011
http:jurisprudencia.33
http:legislado.32
http:parte.31
http:necesarias.28
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En este punto me parece preciso distinguir entre: 1) la naturaleza vinculante 
de la sentencia para los Estados parte y 2) la interpretación realizada en el fallo, 
como fuente del derecho internacional, para el Tribunal Internacional. El nume-
ral 59 del Estatuto establece que las decisiones de la Corte sólo son obligatorias 
para las partes en litigio y respecto del caso que ha sido decidido. En este sen-
tido no son obligatorias para terceros Estados ni pueden ser aplicadas de ma-
nera análoga para casos similares.34 

En materia de derechos humanos, además de la protección universal a car-
go de Naciones Unidas, surgieron los sistemas regionales de protección de de-
rechos humanos: el europeo, el interamericano y el africano. Una característica 
de este tipo de protección va a ser justamente la cercanía en tradiciones histó-
ricas, políticas, sociales y culturales, mismas que han permitido consolidar tri-
bunales regionales específicamente para la protección de derechos humanos. 

Me referiré en específico al Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
en esta ocasión, integrado por la Comisión y la Corte Interamericanas de Dere-
chos Humanos. 

La Comisión Interamericana puede emitir informes y recomendaciones.35 

Juan Carlos Hitters ha señalado que aunque no son “ejecutables” estos docu-
mentos tienen un notorio valor jurídico y político.36 De esta forma, sin tener un 
carácter vinculante para los Estados, interpretan la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos puede emitir opiniones con­
sultivas37 y sentencias. De las sentencias me parece preciso distinguir dos as-
pectos: 1) la naturaleza vinculante de la sentencia para los Estados parte, en la 
que se va a establecer si hubo responsabilidad internacional y en todo caso 
la reparación del daño y 2) la interpretación realizada en el fallo como fuente de 
derecho. 

Sobre la vinculación de los fallos de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, el artículo 68 indica: “1. Los Estados Partes en la Convención se com-
prometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que sean partes. 2. 
La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar 
en el respectivo país por el procedimiento interno vigente para la ejecución de 
sentencias contra el Estado”. Serán definitivos, inapelables e interpretados por 
este órgano jurisdiccional en caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance a 
solicitud de cualquiera de las partes.38 

Sobre la interpretación que realiza la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en sus fallos, me 
parece que tiene dos vertientes: 1) es una fuente del derecho para el propio tri-
bunal interamericano, a la que acude prácticamente en casi todos sus fallos y 

34 Hermilo López-Bassols, Derecho internacional público contemporáneo e instrumentos básicos. 
México, Porrúa, 2001, p. 49. 

35 Artículos 50 y 51 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
36 Juan Carlos Hitters, “¿Son vinculantes los pronunciamientos de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos? (control de constitucionalidad y convencionalidad)”, en La Ley. Buenos Aires, 2008-
E, p. 136. 

37 Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
38 Artículo 67 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

http:partes.38
http:pol�tico.36
http:recomendaciones.35
http:similares.34
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denomina “jurisprudencia interamericana”, y 2) es una fuente del derecho para 
jueces y tribunales nacionales.39 

La Corte Interamericana, en uno de sus casos más recientes, el Caso Gon­
zález Medina y familiares vs. República Dominicana, indicó: “[…] Al respecto, el 
Tribunal reitera que la interpretación que ha dado al artículo 46.1.a) de la Con-
vención por más de dos décadas está en conformidad con el Derecho Interna-
cional y que conforme a su jurisprudencia y a la jurisprudencia internacional...”40 

En la anterior cita, la Corte Interamericana utilizó el término jurisprudencia inter-
nacional para referirse a la interpretación realizada por su homóloga, la Corte 
Europea de Derechos Humanos, me parece que sería más atinado referirse a 
jurisprudencia europea. 

Una característica del DIDH es la necesidad de su recepción nacional, con-
siderando que una de sus finalidades es que los Estados protejan estos derechos 
a las personas que se encuentran dentro de su jurisdicción. En particular, en 
años recientes, el Sistema Interamericano le ha denominado control de conven­
cionalidad a la obligación que tienen los jueces y tribunales internos de velar por 
la aplicación de la Convención Americana y de su interpretación hecha por la 
Corte Interamericana, ello me parece que desdobla el estudio tradicional de las 
fuentes del derecho internacional, en el siguiente sentido. 

Desde el derecho internacional las sentencias internacionales –como indiqué 
líneas arriba– han tenido una doble función: 1) de sentencia vinculante para los 
Estados parte, en la que se va a establecer si hubo responsabilidad internacio-
nal y en todo caso la reparación del daño y 2) como fuente del derecho para el 
tribunal internacional, en este caso para la Corte Interamericana, refiriéndose 
–como lo he señalado– a la interpretación. Ambas funciones continúan, pero me 
parece que se ha incorporado una más: 3) como fuente del derecho para los 
jueces y tribunales internos, al existir la obligación para éstos de aplicar el trata-
do y su interpretación. En particular, me enfocaré a este tema en el último apar-
tado del presente escrito, pero sin duda el control de convencionalidad consti-
tuye un punto de partida en la materia, como se aborda a continuación. 

1. El control de convencionalidad 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, a través de sus fallos, introdu-
jo el concepto de control de convencionalidad. El primer caso fue Almonacid Are-
llano vs. Chile41 en el que indicó que el Poder Judicial debe ejercer el control de 
convencionalidad “entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos 
concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, 
el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 

39 Como por ejemplo en Argentina, los casos Ekmedjian, Miguel A. c/ Sofovich, Gerardo y otros, sen-
tencia del 7 de julio de 1992; Caso Giroldi, Horacio David y otro s/ recurso de casación, sentencia del 7 
de abril de 1995; Caso Arancibia Clavel, Enrique Lautaro s/ homicidio calificado y asociación ilícita y otros, 
sentencia del 24 de agosto de 2004. 

40 Corte IDH. Caso González Medina y familiares vs. República Dominicana. Excepciones Prelimi-
nares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012 Serie C No. 240, párrafo 22. 

41 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia del 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154. 

http:nacionales.39
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interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última 
de la Convención Americana”. 

En el Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. 
Perú42 enriqueció el concepto al indicar: “los órganos del Poder Judicial deben 
ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino también ‘de convenciona-
lidad’ ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, evidente-
mente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones pro-
cesales correspondientes”. En este fallo es interesante el voto razonado del 
entonces juez Sergio García Ramírez.43 

La Corte Interamericana continuó el desarrollo del concepto en los Casos: 
La Cantuta vs. Perú.44 Ximenes Lopes vs. Brasil,45 Baldeón García vs. Perú,46 

Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay,47 Ibsen Cárdenas e Ibsen 
Peña vs. Bolivia48 y Vélez Loor vs. Panamá,49 además de algunos en contra de 
México que se precisan más adelante. 

En los casos antes citados se construyó el concepto de control de conven­
cionalidad, en el que el Poder Judicial, como parte del Estado, tiene la obligación, 
en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes: 

1) Del cumplimiento de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
2) De considerar la interpretación hecha por la Corte Interamericana de la 

Convención Americana. 
3) De hacerlo de oficio. 

Por tanto, el control de convencionalidad es el término desarrollado por la 
Corte Interamericana para referirse particularmente a la obligación de oficio del 
Poder Judicial, como parte del Estado, del cumplimiento de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos y su interpretación. Recordemos también –como 
se ha señalado– los demás tratados del Sistema Interamericano, que deben ser 
cumplidos conforme el principio pacta sunt servanda. 

En los mismos términos que lo señalé para el Sistema Universal de Derechos 
Humanos, considero que dos herramientas para el debido cumplimiento de los 
tratados del Sistema Interamericano son: 

42 Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú. Excepcio-
nes Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de noviembre de 2006. Serie C No. 
158, párrafo 128. 

43 Consultable en: http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm (julio de 2012). 
44 Corte IDH. Caso La Cantuta vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 29 de noviem-

bre de 2006. Serie C No. 162, párrafo 173. 
45 Corte IDH. Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 4 de 

julio de 2006. Serie C No. 149, párrafo 172. 
46 Corte IDH. Caso Baldeón García vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 6 de abril 

de 2006. Serie C No. 147, párrafo 140. 
47 Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Cos-

tas. Sentencia del 24 de agosto de 2010. Serie C No. 214, párrafo 311. 
48 Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-

tencia del 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217, párrafo 202. 
49 Corte IDH. Caso Vélez Loor vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Cos-

tas. Sentencia del 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párrafo 287. 

http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm
http:Ram�rez.43
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1) La adecuación del derecho interno, a través del ajuste constitucional y legal 
correspondiente a los tratados. 

2) La formulación de jurisprudencia nacional, emitida por los órganos com-
petentes, en la que se realicen las interpretaciones internas necesarias, 
particularmente a partir de la Décima Época.50 

2. La recepción de la interpretación hecha por la Corte Interamericana 
en las Cortes Supremas o Constitucionales 

En la presente sección me permito mencionar algunos fallos de Cortes Supre-
mas o Constitucionales de la región en las que se ha incorporado la interpreta-
ción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Esto lo realizo en un 
ejercicio de derecho comparado, con la aclaración de que para resolver un caso 
es necesario situarnos en el contexto y con el marco normativo específico del 
país, por lo anterior sólo indicaré algunos aspectos que nos ayuden a alcanzar 
nuestro objetivo. 

En Argentina se pueden ubicar algunos ejemplos interesantes sobre la apli-
cación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y su interpreta-
ción hecha por la Corte Interamericana, tanto antes como después de la reforma 
constitucional de 1994. 

En 1992 la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina resolvió el Caso 
Ekmedjian, Miguel A. c/ Sofovich, Gerardo y otros, en el que analizó la interpre-
tación de la Constitución Nacional y del Pacto de San José de Costa Rica, así 
como la interpretación hecha por la Corte Interamericana.51 

En 1994, como se mencionó, se reformó la Constitución Argentina, con cier-
ta semejanza a la reforma que tuvo el artículo primero en 2011 en México, al 
señalar: 

Art. 75.- Corresponde al Congreso: 
22. Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las 

organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los tratados 
y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes. 

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la 
Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; 
la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma-
nos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones 
de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de 
la primera parte de esta constitución y deben entenderse complementarios 

50 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acuerdo General 9/2011, Diario Oficial de la Federación, 
del 12 de septiembre de 2011. 

51 Mayor información sobre el caso se puede consultar en: http://www.dipublico.com.ar/juris/Ekme-
kdjian.pdf (junio de 2012). 

http://www.dipublico.com.ar/juris/Ekmekdjian.pdf
http://www.dipublico.com.ar/juris/Ekmekdjian.pdf
http:Interamericana.51
http:�poca.50
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de los derechos y garantías por ella reconocidos. Sólo podrán ser denuncia-
dos, en su caso, por el Poder Ejecutivo nacional, previa aprobación de las dos ter-
ceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara. 

Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser 
aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las dos terceras partes de la 
totalidad de los miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitu-
cional.52 

La Constitución argentina acude a citar un listado de instrumentos de dere-
chos humanos, lo cual, por un lado, puede servir de guía para los operadores 
jurídicos, aunque también recibió críticas por técnica legislativa y por poder re-
sultar limitativo. Por otro lado, les brinda jerarquía constitucional y señala que 
deben entenderse complementarios a los reconocidos en la Constitución. En 
México el poder revisor optó por el criterio “abierto” al no limitar a ciertos instru-
mentos y por el criterio de “interpretación”, que busca dar mayor libertad que el 
de jerarquía, como he indicado líneas arriba. 

Otro caso interesante de Argentina, ya después de la modificación constitu-
cional al artículo antes citado, fue Giroldi, Horacio David y otro s/ recurso de 
casación,53 en el que estableció respecto a la interpretación de la Corte Intera-
mericana que “De ahí que la aludida jurisprudencia deba servir de guía para la 
interpretación de los preceptos convencionales en la medida en que el Estado 
Argentino reconoció la competencia de la Corte Interamericana para conocer 
en todos los casos relativos a la interpretación y aplicación de la Convención”. 

La Corte Constitucional de Colombia ha establecido el carácter vinculante 
de la jurisprudencia de la Corte Interamericana entre otras sentencias en la T-
568/1999.54 

El Tribunal Constitucional del Perú, en la sentencia del expediente 218-02-
HC/TC, señaló:55 

[…] los derechos y libertades reconocidos en la Constitución deben interpretarse 
de conformidad con los tratados internacionales en materia de derechos humanos 
suscritos por el Estado peruano. Tal interpretación conforme con los tratados sobre 
derechos humanos contiene, implícitamente, una adhesión a la interpretación 
que, de los mismos, hayan realizado los órganos supranacionales de protección 
de los atributos inherentes al ser humano y, en particular, el realizado por la cor­
te interamericana de derechos Humanos, guardián último de los derechos en 
la Región.56 

De esta forma podemos observar el tipo de recepción que han realizado al-
gunos tribunales nacionales de la región de la interpretación de la Corte Intera-
mericana. 

52 Énfasis añadido por la autora.
	
53 G. 342. XXVI. RECURSO DE HECHO Giroldi, Horacio David y otro s/ recurso de casación -causa
	

N° 32/93. Consultable en http://new.pensamientopenal.com.ar/21122009/procesal07.pdf (junio de 2012). 
54 http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1999/T-568-99.htm (junio de 2012). 
55 Publicada el 3 de agosto de 2002, consultable en: http://190.41.250.173/rij/bases/juris-nac/218-02. 

htm (junio de 2012). 
56 Énfasis añadido por la autora. 

http://new.pensamientopenal.com.ar/21122009/procesal07.pdf
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1999/T-568-99.htm
http://190.41.250.173/rij/bases/juris-nac/218-02.htm
http://190.41.250.173/rij/bases/juris-nac/218-02.htm
http:Regi�n.56
http:568/1999.54
http:cional.52
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3. Cumplimiento de fallos y recepción de la interpretación hecha por la Corte 
Interamericana en México 

A. Casos ante la Corte Interamericana en contra de México 

Hasta el momento en el que se escriben las presentes líneas,57 la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos ha conocido de seis casos en contra de Méxi-
co; excede el propósito del presente estudio abordarlos a profundidad, por lo 
que sólo haré mención a ellos. 

La Corte Interamericana no conoció del fondo del primer caso que recibió en 
contra del Estado mexicano, el Caso Alfonso Martín del Campo Dodd;58 admitió 
una de las excepciones preliminares planteadas por el Estado. 

El primero de los seis casos que conoció del fondo la Corte Interamericana 
fue el de Jorge Castañeda Gutman, quien solicitó registro como candidato inde-
pendiente a la Presidencia, ante la negativa, promovió juicio de amparo, pero 
fue improcedente. En el fallo59 la Corte Interamericana determinó, entre otros 
aspectos, que el Estado vulneró el derecho a la protección judicial consagrado 
en el artículo 25 de la Convención Americana. 

En el Caso González y otras (“Campo Algodonero”),60 por la desaparición y 
muerte de jóvenes encontradas en el campo algodonero de Ciudad Juárez, Chi-
huahua, la Corte en su sentencia interpretó su competencia sobre la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
“Convención de Belém do Pará”.61 Entre los derechos vulnerados se encuentran: 
los derechos a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal, el deber 
de no discriminación y los derechos del niño. 

En el Caso Radilla Pacheco,62 por la desaparición forzada de una persona; 
en los Casos Fernández Ortega63 y otros y Rosendo Cantú y otra,64 ambos por 

57 Mayo de 2012. 
58 Alfonso Martín del Campo Dodd alegó ser víctima de tortura para declararse culpable de dos ho-

micidios en la etapa de investigación, que habían existido diversas irregularidades tanto en la investiga-
ción de los hechos, como durante el proceso penal que se le siguió. El caso ante la Corte Interamericana 
se resolvió en las excepciones preliminares, por ratione temporis. Corte IDH. Caso Alfonso Martín del 
Campo Dodd vs. México. Excepciones Preliminares. Sentencia del 3 de septiembre de 2004. Serie C No. 
113. 

59 Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia del 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 

60 Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia del 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205. 

61 Firmado por México el 4 de junio de 1995, aprobado por el Senado el 26 de noviembre de 1996, en 
vigor para México a partir del 12 de diciembre de 1998. 

62 Corte IDH. Caso Radilla Pacheco vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia del 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. Entre los derechos vulnerados se en-
cuentran: el derecho a la libertad personal, a la integridad personal, al reconocimiento de la personalidad 
jurídica y a la vida. 

63 Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros. vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparacio-
nes y Costas. Sentencia del 30 de agosto de 2010 Serie C No. 215. La Corte Interamericana decretó que 
el Estado vulneró los derechos a la integridad personal, a la dignidad y a la vida privada, a no ser objeto 
de injerencias arbitrarias o abusivas en el domicilio, de los derechos a las garantías judiciales y a la pro-
tección judicial. 

64 Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia del 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216. La Corte Interamericana decretó que el 
Estado vulneró los derechos a la integridad personal, a la dignidad y a la vida privada, a las garantías 
judiciales y a la protección judicial y los derechos del niño. 

http:Par�.61
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ultrajes a mujeres indígenas, y en el Caso Cabrera García y Montiel Flores,65 por 
tortura, todos ellos en el estado de Guerrero, se abordaron además de otras 
materias el tema de control de convencionalidad por tribunales nacionales. Re-
sulta de gran relevancia en la materia el voto razonado del juez ad hoc Eduardo 
Ferrer Mac-Gregor Poisot al Caso Cabrera García y Montiel Flores.66 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación mexicana conoció en el expedien-
te “varios” 489/201067 y posteriormente en el “varios” 912/201068 sobre el cum-
plimiento del fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del Caso 
Radilla Pacheco,69 en donde se pronunció sobre diversos aspectos; me referiré 
a algunos de ellos. 

B. Recepción de criterios 

Con relación a la recepción nacional de los fallos de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el expedien-
te “varios” 912/2010, estableció: 

19. Así, las resoluciones pronunciadas por aquella instancia internacional [la Cor-
te Interamericana] cuya jurisdicción ha sido aceptada por el Estado mexicano, son 
obligatorias para todos los órganos del mismo en sus respectivas competencias, 
al haber figurado como Estado parte en un litigio concreto. Por tanto, para el 
Poder Judicial son vinculantes no solamente los puntos de resolución concre­
tos de la sentencia, sino la totalidad de los criterios contenidos en la senten­
cia mediante la cual se resuelve ese litigio.70 

20. Por otro lado, el resto de la jurisprudencia de la corte interamericana 
que deriva de las sentencias en donde el Estado mexicano no figura como 
parte, tendrá el carácter de criterio orientador de todas las decisiones de los 
jueces mexicanos, pero siempre en aquello que le sea más favorecedor a la 
persona, de conformidad con el artículo 1o. constitucional cuya reforma se publi-
có en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, en particu-
lar en su párrafo segundo, donde establece que: “Las normas relativas a los dere-
chos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los 

65 Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Repa-
raciones y Costas. Sentencia del 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220. La Corte Interamericana 
decretó que el Estado vulneró de los derechos a la libertad personal, integridad personal, garantías judi-
ciales y protección judicial. 

66 Consultable en: http://www.ijf.cjf.gob.mx/cds/Materiales%20Seminario/Bibliografía%20comple-
mentaria/Voto_razonado_Ferrer_caso_Cabrera_1.pdf (junio de 2012). 

67 Resolución dictada la Suprema Corte de Justicia de la Nación en Tribunal Pleno, en su sesión pú-
blica del 7 de septiembre de 2010. 

68 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 de octubre de 2011. 
69 Corte IDH. Caso Radilla Pacheco vs. México. op. cit., nota 62. Entre los derechos vulnerados se 

encuentran: el derecho a la libertad personal, a la integridad personal, al reconocimiento de la persona-
lidad jurídica y a la vida. 

70 Énfasis añadido por la autora. Tesis: SENTENCIAS EMITIDAS POR LA CORTE INTERAMERI-
CANA DE DERECHOS HUMANOS. SON VINCULANTES EN SUS TÉRMINOS CUANDO EL ESTADO 
MEXICANO FUE PARTE EN EL LITIGIO. [TA]; 10a. Época; Pleno; Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta; Libro III, diciembre de 2011, t. 1; p. 556. 

http://www.ijf.cjf.gob.mx/cds/Materiales%20Seminario/Bibliograf�a%20complementaria/Voto_razonado_Ferrer_caso_Cabrera_1.pdf
http://www.ijf.cjf.gob.mx/cds/Materiales%20Seminario/Bibliograf�a%20complementaria/Voto_razonado_Ferrer_caso_Cabrera_1.pdf
http:litigio.70
http:Flores.66
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tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia”.71 

Me parece –como lo he señalado— que hay que tener presente: 1) la natu-
raleza vinculante de la sentencia en la que se va a establecer si hubo responsa-
bilidad internacional y en todo caso la reparación del daño y que el Estado mexi-
cano tiene la obligación de cumplir y 2) la interpretación que la Corte 
Interamericana realiza de la Convención Americana, tanto en los fallos dirigidos 
al Estado mexicano, que además versan sobre problemas específicos del país, 
como los emitidos a otros Estados, porque la interpretación y argumentos ver-
tidos pueden ser ayuda para entender el tratado. 

Asimismo, aunque la resolución del expediente varios 912/2010 versó sobre 
una sentencia interamericana, en respeto al artículo 1o. constitucional, también 
hay que tener presente que puede haber una protección más amplia en tratados 
de derechos humanos de Naciones Unidas y una interpretación más amplia he-
cha por los órganos creados en virtud de esos tratados. Continúo sobre este 
tema en el último apartado. 

C. Control de convencionalidad ex officio en un modelo de control difuso de 
constitucionalidad 

En relación al control de convencionalidad la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en el expediente “varios” 912/2010 estableció: 

28. Estos mandatos contenidos en el nuevo artículo 1o. constitucional, deben 
leerse junto con lo establecido por el diverso artículo 133 de la Constitución Fe-
deral para determinar el marco dentro del que debe realizarse este control de 
convencionalidad, lo cual claramente será distinto al control concentrado que 
tradicionalmente operaba en nuestro sistema jurídico.72 

En este párrafo se menciona el fundamento constitucional, que hasta el mo-
mento existe para el control jurisdiccional de convencionalidad. 

En el citado expediente la Suprema Corte desarrolló un “Modelo general de 
control de constitucionalidad y convencionalidad” para el Estado mexicano en 
los siguientes términos:73 

1. Control concentrado. Por el Poder Judicial de la Federación, a través de Con-
troversias Constitucionales,74 Acciones de inconstitucionalidad,75 Amparo Indirec-

71 Énfasis añadido por la autora. Tesis: CRITERIOS EMITIDOS POR LACORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS CUANDO EL ESTADO MEXICANO NO FUE PARTE. SON ORIENTADO-
RES PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEAN MÁS FAVORABLES ALAPERSONAEN 
TÉRMINOS DELARTÍCULO 1o. DE LACONSTITUCIÓN FEDERAL. [TA]; 10a. Época; Pleno; Semana­
rio Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro III, diciembre de 2011, t. 1; p. 550. 

72 Énfasis añadido por la autora. 
73 Tesis: CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DI-

FUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. [TA]; 10a. Época; Pleno; Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta; Libro III, diciembre de 2011, t. 1; p. 535. 

74 Artículo 105 constitucional, fracción I. 
75 Artículo 105 constitucional, fracción II. 

http:jur�dico.72
http:amplia�.71
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to76 y Amparo Directo77 con los respectivos efectos generales o de efectos particu-
lares. 

2. Control por determinación constitucional específica. Por el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, el cual indica según el artículo 99, párrafo 
sexto:78 “podrán resolver la no aplicación de leyes sobre la materia electoral con­
trarias a la presente Constitución. Las resoluciones que se dicten en el ejercicio 
de esta facultad se limitarán al caso concreto sobre el que verse el juicio. En tales 
casos la Sala Superior informará a la Suprema Corte de Justicia de la Nación”.79 

3. Control difuso. 1) Por tribunales federales: Juzgados de Distrito, Tribunales 
Unitarios y Tribunales Administrativos.80 2) Por tribunales locales: judiciales, admi-
nistrativos y electorales.81 En los que la Suprema Corte indicó que “No hay decla­
ración de inconstitucionalidad, sólo inaplicación”.82 

Respecto al control concentrado de la constitucionalidad es importante tener 
presente el artículo 107 constitucional en la parte conducente a la inconstitucio-
nalidad de normas generales, que a la letra indica: 

[…] 
Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la incons­

titucionalidad de una norma general por segunda ocasión consecutiva, la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora corres-
pondiente. 

Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación establezcan jurispru­
dencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad de una 
norma general, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo notificará a la auto-
ridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el pro-
blema de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, 
siempre que fuere aprobada por una mayoría de cuando menos ocho votos, la 
declaratoria general de inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus alcances 
y condiciones en los términos de la ley reglamentaria. 

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores no será aplicable a normas gene-
rales en materia tributaria. […] 

A la fecha en que se escriben las presentes líneas,83 aún no han sido apro-
badas las reformas legales correspondientes,84 mismas que deben concretarse 
a la brevedad. Ante tal omisión legislativa la Suprema Corte de Justicia de la 

76 Artículos constitucionales 103 y 107, fracción IX.
	
77 Artículos constitucionales 103 y 107, fracción VII.
	
78 Artículo 41, fracción VI.
	
79 Énfasis añadido por la autora. Reformado por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa-

ción el 13 de noviembre de 2007. 
80 Artículo 104 constitucional. 
81 Artículo constitucional 116, fracción III. 
82 Resolución dictada por el Tribunal Pleno en el expediente varios 912/2010, Diario Oficial de la Fe-

deración el 4 de octubre de 2011. 
83 Mayo de 2012. 
84 Conforme al artículo segundo transitorio del Decreto de reforma en materia de amparo, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011. 

http:inaplicaci�n�.82
http:electorales.81
http:Administrativos.80
http:Naci�n�.79
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Nación emitió el Acuerdo General Número 11/2011, del 4 de octubre de 2011, 
relativo al procedimiento para la declaratoria general de inconstitucionalidad.85 

El control que puede realizar el Tribunal Electoral fue introducido al texto 
constitucional como resultado de las impugnaciones de Jorge Castañeda 
Gutman,86 ante el Sistema Interamericano, sobre la entonces falta de un recur-
so para el control de constitucionalidad de la legislación que afectaba los dere-
chos políticos. 

Me parece que en seguimiento a la determinación de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en el expediente varios 912/2010, para una adecuada tran-
sición a un control difuso, el camino que se debe seguir es la realización de las 
respectivas modificaciones constitucionales y legales correspondientes que 
desglosen con precisión las facultades de los órganos jurisdiccionales. 

Al momento en el que se escriben las presentes líneas,87 ya existen algunas 
iniciativas de Ley Reglamentaria de los artículos 1o. y 133 de la Constitución,88 

sin embargo, considero que debe ser un tema que cuente con el debido análisis 
y discusión por la importancia que conlleva. 

No es el propósito del presente escrito profundizar sobre el control difuso de 
constitucionalidad y convencionalidad y sus peculiaridades, dado que como se 
ha indicado es necesario un análisis profundo sobre el tema. Me permito sólo 
indicar que en Estados Unidos de América el “control difuso de la constituciona-
lidad” que se realiza de forma “incidental” se desarrolló a partir del caso Marbury 
vs. Madison. “Difuso” por estar a disposición de todos los jueces, “incidental” 
porque sólo procede si el juez en su actividad jurisdiccional se encuentra en el 
supuesto de que tenga que aplicar una ley contraria a la Constitución y sus efec-
tos sólo son para el caso concreto.89 Entre las preguntas formuladas en el caso 
me parece relevante la siguiente: “¿Deben los jueces cerrar los ojos a la Cons-
titución y ver sólo la ley?”,90 la respuesta que en aquella ocasión determinaron 
fue no y de ahí surgió el control difuso. En el caso mexicano considero que la 
respuesta se encuentra en el artículo 1o. constitucional. 

v. la recepción nacional de la interpretación 
de tratados de derechos humanos 

La Corte Internacional de Justicia ha indicado que un tratado debe ser “inter-
pretado y aplicado en el cuadro del conjunto del sistema jurídico en vigor en el 
momento en que la interpretación tiene lugar”.91 En ese sentido, en respeto al 

85 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de octubre de 2011. 
86 Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. op. cit., nota 59. 
87 Mayo de 2012. 
88 Cámara de Senadores, Gaceta del Senado, Legislatura LXI, el 3 de noviembre de 2011, foja 106. 

Consultable en: http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/61/3/2011-11-03-1/assets/documentos/gace-
ta_1.pdf (junio de 2012). Otra iniciativa de Ley reglamentaria es la presentada por el diputado Jaime 
Fernando Cárdenas Gracia, consultable en: http://www.ptdiputados.org.mx/docs.php?id=2091&tipo=4 

89 Javier Pérez Royo, Curso de derecho constitucional. Madrid, Marcial Pons, 1996, pp. 155 y ss. 
90 El fallo completo se puede consultar en: http://www.ugr.es/~apena/tablon/Materiales/Marbury%20 

vs%20Madison.pdf (junio de 2012). 
91 En Legal Consequiences for States of the Continued Presence of South Africa in Namibia (South 

West Africa) notwithstanding Security Council Resolution 276 (1970) Advisory Opinion, ICJ Reports 1971, 
pp. 16 a 31. citado en Ariel Dulitzky, “La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tri-

http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/61/3/2011-11-03-1/assets/documentos/gaceta_1.pdf
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/61/3/2011-11-03-1/assets/documentos/gaceta_1.pdf
http://www.ptdiputados.org.mx/docs.php?id=2091&tipo=4
http://www.ugr.es/~apena/tablon/Materiales/Marbury%20vs%20Madison.pdf
http://www.ugr.es/~apena/tablon/Materiales/Marbury%20vs%20Madison.pdf
http:lugar�.91
http:concreto.89
http:inconstitucionalidad.85
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segundo párrafo del artículo 1o. constitucional se debe tomar como punto de 
partida el principio pro persona, es decir, la protección más amplia de la persona. 

Los jueces tienen en sus manos la resolución de casos concretos en los que 
deberán interpretar la Constitución, los tratados internacionales aplicables al 
respecto y la legislación, favoreciendo la protección más amplia de la persona. 
Zagrebelsky indica que “la interpretación jurídica es una actividad eminentemen-
te práctica, en el sentido de que procede de casos prácticos y tiene como finali-
dad su resolución”.92 

El juez, cuando resuelva un asunto en materia de derechos humanos, debe 
tener presente los tratados internacionales de los que México sea parte, tanto 
los que pertenecen al Sistema Interamericano, en especial la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, pero también los tratados de derechos huma-
nos de Naciones Unidas, como es el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. Asimismo, también tiene que tener presente que estos tratados son 
interpretados por órganos supranacionales que están facultados para ello, dí-
gase Corte Interamericana, dígase órgano creado en virtud de tratado de dere-
chos humanos de Naciones Unidas, según corresponda. 

Advierto también que se debe poner especial atención a la interpretación más 
reciente, siempre que brinde la protección más amplia a la persona, que es el 
mandato que da la Constitución y no “petrificarla” a determinados criterios. Si 
observamos la interpretación que ha hecho la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos a algunos derechos o materias, podemos ver una evolución en sus 
interpretaciones que, me parece, no debe ser limitado a cierta sentencia, porque 
ello implicaría no observar el perfeccionamiento que puede tener con el paso 
del tiempo, recordando que una cosa es el cumplimiento de un fallo y otra que 
el juez interno se auxilie de la interpretación realizada por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos, así como a nivel interno es diferente la ejecución de 
una sentencia a la obligación de cumplir con la jurisprudencia. 

La evolución de la interpretación también resulta evidente en los órganos 
creados en virtud de tratados de derechos humanos de Naciones Unidas, por 
ejemplo, el Comité de Derechos Humanos en su Observación General 20, reem-
plazó lo que indicó en su Observación General 7, ambas relativas a la prohibición 
de la tortura y tratos o penas crueles inhumanos o degradantes,93 al igual que la 
Observación 21 reemplazó a la 9 en materia del tratamiento a personas privadas 
de libertad, sólo por mencionar unos casos.94 

bunales locales: un estudio comparado”, en Martín Abregú y Christian Courtis, comps., La aplicación de 
los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales. Buenos Aires, Centro de Estudios Le-
gales y Sociales / Ediciones del Puerto, 1997, pp. 59-60. 

92 Humberto Nogueira Alcalá, La interpretación constitucional de los derechos humanos. Lima, Edi-
ciones Legales, 2010, p. 136. 

93 Comité de Derechos Humanos, Observación General 20 de 1992. 
94 Ibid., Observación General 21, de 1992. 

http:casos.94
http:resoluci�n�.92
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VI. Consideraciones finales 

El artículo 1o. constitucional establece el goce de los derechos humanos reco-
nocidos en la Constitución y en los tratados internacionales vinculantes para 
México. Asimismo, establece la obligación de toda autoridad, en el ámbito de 
sus competencias de respetar y proteger los derechos humanos. Pienso que es 
fundamental considerar la interpretación que se ha realizado del tratado, más 
aún cuando hay un órgano “supranacional” facultado para ello. Las discusiones 
nacionales se han centrado en el Sistema Interamericano de Derechos Huma-
nos, pero igualmente me parece que se debe tener presente al Sistema Univer-
sal de Protección de Derechos Humanos. 

Sobre los fallos de la Corte Interamericana, como se indicó, la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación abordó el tema en el expediente varios 912/2010 y 
emitió, en particular, dos tesis jurisprudenciales al respecto en las que indicó que 
son vinculantes en sus términos cuando el Estado mexicano fue parte en el litigio 
y cuando éste no lo fue son orientadores para los jueces mexicanos, siempre 
que sean más favorables a la persona en términos del artículo 1o. de la Consti-
tución Federal. 

Reitero la importancia de distinguir entre: 1) el fallo y su cumplimiento por el 
Estado responsable, que el equivalente a nivel interno sería la ejecución de una 
sentencia, y 2) la recepción nacional de la interpretación hecha por la Corte In-
teramericana, que el equivalente a nivel interno sería el papel que desempeña 
la jurisprudencia nacional. 

Recordemos que la Corte Interamericana interpreta a la Convención Ameri-
cana, en la que puede integrar la experiencia allegada de casos anteriores, de 
diversos países, sin ser esto una regla, incluso considerando argumentos de la 
Corte Europea de Derechos Humanos y de la Corte Internacional de Justicia. 
Esta interpretación, me parece que puede ser muy enriquecedora para todos 
los países parte del Sistema Interamericano, para entender el alcance de los 
derechos humanos interpretados, porque a la experiencia nacional se puede 
sumar la experiencia regional, e incluso como he indicado, la experiencia uni-
versal. 

El cumplimiento del artículo primero constitucional exige la colaboración de to-
das las autoridades en el respectivo ámbito de sus competencias, además de la 
difusión y comprensión de los derechos humanos, en particular considero dos 
ejes prioritarios: 1) la adecuación de la normativa interna, con el ajuste constitu-
cional y legal correspondiente a los tratados, siempre que sea más favorable a la 
persona, y 2) la formulación de jurisprudencia nacional, por los órganos faculta-
dos para emitirla, para que sirva de guía a los juzgadores. En ambos casos con-
siderando: 1) la Constitución; 2) los tratados internacionales de derechos huma-
nos vinculantes para México, y 3) en su caso, la interpretación hecha por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos o por los órganos creados en virtud 
de tratados de derechos humanos de Naciones Unidas, según corresponda. 

Con lo anterior, considero que se facilitaría el actuar no sólo de los juzgado-
res, sino de toda autoridad que tiene el mandato establecido en el artículo 1o. 
constitucional. 
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Las obligaciones de las autoridades en materia 
de derechos humanos: el caso de la tortura 
a niñas, niños y adolescentes 

María Elena Lugo Garfias* 

Resumen: El artículo se divide en dos apartados generales, el primero muestra que 
las autoridades tienen obligaciones en materia de derechos humanos, entre las 
cuales se encuentra el derecho a la integridad personal, física y psicológica y la pro-
hibición de la tortura; que esas obligaciones pueden identificarse por medio de reglas 
y de principios de actuación, y que estos últimos se complementan con los de dere-
chos humanos después de la reforma constitucional del 10 de junio de 2011. El se-
gundo, acerca del modelo de obligaciones de las autoridades basadas en principios, 
se aplica a un caso concreto, el de la tortura a niñas, niños y adolescentes; la mues-
tra empírica se basa en las Recomendaciones emitidas por la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos de 1990 a 2011, las cuales se expidieron antes de la mo-
dificación a la Carta mexicana y se analizan desglosando los elementos de ese abu-
so de autoridad, por lo que la prohibición de la tortura se trata como: derecho huma-
no, delito, responsabilidad administrativa y principio de actuación, y después de la 
adición a la Constitución Política se analiza conforme a los principios de derechos 
humanos ordenados. 

abstract: The article is divided in two main sections. First, the authorities have 
various obligations regarding Human Rights. They must ensure, among many oth­
ers, the Right to personal, physical and psychological integrity and the prohibition of 
torture. Said obligations can be identified through rules and principles of action which 
complement the principles Human Rights after the constitutional reform of June 10th, 
2011. 

The second section shows the model of obligations of the authorities, which is 
based on principles and is applied to the case of torture against children and teenag­
ers. The empirical sample (experimental, practical, real, effective), is based on the 
recommendations issued by the Human Rights National Commission from 1990 to 
2011. The recommendations were issued before the modification to the Mexican 
Constitution and are analyzed by breaking down the elements of the abuse of author­
ity. Thus, the prohibition of torture is treated as: a Human Right, a crime, an admin­
istrative responsibility and a principle of action. Furthermore, after its addition to the 
Political Constitution, it is analyzed in accordance with the ordered Human Rights 
principles. 

* Investigadora del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH. 
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sumario: Introducción. I. Las obligaciones y las responsabilidades de los servidores 
públicos en derechos humanos. II. Las reglas y los principios jurídicos en las 
obligaciones de las autoridades. III. Las Recomendaciones de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos por tortura a niñas, niños y adolescentes de 1990 a 2011. 
IV. Análisis de los casos conforme a la obligación de la prohibición de la tortura a 
cargo de las autoridades. 1. Como derecho humano. 2. Las Recomendaciones de 
la CNDH. 3. Como delito. 4. Como responsabilidad administrativa. 5. Como principio 
de actuación. V. Análisis de los casos conforme a la obligación de la prohibición de 
la tortura a cargo de las autoridades después de la reforma constitucional en materia 
de derechos humanos. VI. Conclusiones. 

introducción 

En México, las autoridades, al desarrollar un servicio público, tienen obligacio-
nes que cumplir, entre las que se encuentran las relativas a los derechos huma-
nos, como los derechos del niño y la de la prohibición de la tortura a todas las 
personas y específicamente cuando se trata de niñas, niños y adolescentes, por 
la condición de riesgo en que los coloca su edad y a la cual se suma que han 
llegado a ser víctimas de ese tipo de abuso del poder y delito. 

La tortura es inaceptable cuando materialmente busca causar dolor y sufri-
miento a las personas, pero en el caso de niñas, niños y adolescentes traspasa 
cualquier calificativo cuando la prioridad debiera ser su cuidado, atención y for-
mación basada en el respeto que los prepare y los incluya en una sociedad que 
los identifique como personas en desarrollo. 

La reforma constitucional en materia de derechos humanos publicada en el 
Diario Oficial el 10 de junio de 2011 complementa esos compromisos de las au-
toridades al establecer expresamente los que corresponderán en ese tópico a 
manera de obligaciones de acuerdo con ciertos principios de derechos humanos 
y ciertos deberes. 

El objetivo de esta reflexión es enunciar las obligaciones de los servidores 
públicos, los que deben atender los principios de actuación y que se comple-
mentan con los de derechos humanos por mandato constitucional, que cuando 
se incurre en tortura no lo hacen, particularmente si se trata de niñas, niños y 
adolescentes, cuya vulnerabilidad y ese tipo de práctica irregular tienen mayor 
incidencia en su vida futura. 

Los casos de tortura a niños se tomarán de las Recomendaciones emitidas 
por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), por tratarse de 
situaciones reclamadas, investigadas y evidenciadas respecto de la violación 
del derecho a la integridad física y psicológica de dichos agraviados. 

Es necesario presentar tales Recomendaciones para percibir la dimensión 
de la violación a la prohibición de la tortura a niñas, niños y adolescentes, a las 
cuales se aplicará un análisis desde sus elementos desglosados de las defini-
ciones de tortura por los tratados internacionales específicos, universal e inte-
ramericano, y de acuerdo con los especificados por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 

Asimismo, toda vez que los hechos narrados en los casos de Recomenda-
ción presentados ocurrieron antes de la reforma constitucional en materia de 
derechos humanos ya mencionada, se establecerá la obligación de las autori-
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dades mexicanas en cuanto a la tortura como una violación a los derechos hu-
manos, como un delito, como una responsabilidad administrativa, como princi-
pio de actuación, así como también, derivado de la adición constitucional, se 
explicará respecto de los principios de derechos humanos. 

Se adelanta que los métodos de tortura aun en casos de niñas, niños y ado-
lescentes son los mismos que se han empleado con los adultos, por lo que la 
propia crueldad e inhumanidad que implica dicha práctica afecta gravemente a 
los menores por las etapas de desarrollo en que se encuentran y las necesida-
des físicas y emocionales que tienen. 

i. las obligaciones y las responsabilidades 
de los servidores públicos en derechos humanos 

Los servidores públicos han sido identificados en sentido amplio por el artículo 
108, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos (CPEUM), como los funcionarios y empleados, así como cualquier persona 
que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Ad-
ministración Pública Federal o en el Distrito Federal y en los estados y conser-
varán esa condición al realizar sus funciones, independientemente de su nivel 
jerárquico, atendiendo a su esfera competencial.1 

El numeral 128 de la CPEUM establece que los funcionarios públicos antes 
de tomar posesión de su encargo deben rendir la protesta de guardar la Cons-
titución y las leyes que de ella emanen, lo que desde el principio los comprome-
te, primero, a conocer el contenido del orden jurídico mexicano y, en ese caso, a 
tener conocimiento de sus obligaciones y por supuesto las que les corresponden 
conforme a sus específicas funciones dependiendo de la entidad pública en la 
que se desenvuelvan. 

Al conocer el orden jurídico mexicano también deben saber cómo se integra 
la Ley Suprema de toda la Unión y, por lo tanto, conocer sobre los tratados inter-
nacionales a los que el Estado mexicano se obliga al externar su consentimien-
to según el artículo 133 de la CPEUM, entre ellos los de derechos humanos, 
como parte de ese ordenamiento. 

De igual forma deben saber sobre las leyes que en caso de incurrir en una 
falta en servicio o personal serían responsables de contravenir la legalidad, de 
no apegarse a los principios de actuación o bien de reparación patrimonial o por 
lesión.2 

En junio de 2011 la Constitución fue reformada en diversos artículos, como el 
1o., en cuyo párrafo tercero se establecieron las obligaciones de todas las au-
toridades en materia de derechos humanos en tres supuestos: 1) para promo-
verlos, respetarlos, protegerlos y garantizarlos; 2) de acuerdo con los principios 
relativos a tales derechos, como universalidad, interdependencia, indivisibilidad 

1 José Reyes Tayabas, Las responsabilidades de los servidores públicos (exégesis del Título Cuarto 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su Ley Reglamentaria. México, Procura-
duría General de la República, 2000, p. 65. 

2 Artículos 108, 109, 110 y 113 de la CPEUM, Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de 
los Servidores Públicos y Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado. 
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y progresividad, y 3) por lo que es necesario atender los deberes de prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones. 

La reforma hace que los servidores públicos, además de atender a las res-
ponsabilidades administrativas y penales, y a los principios de actuación que 
han sido previstos, ahora deberán hacerlo respecto de los derechos humanos 
de acuerdo con el parámetro de los establecidos en la Constitución y los tratados 
internacionales y a principios de derechos humanos. 

Así, cuando una persona asuma un cargo público y al llevar a cabo una ac-
ción en funciones deberá tener presentes todas sus obligaciones, porque es 
posible que se realicen de forma mecánica y, sin embargo, tienen una autoría 
jerárquica y una naturaleza jurídica ubicada en una situación político-adminis-
trativa, por lo que atiende a un orden moral, jurídico y de oportunidad que tiene 
consecuencias en esos mismos ámbitos. 

La responsabilidad de “todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias”, se dispone en la CPEUM, en las leyes y en el derecho por medio de prin-
cipios generales,3 y también de principios jurídicos. 

La CPEUM reserva a la ley lo relativo a la sanción de servidores públicos 
que incurran en responsabilidad, establece tres supuestos bajo los cuales se 
puede generar: 1) cuando se trate de perjuicio a los intereses públicos se hará 
mediante juicio político, 2) en el caso de la comisión de delitos será persegui-
da y sancionada por la ley penal y 3) cuando se afecte la legalidad, así como 
ciertos principios de actuación que deberían observar en el desempeño de su 
empleo, cargo o comisión, tales como honradez, lealtad, imparcialidad y efi-
ciencia, y de ocurrir actos u omisiones tendrán como consecuencia sanciones 
administrativas. 

Ese sistema de responsabilidades hace sujetos a todos los servidores públi-
cos y puede tener una consecuencia patrimonial para el Estado.4 La responsa-
bilidad de los servidores públicos del Estado por los daños causados a un par-
ticular será objetiva y directa, por lo que tendrá derecho a una indemnización. La 
parte interesada deberá iniciar la reclamación.5 

Por su parte, el Estado puede repetir contra el servidor público determinado 
responsable el pago de una indemnización, cuando se haya resuelto como tal 
y la infracción se califique de grave según la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado (LFRASP), y en el caso de los particulares de acuerdo 
con el Código Civil Federal.6 

Por lo que hace a la persona afectada, la misma cuenta con derechos patri-
moniales que se establecen con la expropiación por medio de una indemnización 
cuando un bien inmueble llega a ser afectado por causa de utilidad pública y las 

3 Francisco Javier González Martín, “Reflexiones sobre la responsabilidad jurídica de los actos ad-
ministrativos”, en Ángel Sánchez de la Torre e Isabel Araceli Hoyo Sierra, eds., Modalidades de respon­
sabilidad jurídica: deber y obligación. Madrid, Dykinson, 2008, pp. 124 y 134. 

4 El artículo 108, segundo párrafo, de la CPEUM, dispone una excepción respecto del presidente de 
la República, quien durante el tiempo de su encargo sólo podrá ser acusado por traición a la patria y de-
litos graves del orden común. 

5 Artículos 17 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado y 14 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

6 Artículos 31 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado y 1928 del Código Civil 
Federal. 
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responsabilidades administrativas de los servidores públicos ante una actividad 
irregular, constituyendo las mismas su forma de garantía para su protección.7 

Todas las personas deben gozar de la igualdad ante la ley y de la prohibición 
de la discriminación, lo que las coloca en un plano horizontal respecto de una 
afectación por la responsabilidad administrativa o penal del Estado.8 

Las consideraciones aquí vertidas serán en torno a las obligaciones y su 
atención conforme a los principios de actuación y de derechos humanos en los 
casos de tortura a niñas, niños y adolescentes. Las autoridades tienen la obli-
gación de no violar los derechos humanos, entre ellos, el de la integridad física 
y psicológica que es el afectado por la tortura, por lo que deben apegarse a la 
legalidad que la prohíbe y la sanciona, con lo cual siendo rectas en el actuar y, 
por lo tanto, imparciales serán leales al servicio público y eficientes en el de-
sempeño. 

Los servidores públicos también tienen la obligación de cumplir con los de-
rechos de las niñas, niños y adolescentes, porque si bien la dependencia de sus 
padres establecidos como sujeto obligado en primer grado sobre sus necesida-
des físicas y autonómicas, ante la falta del mismo o en su deficiencia, el Estado 
está obligado en el siguiente lugar. 

ii. las reglas y los principios jurídicos en las obligaciones 
de las autoridades 

La CPEUM, al establecer la reserva a la ley respecto de la responsabilidad de 
los servidores públicos en los supuestos ya señalados con anterioridad, y en el 
numeral 109, fracción III, se refiere a que la afectación de ciertos valores será 
sancionada, lo cual se reglamenta en el artículo 7 de la LFRASP, que establece 
la responsabilidad por incumplimiento de obligaciones en sus modalidades pe-
nal, civil, política y administrativa,9 bajo los mismos valores que denomina prin-
cipios. El presente estudio enunciará la administrativa y la penal. 

Los numerales de la CPEUM y de la LFRASP se disponen en los siguientes 
términos: 

Artículo 109. […] 
III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los ac-

tos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficien-
cia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. 

Artículo 7. Será responsabilidad de los sujetos de la Ley ajustarse, en el desem-
peño de sus empleos, cargos o comisiones, a las obligaciones previstas en ésta, 
a fin de salvaguardar los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficiencia que rigen en el servicio público. 

7 Artículos 27, fracción VI, segundo párrafo, 109 y 113, de la CPEUM. Vid. Óscar Álvaro Cuadros, 
Responsabilidad del Estado. Fundamentos. Aplicaciones. Evolución jurisprudencial. Buenos Aires, Abe-
ledo Perrot, 2008, p. 95. 

8 Artículo 1o., párrafos cuarto y quinto de la CPEUM. Vid. F. J. González Martín, op. cit., supra nota 
3, p. 135. 

9 J. Reyes Tayabas, op. cit., supra nota 1, p. 76. 
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En ambos enunciados jurídicos se establece como sujeto a los servidores 
públicos, que en su actividad institucional causen una afectación o con su acción 
u omisión incumplan sus obligaciones, a la cual recaerá una consecuencia jurí-
dica, una responsabilidad que ameritará la aplicación de sanciones. El primero 
se refiere directamente a la afectación de la legalidad y de algunos valores, y el 
segundo, se refiere al cumplimiento de obligaciones de acuerdo con ciertos prin-
cipios. Lo anterior podría calificarse como un derecho administrativo democrá-
tico que ajusta las acciones del Estado al derecho y a ciertos valores en benefi-
cio de los administrados.10 

Los principios referidos han sido explicados en un criterio de la Suprema Cor-
te de Justicia mexicana en los siguientes términos: 1) legalidad, el cual se refie-
re a la fundamentación en la norma jurídica de la actuación de la autoridad o bien 
a que esta última cuente con previa autorización u orden para llevarla a cabo;11 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en relación con las conductas 
ilícitas, precisa que el principio de legalidad penal “implica una clara definición 
de la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita deslindarla de com-
portamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no 
penales”;12 2) eficiencia, cuando las actividades de los servidores públicos se 
realizan aprovechando y optimizando los recursos al minimizar los riegos, par-
ticularmente, cuando se trata de actos de fuerza que deberán atender a la opor-
tunidad relativa, a la reducción de daños y de afectaciones de los derechos de 
las personas; 3) profesionalismo que implica la capacitación necesaria acerca 
de la función pública, en específico legal y aplicada a los hechos sobre sus ac-
tividades, por ejemplo en el caso de la aplicación de la fuerza que tengan el co-
nocimiento de cuándo, cómo y cuánta debe utilizarse en los casos a los que 
tengan que enfrentarse, para que sus acciones atiendan a la proporcionalidad 
y eficiencia que se demande, y 4) honradez en el actuar que evitará la corrup-
ción, cuando las actividades se desarrollen con apego a la ley.13 

Los valores enunciados por la CPEUM o principios, como fueron denomina-
dos por la LFRASP, constituyen la base, soporte o fundamento del servicio pú-
blico, por lo cual los servidores públicos serán sancionados si los afectan. La 
forma de sostenerlos es cumplir con sus obligaciones legales, con lo que a la 
vez: 1) respetan los derechos humanos de las personas y 2) justifican la exis-
tencia de la administración pública. Si torturan incumplen sus obligaciones res-

10 Jorge Mosset Iturraspe, Responsabilidad por daños. Responsabilidad del Estado. Buenos Aires, 
Rubinzal-Culzoni Editores, 2004, p. 38. 

11 Carl Schmitt, en una reflexión acerca del principio nullum crimen nulla poena sine lege, identifica 
que su contenido depende del origen de su consideración de acuerdo con el reconocimiento de la fuente 
del derecho correspondiente, la concepción continental europea, basada en la ley escrita, la inglesa, en 
el derecho consuetudinario, y la estadounidense con una parte escrita y otra consuetudinaria.Asimismo, 
que el principio de legalidad excluye el efecto retroactivo; siguiendo las Institutes de Coke de 1628, que 
es un componente del due process of law, y según Locke los juicios y las penas se basan en reglas es-
tablecidas. Vid. Carl Schmitt, El crimen de guerra de agresión en el derecho internacional y el principio 
nullum crimen nulla poena sine lege. Buenos Aires, Hammurabi, 2006, pp. 36, 38-40 y 44. 

12 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-17/2002 del 28 de agosto del 2002, solicitada por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos sobre la Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, pá-
rrafo 108. 

13 FUERZAPÚBLICA. LAACTIVIDAD DE LOS CUERPOS POLICIACOS DEBE REGIRSE POR LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, EFICIENCIA, PROFESIONALISMO Y HONRADEZ. [T.A.] 9a. Época; 
Pleno; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXXIII, enero de 2011; p. 52, Materia: Consti-
tucional. 

http:administrados.10
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pecto de las personas y si la víctima es un niño también incumplen con las es-
pecíficas de las niñas, niños y adolescentes. 

A continuación se ofrece una definición de reglas y una de principios, para 
luego aplicar a los numerales citados el esquema de Manuel Atienza y Juan Ruiz 
Manero. Las reglas en un sentido limitado son aquellas que 

[…] correlaciona[n] su solución normativa con condiciones de aplicación (o casos 
genéricos) constituidas por propiedades independientes de las razones que ope-
ren en favor o en contra de dicha solución normativa, pretenden imponer obliga-
ciones o prohibiciones no meramente prima facie sino de carácter concluyente en 
relación con todo caso en el que se den dichas condiciones de aplicación”.14 

Los principios, siguiendo a Robert Alexy, “son mandatos de optimización que 
se caracterizan porque pueden ser cumplidos en diversos grados y porque la 
medida ordenada de su cumplimiento no sólo depende de las posibilidades fác-
ticas, sino también de las posibilidades jurídicas”.15 

La diferencia esencial radica en que las reglas son cumplidas o no y los prin-
cipios son ponderables, las primeras no admiten ninguna graduación, en cambio 
los segundos sí pueden conllevar la deliberación del sujeto al aplicarlos. 

En ese sentido, el que los servidores públicos tengan que cumplir con sus 
obligaciones siguiendo el esquema mencionado se identifica como una regla de 
acción de mandato cuando teniendo la calidad de servidor público que repre-
senta el estado de cosas X, éste, es decir Z, debe cumplir con sus obligaciones 
de no torturar a ninguna persona, incluidas las niñas, niños y adolescentes, o 
sin deliberación sino siguiendo el contenido de la regla, es decir, las obligaciones 
que le corresponden, lo cual se ajustaría a la estructura de forma canónica que 
los autores describen porque así está dispuesto. En cuanto a sus características 
se ha determinado quiénes reúnen esa calidad, de igual forma que el listado de 
las obligaciones que deben cumplir constituyendo un listado finito.16 

Por su parte, la acción, es decir, que el servidor público cumpla sus obliga-
ciones, tiene como razones: la operativa perentoria, cuando está establecido en 
la Constitución y la LFRASP, razón que también tiene una función justificativa al 
representar un instrumento para alcanzar el objetivo de proteger el tipo de ser-
vicio público que se realiza. A lo que debe sumarse el establecimiento de los 
extremos a cubrir acorde con los principios expresamente enunciados: legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, y que responden a la actuación del 
funcionario, los cuales son los expresamente ordenados hasta antes de la re-
forma en derechos humanos de junio de 2011. 

Por último, la conexión que hacen los autores con poderes e intereses tiene 
una función social, se advierte que le son impuestos deberes positivos, como el 
cumplimiento de los principios enunciados, también negativos, si no cumple 
tendrá una responsabilidad y se hará acreedor a una sanción, lo que a su vez 
limita intereses individuales o sociales, así como que no existe una ponderación 
de intereses, sino que se limita al cumplimiento o no de la regla. 

14 Manuel Atienza y Juan Ruiz Manero, Las piezas del derecho. Teoría de los enunciados jurídicos. 
Barcelona, Ariel, 2004, p. 32. 

15 Ibid., p. 31. 
16 Ibid., pp. 31, 33 y 204. 

http:finito.16
http:jur�dicas�.15
http:aplicaci�n�.14
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Por otro lado, si bien se establecen principios, la LFRASP dispone que para 
que su cumplimiento pueda garantizarse es importante establecer límites de la 
actuación del servidor público, para lo que se expedirán códigos de conducta 
que rijan una actuación digna en el servicio público en situaciones específicas, 
por lo que los primeros al constituir parte de la regla y obligación deben cumplir-
se independientemente de que hayan sido denominados principios; en cambio, 
las guías de conducta cuyo contenido, como se verá más adelante, sí se presta 
a ponderaciones, siguiendo el mismo esquema trazado por Atienza y Ruiz Ma-
nero, constituirían principios en sentido estricto de mandato. 

En consecuencia, los servidores públicos deben cumplir con la regla de rea-
lizar sus obligaciones establecidas en la norma jurídica respecto de los derechos 
humanos, con relación a la prohibición de la tortura a todas las personas y en 
específico en cuanto a las niñas, niños y adolescentes. El acatamiento de tales 
compromisos deberá hacerse siguiendo los principios de actuación de forma 
legal, honrada, leal, imparcial y eficiente, lo anterior de acuerdo con las guías o 
códigos de ética o conducta, cuyo contenido es el que será ponderable. 

Los casos de Recomendación de la CNDH dirigida a diversas autoridades 
por los actos de tortura cometidos contra niñas, niños y adolescentes que se 
presentarán a continuación son indicativos de las fallas en el cumplimiento de 
las obligaciones de los servidores públicos y de la inconciencia respecto de los 
principios de actuación; constituyen un pésimo ejemplo del desarrollo de la Ad-
ministración Pública, y cuestionan su trabajo. 

iii. las recomendaciones de la comisión nacional de los derechos 
Humanos por tortura a niñas, niños y adolescentes de 1990 a 2011 

La tortura descrita como un medio de abuso del poder victimiza a las personas 
cuando se violan sus derechos humanos y cuando sufren un delito; los sujetos 
activos de tal práctica son lo servidores públicos y por ello su responsabilidad 
es mayor si se considera que están comprometidos como ciudadanos a cumplir 
con la norma jurídica y como figura pública a acatar esa obligación en el desem-
peño de sus funciones. 

Los servidores públicos tienen prohibido realizar la práctica de la tortura en 
personas detenidas y en esa lógica se pensaría que se trata de adultos, por lo 
que cuando se involucra a niñas, niños y adolescentes, acerca de los cuales la 
prioridad debería ser su protección en torno a un desarrollo integral y su interés 
superior, es perverso, con un ser que no sólo no se puede defender como en el 
caso de un adulto en ese tipo de situación, sino que aunque quisiera hacerlo no 
podría porque la fuerza de un menor de edad respecto de un adulto es comple-
tamente desproporcionada. 

El conocer sobre casos de tortura a niñas, niños y adolescentes es aberran-
te, pero es necesario tratar el tema para saber hasta donde está llegando la in-
sensibilidad, la violencia y la brutalidad del servidor público que no es conscien-
te de sus acciones o que no tiene el interés debido en las consecuencias de las 
mismas y, por lo tanto, de sus responsabilidades. El caso específico merece 
especial atención porque tratándose de menores de edad la condición de riesgo 
de un niño sometido por un adulto no sólo afecta su integridad física y psicoló-
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gica sino que pone en peligro el desarrollo de su personalidad, lo cual afectará 
su vida futura.17 

La interacción interindividual e intergrupal es la que permite, a través de sus 
medios de convivencia como la familia, la escuela, la comunidad y el Estado, la 
difusión de las normas de la vida en sociedad, cultural y que puedan ser asimi-
ladas, aceptadas y comprendidas para que se apliquen, pero si uno de éstos 
vicia ese canal de comunicación puede degenerar la formación de los menores, 
como cuando sufren un acto violento como el de la tortura.18 En efecto, “la expe-
riencia social es la base sobre la que construimos nuestra personalidad”,19 la 
individuación no es suficiente, se requiere del colectivo para concienciar el com-
portamiento de una persona, en especial si se encuentra en formación. 

Ahora bien, antes de la reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos, las autoridades tenían ciertas obligaciones a cumplir en torno al respe-
to de esos derechos; después de la misma, el artículo 1o., párrafo tercero, lo 
dispone de forma expresa y, sin embargo, se han presentado casos de tortura 
a niñas, niños y adolescentes; la CNDH ha conocido de algunos asuntos porque 
ha recibido las quejas, se ha realizado la investigación y se han reunido las evi-
dencias que permiten advertir la violación a los derechos humanos y se han 
emitido las Recomendaciones correspondientes. 

El periodo que se ha establecido para la búsqueda de las Recomendaciones 
expedidas por tortura en contra de niñas, niños y adolescentes abarca desde 
1990 hasta 2011, con el fin de mostrar una exploración, lo más completa posible, 
en torno a la aplicación de dicha práctica en menores de edad. 

La CNDH ha recibido de 1990 a 2011 1,08320 quejas cuya violación a dere-
chos humanos ha sido calificada como tortura, de las cuales se han emitido 208 
Recomendaciones, y de ésas, en cinco casos los agraviados fueron niñas, niños 
y adolescentes de manera individual o conjuntamente con adultos; en este tra-
bajo se revisará exclusivamente lo relativo a menores de edad en cada una de 
las determinaciones. 

La distribución cronológica corresponde a tres Recomendaciones emitidas 
en 1997, la 50, la 75 y la 100; una en 2009, la 66, y una en 2011, la 31. En las cin-
co hay agraviados niñas, niños y adolescentes que fueron víctimas de tortura, 
en dos de forma exclusiva, la 50/1997 y la 66/2009, y en las tres restantes las 
víctimas de tortura fueron adultos y menores, 75/1997, 100/1997 y 31/2011. 

17 Vid. Mónica González Contró, Derechos humanos de los niños: una propuesta de fundamentación. 
México, UNAM, 2008, pp. 142-143, 147-149, se pueden revisar el capítulo segundo “El niño y las nece-
sidades humanas”, II. Necesidades específicas de cada una de las etapas de la infancia, 3. Etapa pres-
colar y 5. Pubertad y adolescencia, porque los menores agraviados en las Recomendaciones a analizar 
van de los ocho meses a la adolescencia, así como la Recomendación 31/2011 respecto de la opinión 
médica del personal de la CNDH del 25 de enero de 2011. 

18 José Amar Amar et al., Desarrollo infantil y construcción del mundo social. Barranquilla, Ediciones 
Uninorte, 2004, p. 146. 

19 José Amar Amar et al., Infancia, familia y derechos humanos. Barranquilla, Ediciones Uninorte, 
2004, p. 10. 

20 La tabla con el número de quejas por tortura recibidas por la CNDH desde 1990 a 2007 se puede 
consultar en el Informe de Actividades del 1 de enero al 31 de diciembre de 2007, México, CNDH, 2008, 
pp. 44-46, y el número de quejas por tortura de 2008 a 2011 se puede consultar en el Informe de Activi-
dades del 1 de enero al 31 de diciembre de 2011, México, CNDH, 2012, p. 46. 

http:tortura.18
http:futura.17
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El contenido de las Recomendaciones se divide en apartados, lo cual nos 
permite identificar los elementos de la tortura y hacer un desglose por agraviado, 
autoridad responsable, la tortura como motivo de violación sin dejar de contex-
tualizar cómo ocurren los hechos, los métodos empleados, el lugar en donde se 
aplicó la tortura, los componentes que la evidencian, en particular el certificado 
médico o certificado médico psicológico. 

Se hará referencia a dos temas, primero, el de los elementos de la tortura, es 
decir, cómo identificar que efectivamente los hechos que se narran constituyen 
violación al derecho humano a la integridad personal física o psicológica por 
tortura y no de argumentos para obstaculizar la procuración e impartición de 
justicia, y segundo, el de las evidencias, la certeza de que la violación a los de-
rechos humanos se llevó a cabo. 

En cuanto a los elementos de la tortura, si bien es cierto que las definiciones 
previstas por los tratados internacionales los conciben, al momento de identifi-
carlos en los hechos descritos por los agraviados puede dificultarse. El interés 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por evitar la impunidad res-
pecto de la tortura ha buscado soluciones en ese tópico; en una resolución, la 
del Caso Bueno Alvez vs. Argentina, refirió los componentes que debían preci-
sarse para entender que se había llevado a cabo: 

1. (Intencionalidad) existe la intención de realizarla. 
2. (Sufrimiento) provoca un severo sufrimiento atendiendo a factores endó-

genos, como la duración, el método, el modo y los efectos físicos y menta-
les causados, además de exógenos como las condiciones de la persona, 
la edad, el sexo, el estado de salud u otras circunstancias personales. 

3. (Finalidad) la existencia de un fin.21 

Sin dejar de mencionar que los mismos se han reiterado en otros casos, como 
el Rosendo Cantú vs. México y el Fernández Ortega vs. México, criterios cuya 
naturaleza jurídica es vinculante de acuerdo con el expediente varios 912/2010 
de la Suprema Corte de Justicia mexicana, por lo que deben ser considerados.22 

Por su parte, los niños precisan de amparo “en razón de su inmadurez y vul-
nerabilidad, requieren de protección que garantice el ejercicio de sus derechos 
dentro de la familia, de la sociedad y con respecto al Estado”; así, la Convención 
sobre los Derechos del Niño (CDN), en su artículo 3, dispone que las autoridades 
tengan en cuenta la consideración del interés superior del niño, cuyo soporte se 
encuentra en la dignidad, las características propias de los niños, la necesidad 
de propiciar su desarrollo y la naturaleza y alcances de la CDN, el cual resultará 
atendido cuando la norma jurídica incluya una protección especial, oportunida-
des y servicios que cumplan ese fundamento, los otros derechos que le corres-
ponden y el más amplio desenvolvimiento de sus potencialidades.23 

21 Corte IDH. Caso Bueno Alvez vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia del 11 de 
mayo de 2007, Serie C No. 164, párrafos 79-83. 

22 VARIOS 912/2010. 14 DE JULIO DE 2011. PONENTE: MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS.
ENCARGADO DEL ENGROSE: JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ. SECRETARIOS: RAÚL MANUEL MEJÍA 
GARZAY LAURA PATRICIA ROJAS ZAMUDIO. Registro No. 23183, Localización: Décima Época; Ple-
no; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro I, octubre de 2011; p. 313, párrafo 31. 

23 Corte IDH, op. cit., supra nota 12, párrafos 56-57, 59 y 93. 

http://200.38.163.161/UnaEj.asp?nEjecutoria=23183&Tpo=2
http:potencialidades.23
http:considerados.22
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De igual forma, el principio del interés superior del niño, su personalidad ju-
rídica, el principio de humanidad, las garantías judiciales, el derecho a un recur-
so efectivo, el debido proceso legal, las condiciones de desigualdad real, el 
principio de legalidad, la inimputabilidad y el principio de culpabilidad deberán 
permear la regulación de los procedimientos judiciales y administrativos, cuan-
do se trate de sus derechos o de los de sus ascendientes o tutores.24 

El artículo 19 de la CDN, si bien dispone que los Estados tomen las medidas 
de protección del niño que sean necesarias, la interpretación actual responde a 
la atención de “las necesidades del niño como verdadero sujeto de derecho y 
no sólo como objeto de protección”, además de las decenas de instrumentos 
internacionales aplicables a los niños. Las niñas, niños y adolescentes como 
sujetos de derechos con personalidad jurídica, aunque con capacidad jurídica 
suspendida temporalmente, deberán ser respetados y protegidos con las espe-
cificaciones que requiere su condición en todos los casos y particularmente 
cuando se vean involucrados ellos directamente o quien detenta su patria po-
testad o tutoría en procedimientos administrativos o judiciales, lo cual perfila las 
obligaciones de los servidores públicos respecto de niños y en las situaciones 
de tortura de las Recomendaciones que se presentarán. 

La Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su Título III, 
dispone el procedimiento ante la misma y establece en su artículo 41 lo relativo 
a las pruebas y su valoración por el visitador general, según los principios de la 
lógica, la experiencia y la legalidad para conseguir la convicción acerca de los 
hechos descritos por el quejoso. Lo cual no lo deja a su entero arbitrio sino que 
lo identifica con un sistema mixto de valoración de pruebas, se combinan el ta-
sado o de tarifa legal y el de libre apreciación de las pruebas o de la sana crítica.25 

Todas las pruebas deben ser examinadas en un momento para contar con un 
examen final.26 

Por su parte, el numeral 42 fija las conclusiones del expediente como funda-
mento de las Recomendaciones de acuerdo con las pruebas y documentos que se 
recaben. Las pruebas se obtienen de los propios quejosos o agraviados que las 
aportan, lo que informan las autoridades y las que la propia Comisión se allega 
según las facultades de investigación del visitador general de acuerdo con el 
artículo 39 de la Ley de la CNDH. 

Por lo que hace a ese tema, primero, se trata de un procedimiento y no de un 
proceso porque su naturaleza es administrativa y no jurisdiccional; segundo, en 
ese sentido, los procedimientos velan por las formalidades esenciales que sal-
vaguardan los derechos humanos; tercero, la valoración de pruebas correspon-
de a una decisión judicial,27 y cuarto, quizá ése es el motivo por el que el apartado 
en las Recomendaciones que se refiere a los elementos de convicción se deno-
mine evidencias y no pruebas, no obstante que la ley refiera el término. 

24 Ibid., párrafos 28, 94, 97, 105-106 y 118.
	
25 Hernando Devis Echandía, Teoría general de la prueba judicial. BuenosAires, Zavalía Editor, 1988,
	

t. I, p. 85, y Casimiro A. Varela, Valoración de la prueba. Buenos Aires, Astrea, 1990, pp. 94-103. 
26 François Gorphe, Apreciación judicial de las pruebas. Buenos Aires, Hammurabi, 2007, p. 379. 
27 Vid. PRUEBAS. SU VALORACIÓN CONSTITUYE UNA FORMALIDAD QUE ATAÑE A LA DECI-

SIÓN JUDICIAL Y NO DEL PROCEDIMIENTO. [J]; 9a. Época; T.C.C.; Semanario Judicial de la Federa­
ción y su Gaceta; XXX, agosto de 2009; p. 1381. 

http:final.26
http:cr�tica.25
http:tutores.24
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En ese sentido, se expiden determinaciones sobre las quejas que se some-
ten al Ombudsman y siguiendo en paralelo las consideraciones que se hacen 
respecto de las resoluciones jurisdiccionales, por lo tanto es necesario que la 
valoración que se realiza cuente con una estructura formal, secuencial, un so-
porte argumentativo y justificatorio, que atiendan los principios de la lógica.28 

El artículo 41 de la Ley de la CNDH extiende los principios a la lógica, la ex-
periencia y la legalidad, y el Poder Judicial ha interpretado su contenido de la 
siguiente manera: “la palabra lógica proviene del griego logiké, femenino de ló-
gicos, lógico, y que significa ciencia que expone las leyes, modos y formas del 
conocimiento científico”, y “el vocablo experiencia deriva del latín experientiam, 
que significa: Conocimiento que se adquiere con la práctica”. Por lo que la pri-
mera se refiere al saber que es parte de la cultura de la humanidad y que aplica 
una actividad razonadora elemental,29 y la segunda acumula conocimiento or-
dinario y corresponde al sentido común.30 

En consecuencia, las Recomendaciones por tortura, entre ellas las emitidas 
respecto de niñas, niños y adolescentes, contienen, en sus diferentes apartados, 
tales como: Evidencias, Observaciones y Puntos de recomendación, esa valo-
ración que da la certeza y convicción de la violación a los derechos humanos y 
la comisión de probables delitos, entre otras responsabilidades de los servidores 
públicos y autoridades involucradas. 

Una vez que se ha evidenciado la tortura, que se ha identificado a los servi-
dores públicos y autoridades que la concretaron, que han incumplido con sus 
obligaciones y que se han verificado los daños que ha producido a los agravia-
dos se procede a hacer las sugerencias que correspondan, se atienden los as-
pectos: correctivo, solicitando la investigación de los hechos, la atención espe-
cializada que requieran los agraviados según la afectación producida y la 
reparación por medio de indemnización, y preventivo, solicitando capacitación 
para los servidores públicos. 

iv. análisis de los casos conforme a la obligación de la prohibición de 
la tortura a cargo de las autoridades 

1. Como derecho humano 

Los derechos humanos se han concebido desde diferentes fundamentos teóri-
cos; la siguiente definición se refiere a su reconocimiento y, por lo tanto, a su 
existencia previa a las leyes y de la positivación para hacerlos exigibles en los 
siguientes términos: es el “conjunto de facultades, prerrogativas, libertades y 
pretensiones de carácter civil, político, económico, social y cultural, incluidos los 

28 Idem. 
29 C. A. Varela, op. cit., supra nota 25, p. 42. 
30 Vid. REGLAS DE LA LÓGICA Y LA EXPERIENCIA. LA FALTA DE DEFINICIÓN LEGAL PARA 

EFECTO DE LAVALORACIÓN DE PRUEBAS EN LADECISIÓN JUDICIAL, NO INFRINGE LAGARAN-
TÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA CONTENIDA EN LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 CONSTITUCIONALES. 
[TA]; 9a. Época; T.C.C.; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXIX, enero de 2009; p. 2823. 

http:com�n.30
http:l�gica.28
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recursos y mecanismos de garantía de todas ellas, que se reconocen al ser hu-
mano, considerado individual y colectivamente”.31 

Así, en el caso de la tortura el derecho humano reconocido y protegido es la 
integridad personal, por la cual se puede entender el derecho a la integridad fí-
sica y psicológica que consiste en conservar la constitución y naturaleza corpó-
rea y entereza moral, sin alteración, que podría ser causada por otro ajeno a la 
voluntad de forma dolosa,32 utilizando como medios las lesiones físicas y las 
amenazas. 

En efecto, en el aspecto positivo se debe preservar la integridad personal y 
en el negativo prohibir la tortura porque la persona tiene reconocida la facultad 
para exigir su respeto y cumplimiento y, en su caso, una reparación por los da-
ños causados, constituyendo así un derecho humano.Además de que en el caso 
específico de los menores se atenta en contra de otros derechos específicos 
más, tales como el derecho a lograr un desarrollo psíquico y emocional pleno, 
un desarrollo integral y la dignidad de la niñez. 

En el orden jurídico mexicano la prohibición de la tortura está prevista como 
derecho humano en el artículo 20, apartado B, que se refiere a los derechos de 
los imputados en la fracción II de la CPEUM, numeral que se incluye en el Título 
Primero, Capítulo I, denominado De los derechos humanos y sus garantías. 

Asimismo, el artículo 22 hace referencia a las penas que están prohibidas, 
entre ellas, “el tormento de cualquier especie”; se emplea la expresión tormento 
como aquella que era utilizada en otros siglos en diversos ordenamientos jurí-
dicos históricos para nombrar la práctica de lo que ahora se entiende por tortura, 
por ejemplo, en el Libro VI del Fuero Juzgo. 

El artículo 4o., párrafos noveno, décimo y undécimo de la CPEUM, se refiere 
a los derechos de las niñas y los niños y son desarrollados por la ley para la pro-
tección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, al establecer la edad de 
hasta 12 años para los primeros y entre 12 y 18 para los segundos, dicha ley 
desglosa el contenido de los derechos.33 

El artículo 14 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niños, Niñas y 
Adolescentes establece su derecho de prioridad en cuatro supuestos: 1) la pro-
tección y el socorro oportuno; 2) que se les atienda antes que a los adultos en 
todos los servicios y en igualdad de condiciones; 3) el diseño de políticas públi-
cas, y 4) que a las instituciones encargadas de proteger sus derechos se les 
asignen mayores recursos. Este numeral dispone la primacía de la atención de 
necesidades de los menores de edad, lo que en un momento dado jerarquiza la 
atención en favor de ellos. 

El artículo 21 se refiere a la protección de actos u omisiones que puedan 
afectar la salud física o mental o el normal desarrollo de los menores de edad, 
aunque prevé situaciones específicas entre las que no cabe la tortura, pero tam-
bién advierte que son enunciativas por lo que puede ser estimada. 

31 Jesús Rodríguez y Rodríguez, “Derechos humanos”, en Nuevo diccionario jurídico mexicano. Mé-
xico, Porrúa / UNAM, 2000, t. D-H, p. 1268. 

32 Enrique Cáceres Nieto, Estudio para la elaboración de un manual para la calificación de hechos 
violatorios de los derechos humanos. México, CNDH, 2005, p. 393. 

33 La Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 1, dispone que niños son los menores 
de 18 años, salvo que una ley establezca su mayoría de edad antes. 

http:derechos.33
http:colectivamente�.31
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El artículo 44 los protege de injerencias arbitrarias, y el artículo 45, inciso A, 
reserva a la normativa que se dispongan bases para “que no sean sometidos a 
torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. 

Por último, es necesario mencionar que todas las personas en México goza-
rán de los derechos humanos que son reconocidos por la CPEUM y por los tra-
tados internacionales de acuerdo con el artículo 1o., párrafo primero, por lo que 
hay que tener en cuenta los que prohíben la tortura de forma general: la De-
claración Universal de Derechos Humanos (DUDH), en su artículo 5; el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), en su artículo 7, y la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 5, y de forma es-
pecífica: la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu-
manos o Degradantes (CTOTPCID) y la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura (CIPST). 

De igual forma, los que disponen los derechos del niño y su protección, de 
forma general: la DUDH, en su artículo 25.2, prevé el derecho de la infancia a 
cuidados y asistencia especiales; el PIDCP, en su artículo 10.3, se refiere al caso 
de menores delincuentes, los cuales deberán estar separados de los adultos y 
contar con un tratamiento acorde a su edad y condición jurídica; el artículo 14.1 
dispone un trato especial a los menores al tratarse de la publicidad de una sen-
tencia o del pleito por su tutela; el 14.4 señala que al menor también correspon-
den las garantías mínimas en un proceso, así como estimular su readaptación 
social, lo cual informa la atención especializada respecto de los derechos de los 
menores y su protección, y de forma específica: la CDN establece, en su artícu-
lo 16, el derecho del niño a no sufrir injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 
privada, su familia, su domicilio o correspondencia ni de ataques ilegales a su 
honra y a su reputación y a la protección de la ley respecto de los mismos; el ar-
tículo 37, inciso a), dispone que el Estado debe velar porque un niño no sea so-
metido a tortura, y el artículo 39 compromete al Estado a adoptar las medidas 
necesarias para lograr la recuperación física y psicológica y la reintegración 
social si ha sufrido tortura. 

El contenido de la CDN ha sido clasificado por Mónica González Contró y en-
tre los artículos referentes a la protección de riesgos físicos relacionados con la 
salud se encuentra el citado artículo 37, que para satisfacerla indica que es ne-
cesario tomar medidas que coloquen “al niño en un contexto que atienda a todos 
sus requerimientos”, y es que se trata de “casos especialmente peligrosos... 
respecto de la protección de daños físicos… es conveniente proteger al niño de 
que sufra algún perjuicio derivado de estas actividades...”, así como entre los 
satisfactores especiales se halla el artículo 39, donde se “establecen obligacio-
nes para los estados de dar una atención especial a los niños que se encuentran 
en estas circunstancias [tortura], de modo que esto no redunde en un mayor 
daño en el desarrollo del niño que ya ha sido víctima de una realidad...”34 

Así, el derecho a la integridad física y psicológica del niño no se trata de for-
ma aislada puesto que tiene correlación con otros derechos que en el contexto 
de los hechos en los que un menor es sometido a tortura se pueden presentar, 
como el de estar involucrado en la infracción de la ley penal; también destaca la 
preocupación en las normativas jurídica nacional e internacional por dar aten-

34 M. González Contró, op. cit., supra nota 17, pp. 422, 424 y 459-460. 
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ción preponderante y especializada respecto de tales derechos, particularmen-
te cuando haya habido violación de los mismos. 

La preferencia de su atención y especialización obedece a la etapa de inma-
durez, formación de su personalidad y el daño que puede causar un acto de ex-
trema violencia, como el de la aplicación de tortura a un niño, ya sea en una si-
tuación directa o al presenciar la de un adulto o viviendo la suya propia. De ahí 
que se vayan incumpliendo las obligaciones y generando diversas responsabi-
lidades a cargo de los servidores públicos que atenten contra su dignidad y su 
integridad. A continuación, en este apartado se analizarán las Recomendaciones 
ya mencionadas respecto de la violación de derechos humanos exclusivamen-
te de los niños involucrados en ellas. 

El análisis se realizará a partir de la identificación y precisión en la Recomen-
dación de los elementos que se derivan de las definiciones de los tratados inter-
nacionales en materia de tortura, la CTOTPCID y la CIPST, y de acuerdo con los 
hechos y las evidencias obtenidas, lo que no implica que aparezcan en un es-
quema como tal, sino que se toman del contenido de la misma, tales como: 1) el 
torturador, que es un servidor público en funciones o en ejercicio de su cargo o 
un particular que recibió una orden, instigado, inducido, consentido o autorizado 
por el primero; 2) el torturado, que puede ser cualquier persona, en este caso las 
niñas, niños y adolescentes; 3) el acto material, que consiste en la inflicción de 
dolores o sufrimientos; 4) la obtención de un fin, y 5) la intencionalidad del acto. 

Enseguida se acotarán los componentes que se determinaron en la senten-
cia Bueno Alvez vs. Argentina y en las sentencias Rosendo Cantú y Fernández 
Ortega vs. México que ya fueron mencionadas, es decir: 1) la intencionalidad, 
2) el sufrimiento y 3) la finalidad. 

2. Las Recomendaciones de la CNDH35 

A. Recomendación 50/1997 

Elementos según las definiciones. Se trata del caso del entonces Centro de 
Atención Especial “Dr. Alfonso Quiroz Cuarón”, en el Distrito Federal; los sujetos 
pasivos fueron los menores JAHR, EHD, AAV, MFR y SAG. El sujeto activo fue 
el director del Centro y los miembros del Consejo Técnico Interdisciplinario, ser-
vidores públicos que en funciones tomaron una determinación respecto de la 
indisciplina de dichos menores que contravino las medidas de atención espe-
cializada y, por supuesto, las normativas jurídica nacional e internacional. 

El acto material consistió en que el director del Centro y los miembros del 
Consejo Técnico Interdisciplinario dispusieron que los jóvenes 

[...] fueran suspendidos de actividades técnicas por tiempo indeterminado, lo que se 
traduce en que los adolescentes estuvieran encerrados más de un mes y sin asis-
tencia alguna; que se les retiraran sus objetos personales, la ropa personal y de 
cama y el colchón, que se les impidiera bañarse y que se redujera su derecho a 

35 Los casos en que hay entrecomillado en este apartado corresponde a cita de la Recomendación 
en estudio. 
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recibir la visita de sus familiares, pues se dispuso que éstos sólo podrán asistir una 
hora a la semana para visitar al menor en el pasillo del dormitorio a través de la reja. 

SAG, de 18 años, que se encontraba ahí cuando ya tenía la mayoría de edad, 
según dicho del director del Centro porque había intentado en el Centro de San 
Fernando violar a un menor de 12 años, expresó “que se rebelaron contra las 
autoridades porque no les hacían caso y que debido a eso fueron golpeados por 
los custodios… que no se les permitía bañarse en las regaderas, y que para ha-
cerlo tenían que pedir a los custodios que introdujeran una manguera por entre 
los barrotes de sus celdas para ducharse ahí mismo”. 

AAV dijo “que los custodios golpearon a un compañero en un ojo y que desde 
la fecha en que los castigaron, sólo reciben una hora de visita semanal en lugar 
de recibirla durante cuatro horas semanales, como usualmente lo hacían”, y se 
efectúa en el pasillo, por lo que se ven a través de la reja de la celda del adoles-
cente, lo que comprobaron los visitadores de la CNDH con el acta del Consejo 
Técnico Interdisciplinario correspondiente a las sanciones impuestas. 

JAHR reiteró lo que dijo SAG y que él vio como golpeaban a dos de sus com-
pañeros. El 14 de agosto de 1996 les llevaron ropa, pero dijeron que la primera 
semana del castigo los tuvieron sin nada, sólo una cobija; también dijeron que 
el trato mejoró tras la visita de personal de la CNDH el 9 de agosto. En una visi-
ta de seguimiento, el 8 de noviembre no se habían regularizado las actividades 
de fase I, que es en la que se encontraban los agraviados, que no recibían los 
servicios de psicología, trabajo social y pedagogía, según refirió el director del 
Centro porque arrojaban objetos a los técnicos y si eran mujeres se masturba-
ban frente a ellas. 

El 18 de febrero de 1997, EDH, AAV y MFR todavía no realizaban actividades 
y no podían salir de su celda ni para bañarse, por lo que un visitador adjunto hizo 
del conocimiento del director del Centro que tales medidas excedían a las de 
disciplina, a lo que contestó que sometería tal asunto a consideración del Con-
sejo Técnico Interdisciplinario; al siguiente día informó que no volverían a im-
ponerlas y que las levantarían. Además, el director del Centro, tras la visita de 
personal de la CNDH, grabó a los adolescentes para que dijeran por qué se en-
contraban ahí y en el dormitorio A. 

El fin fue expresado por el propio director del Centro como una sanción por 
haber infringido las normas de disciplina, por haber intentado realizar un motín 
al interior de la institución el 28 de junio de 1996 y haber causado daños mate-
riales, excepto EHD, que se encontraba sin ropa, ni colchón para protegerlo 
debido a que había intentado autoagredirse en varias ocasiones. 

El acto se fundamentó en la determinación de una medida disciplinaria, por 
lo que había plena conciencia de lo que se iba a aplicar como sanción y de las 
consecuencias de ello. El lugar fue en las propias instalaciones del Centro. El 
14 de agosto de 1996 acudió al Centro una visitadora adjunta de la CNDH y por 
el tiempo transcurrido ya no se observaban lesiones, por lo que no se cuenta 
con un documento que las especifique ni con la opinión de un especialista que 
las haya calificado. 
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—Componentes según las resoluciones de la Corte IDH 

1) La intencionalidad 

La intencionalidad es muy clara cuando se trata, primero, de una sanción o me-
dida disciplinaria por haber intentado realizar un motín dentro de la institución. 
La medida fue dictada por el Consejo Técnico Interdisciplinario, misma en la que 
se determinó: suspensión de actividades técnicas, retiro de ciertos objetos y 
reducción del tiempo de la visita familiar por un periodo indeterminado, que es 
contraria a derecho. 

La previsión de las consecuencias de esa medida respecto de los menores 
en cuestión es la de controlarlos sin considerar los riesgos físicos y psicológi-
cos en los que fueron colocados; segundo, cuando el director del Centro los 
graba pidiendo digan porque se encuentran ahí, y en particular en el dormitorio 
asignado, lo que el personal de la CNDH entendió como una coacción moral, o 
bien, podría entenderse también como una forma de intimidación si ellos mismos 
reconocen que es un castigo a su comportamiento. 

La acción y el resultado esperado se reiteran, tercero, por la duración de las 
medidas disciplinarias, si bien, tras la visita de personal de la CNDH, les propor-
cionaron ropa y posteriormente los reasignaron a sus dormitorios usuales, a 
EDH, AAV y MFR no les regularizaron sus actividades sino hasta más de seis 
meses después, el 19 de febrero de 1997, con argumentos como el de no poder 
controlarlos en las sesiones psicológica, pedagógica y de trabajo social, confi-
nándolos a sus celdas y si bien no se dispuso un periodo de duración de las me-
didas disciplinarias, no podían ser indefinidas. 

2) El sufrimiento 

El sufrimiento se determina de acuerdo con lo que refiere la Corte IDH tomando 
en cuenta los factores endógenos, tales como la duración, ya se mencionó que 
no se programó para obtener un fin, es decir, no hubo un especialista que seña-
lará qué duración de periodo de aislamiento ayudaría a que el menor entendie-
ra el error que había cometido y enmendará su comportamiento y fue excesiva 
al durar tantos meses. 

Otro de los factores es el método, el aislamiento que no incomunicación, ya 
que hablaban con sus familiares una hora a la semana, sí los privó de su forma 
de vida al interior del Centro, en un principio en su situación intrapersonal al en-
contrarse desnudos, sin colchón ni ropa de cama, que el desnudo por sí mismo 
constituye una forma de alteración,36 sin contar con sus efectos para aseo, ni 
poderse bañar, así como en su situación interpersonal, sin relacionarse con otros 
adolescentes, sin actividades deportivas, sin servicios psicológicos, pedagógi-
cos y de trabajo social, además de la restricción de la visita de sus familiares que 
ellos mismos dijeron solía ser de cuatro horas, es decir, no estaban de acuerdo. 
Si bien es cierto que esto no fue valorado y calificado por un especialista que 

36 Protocolo de Estambul, Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Ginebra, Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, 2001, p. 79. 
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determinara el grado de afectación psicológica, se advierte que por un largo pe-
riodo cambió su forma de vida al interior del Centro. 

A lo anterior debe sumarse que fueron golpeados por los custodios y se cuen-
ta con testimonio entre ellos que vieron cómo golpeaban a otros, porque no se 
pudo dar fe de las lesiones que presentaron, ni mucho menos certificarlas, pues 
para cuando personal de la CNDH acudió ya no había huella física de las mis-
mas, es decir, aproximadamente 10 días después, y no se quejaron de conse-
cuencias o secuelas de ésas, significa que fueron menores, sin embargo, quie-
nes fueron agredidos. 

Por lo que hace al modo, si se tenía calculado un resultado cuando se trata 
de un aislamiento parcial, pero privado de diversos satisfactores personales y 
de vida ya enumerados. 

También deben tomarse en cuenta factores exógenos que en el caso de los 
menores son determinantes de su vida adulta, en principio, las condiciones de 
la persona que se trata de adolescentes, que son infractores de la ley y que su 
objetivo debiera ser reinsertarlos en la sociedad y no violentarlos contra ella.37 

3) La finalidad 

El fin de la medida disciplinaria fue enunciado por el director del Centro, como 
una sanción por haber infringido las normas de disciplina, por haber intenta-
do realizar un motín al interior de la institución el 28 de junio de 1996, que si como 
medida de disciplina se excedió a lo permitido por la norma jurídica entonces se 
identifica en el terreno del castigo, que en ese caso sí conlleva sufrimiento. 

Por lo anterior se consideró que existe la posibilidad de que los menores ha-
yan sido víctimas de tortura, como se expresó al subsecretario de Protección 
Civil y de Previsión y de Readaptación Social de la Secretaría de Gobernación 
en el punto recomendatorio número 12, donde se le pide que dé vista al agente 
del Ministerio Público para que determine si se constituyó ese delito. 

En este caso, los servidores públicos involucrados tenían plena conciencia 
de que se trataba de adolescentes, aunque uno de ellos había cumplido 18 años, 
SAG, y otro estaba por cumplirlos, JAHR, y las medidas disciplinarias que se 
tomaban eran de control y no para reincorporarlos a la sociedad en su condición 
de menores. Así, ni la especialización de las autoridades ni las medidas acordes 
con su edad fueron mostradas en ningún momento, con lo que incumplieron el 
principio del interés superior del niño, entre otros. 

B. Recomendación 75/1997 

Elementos según las definiciones. El caso de las señoras MECB, MGDC, la 
adolescente YYDC y la niña MGRD, todas son sujetos pasivos, particularmente 
YYDC, que por la violación sexual y la posterior violencia moral de la que se le 
hizo víctima se suicidó. El sujeto activo fue el personal de la Procuraduría Ge-
neral de Justicia del Estado de Durango, agentes del Ministerio Público y policías 
judiciales. 

37 Que siguiendo a Piaget el adolescente en esta etapa de la vida tiene como conquista: la persona-
lidad y la inserción en la sociedad. Vid. M. González Contró, op. cit., supra nota 17, pp. 82 y 83. 
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El acto material consistió en que las cuatro agraviadas fueron detenidas por 
el inicio de la averiguación previa 2698/997 por el delito de lesiones denunciado 
por JAAL en contra de la señora MECB; JAAL era el presunto responsable del 
delito de violación en contra de YYDC, hija de MECB, en la averiguación previa 
2696/997. 

Además, se coaccionó física y moralmente a las adultas y a las menores por 
las siguientes situaciones: la detención ilegal, la retención prolongada, la inco-
municación de que fueron objeto, además del hecho de que estuvieron recluidas 
en el mismo sitio que el probable responsable del delito de violación en contra 
de la adolescente YYDC, quien pidió hablar con MECB, a quien le dijo que “si se 
desistían de la denuncia por violación en su contra, él se desistiría de la denun-
cia de lesiones”. 

Que según entrevista de personal de la CNDH con el policía judicialAMA, el 12 
de abril de 1997, cuando en su momento YYDC declaró y se quiso retirar del 
área del Grupo de Homicidios y no se lo permitió sin autorización del agente 
del Ministerio Público, ella “abrazó a su madre y soltó el llanto”. 

A las “agraviadas se les coaccionó tanto física y como moralmente para cons-
treñirlas a verter un testimonio involuntario, ocasionándoles con ello un sufri-
miento moral”. El certificado ginecológico del 12 de abril de 1997, practicado a 
la adolescente YYDC por peritos médicos legistas, establece “que su estado de 
conciencia es desorientado en tiempo y espacio”. La declaración de la señora 
MECB, a través de la cual denunció la violación cometida en agravio de su hija, 
precisa que ésta se ha cortado las venas de los brazos queriendo quitarse la 
vida. 

El fin del acto era inhibir y atemorizar a la señora MECB para que se desis-
tiera de la denuncia por violación en contra de JAAL. La intención es clara cuan-
do calculan la consecuencia de ubicarlas en una estancia contigua a en la que 
se encontraba JAAL. El lugar en donde ocurre la tortura es en las instalaciones 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Durango. 

—Componentes según las resoluciones de la Corte IDH 

1) La intencionalidad 

La denuncia penal por lesiones de JAAL en contra de MECB sin que en ningún 
momento JAAL haya acudido a certificar la lesión que presentaba, de la cual sólo 
se contó con la fe de lesiones que extendió el agente del Ministerio Público, 
cuando el mismo debió advertirle que era necesaria para calificarlas, hace pre-
sumir que sólo se trató de una estrategia para coaccionar a las agraviadas para 
que se desistieran de la denuncia que MECB inició en contra de JAAL por viola-
ción, por lo que si esperaba obtener ese resultado. 

El mantener retenidas a MGDC, a la niña MGRD y a la adolescente YYDC 
sin considerar el estado emocional de esta última, dado que la señora MECB en 
la denuncia dijo que YYDC había intentado cortarse las venas, obtuvo como re-
sultado una revictimización y, efectivamente, los efectos de una coacción cuan-
do no podía controlarse, debido que al ser certificada ginecológicamente se 
encontraba desorientada en tiempo y espacio y cuando no la dejaron ir abrazó 
a su madre y se soltó a llorar, dicha situación, a su vez, presionaba a MECB. 
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2) El sufrimiento 

El artículo 349 del Código Penal para el Estado de Durango, vigente en esa fe-
cha, disponía sobre el tipo penal de tortura que el acto material consistía en la 
inflicción de “dolores o sufrimientos graves o la coaccione física o moralmente…”, 
motivo por el que en la Recomendación se advierte que la argumentación para 
evidenciar la tortura se construye en el supuesto de la coacción moral ejercida 
contra las agraviadas, particularmente los efectos que causa en YYDC. 

Entre los factores endógenos podría considerarse como duración la de la 
detención en el área del Grupo de Homicidios, que aunque no fueran celdas no 
se les permitía retirarse aunque hubiesen declarado, y que de la hora de deten-
ción referida por las agraviadas, como a las 12:30 horas, a la hora en que se les 
permitió retirarse, las 24:00 horas, pasaron 11 horas con 30 minutos; el método 
fue la coacción moral de la investigación del delito de violación por la que tuvo 
que pasar YYDC en las condiciones descritas y en una estancia contigua a la 
del violador; los efectos físicos se advierten en la desorientación respecto al 
tiempo y al espacio, y los efectos mentales se infieren cuando al declarar desea 
retirarse no se le permite y abraza a su madre y comienza a llorar. 

Entre los factores exógenos se encuentra, como refirió la madre de YYDC en 
la denuncia, que había tratado de quitarse la vida cortándose las venas de los 
brazos, la edad de 16 años siendo una adolescente, la vulnerabilidad de su sexo, 
la circunstancia y padecimiento específico de haber sido violada recientemente, 
no fue protegida respecto al entorno de riesgos físicos y psicológicos relaciona-
dos con su salud y su vida.38 

3) La finalidad 

La finalidad se identificó como “inhibir y atemorizar a la señora MECB” para que 
se desistiera de la denuncia por violación a su hija YYDC en contra de JAAL. 

Por lo que hace a la menor MGRD, de dos años de edad, si bien no sabía qué 
era lo que estaba pasando, las condiciones en que se encontraba no eran las 
idóneas para recibir la atención y cuidados que requería, al grado de que se en-
contraban sin comer, hasta que un agente de Policía Judicial les “llevó unas 
gorditas”, por lo que se presenta la misma desprotección y condición de riesgos 
físicos. 

En ese sentido, se consideró “que hay elementos que hacen decidir razona-
blemente la posible configuración del delito de tortura”, por lo que al tratarse de 
un recurso de impugnación se reitera la Recomendación 21/97, emitida por el 
presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Durango, y su-
giere al gobernador de ese estado en el punto recomendatorio sexto, que ordene 
el pago de indemnización de la fallecida YYDC, “por haber sido ella misma, su 
madre, su hermana y su sobrina víctimas de tortura, dada la coacción moral de 
la fueron objeto para desistirse de su denuncia por violación en contra de JAAL”. 

El caso de YYDC y MGRD era de evidente minoría de edad; la primera ado-
lescente y víctima de violación por parte de JAAL y la segunda niña de dos años 
de edad, por lo que los servidores públicos involucrados en ningún momento 

38 Ibid., p. 424. 
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consideraron su condición de menores de edad sino que fueron negligentes, 
omisos o tenían el interés particular de permitir la coacción moral que sufrieron 
las menores. 

C. Recomendación 100/1997 

Elementos según las definiciones. El adolescente APG y otros adultos fueron 
sujetos pasivos en una investigación sobre el Ejército Popular Revolucionario 
realizada por elementos del Ejército Mexicano durante 1996 y 1997, que fueron 
el sujeto activo. 

El acto material consistió en haber sido detenido, le vendaron los ojos, le 
amarraron las manos hacia atrás, preguntándole sobre las armas y en dónde se 
encontraban los miembros del EPR, le fueron ocasionadas quemaduras de se-
gundo grado en las comisuras de la boca y fue golpeado hasta el día siguiente, 
cuando lo dejaron en libertad una vez que firmó un escrito en el que se decía que 
no había sido golpeado por militares. 

El fin era “provocar temor y abatimiento para poder influir en su ánimo y de 
tal manera obtener información sobre el denominado Ejército Popular Revolu-
cionario”. 

La intencionalidad parte del sometimiento físico y emocional para conseguir 
la información que querían. Fueron detenidos en la población de El Quemado, 
municipio de Atoyac de Álvarez, Guerrero, y no se precisa el lugar de su tortura. 
Las lesiones que presentó fueron certificadas por peritos médicos de la CNDH, 
al describir que presentaba quemaduras de segundo grado en las comisuras de 
la boca, las cuales por su localización y mecanismo se desprendía que fueron 
inferidas intencionalmente por terceras personas, que eran de las que no ponen 
en peligro la vida y tardan en sanar menos de 15 días. 

—Componentes según las resoluciones de la Corte IDH 

1) La intencionalidad 

Los resultados que se esperaban obtener con los métodos empleados se dedu-
cen “de la constante y similar mecánica de actuaciones por parte de las personas 
involucradas en los hechos… hay evidencias que hacen pensar que las perso-
nas que los detuvieron pudieron ser elementos del Ejército Mexicano”, es decir, 
el mismo procedimiento con cuatro de los adultos detenidos y el adolescente es 
indicativo de una forma de proceder planeada, premeditada y no como un hecho 
aislado. 

2) El sufrimiento 

Los dictámenes periciales emitidos expresan que las lesiones que presentó el 
adolescente APG son de las que no ponen en peligro la vida y tardan en sanar 
menos de 15 días, también lo es que fue sometido al mismo dolor y sufrimiento 
que los adultos, entre los que se encontraba su padre y que ese tipo de violencia 
a una persona cuya personalidad está en proceso de formación tiene una afec-
tación importante. 
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Entre los factores endógenos se advierte que la duración fue de un día para 
otro, el método fue vendarlo de los ojos, amarrarlo de las manos hacia atrás, 
golpes y choques eléctricos que le provocaron quemaduras y los efectos físicos 
ya se refirieron como lesiones menores, los mentales no se determinaron lo que 
era trascendental por el daño extraordinario en el caso del adolescente. Los 
factores exógenos son relevantes por la condición de menor de edad. 

La CNDH hace la siguiente consideración sobre uno de los métodos emplea-
do, “el hecho de vendarle los ojos a un individuo constituye en sí mismo una for-
ma de tortura física y psicológica. En efecto, la zozobra que se produce en una 
persona privada de la vista la coloca a merced de sus captores, quienes como 
en el presente caso pueden trasladarlo a cualquier lugar e infligirle lesiones y 
sufrimientos con la seguridad de que quienes así proceden no habrán de ser 
identificados”, por lo que lo valida como tal. 

3) La finalidad 

La finalidad era obtener información sobre el Ejército Popular Revolucionario 
sin importar de qué personas se trataba y cuáles medios emplearan, tan es así 
que detuvieron a adultos y también a un adolescente, sin saber si eran conscien-
tes de esto último, pero que su apariencia podía haberlo delatado respecto de 
los adultos. 

Es así que el “similar modus operandi” en las detenciones, las lesiones causa-
das con ciertos métodos y la finalidad expresada son “circunstancia[s] que bien 
pueden constituir un acto de tortura que debe ser investigado”, por lo que se re-
comienda al procurador general de Justicia Militar que se inicien las averigua-
ciones previas en los casos precisados para que se investiguen los ilícitos co-
metidos, “al presumirse la participación de militares”. 

APG fue detenido junto con su padre, al igual que detenían a otras personas 
que eran adultos; podría pensarse en un desinterés por apreciar su condición 
de menor y simplemente dar el tratamiento igual a todos los detenidos para con-
seguir la finalidad perseguida, si de los casos en general no les importaba llevar 
a cabo detenciones ilícitas, menos observar quiénes eran los detenidos o su 
edad. 

D. Recomendación 66/2009 

Elementos según las definiciones. El sujeto pasivo es el menor JJLD, trabajador 
en un rancho, y los elementos del Ejército Mexicano que investigaban sobre cier-
tos hechos son el sujeto activo. 

El acto material consistió en que cerca de la casa del rancho en donde traba-
ja iba conduciendo una camioneta y había otra en el camino, por lo que hizo alto 
y los elementos del Ejército Mexicano lo bajaron de la camioneta de los cabellos, 
lo golpearon con el puño en la espalda y costillas, le pusieron los brazos abiertos 
sobre la camioneta, le exigían que dijera la verdad con expresiones como “qué 
haces aquí hijo de tu puta madre ya valiste verga”, le preguntaron quién era el 
dueño del rancho, quienes andaban con armas, y al contestar que no sabía un 
soldado se enojó y le dio un golpe muy fuerte en las costillas del lado derecho 
con la culata de su rifle, por lo que cayó al suelo y evacuó diarrea, no obstante 
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lo cual le seguían pateando las piernas y golpeando en la cara, y uno le dijo que 
si lo volvían a ver lo mataban, también lo amenazaron reiteradamente con vio-
larlo “para ver que tan hombrecito era para trabajar ahí”. 

También lo llevaron a la casa en donde duerme y la revisaron, le preguntaron 
si tenía armas, a lo cual dijo que había un rifle patero propiedad del muchacho 
que estaba antes ahí, encontraron unas balas y le preguntaron sobre una pisto-
la, a lo cual respondió que no había, para luego, llevárselo un comandante en 
una camioneta verde y en el camino a las oficinas de la Procuraduría General 
de la República en Navojoa siguió siendo objeto de maltratos. 

En este caso el fin que buscaba conseguirse era el de obtener información 
en relación con hechos que se encontraban investigando. La intencionalidad se 
traduce de la intensidad de las acciones realizadas para conseguir su objetivo. 
El lugar en donde ocurrieron fue cerca de la casa en donde trabajaba, en la casa 
que tenía asignada para dormir y mientras era trasladado a Navojoa. 

—Componentes según las resoluciones de la Corte IDH 

1) La intencionalidad 

La secuencia de las acciones de los elementos del Ejército en contra del adoles-
cente JJLD reflejaron que esperaban como resultado obtener cierta información, 
cuando es golpeado por no conseguirlo, presionado de forma física, cuando es 
amenazado con ser violado sexualmente, intimidándolo psicológicamente, y al 
llevarlo al lugar en donde dormía y preguntarle por armas se buscaba implicarlo 
en algún ilícito, puesto que no había razón para incidir en un acto de molestia 
respecto de su persona ni domicilio, ni contaban con una orden de cateo, ni mo-
tivos para detenerlo puesto que no se encontraba en una situación de flagrancia 
delictiva o infracción penal, sin embargo, se inició la averiguación previa AP/ 
PGR/SON/HER-IV/741/2009 y fue remitido al Instituto de Tratamiento y de Apli-
cación de Medidas para Adolescentes, para que tras haber sido arraigado por 
el Juez de Primera Instancia Especializado en Justicia para Menores resultara 
no sujeto a proceso. 

2) El sufrimiento 

Los factores endógenos hacen visible que JJLD fue víctima de dolor y sufrimien-
to físico por el método empleado, el primero porque fue lesionado según se des-
prende de la certificación de un médico de la Dirección de Servicios Periciales 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Sonora el 18 de junio, de 
un perito médico oficial de la Coordinación de Servicios Periciales de la Delega-
ción Estatal en Sonora de la Procuraduría General de la República el 19 de junio, 
las cuales las describieron y coincidieron en que son “de las que no ponen en 
peligro la vida y tardan en sanar menos de 15 días”, y del equipo multidisciplina-
rio de la CNDH del 13 y 14 de julio de 2009 que expresó la “mecánica de tipo 
intencional, con abuso de fuerza por terceras personas en una actitud pasiva 
por parte del menor…”, así como la fe de lesiones constatada cuando rindió su 
declaración ministerial el 19 de junio. 
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También padeció dolor y sufrimiento psicológico por la amenaza de un aten-
tado sexual, como lo manifestó a su madre, y de acuerdo con el peritaje de la 
CNDH, al “afirmar que las secuelas emocionales que presenta el menor… ob-
servadas y expresadas en las entrevistas psicológicas, son consecuencia direc-
ta por la manera en que fue tratado durante su detención… el entrevistado sufrió 
amedrentamiento, intimidación, humillación, agresión sexual y amenazas”. Los 
factores exógenos se desprenden de su condición de menor de edad, y la res-
puesta de afectación por la amenaza de ser violado y por una persona del mismo 
sexo. 

3) La finalidad 

De acuerdo con lo que se informó a la CNDH, efectivamente, elementos del 
Ejército Mexicano pertenecientes al 60 Batallón de Infantería realizaron un pa-
trullaje en el Valle del Mayo, en las inmediaciones del rancho Las Tierritas, y se 
percataron que una aeronave volaba bajo, por lo que procedieron a corroborar 
si en el interior del rancho se encontraba alguna pista para aterrizajes ilícitos, 
cuyo ingreso sin una orden de cateo es explícitamente ilegal, así como la priva-
ción de la libertad y el dolor y sufrimiento que causaron al adolescente JJLD 
para obtener información, lo que es indicativo de que su fin era confirmar tal 
suposición. 

Conforme tales datos, la CNDH confirma y evidencia la violación a la integri-
dad personal por actos de tortura, tan es así que se recomienda a la Secretaría 
de la Defensa Nacional reparar el daño ocasionado al menor con los apoyos 
médico, psicológico y de rehabilitación que sean necesarios, iniciando el proce-
dimiento administrativo de investigación, para que se consideren el contenido 
de la determinación en la averiguación previa iniciada en la Procuraduría Gene-
ral Militar, para que se ponga a los detenidos a disposición del agente del Minis-
terio Público de forma inmediata y para que se capacite al personal de la 4a. 
Zona Militar para que sus actuaciones se apeguen a la legalidad, respeto a los 
derechos humanos y no se incurra en tortura. 

En este caso, se trata de un adolescente que conduce un vehículo automotor, 
circunstancia que podría prestarse a pensar que es un adulto, pero al tenerlo de 
frente ante la duda debe corroborarse, lo que no sólo no se hizo sino que fue 
sometido a dolor y sufrimiento físico y moral, como ya se dijo. 

E. Recomendación 31/2011 

Elementos según las definiciones. Los sujetos pasivos en este caso son cuatro 
mujeres, cuatro niñas, V5 de tres años, V6 de dos años, V8 de siete años y V9 
de ocho meses, y un niño, V7, de tres años; los sujetos activos son elementos 
del Ejército Mexicano y de la Policía Ministerial del estado de Chihuahua, quie-
nes investigaban los hechos en los que tres agentes de la Policía Ministerial 
perdieron la vida. 

El acto material consistió en la inflicción de dolor y sufrimiento físico y psico-
lógico a las mujeres adultas, lo cual fue presenciado por los niños, tanto la vio-
lencia verbal como física que sufrían sus ascendientes, a V1 la trataron de ahor-
car y a V2 la golpearon y la patearon en todo el cuerpo, y daño en propiedad a 
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una de ellas, a la que le quemaron la casa y causaron destrozos en las de las 
otras. A “los menores los aventaron, los jalonearon y los patearon, lo que oca-
sionó que V8 resultara lesionada del tobillo porque le dieron una patada”. 

Los policías ministeriales querían intimidarlas para obtener información acer-
ca de dónde se encontraban sus hermanos, involucrarlas en la comisión de de-
litos al exigirles que se inculparan junto con ellos de actos ilícitos y al someter al 
mismo trato a los niños los intimidaban y con ello acrecentaban el temor de las 
madres, lo que los militares no evitaron en ningún momento. La intencionalidad 
es clara cuando no se detuvieron ante los niños tan pequeños y los sometieron 
a la misma suerte que a las adultas. 

—Componentes según las resoluciones de la Corte IDH 

1) La intencionalidad 

Las acciones realizadas buscaban un consecuencia definida: la intimidación y 
el temor de las mujeres adultas, cuando les causaron dolor y sufrimiento físico 
y psicológico a la par de sus hijos entre ocho meses y siete años, por el daño en 
su propiedad al quemar la casa de una de ellas y causar destrozos en las otras, 
al extraer cosas y valores de su propiedad, al acudir a su casa y amenazarlas 
con regresar, lo que cumplieron, así como obligar a V1 a elaborar un escrito en 
donde los excluía de responsabilidad, lo cual hizo ante la amenaza de llevárse-
la detenida junto con los niños. 

2) El sufrimiento 

Entre los factores endógenos, por los métodos y el modo tan violento que se 
empleó aun cuando se trataba de un grupo compuesto por mujeres y niños, el 
dolor y sufrimiento físico se realizó a las mujeres con alteraciones más severas, 
así como las otras afectaciones que les causaron, y a los niños también victimi-
zándolos cuando V8 resultó lesionada del tobillo como se desprende la opinión 
médica de la CNDH del 25 de enero de 2011, así como el psicológico en los si-
guientes términos, “es posible que los niños puedan desarrollar alguna conse-
cuencia de la experiencia vivida, ya que ellos se encuentran en proceso de for-
mación de su personalidad, lo que los hace vulnerables y un evento como el que 
vivieron pudiera determinar posibles formas estructuradas que no les beneficia 
en su vida adulta”. Entre los factores exógenos, la condición de grupo en situa-
ción de vulnerabilidad compuesto por mujeres y niños y la condición de niño de 
corta edad, entre los ocho meses y siete años, por la desprotección de los ries-
gos físicos y psicológicos relacionados con su salud. 

3) La finalidad 

La finalidad en el caso de las mujeres adultas es intimidarlas para obtener infor-
mación y, en su caso, involucrarlas en la comisión de un delito; en el caso de los 
niños es para presionar a las madres, si sus hijos sufren el mismo trato que ellas, 
les causa un sufrimiento extra por estar padeciendo ellas mismas y por no poder 
protegerlos, además de que se encuentran amenazadas y atemorizadas por lo 
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que les han hecho, lo que contribuiría al fin que esperan de ellas, tan es así que 
no los denunciaron penalmente. 

Así, la CNDH observó que de las evidencias conjuntadas los servidores pú-
blicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua y de la 
42 Zona Militar de la Secretaría de la Defensa Nacional vulneraron en perjuicio 
de las mujeres y los niños los derechos humanos, consistentes en la integridad 
y seguridad personal con hechos violatorios que tuvieron que ver con tortura 
psicológica y física, por lo que hicieron diversas sugerencias al secretario de la 
Defensa Nacional y al gobernador del estado de Chihuahua. 

El caso de V5, V6, V7, V8 y V9, niños entre ocho meses y siete años, es evi-
dente que se trata de menores de edad y que fueron sometidos a dolores y su-
frimientos físicos y mentales, con la intención de intimidarlos y atemorizarlos. 

En consecuencia, los casos en que se ha torturado a niñas, niños y adoles-
centes evidenciados por la CNDH por medio de la emisión de Recomendaciones 
muestran que la regla no es someter a menores a esa práctica, pero los servi-
dores públicos que buscando conseguir un fin o que en el desarrollo común de 
su trabajo se han encontrado circunstancialmente con niños que están relacio-
nados o acompañan a las personas vinculadas a su objeto de interés, no se han 
detenido cuando son niñas, niños o adolescentes, de igual forma les han provo-
cado dolores y sufrimientos físicos y mentales acrecentados por su condición 
de menores, con lo cual, evidentemente, violan sus derechos humanos. 

3. Como delito 

El delito ha sido definido, “en derecho penal, acción u omisión ilícita y culpable 
expresamente descrita por la ley bajo la amenaza de una pena o sanción 
criminal”.39 En el caso de la tortura la Convención contra la Tortura y Otros Tratos 
o Penas, Crueles, Inhumanos o Degradantes, en el artículo 4, compromete al 
Estado mexicano para que esa práctica se disponga como delito en las leyes 
penales, al igual que la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura, en el artículo 6. 

En México se estableció el tipo penal de tortura tanto en el ámbito federal 
como en el local, siendo Yucatán el último estado en hacerlo en el 2004, aunque 
existe una excepción el Código de Justicia Militar que no incluye ese delito, y 
sólo para los efectos de una confesión judicial prohíbe que sea mediante tortura, 
según el artículo 523. 

La tortura fue tipificada en México como delito al expedir la Ley Federal para 
Prevenir y Sancionar la Tortura en 1986.40 Ante la necesidad de hacer adecua-
ciones y de las sugerencias realizadas por la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos se expide una nueva Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortu-
ra en 1991.41 

Las modificaciones que contiene la Ley de 1991 respecto de la de 1986 son 
las siguientes: se establece el propósito y el alcance material y espacial de la 
misma en el artículo 1o.; la implementación de programas con fines preventivos 

39 Álvaro Bunster, “Delito”, en op. cit., supra nota 31, t. D-H, p. 1035.
	
40 Publicada en el Diario Oficial el 27 de mayo de 1986.
	
41 Publicada en el Diario Oficial el 27 de diciembre de 1991.
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según el artículo 2o.; se amplían las hipótesis en las que se considerará el deli-
to de tortura de los artículo 3o. a 5o.; se incrementa la pena privativa de libertad 
de dos a 10 años a de tres a 12 años, la obligación del servidor público que en 
ejercicio de sus funciones conozca de un hecho de tortura para denunciarlo de 
inmediato bajo pena de prisión de tres meses a tres años y multa de 15 a 70 días 
conforme al artículo 11, se extiende la solicitud del reconocimiento médico ade-
más del detenido al defensor y a un tercero de acuerdo con el artículo 7o.; se 
establece que ni confesión ni información obtenidas mediante tortura podrán ser 
invocadas como prueba en el artículo 8o., y en el 12 se disponen los códigos y 
leyes supletorios. 

La Ley Federal de 1991 tiene dos reformas, una al artículo 3o.,42 aumentan-
do los fines de la tortura a la coacción para que el agredido haga o deje de hacer 
algo, y dos, al artículo 10, último párrafo,43 sobre la obligación de reparación de 
daños por parte del Estado. 

En 14 entidades federativas existe una ley especial que establece el delito 
de tortura; en 16 y en el Distrito Federal se prevé en sus respectivos códigos 
penales, y en el caso del estado de Guerrero se incluye en la Ley que regula el 
Organismo Protector de los Derechos Humanos. 

Recomendación 50/1997. Los hechos ocurrieron al interior del Centro de Atención 
Especial “Dr. Alfonso Quiroz Cuarón” en el Distrito Federal, entonces dependiente 
de la Subsecretaría de Protección Civil y de Prevención y Readaptación Social de 
la Secretaría de Gobernación, por lo que se trata de servidores públicos del ámbi-
to federal, y por ello el probable delito cometido habría sido en el ámbito federal, el 
cual era competencia de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura de 
1991. 

Recomendación 75/1997. Este caso sucedió en el estado de Durango, por perso-
nal de la Procuraduría General de Justicia de ese estado, por lo que competía al 
Código Penal para el Estado de Durango, que de la fecha en que data el tipo penal 
se estableció en el artículo 349. 

Recomendación 100/1997. El lugar en donde pasó la tortura fue en el estado de 
Guerrero, pero los probables responsables fueron elementos del Ejército Mexica-
no, por lo que los servidores públicos pertenecen al ámbito federal, con lo cual se 
trata del tipo penal establecido en el artículo 3o. de la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar la Tortura de 1991. 

Recomendación 66/2009. Acontecieron los hechos en el estado de Sonora, los 
servidores públicos presuntamente responsables pertenecen al Ejército Mexicano 
y, por lo tanto, al ámbito federal, por lo que la competencia se surte respecto de la 
Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura de 1991, según su artículo 3o. 

Recomendación 31/2011. Se presentaron los hechos en el estado de Chihuahua, 
participando servidores públicos de los ámbitos federal y local, en el primer caso 

42 Publicada en el Diario Oficial el 2 de julio de 1992.
	
43 Publicada en el Diario Oficial el 10 de enero de 1994.
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elementos del Ejército Mexicano, por lo que el tipo penal que corresponde es el 
establecido en el artículo 3o. de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortu-
ra de 1991 y, en el segundo, al tratarse de elementos de la Policía Ministerial del 
estado, el delito está dispuesto en el artículo 289 del Código Penal del Estado de 
Chihuahua. 

4. Como responsabilidad administrativa 

En este apartado se enunciará la responsabilidad administrativa en la que incu-
rren los servidores públicos que torturan, lo anterior, independientemente de 
que se haya establecido o no de esa forma en el contenido de cada una de las 
Recomendaciones revisadas. 

Así, un servidor público puede incurrir en una falta personal o de servicio, la 
primera cuando lleva a cabo una acción o una omisión no estando en funciones 
o en su calidad de persona, y la segunda cuando se efectúa con motivo de sus 
atribuciones o en su calidad de funcionario,44 caso en el que incumplirá con al-
guna de sus obligaciones y por ello, si se conjuntan los elementos necesarios, 
puede llegar a ser responsable por ilegalidad y por faltar a sus principios de ac-
tuación, como ocurre en el caso de la tortura. 

Las Recomendaciones de la CNDH expresan las normas jurídicas que se 
hayan contravenido con la comisión de la tortura, lo que representa el marco de 
legalidad y las obligaciones jurídicas incumplidas o transgredidas, las cuales 
se pueden presentar en los siguientes supuestos: la prohibición de la tortura, la 
no prevención de la tortura, la comisión del delito de tortura, la vulneración de 
la dignidad y el incumplimiento de obligaciones administrativas, esta última con-
lleva la transgresión de los principios de actuación. 

En los casos analizados ignoraron la prohibición de la tortura, por lo que con-
travinieron los artículos 20, apartado B, fracción II, y 22, párrafo primero, de la 
CPEUM, así como el artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos, el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el ar-
tículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el artículo 37.a 
de la Convención sobre los Derechos del Niño y el artículo 6 del Conjunto de 
Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier For-
ma de Detención o Prisión. 

La obligación de prevenir la tortura, con lo cual contravino el artículo 2 de 
la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura; los artículos 2, 10 y 11 de la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o De-
gradantes, y los artículos 1, 6 y 7 de la Convención Interamericana para Preve-
nir y Sancionar la Tortura. 

Por su parte se cometió el delito de tortura, por lo que se contravino el artícu-
lo 3o. de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura, el artículo 349 del 
Código Penal para el Estado de Durango en la Recomendación 75/1997 y el 
artículo 289 del Código Penal del Estado de Chihuahua, en la Recomendación 
31/2011. 

44 O. Álvaro Cuadros, op. cit., supra nota 7, pp. 126-127. 
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La dignidad es el fundamento de los derechos humanos, según se dispone 
en el Preámbulo del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; en 
el Preámbulo del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Cul-
turales; en el Preámbulo del Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales “Protocolo de San Salvador”, y en el Preámbulo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, en ese sentido, si da origen a otros derechos hu-
manos, entre ellos la integridad física y psicológica, también es la base de la 
prohibición de la tortura, por lo tanto, al torturar también se viola la dignidad del 
ser humano. 

Por otro lado, también expresarán la legislación en materia administrativa que 
se haya transgredido como el artículo 8 de la LFRASP, que establece las obliga-
ciones de los mismos, que en el caso que nos ocupa son aplicables las fraccio-
nes I, relativa al abuso o ejercicio indebido del servicio público; la VI, referente al 
trato respetuoso; la XIX, respecto de proporcionar información veraz y oportuna 
y el acceso a instituciones y documentos a organismos públicos de derechos 
humanos, y la XXIV, abstenerse de incumplir disposiciones legales. 

El cumplimiento de las obligaciones enunciadas por los servidores públicos 
hasta antes de la reforma en materia de derechos humanos de 2011 y conforme 
con la LFRASP las prevé respecto de ciertos principios, mismos que se refieren 
a la actuación de los servidores públicos, como lo establece el artículo 7 y que 
ya enunciaba la CPEUM: legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, 
los cuales conforman una lista cerrada no ponderable, por lo que se deben cum-
plir al no contraponerse, salvo en un caso concreto. La obligación de revisar si 
tales bases han sido desarrolladas, implementadas y, en su caso, medidas para 
conocer su cumplimiento o sólo son enunciadas es necesaria. 

5. Como principio de actuación 

La LFRASP, en sus artículos 48 y 49, prevé la forma de cumplir con las obliga-
ciones y los principios de actuación de los servidores públicos, estableciendo 
las delimitaciones de las actuaciones en casos específicos, para lo que se pre-
vé la expedición de códigos de conducta, los cuales han sido considerados como 
una medida preventiva en la lucha contra la corrupción45 y que se emitieron en 
las entidades públicas que fueron determinadas como responsables de la tor-
tura de menores en las Recomendaciones de mérito. 

El Código de Ética de los Servidores Públicos de la Administración Pública 
Federal (CESPAPF) llama a la conciencia de los interesados debido a que tal 
desempeño constituye un patrimonio que pertenece a los mexicanos, para lo 
que enuncia una serie de valores y consideraciones como: el bien común, la in-
tegridad, la honradez, la imparcialidad, la justicia, la transparencia, la rendición 
de cuentas, el entorno cultural y ecológico, la generosidad, la igualdad, el res-
peto y el liderazgo como características de su actuación.46 

45 José Trinidad Lanz Cárdenas, Las responsabilidades en el servicio público. México, Instituto Na-
cional de Administración Pública, 2006, p. 460. 

46 Publicado en el Diario Oficial el 31 de julio de 2002. 

http:actuaci�n.46
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El Ejército y las Fuerzas Armadas cuentan con diversos documentos que 
demarcan su actuación, tales como la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza 
Aérea Mexicanos, en cuyo artículo 1 bis se dispone el respeto a la CPEUM antes 
que el interés personal, en el 8 la satisfacción de cumplir con las leyes y regla-
mentos, en el 10 el respeto para su persona y para los demás y en el 14 la pro-
hibición de dar órdenes que constituyan delito resultando responsable quien las 
da y quien las ejecuta. 

Cuentan con el Código de Conducta de los Servidores Públicos del Ejército 
y Fuerza Aérea Mexicanos (CCSPEFAM), el cual toma en cuenta lo previsto por 
el Código de Ética de los Servidores Públicos de la Administración Pública Fe-
deral y acota la actuación de los militares al conocimiento y observancia de la 
normativa, a su forma de actuación en el empleo, cargo o comisión, a la capta-
ción y atención de las peticiones, quejas y denuncias de la sociedad, al compro-
miso y actuación con la ciudadanía por medio de un trato justo, cordial y equita-
tivo, a la mejora continua y al respeto mutuo y coordinación con las dependencias 
y entidades de la Administración Pública Federal.47 

También cabe mencionar el Reglamento General de Deberes Militares, el cual 
alude a diversos valores generales, tales como: la disciplina, la lealtad, el honor 
y en la disposición jerárquica de los deberes se mencionan entre otros: la hon-
radez, la imparcialidad en los castigos, y la fiscalización eficaz del cumplimiento 
de las obligaciones.48 

Por último, los manuales dirigidos a los mandos para que los principios alu-
didos puedan ser aplicados y no sólo constituyan una disposición, como por 
ejemplo: el Manual del Estado Mayor, Libro Segundo, Tomo I La S-1 en Opera-
ciones, que en su cuarta parte ordena a los mandos evaluar la moral del perso-
nal, o bien, el de Mando Militar que incluye un capítulo de la Ética en la vida mi-
litar y del Comportamiento humano. 

Por su parte, la Asamblea General de las Naciones Unidas emitió la Resolu-
ción 34/169 el 17 de diciembre de 1979, por medio de la cual adoptó el Código 
de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, cuyo con-
tenido se refiere al cumplimiento de la legalidad mediante el servicio a la comu-
nidad, la protección de actos ilegales y la responsabilidad profesional, el respe-
to y protección de la dignidad y los derechos humanos de todas la personas, el 
uso de la fuerza como último recurso y de manera proporcional, el secreto de 
las cuestiones confidenciales salvo el cumplimiento del deber o las necesidades 
de la justicia, la prohibición y no justificación de la tortura, la protección de la sa-
lud a personas bajo custodia, no incurrir y oponerse a los actos de corrupción y 
el respeto a la ley y al presente código. 

En el caso de los principios éticos o de conducta como han sido llamados los 
ya enunciados para poder cumplir con los exigidos por la Constitución y la 
LFRASP en el esquema de Atienza y Ruiz Manero se identificarían como prin-
cipios en sentido estricto de mandato al atender a un estado de cosas X, en el 
que el servidor público debe cumplir con sus obligaciones de la función, por lo que 
Z, el servidor público, debe realizar la acción Y, guiarse por tales códigos en su 
conducta para lograrlo. Las características de la estructura se encuentran en 

47 Publicado en el Diario Oficial el 11 de agosto de 2008.
	
48 Vid. artículos 1, 24, 33, 43, 44, 76, y 286. Publicado en el Diario Oficial el 26 de marzo de 1937.
	

http:obligaciones.48
http:Federal.47
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forma abierta al estar dirigidas a los funcionarios para limitar su conducta en la 
concreción de sus obligaciones y en forma cerrada cuando los códigos incluyen 
listados de los principios o valores que incluyen.49 

Entre las razones de la función directiva para la acción se encuentran las no 
perentorias debido a que el CESPAPF fue expedido por el Titular de la Secreta-
ría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo conforme con el artículo 49 de 
la LFRASP y el CCSPEFAM no es expedido por el Legislativo sino autorizado 
por el titular de la Secretaría de la Defensa Nacional, asimismo, las razones de 
justificación son que integran un valor último respecto a razones de corrección 
o, en todo caso, de guía del comportamiento.50 

Por último, como función social limitan la persecución de intereses individua-
les o sociales cuando el servidor público debe acatar la lista cerrada que se le 
proporciona y aunque su aplicación exige ponderación no existe una discrecio-
nalidad bajo modalidades de graduación sino que debe tratar de cumplir con 
ellos.51 

Así, su incumplimiento no les acarrea una consecuencia jurídica, sin embar-
go, ocasiona que contravengan el desarrollo de sus funciones al desacatar sus 
obligaciones como servidores públicos violentando la legalidad, honradez, leal-
tad, imparcialidad y eficiencia, con lo cual sí infringen una regla de derecho y 
tendrán que afrontar su responsabilidad administrativa y penal. 

Lo anterior muestra un panorama desolador, cuando algunos servidores pú-
blicos, lejos de tener presente que en el desempeño de sus funciones no deben 
contravenir la legalidad, no violando derechos humanos ni cometiendo delitos 
como el de tortura, teniendo que ser honrados, se escudan en sanciones disci-
plinarias —Recomendación 50/1997—, persecución o investigación de delitos 
—Recomendaciones 75/1997, 100/1997 y 66/2009— o se encapucha —Reco-
mendación 31/2011—, de ser leales a su función y abusan de ella, de ser impar-
ciales y obedecen al apasionamiento de la venganza por la muerte de compa-
ñeros policías —Recomendación 31/2011— y en lugar de ser eficientes forzan 
a niñas, niños y adolescentes, torturándolos por medio de dolor y sufrimiento 
físico y psicológico para conseguir información y coaccionar a las personas adul-
tas —75/1997, 100/1997, 66/2009 y 31/2011— o se atribuye la facultad de im-
poner penas o castigos —Recomendación 50/1997. En conclusión, no se cum-
plió con los principios de actuación. 

v. análisis de los casos conforme a la obligación de la prohibición 
de la tortura a cargo de las autoridades después de la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos 

La reforma constitucional de derechos humanos del 10 de junio de 2011, al adi-
cionar al artículo 1o. un párrafo tercero, establece obligaciones y deberes ex-
presos a las autoridades en esa materia, los que anteriormente debían llevarse 
a cabo como se desprende de diversas disposiciones, algunas de las cuales han 

49 M. Atienza y J. Ruiz Manero, op. cit., supra nota 14, p. 202.
	
50 Idem.
	
51 Idem.
	

http:ellos.51
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quedado enunciadas en el contenido del presente trabajo, sin embargo, si bien 
se había hecho alusión a principios de actuación de los servidores públicos, no 
sobre principios de derechos humanos de forma expresa. 

Así, la reforma ha traído consigo el mandato explícito a las autoridades en 
cuanto a sus obligaciones, deberes y que se ajusten a los principios de derechos 
humanos. Ahora bien, se ofrece la enumeración de cuatro de ellos, universali-
dad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad,52 no existe un listado ge-
neral de ellos, por lo que se podrían inferir otros más, pero si proyectan un perfil 
dirigido a un cumplimiento extensivo y hacia adelante, al abarcar a todos los 
seres humanos, todos los derechos sin jerarquías y obteniendo mejora continua. 

Los principios de derechos humanos, al estar establecidos en el artículo 1o., 
párrafo tercero, de la CPEUM, siguiendo el esquema de Atienza y Ruiz Manero, 
se valoran como principios en sentido estricto de mandato, se configuran en una 
estructura abierta, pero en una enumeración cerrada y aunque su función ope-
rativa es perentoria son ponderables porque en el caso de la interdependencia 
e indivisibilidad respecto de la universalidad y progresividad podrían ocurrir este 
tipo de decisiones. 

El principio de universalidad lleva implícita la titularidad de los derechos hu-
manos, la cual queda adscrita a todos los seres humanos, si bien eso sólo se ha 
convenido en el mundo occidental, la CPEUM se refiere a todas las personas; 
por lo que hace al objeto se establece un parámetro al referirse a los derechos 
humanos contenidos en la Constitución Política mexicana y en los tratados in-
ternacionales. 

El Sistema Interamericano ha tratado casos en los que se advierte la ade-
cuación de los derechos humanos a las realidades, lo que ha permitido su am-
pliación, por ejemplo, en el caso de comunidades indígenas, su cultura y su 
condición de riesgo.53 

Lo anterior, en el caso de la tortura a menores de edad, es fácilmente identi-
ficable puesto que los afectados y titulares del derecho a ser protegidos son las 
niñas, niños y adolescentes involucrados en los hechos y que se advierten como 
agraviados y su minoría de edad como niñas, niños y adolescentes, que si bien, 
sus necesidades de salud física y de autonomía deben ser atendidas en prime-
ra instancia por sus padres por depender de ellos, a través de las funciones eco-
nómicas, sociales y emocionales que se dan al interior de las familias, en caso 
de que no se consiga o sea deficiente lo hará el Estado.54 

Existen diversos pronunciamientos de los Organismos Internacionales de 
Derechos Humanos respecto de que los mismos constituyen una unidad y tam-
bién explicaciones acerca de por qué en los instrumentos vinculantes quedan 
separados los civiles y políticos de los económicos, sociales y culturales, y entre 
ellas, la relativa a la dificultad en su cumplimiento al importar obligaciones posi-
tivas de los Estados por medio de erogaciones económicas y, sin embargo, en 

52 Para abundar sobre el contenido de los principios se puede revisar Luis Daniel Vázquez y Sandra 
Serrano, “Los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.Apuntes para 
su aplicación práctica”, en Miguel Carbonell y Pedro Salazar, coords., La reforma constitucional de de­
rechos humanos: un nuevo paradigma. México, UNAM, 2011, pp. 135-165. 

53 Ibid., pp. 144-148. 
54 Artículo 4o., párrafos décimo y undécimo de la CPEUM. Vid. M. González Contró, op. cit., supra 

nota 17, p. 378, y J. Amar Amar et al., op. cit., supra nota 19, pp. 12-17. 

http:Estado.54
http:riesgo.53
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el caso de la tortura que implica una abstención del Estado, la comisión de la 
misma conlleva la violación de otros derechos. 

Cuando un niño es torturado se violenta la base de los derechos humanos o 
la dignidad, como ya se ha expresado; se incumple la obligación del Estado de 
tomar medidas para prevenir que eso ocurra; se viola el derecho a la libertad 
personal al encontrarse la persona privada de la misma aunque sea por un lap-
so mínimo, en el caso de los menores de edad se observó que en cuatro de los 
casos ésta duró horas, salvo el del Centro de Atención Especial “Dr. Alfonso 
Quiroz Cuarón”, la Recomendación 50/1997 que duró meses, así el debido pro-
ceso o formalidades esenciales del procedimiento cuando se les impuso una 
corrección disciplinaria por tiempo indeterminado. 

También se atenta contra el derecho a la vida de acuerdo con la Recomen-
dación 75/1997, como ocurrió con el fatal desenlace de la adolescente YYDC al 
suicidarse por la presión de haber sido violada y luego coaccionada moralmen-
te por las autoridades procuradoras de justicia en el estado de Durango. En este 
mismo caso, respecto de YYDC y MGRD contra el derecho a la prioridad de 
atención por medio de la protección y socorro oportuno, así como la atención 
antes que a los adultos. 

Los derechos enunciados no pueden tratarse de forma aislada pues están 
concatenados, y al violar uno se violan los otros, es así que no pueden argumen-
tarse de forma aislada sino que se desprenden de los hechos ocurridos, son 
indivisibles y no se puede proteger la integridad física y psicológica de los niños 
si no se les da una atención especializada, por lo que son interdependientes. 

En cuanto al principio de progresividad, si como un ejercicio aproximado a un 
indicador de resultado negativo respecto de la tortura en menores de edad tomá-
ramos como ejemplo las Recomendaciones en cuestión, saltaría a la vista que 
no se ha cumplido, al contrario, si bien, cada caso tiene sus especificidades, no 
se ha evitado la inconciencia o desinterés de proteger a niñas, niños y adoles-
centes aun cuando estuvieran involucrados en infracciones penales, más toda-
vía si se considera que en la Recomendación 31/2011, la más reciente, se trata-
ba de niñas y niños entre los ocho meses de edad y los siete años a los que 
“aventaron, los jalonearon y los patearon”, ello además de que vieron lo que le 
hacían a las mujeres adultas, entre ellas sus ascendientes. 

En consecuencia, en el caso de la tortura en menores de edad no existió 
una ponderabilidad de ninguno de los principios de derechos humanos, no se 
cumplió con uno descuidando otro, simplemente serían ignorados o descono-
cidos. Es urgente, la sensibilización y conocimiento de los derechos humanos 
por los servidores públicos del sector de seguridad pública, de aquellos que 
realizan investigación de delitos y tratan con personas en situación de deten-
ción y prisión. 

vi. conclusiones 

1. Las obligaciones sobre derechos humanos de los servidores públicos habían 
sido establecidas para ser cumplidas conforme con un diseño jurídico basado 
en principios de actuación guiados por códigos de conducta y, a partir de la re-
forma constitucional en esa materia, se complementan con obligaciones explí-
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citas que habrán de desarrollarse de acuerdo con los principios de derechos 
humanos. 

2. Las obligaciones de los servidores públicos fueron establecidas con la na-
turaleza jurídica de reglas de acción de mandato, siguiendo el esquema de Ma-
nuel Atienza y Juan Ruiz Manero, por lo que deben cumplirse, y los códigos de 
conducta que guiarían el cumplimiento de las obligaciones como principios en 
sentido estricto de mandato, por lo que son ponderables. 

3. Los principios de derechos humanos previstos en el artículo 1o., párrafo 
tercero, de la CPEUM tienen la naturaleza jurídica, siguiendo el esquema de 
Manuel Atienza y Juan Ruiz Manero, de principios en sentido estricto de man-
dato, por lo que son ponderables. 

4. La tortura a niñas, niños y adolescentes, de acuerdo con las Recomenda-
ciones emitidas por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos muestran 
que: 

a) El diseño jurídico mencionado no falló, sino que no se cumplió con las obli-
gaciones de los servidores públicos acordes con los principios de actuación 
y tampoco conforme con los principios de derechos humanos. 

b) La tortura a niños no es una regla, los menores de edad no son un sujeto 
específico a afectar, sino que ha sido resultado de las circunstancias. 

c) No se tuvo la menor consideración respecto de los menores de edad para 
violar su derecho a la integridad física y psicológica, y mucho menos se 
tuvo en cuenta el esquema de satisfacción y protección de sus necesida-
des establecidas en el orden jurídico mexicano. 

d) Existe poca estima y respeto por tal condición temporal de la minoría de 
edad; al contrario, hay un total desinterés de las autoridades involucradas 
en la violación de sus derechos humanos. 

e) Se manifiesta la ignorancia o un total desprecio por niñas, niños y adoles-
centes y por los derechos humanos, lo que exige de forma urgente capaci-
tación de los servidores públicos respecto de sus obligaciones, los principios 
que deben atender, la sensibilización y capacitación sobre los grupos en 
situación de vulnerabilidad y los derechos humanos en cualquier circuns-
tancia, en específico, si se trata de investigación de delitos y trato con ado-
lescentes en situación de detención. 
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Reconocimiento constitucional 
del principio del interés superior del niño 

Luisa Fernanda Tello Moreno* 

Resumen: Después de la publicación de la reforma constitucional en materia de 
derechos humanos, la Constitución ha sido objeto de diversas modificaciones rela-
cionadas con derechos humanos específicos. Una de ellas es la reforma publicada 
en octubre de 2011, mediante la que se inserta en el artículo 4o. constitucional el 
reconocimiento del principio del interés superior del niño, mismo que debe de ser 
observado en todas las actuaciones y decisiones del Estado. El presente trabajo 
aborda las implicaciones de este reconocimiento y señala la importancia de que di-
cho reconocimiento hubiera incluido todos los principios de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, ya que su cumplimiento, a partir de la reforma en materia de de-
rechos humanos, es una obligación constitucional, además de señalar la necesidad 
de que el principio del interés superior del niño sea observado desde un primer ni-
vel, por parte del Poder Legislativo en la emisión de leyes acordes con el mismo y 
con la normativa internacional de la materia, con la intención de tener un marco 
jurídico completo que proteja de la mejor manera posible a los niños y las niñas y 
sus derechos. 

Abstract: Science the constitutional human rights amendment, Mexican Constitu­
tion has been modified several times in order to recognize specific human rights 
aspects. One of those changes has been the introduction, of the best interest of the 
child principle in October 2011, which must be observed and accomplished in every 
State act or decision. This paper deals with the implications of such amendment and 
suggests that it should include the rest of the principles contained in the Convention 
on the Rights of the Child, because its observance and fullfilment, after the human 
rights amendment, represents a constitutional obligation. Besides, it outlines that 
the observance of the principle of the best interest of the child must be accomplished 
by the first level of the law making process, so Mexican laws can reach the interna ­
tional human rights parameters and guidelines, in order to establish a complete legal 
framework, able to protect boys and girls and their human rights in the best possible 
way. 

Sumario: Introducción. I. El principio del interés superior del niño. II. Una esperada 
reforma constitucional. III. Fundamentación y contenido de la reforma constitucional 
sobre el interés superior del niño. IV. Implicaciones de la reforma y su adecuación a 
la normativa internacional. 

* Investigadora del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH. 
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introducción 

A pesar de que los derechos de los niños gozan de plena aceptación dentro de 
la comunidad internacional, siendo la Convención sobre los Derechos del Niño 
el tratado de carácter vinculante con mayor número de ratificaciones, ello no ha 
impedido la escasez de resultados favorables en los niveles de cumplimiento de 
estos derechos, ni ha evitado la existencia de condiciones de vida deplorables 
de niñas, niños y adolescentes (NNA) alrededor del mundo. 

Uno de los aspectos que inciden en que estos derechos no sean plenamen-
te observados se encuentra en la falta de comprensión del estatus de NNA como 
titulares de derechos, inclusive por parte de autoridades de diversos Estados. 
Esto se explica porque si bien se trata de derechos plenamente aceptados, su 
concepción actual es relativamente nueva históricamente hablando, ya que los 
menores de edad siempre estuvieron sometidos al cuidado de la familia, dentro 
de la que los padres gozaban de una completa libertad con relación a su protec-
ción, educación y trato. Durante esa etapa fueron vistos como objetos de pro-
tección y no como titulares de derechos, por lo que era común suplantar sus 
intereses, necesidades y deseos por las de sus padres o tutores. 

Cronológicamente, la etapa inicial de reconocimiento de los derechos de los 
niños se abocó a su protección, sin desarrollar la titularidad de sus derechos. 
Representativa de ese momento histórico es la Declaración de los Derechos del 
Niño (Declaración de Ginebra) adoptada por la Sociedad de las Naciones en 
1924; posteriormente, la Declaración emitida en 1959 por la Organización de 
las Naciones Unidas señala primordialmente la necesidad de protegerlos ante 
diversas situaciones y aunque enuncia algunos derechos, como los de al nom-
bre, a la educación y a la seguridad social, entre otros, es básicamente parca en 
cuanto a su titularidad sobre ellos. 

Aun en tiempos recientes o incluso actuales, algunas ramas del derecho, 
como el derecho civil, por ejemplo, los sigue considerando como sujetos inca-
paces jurídicamente; sin embargo, esta supuesta incapacidad debe ser adecua-
damente matizada a la luz del desarrollo actual de los derechos del niño. La 
modificación del paradigma exclusivamente protector ha sido la gran aportación 
de los derechos humanos de NNAcomo los conocemos hoy en día, concepción de 
la que es representativa la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, 
que ha llevado a un reconocimiento con cada vez mayores implicaciones en la 
titularidad de derechos y no sólo en la consideración como sujetos sometidos a 
la protección jurídica, si bien ésta es también una parte fundamental. 

El Estado mexicano ratificó la Convención el 21 de septiembre de 1990, por 
lo que desde entonces quedó obligado a cumplir con los derechos ahí estable-
cidos. No obstante, ni la Constitución –que desde el año 2000 comprende una 
disposición relativa a la satisfacción de los derechos de NN– ni la Ley para la 
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, reglamentaria de 
la disposición constitucional y en vigor desde ese mismo año, cubrieron adecuada-
mente la normativa establecida en la Convención, siendo el Estado objeto de 
distintas recomendaciones tendentes a adecuar el marco jurídico nacional a 
las disposiciones internacionales en la materia. 
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Bajo ese contexto, después de la reforma constitucional en materia de dere-
chos humanos,1 se han realizado diversas modificaciones a la Constitución, 
particularmente al artículo 4o., mismas que se relacionan con algunos de estos 
derechos. Una de estas modificaciones es la que reconoce constitucionalmen-
te el principio del interés superior del niño,2 que establece que el Estado velará 
por éste y lo cumplirá en todas sus decisiones y actuaciones, garantizando los 
derechos de las niñas y los niños, además de que el principio debe guiar el di-
seño, la ejecución, el seguimiento y la evaluación de las políticas públicas diri-
gidas a la niñez. 

En el presente trabajo se pretende analizar el reconocimiento constitucional 
del principio del interés superior de la infancia y sus implicaciones, en el enten-
dido de que el mismo debe concebirse y aplicarse de manera acorde con la nor-
mativa internacional de los derechos del niño y posibilitar el cumplimiento de los 
derechos humanos de NNA en cada caso que el Estado conozca y en cada de-
cisión que tome, de la manera en que mejor favorezca a su máximo interés, en 
beneficio de su desarrollo y bienestar personal. 

Con este fin, en el primer apartado se abordan aspectos básicos de los de-
rechos de la infancia y el estudio del principio del interés superior del niño. En el 
segundo se hace un repaso sobre las cuestiones que tiempo atrás hacían ne-
cesaria una reforma sobre los derechos de los niños en México. La tercera par-
te se refiere al fundamento y el contenido de la reforma constitucional de la ma-
teria y en el cuarto apartado se analizan sus implicaciones, así como su 
adecuación a la normativa internacional; finalmente se incluyen algunas reflexio-
nes generales sobre el tema. 

i. el principio del interés superior del niño 

Tanto la Convención sobre los Derechos del Niño como el principio de su interés 
superior hacen referencia al término “niño”, mientras que en las disposiciones 
legales mexicanas se habla de “niños y niñas” o de “niños, niñas y adolescen-
tes”. Esto se debe al tiempo de expedición de las legislaciones específicas; en 
virtud de que las disposiciones nacionales son posteriores a la Convención, ya 
incluyen la perspectiva de género y las necesidades específicas de los adoles-
centes. 

En este sentido, cabe señalar que la Convención se refiere con “niño” a todo 
niño o niña menor de 18 años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea 
aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. En virtud de que el último 
señalamiento es una excepción, utilizaremos la regla genérica de la considera-
ción como niños hasta antes de los 18 años, además de que en México la ma-
yoría de edad se obtiene también a los 18 años. 

1 Publicada en el Diario Oficial de la Federación del 10 de junio de 2011. 
2 Además del reconocimiento del principio del interés superior del niño, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación del 12 de octubre de 2011, al día siguiente se publicó la reforma mediante la que se re-
conoce el derecho de todas las personas a una alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, y el 8 de 
febrero de 2012 la reforma que reconoce los derechos de todas las personas a un medio ambiente sano 
para su desarrollo y bienestar y el derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo 
personal y doméstico. 
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100100 
Últimamente la práctica alude a los adolescentes de manera específica, pues 

si bien, siguiendo lo establecido en la Convención, son considerados como ni-
ños, su etapa particular de desarrollo, entre los 12 y los 17 años, hace necesario 
que se les diferencie de los menores de esa edad en virtud de su adelanto y evo-
lución cognitiva y emocional, así como de las necesidades específicas de esa 
etapa. Bajo ese contexto, el principio del interés superior del niño será aplicable 
a todos los niños en general, pero se diferenciará en función de sus necesidades 
específicas como NNA. 

Realizada dicha precisión, resulta adecuado referirnos a la teoría de los de-
rechos del niño, que reconoce a NNA su calidad de personas, y por lo tanto, la 
capacidad de ser titulares de derechos y no sólo personas sometidas a la pro-
tección, sino sujetos de derecho, cuyo ejercicio se encuentra condicionado a su 
etapa de desarrollo específica, en virtud de la cual pueden ejercer ciertos dere-
chos en particular. En ese sentido, es fundamental reconocer que NNA no son 
incapaces, sino personas en su dimensión humana y jurídica,3 y, por lo tanto, 
sujetos de los derechos reconocidos a todas las personas.4 

Se les considera personas naturales que tienen capacidad jurídica, entendi-
da como la capacidad de ser titulares de derechos y obligaciones, misma que 
se diferencia de la capacidad de realizar actos jurídicos o de adquirir y ejercitar 
derechos y asumir obligaciones, conocida como la capacidad de obrar.5 En ese 
sentido, la capacidad jurídica se adquiere en virtud de la titularidad sobre bienes 
y derechos, y el no poder realizar actos jurídicos por sí mismos se deriva de la 
falta de capacidad de obrar, por lo que sus representantes legales son quienes 
suelen realizar dichos actos en su nombre o representación. 

No obstante, esta capacidad de obrar no les es completamente ajena, sino 
que se encuentra limitada en virtud de las disposiciones legales que los prote-
gen. Esto es así porque la minoría de edad no implica en sí misma una incapa-
cidad, sino el desarrollo continuo de los individuos en formación, por lo que en 
diversas etapas de ese desarrollo suelen ser representados por sus padres, 
familiares o tutores. 

En este sentido, se ha establecido que la capacidad de obrar descansa en la 
valoración que realice el orden jurídico, en función del grado de madurez y dis-
cernimiento de NNA en específico6 para decidir respecto de ciertas cuestiones. 
Así, las legislaciones de diversos países regulan algunas situaciones respecto 
de las que NNA pueden participar mediante la expresión de sus opiniones y pre-
ferencias en ciertos casos que les afecten, una vez que han alcanzado cierta 
edad. 

Al respecto, la Convención sobre los Derechos del Niño establece que los 
Estados partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un 
juicio propio, el derecho a expresar su opinión libremente en todos los asuntos 
que le afecten, teniéndose debidamente en cuenta sus opiniones en función de 

3 Nuria González y Sonia Rodríguez, El interés superior del menor en el marco de la adopción y el 
tráfico internacional. Contexto Mexicano. México, UNAM, IIJ, 2011, p. 3. Cit. F. Rivero Hernández, El in­
terés del menor. Madrid, Dykinson, 2007, p. 56. 

4 N. González y S. Rodríguez, op. cit., p. 3. 
5 Manuel Serrano Ruiz-Calderón, coord., Los menores en protección. Madrid, Difusión Jurídica y 

Temas de Actualidad, 2007, pp. 17-18. 
6 Ibid., p. 21. 
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101101
su edad y madurez (artículo 12) y reconocen sus derechos a la libertad de ex-
presión (artículo 13), de pensamiento, conciencia y religión (artículo 14), de 
asociación y a la celebración de reuniones pacíficas (artículo 15), a acceder a 
la información y a materiales procedentes de diversas fuentes (artículo 17), así 
como a solicitar la calidad de refugiado (artículo 22). Todos ellos, derechos de 
participación. 

En España, por ejemplo, su capacidad de obrar se determina por medio de 
un elemento objetivo y uno subjetivo. El primero, que constituye una regla ge-
neral, se prescribe cuando NNA han alcanzado cierta edad (dependiendo del 
acto específico a realizar), y el segundo se determina en función de la capacidad 
natural que tenga cada niño en un momento determinado y con relación al acto 
que ha de realizar.7 En esa virtud se reconoce jurídicamente que la “adquisición 
de la capacidad de obrar es gradual y paulatina”.8 La ley contempla determina-
das situaciones en las que NNA tienen cierta capacidad de obrar, si se reúnen 
los elementos objetivo y subjetivo recién mencionados. 

En términos generales y reunidas las condiciones señaladas, a partir de los 
12 años pueden consentir su adopción. A partir de los 14 pueden optar por la 
nacionalidad española o solicitarla mediante una carta de naturalización con 
la asistencia de sus representantes legales u optar por una vecindad distinta a la 
de ellos, así como contraer matrimonio si tienen dispensa del juez y otorgar ca-
pitulaciones matrimoniales.9 Desde los 16 pueden trabajar, realizar actos de 
administración ordinaria sobre los bienes que han adquirido con su trabajo y, en 
casos específicos, los jueces pueden decidir respecto de su capacidad para otro 
tipo de actos. 

Lo anterior se justifica por las capacidades concretas de los adolescentes, y 
si las normas internacionales y nacionales permiten el trabajo infantil desde los 
14 años10 –y en ocasiones, las nacionales lo permiten a edades menores– no 
habría razón para no permitir que los adolescentes tengan capacidad de obrar 
para otras cuestiones, cuando en múltiples ocasiones demuestran ser capaces 
de hacerse cargo de sí mismos. 

El interés superior del niño es uno de los principios de la Convención sobre 
los Derechos del Niño y se encuentra consagrado en su artículo 3o., de la si-
guiente manera: “1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen 
las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las au-
toridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primor-
dial a que se atenderá será el interés superior del niño”. 

Si bien ninguna Observación General del Comité de los Derechos del Niño11 

se refiere específicamente al principio del interés superior de la infancia, todas 

7 Ibid., p. 23. 
8 Ibid., p. 30. 
9 Véase Lucía Vázquez-Pastor Jiménez, La construcción de la ciudadanía del menor de edad. Va-

lencia, Tirant lo Blanch, 2009, pp. 54-58. 
10 Conforme al artículo 2 del Convenio Núm. 138 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre 

la edad mínima de admisión al empleo. Dicho Convenio no ha sido ratificado por México, sin embargo, la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala, en la fracción III del apartado A, del ar-
tículo 123, la edad de 14 años como la mínima para el trabajo infantil, aunque en la práctica y, sobre todo, 
en actividades no reguladas o más difíciles de regular como el trabajo en el campo y el comercio informal, 
niñas y niños trabajan desde edades mucho menores. 

11 Órgano encargado de examinar los progresos realizados por los Estados partes en el cumplimien-
to de las obligaciones de la Convención mediante el análisis y examen de los informes que presenten los 
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102102 
ellas hacen alusión al mismo en los aspectos relacionados con su temática par-
ticular, pues la protección de NNA y sus derechos no puede aislarse de los prin-
cipios proclamados en la Convención. Así como todos los derechos humanos 
son interdependientes entre sí, los principios de no discriminación (artículo 2o.), 
interés superior del niño (artículo 3o.), el derecho intrínseco del niño a la vida y 
la obligación de los Estados de garantizar en la máxima medida posible su su-
pervivencia y desarrollo (artículo 6o.), así como el derecho del niño a expresar 
su opinión libremente en todos los asuntos que le afecten y a que dichas opinio-
nes sean tomadas en cuenta (artículo 12), son también principios interdepen-
dientes al hablar de los derechos de los NNA.12 

La Observación General Número 5, sobre las medidas generales de aplica-
ción de la Convención, establece específicamente el interés superior del niño, 
que implica que todos los órganos o instituciones legislativas, administrativas y 
judiciales lo apliquen, estudiando sistemáticamente la manera en que los dere-
chos e intereses del niño se ven afectados o se verán afectados por las decisio-
nes y medidas que adopten.13 Establece que la interpretación del principio no 
puede modificar o reemplazar ningún derecho garantizado en la Convención, 
pero adquiere un significado especial cuando otras disposiciones específicas 
de la misma no puedan aplicarse,14 por lo que éste debe de ser siempre una 
consideración primordial. 

Si bien el principio se incluye de manera específica en otros artículos de la 
Convención, como los relativos a la separación del menor de sus padres (artícu-
lo 9o.), las responsabilidades de éstos (artículo 18), la privación del entorno fa-
miliar (artículo 20), la adopción (artículo 21), la privación de la libertad (artículo 
37) o las audiencias procesales penales en que haya menores implicados (ar-
tículo 40), su aplicación no se prevé sólo en estos casos y debe de estar presen-
te en toda decisión relacionada directa o indirectamente con las niñas, los niños 
y los adolescentes. 

Por su parte, el Comité ha establecido en sus observaciones generales que 
la interpretación del principio del interés superior del niño debe de ser compati-
ble con toda la Convención15 y tomarse como medida respecto de los niños como 
individuos en particular, tanto como grupo o colectivo, lo que en este último rubro 
implica su aplicación en toda innovación de la legislación y las políticas públi-
cas.16 Asimismo, establece que el principio es similar a un derecho procesal que 
obliga a los Estados partes a introducir disposiciones que lo garanticen en los 

Estados, de conformidad con los artículos 44 y 45 de la misma, así como de interpretar el contenido de 
las disposiciones del instrumento internacional, por medio de la emisión de observaciones generales. 

12 El Comité de los Derechos del Niño los considera principios generales. Véase Comité de los De-
rechos del Niño, Observación General Núm. 5, Medidas generales de aplicación de la Convención sobre 
los Derechos del Niño (artículos 4 y 42 y párrafo 6 del artículo 44), 27 de noviembre de 2003, Doc CRC/ 
GC/2003/5, párr. 12. 

13 Idem. 
14 UNICEF, Manual de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño. Ginebra, UNICEF, 

2004, p. 39. 
15 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Núm. 8, El derecho del niño a la protección 

contra los castigos corporales y otras formas de castigo crueles o degradantes (artículo 19, párrafo 2 del 
artículo 28, y artículo 37, entre otros ), 21 de agosto de 2006, Doc CRC/GC/2006/8, párr. 26. 

16 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Núm. 6, Trato de los menores no acompa-
ñados y separados de su familia fuera de su país de origen, 1 de septiembre de 2005, Doc CRC/GC/2005/6, 
párr. 13. 

http:adopten.13
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103103
procesos de adopción y deben de examinar las medidas tomadas por las insti-
tuciones públicas y privadas, las autoridades y los órganos legislativos, por lo 
que toda ley, regla o norma que los afecte debe guiarse por ese criterio.17 

En cuanto a las actividades del Estado prevé que profesionales encargados 
de proteger a NNA contra la violencia puedan causarles daño directa o indirec-
tamente al carecer de medios efectivos para cumplir las obligaciones de la Con-
vención, sobre todo cuando realizan ciertos actos sin tener en cuenta su interés 
superior, sus opiniones u objetivos de desarrollo;18 señala que lo que a juicio de un 
adulto es el interés superior del niño no puede primar sobre la obligación de res-
petar todos los derechos enunciados en la Convención.19 

Tratándose de intervenciones judiciales establece que las garantías proce-
sales deben ser siempre respetadas y toda decisión debe de tener como fin úl-
timo la protección del niño, la salvaguarda de su desarrollo posterior, velar por 
su interés superior y porque las intervenciones sean lo menos perjudiciales po-
sibles en función de las circunstancias.20 

La doctrina establece que el principio no se refiere a un interés cualquiera, 
como tampoco a aquel que NNA pudieran considerar con el fin de cumplir sus 
deseos o inclinaciones, sino al superior, al que tenga más fuerza y se encuentre 
vinculado con sus necesidades; al más importante en virtud de ser un requeri-
miento para su vida y su desarrollo, por lo que puede desplazar otras exigencias,21 

aunque no por ello debe de ser el único aspecto valorado, ya que pueden existir 
conflictos entre los intereses de varios niños o grupos de niños o niños y adultos. 
No obstante, siempre debe ser objeto de consideración.22 

En la Opinión Consultiva relativa a los derechos humanos de los niños, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos lo considera un principio regulador 
de la normativa de estos derechos, fundado en la dignidad del ser humano, en 
las características propias de los niños, y en la necesidad de propiciar su desa-
rrollo en función del pleno aprovechamiento de sus potencialidades, así como 
en la naturaleza y alcances de la Convención.23 Además, señala que para ase-
gurar la prevalencia del principio es preciso ponderar no sólo el requerimiento 
de medidas especiales para los niños por su minoría de edad, sino también las 
características particulares de la situación en que se encuentren.24 

Asimismo, ha establecido que la prevalencia de este interés debe de ser en-
tendida como la necesidad de satisfacción de todos los derechos de la infancia 
y la adolescencia, que obliga al Estado e irradia efectos en la interpretación de 
todos los demás derechos, cuando el caso se refiera a menores de edad.25 

17 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Núm. 12, El derecho del niño a ser escu-
chado, 20 de julio de 2009, Doc CRC/GC/12, párrs. 70 y 72. 

18 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Núm. 13, Derecho del niño a no ser obje-
to de ninguna forma de violencia, 18 de abril de 2011, CRC/GC/13, párr. 32. 

19 Ibid., párr. 61. 
20 Ibid., párr. 54. 
21 Mónica González Contró, Derechos humanos de los niños: una propuesta de fundamentación. 

México, UNAM, IIJ, 2008, p. 405. 
22 UNICEF, op. cit., p. 42. 
23 Corte IDH, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, Opinión Consultiva OC-17/02 del 

28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párr. 56. 
24 Ibid., párr. 61. 
25 Corte IDH, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párr. 408. 

http:encuentren.24
http:Convenci�n.23
http:consideraci�n.22
http:circunstancias.20
http:Convenci�n.19
http:criterio.17
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104104 
El principio marca la actuación del Estado, así como la de los particulares, 

respecto del trato que deben dar a NNA y las decisiones que han de tomar en 
función de su desarrollo y bienestar. Por ese motivo, incluye también a los pa-
dres, tutores y organizaciones no gubernamentales, ya que en diversas situa-
ciones y circunstancias, ellos y sus actuaciones pueden influir directamente en 
su calidad de vida, independientemente de las políticas públicas y la normativa 
emitida por la vía estatal. 

Para el Estado se establecen dos connotaciones fundamentales, la jurídica 
y la política. En el primer ámbito, el principio es entendido como la consideración 
especial que el orden jurídico debe tener en cuanto a los derechos de NNA y su 
ejercicio, por lo que actúa como un elemento mediador en la tensión que puede 
presentarse entre derechos de la infancia y la adolescencia, y los derechos de 
otros grupos.26 Constituye una pauta para las autoridades encargadas de aplicar 
la ley, por lo que no es sólo una norma de actuación de la administración pública, 
sino una norma interpretativa para los jueces,27 como lo señala la Observación 
General Número 13, como el criterio que debe prevalecer sobre los intereses de 
los padres o del Estado, por ejemplo. 

En el ámbito político, el principio encarna la prioridad que deben de constituir 
las NNA en el diseño y ejecución tanto de las políticas públicas como de los pla-
nes de desarrollo.28 En efecto, no podría hablarse de un verdadero interés su-
perior de la infancia, si no se garantizara el otorgamiento de los recursos que 
hagan realizables y ejecutables diversas medidas y disposiciones establecidas 
en las leyes con el fin de que niñas y niños puedan gozar de situaciones adecua-
das de salud, educación, esparcimiento y demás necesarias para su pleno de-
sarrollo. Es decir, si no se garantizan sus derechos plenamente. 

La forma de incorporar el principio en las prácticas y políticas nacionales que 
se vinculan con la infancia tiene una relación directa con la asignación de recur-
sos presupuestales.29 El principio requiere del presupuesto general del Gobier-
no central, así como de los presupuestos regionales y locales, el destino de re-
cursos suficientes y adecuados para los niños,30 por lo que es necesario tener 
claramente en cuenta las necesidades a satisfacer, con el fin de configurar pre-
supuestos pertinentes y determinar la proporción y cantidad de los recursos que 
serán asignados. 

El principio se constituye a la vez como límite y horizonte31 de las decisiones 
relacionadas con NNA, por medio del que se debe garantizar lo más beneficioso 
para ellos en función del libre desarrollo de su personalidad, tanto en el presen-
te como en el futuro. 

Bajo dicha perspectiva se le ha considerado como un criterio de control de la 
sociedad y de la calidad del ejercicio de los derechos y de las obligaciones, que 
sirve para conocer si los niños están siendo realmente tomados en cuenta como 

26 Ligia Galvis Ortiz, Las niñas, los niños y los adolescentes. Titulares activos de derechos. Bogotá, 
Ediciones Aurora, 2006, p. 138. 

27 M. Serrano Ruiz-Calderón, op. cit., p. 125. 
28 L. Galvis Ortiz, op. cit., p. 139. 
29 UNICEF, op. cit., supra nota 12, p. 42. 
30 Ibid., pp. 43 y 71. 
31 L. Galvis Ortiz, op. cit., p. 139. 

http:presupuestales.29
http:desarrollo.28
http:grupos.26
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105105
personas que gozan de la plena titularidad de sus derechos o no,32 así como un 
principio rector de sus derechos, que opera como un criterio de interpretación pa-
ra el resto de los derechos.33 Su trascendencia radica en su vinculación con el 
principio de dignidad y en los principios de autonomía e igualdad34 acordes con 
su calidad de personas, pero manteniendo los beneficios derivados de la pro-
tección familiar. 

No obstante, el principio es también una disposición polémica cuya utilidad 
se ha puesto en duda al considerarse que los intereses de los niños ya se reco-
gen en la normativa que reconoce y consagra sus derechos; además de gene-
rarse dudas sobre su indeterminación o la dificultad de aplicarlo.35 En ese sen-
tido, es un principio general difícil de acotar que consagra un fin, pero no ofrece 
guías de aplicación respecto de cómo llegar a él. 

En consecuencia, se corre el riesgo de que el principio se aloje dentro de una 
retórica poco precisa en la que no se defina lo que constituye o de que sea utili-
zado de manera subjetiva, atendiendo a las opiniones, creencias e ideologías 
de quienes deben de resolver casos concretos o establecer y dirigir políticas 
públicas y no en función de lo más beneficioso para el desarrollo y bienestar de 
NNA, pues como lo establece la Observación General Número 13, a veces quie-
nes tienen a su cargo su protección, pueden violar sus derechos al desconocer 
éstos y sus necesidades específicas. 

En este sentido, el Comité, en la misma Observación, señala que debe aten-
derse a lo que es más adecuado para NNA, no a lo que beneficia o satisface en 
mayor medida a sus padres y tutores o al Estado; su aplicación implica dejar de 
lado las arbitrariedades y el paternalismo, para centrarse en lo realmente bene-
ficioso para su desarrollo y bienestar en función de los principios que rigen sus 
derechos, en sus necesidades específicas, así como en sus propias preferen-
cias. Ello es fundamental porque desde un análisis diacrónico se puede advertir 
cómo con la intención de proteger a la niñez se han cometido múltiples injusticias 
e incluso se les ha dañado.36 

Si bien se ha reconocido que la Convención es una guía que ayuda a dotar 
de contenido al principio del interés superior del niño a través de una declara-
ción de valores cuidadosamente formulados y balanceados37 también se ha con-
siderado que su objetivo no es determinar de qué forma aplicarlo en cada caso 
concreto, ya que las características de estos tienden a variar en función del 
tiempo y los valores socioculturales predominantes en cada época determinada. 
No obstante, hay un acuerdo implícito que indica que en función de dichos va-
lores y conocimientos se opte por el camino que brinde a NNA las mejores con-
diciones de desarrollo y bienestar. 

32 Susana Villarán ,“Retos de la Convención sobre los Derechos del Niño”, en Dfensor. México, núm. 
1, enero de 2010, p. 21. 

33 M. González Contró, op. cit., supra nota 21, p. 402. 
34 Ibid., pp. 403 y 407. 
35 Ibid., pp. 403-404. 
36 Véase Linda Gordon, “Cuando el mejor interés del niño es la peor práctica”, en Debate Feminista. 

México, año 11, vol. 22, octubre de 2000. La autora menciona diversos casos en los que con una visión 
limitada se ha tratado de proteger a los niños o ver por su máximo bien, causándoles diversos daños, 
como en los casos de robo de niños cometidos en contra de grupos indígenas, etcétera 

37 M. González Contró, op. cit., supra nota 21, p. 406. 

http:da�ado.36
http:aplicarlo.35
http:derechos.33
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En términos generales se establece que la aplicación del principio, su confi-

guración y contenido, habrá de adoptarse conforme a las características del caso 
concreto de que se trate y si bien esa relatividad puede ser considerada un de-
fecto, también “evita encapsularlo en una concreta realidad social, cultural, po-
lítica y jurídica que pueda ser superada rápidamente…”38 Ofrece la oportunidad 
de adaptarse a las circunstancias específicas de cada caso, según el contexto 
determinado, lo que puede considerarse una ventaja frente a las posibles limi-
taciones que implicaría una definición más precisa; si bien, en su aplicación 
siempre se deben de considerar múltiples aspectos. 

Es por ello que el interés superior del niño no puede ser atendido de manera 
aislada, sino en conjunto con el resto de los principios que rigen los derechos de 
la infancia que, como ya se ha dicho, constituyen un conjunto de valores y pará-
metros entrelazados, y es a partir de ellos que se podrá determinar de manera 
más adecuada si una decisión o política a adoptar es la mejor para la infancia39 

y atiende a su interés superior. 
De esa manera, el resto de los principios actuarían como garantía de control 

encargada de vigilar que la aplicación del interés superior de la infancia no se 
base en determinaciones discrecionales, unilaterales, arbitrarias, superficiales 
o paternalistas, sino que éstos se tomen en cuenta y se verifique que cada de-
cisión adoptada en relación con ellos no sean objeto de discriminación, se ga-
rantice su derecho a la vida y la obligación del Estado de garantizar su supervi-
vencia y desarrollo, así como el derecho a expresar su opinión respecto de los 
asuntos que les afecten. 

ii. una esperada reforma constitucional 

Antes de la reforma sobre el principio del interés superior del niño, los párrafos 
sexto, séptimo y octavo del artículo 4o. constitucional señalaban lo siguiente: 

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de ali-
mentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos dere-
chos. El Estado proveerá lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la 
niñez y el ejercicio pleno de sus derechos. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumpli-
miento de los derechos de la niñez.40 

El texto constitucional contemplaba el tema de los derechos de las niñas y 
los niños, pero era poco claro, ya que en el párrafo sexto se señalaba el derecho 
a la satisfacción de ciertas necesidades, a saber, la alimentación, la salud, la 

38 N. González y S. Rodríguez, op. cit., p. 26. 
39 Juan Martín Pérez García, “¿Interés superior de la niñez o discriminación tutelar de la infancia ca-

llejera”, en Dfensor. México, núm. 1, enero de 2010, p. 25. 
40 Dichos párrafos fueron incorporados a la Constitución mediante reforma publicada en el Diario 

Oficial de la Federación del 7 de abril de 2000. Para una historia breve de la evolución del artículo 4o. 
constitucional en el ámbito de los derechos de las niñas y los niños, véase Mónica González Contró, “La 
reforma constitucional pendiente en materia de derechos de niños, niñas y adolescentes”, en Cuestiones 
Constitucionales. México, UNAM, IIJ, núm. 20, enero-junio de 2009, pp. 232 a 237. 

http:ni�ez.40


R
ec

on
oc

im
ie

nt
o 

co
ns

tit
uc

io
na

l d
el

 p
rin

ci
pi

o 
de

l i
nt

er
és

 su
pe

rio
r d

el
 n

iñ
o 

 
 

  

  

 
 

  

 
  

 
 

  

 

      
    

 

 

  
  

 

 

   

  

107107
educación y el sano esparcimiento, y en el párrafo siguiente se establecía que 
los ascendientes y los tutores tenían el deber de preservar esos derechos. 

En estos términos, se otorga a los derechos a la alimentación, la salud, la 
educación y el sano esparcimiento el tratamiento de necesidades. Si bien pare-
ce que en el párrafo siguiente se reconoce su carácter de derechos, la respon-
sabilidad de preservarlos recae en sus representantes (padres y tutores), de-
jando de lado la principal y fundamental responsabilidad del Estado al respecto 
–que constituye un principio consagrado en la Convención; la obligación del 
Estado de garantizar su supervivencia y desarrollo– señalando solamente que 
éste proveerá lo necesario para “propiciar” –ni siquiera asegurar o garantizar– el 
respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos. 

De lo anterior se desprenden dos aspectos fundamentales, primero, un ca-
rácter confuso entre las necesidades y los derechos a la alimentación, la salud, 
la educación y el sano esparcimiento de las niñas y los niños, y segundo, un pa-
pel poco claro del Estado en el cumplimiento de los mismos, ya que su actividad 
se refería solo a “propiciar” el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio ple-
no de sus derechos, sin implicar la obligación específica de cumplir con ellos y 
garantizarlos. 

La redacción no es acorde con los tratados internacionales suscritos por el 
Estado mexicano, ya que la alimentación, la salud, la educación y el sano espar-
cimiento son verdaderos derechos humanos reconocidos en los artículos 23, 24, 
25, 27, 28, 29 y 31 de la Convención sobre los Derechos del Niño,41 además de 
que tanto el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
del Sistema de Naciones Unidas, como el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos So-
ciales y Culturales42 (Protocolo de San Salvador), del Sistema Interamericano, 
reconocen los derechos a la alimentación, la salud y la educación. 

Bajo ese contexto el Estado tenía la obligación de cumplir con los derechos 
señalados, en virtud de los tratados internacionales recién mencionados; no 
obstante, diversos agentes gubernamentales tienden a desconocer el conteni-
do de los tratados de derechos humanos, tomando solamente por válidas las 
disposiciones constitucionales; consecuentemente, entre otras cuestiones, la 
falta de adecuación constitucional y legislativa a los tratados internacionales en 
materia de derechos del niño hacía necesaria una reforma que reconociera cla-
ramente sus derechos y adecuara a la normativa internacional los derechos de 
la infancia en nuestro país. 

Por otra parte, en sus observaciones finales a los informes presentados por 
México, de acuerdo con el artículo 44 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, el Comité de la materia manifestó estar preocupado porque ni la legislación 
ni las políticas nacionales prestaban debida atención al principio del interés su-
perior del niño43 y recomendó al Estado mexicano adoptar medidas para sensi-

41 Adoptada el 20 de noviembre de 1989; en vigor desde el 2 de septiembre de 1990 y ratificada por 
el Estado mexicano el día 21 del mes y año citados. 

42 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales fue ratificado por el Estado 
mexicano el 23 de marzo de 1981, mientras que el Protocolo de San Salvador el 8 de marzo de 1996. 

43 Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados por los Estados partes en 
virtud del artículo 44 de la Convención, Observaciones finales, México, 42o. Periodo de Sesiones, 8 de 
junio de 2006, Doc CRC/C/Mex/CO3, párr. 25. 
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108108 
bilizar a la población sobre el significado y la importancia de aplicar el principio 
y velar porque el mismo estuviera debidamente reflejado en sus medidas legis-
lativas y administrativas, como con las relacionadas con la asignación de recur-
sos públicos.44 

En ese sentido, Mónica González Contró planteó la necesidad de una refor-
ma que abarcara cuatro aspectos fundamentales. En principio, la exclusividad 
del reconocimiento de los derechos de los niños en un apartado distinto al ar-
tículo 4o., ya que éste contiene también la subordinación de los niños a la auto-
ridad familiar y un amplio catálogo de derechos distintos entre sí, como la igual-
dad entre el hombre y la mujer, el derecho a la vivienda, el derecho al medio 
ambiente, etcétera. 

En segundo lugar, propuso la adopción de una definición para niñas y niños, 
y para adolescentes, en virtud de que éstos deben poder ejercer una mayor au-
tonomía, además de que tienen necesidades precisas en función de su etapa 
de desarrollo específico y su edad, por lo que estableció la necesidad de dife-
renciar la niñez de la adolescencia como etapas evolutivas con características 
distintas. 

El tercer punto se refiere a la necesidad de enunciar en la Constitución los 
principios rectores de la Convención sobre los Derechos del Niño (interés supe-
rior del niño; autonomía progresiva;45 derecho a la supervivencia y al desarrollo 
integral, así como el principio de prioridad)46 como criterios de interpretación y 
aplicación de sus derechos, lo que sin duda constituiría un marco jurídico com-
pleto. “Otros aspectos son igualmente deficientes en el actual texto constitucio-
nal, lo que da cuenta de la necesidad de una reforma que recoja las caracterís-
ticas relevantes de los derechos de niños y niñas, así como los principios que 
deben orientar su interpretación”.47 

Por último, establecía la necesidad de reconocer los derechos constitucio-
nales y los derechos específicos de niños y niñas, como el derecho a expresar 
sus opiniones, a participar en la toma de decisiones sobre los asuntos que les 
conciernen y el derecho a la protección especial del Estado frente a toda forma 
de maltrato, abandono o abuso; el primer aspecto se debe a la tradicional exclu-
sión de los menores de la titularidad de los derechos y al actual reconocimiento 
de su autonomía progresiva, mientras que la protección especial del Estado se 
fundamenta en la necesidad de proteger a la infancia de conductas como la por-
nografía, la explotación, el secuestro y otras parecidas, mediante la adopción 
de medidas preventivas y sancionatorias. 

44 Ibid., párr. 26. 
45 Principio que se considera implícito en el texto de la Convención. 
46 Aunque se ha establecido que la prevalencia de los derechos de los niños es la expresión opera-

tiva del principio el interés superior del niño, véase L. Galvis Ortiz, op. cit. González Contró establece que 
el principio de prioridad se deriva de la interpretación holística de la Convención, e implica que ante un 
posible conflicto de derechos prevalezca el derecho del niño, aunque éste no deba de prevalecer en to-
dos los casos. Lo define como un criterio orientador de las decisiones de las autoridades. Por otra parte, 
también se ha establecido que ante intereses iguales, es el del menor el que debe prevalecer, mientras 
que tratándose de intereses superiores deben de prevalecer estos últimos, véase M. Serrano Ruiz-Cal-
derón, coord., op. cit. No obstante no es fácil ni necesariamente adecuado establecer a priori las reglas 
que deben de prevalecer en cada caso, por lo que los asuntos se deben de resolver atendiendo a los 
casos concretos y sus particularidades. 

47 M. González Contró, op. cit., supra nota 40, p. 238. 

http:interpretaci�n�.47
http:p�blicos.44
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En este sentido, el Comité de los Derechos del Niño ha establecido que el 

cumplimiento de estos derechos implica la obligación de ajustar los modelos 
institucionales de atención, la definición presupuestal para la infancia y la eva-
luación del impacto social del gasto público. 

Desde una perspectiva distinta pero con resultados similares se ha estable-
cido que el cumplimiento de los derechos del niño contemplados en la Conven-
ción implica tres acciones fundamentales: provisión, protección y participación 
(provision, protection and participation).48 

La provisión implica la satisfacción de las necesidades económicas y socia-
les básicas; la protección se refiere a que los niños y las niñas, así como sus 
derechos, sean protegidos de conductas o prácticas dañinas, y por participación 
se entiende el cumplimiento de los derechos de los niños a expresar su opinión 
en los asuntos que les conciernen y a que ésta sea escuchada, así como el re-
conocimiento de sus libertades de expresión, información, creencias, concien-
cia, asociación y reunión pacífica. 

Estos tres principios son considerados fundamentales como parámetros de 
interpretación y aplicación del interés superior del niño, por lo que se establece 
que en cada caso deberá de revisarse la satisfacción de sus necesidades eco-
nómicas y sociales básicas, su protección y la de sus derechos, así como que 
puedan expresar su opinión respecto de los asuntos que les conciernen y sean 
escuchados en concordancia con su edad y grado de madurez, además de ejer-
cer las libertades señaladas. 

Ninguna perspectiva similar era incluida o utilizada por el Estado mexicano; 
al respecto, el Comité manifestó que a pesar de las medidas adoptadas para 
armonizar la legislación nacional, la Convención y otras normas internacionales, 
le preocupaba la falta de eficacia de las medidas adoptadas para dar efectividad 
a los derechos de la Convención, por lo que instó al Estado a adoptar las medi-
das necesarias para armonizar las leyes federales y estatales con la Convención 
y otras normas internacionales a fin de asegurar su aplicación efectiva.49 

Específicamente refirió que las asignaciones presupuestales destinadas a 
los niños continuaban siendo insuficientes,50 particularmente en los ámbitos de 
la salud y la educación, y señaló su preocupación porque los códigos civiles, tan-
to sustantivos como de procedimiento, no daban a NNA la oportunidad de ser 
escuchados por las autoridades judiciales.51 

Otro acto de un organismo internacional que hizo patente la necesidad de 
reformar las disposiciones legales relacionadas con los derechos del niño fue la 
sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso cono-
cido como Campo Algodonero, en el que consideró que a pesar de las leyes para 
la protección de la niñez y de determinadas políticas estatales en la materia, de 
las pruebas aportadas por el Estado en el caso, no constaba que las medidas 
hubieran sido efectivas para iniciar a tiempo la búsqueda de las jóvenes desa-
parecidas, activar todos los recursos para movilizar a distintas instituciones, 

48 Véase R. Brian Howe y Katherine Covell, “Child poverty and the rights of the child”, en Human Rights 
Quarterly. Baltimore, Maryland, The Johns Hopkins University Press, vol. 25, núm. 4, noviembre de 2003, 
pp. 1069-1070. 

49 Comité de los Derechos del Niño, op. cit., supra nota 43, párr. 6. 
50 Ibid., párr. 15. 
51 Ibid., párr. 6. 

http:judiciales.51
http:efectiva.49
http:participation).48


Lu
is

a 
Fe

rn
an

da
 T

el
lo

 M
or

en
o

 

     

   
  

   

 

 

  
      

 
 

 
 
 

 
 

  
 

 
  

 

         
 

 
   

 

110110 
desplegar mecanismos internos para obtener la información que permitiera bus-
carlas con rapidez y, encontrados los cuerpos, realizar investigaciones, así como 
procesar y sancionar a los responsables de forma eficaz y expedita, por lo que 
estimó que el Estado “no mostró tener mecanismos de reacción o políticas pú-
blicas que dotaran a las instituciones involucradas de los mecanismos necesa-
rios para garantizar los derechos de los niños”.52 

Bajo este contexto se hacía cada vez más que visible la necesidad de una 
reforma que protegiera a los NNA y garantizara el ejercicio de sus derechos, de 
conformidad con la normativa internacional de la materia, particularmente con 
la Convención sobre los Derechos del Niño. 

iii. fundamentación y contenido de la reforma constitucional 
sobre el interés superior del niño 

El proceso legislativo de la reforma constitucional que reconoce el principio del 
interés superior del niño contiene 17 iniciativas presentadas desde 2002 hasta 
2010, por diputados de los diversos partidos políticos, y que en su mayoría tien-
den a resaltar distintos aspectos relacionados con la protección de NNA. 

Se encuentran propuestas dirigidas a otorgar al Congreso la facultad de ex-
pedir leyes generales para la atención y protección de grupos vulnerables, entre 
los que se contemplan niñas y niños, personas con discapacidad y adultos ma-
yores; con el objetivo de proteger la identidad de las NN mediante una “certifi-
cación legal de existencia”; para evitar su explotación; para reconocer los derechos 
de los adolescentes como grupo poblacional con necesidades específicas; so-
bre el derecho a la alimentación; respecto de la implantación de políticas públicas 
de bienestar, solidaridad y seguridad sociales, así como de desarrollo integral, 
material, económico, social, cultural y político para la protección de NNA; destina-
das a reconocer expresamente el derecho a su libertad de expresión y a participar 
en los asuntos que les conciernen; a establecer el principio de no discriminación 
y el interés superior del menor; sobre la autonomía progresiva; el derecho a la 
supervivencia; el desarrollo integral y el principio de prioridad. 

No obstante, sólo se tomaron en cuenta dos iniciativas como base para la 
reforma, mismas que fueron presentadas en los meses de febrero y abril de 
2010, respectivamente,53 y proponían, en principio, reconocer el principio del 
interés superior del niño garantizando los derechos de niñas y niños a la identi-
dad, a tener un nombre, a la salud y nutrición adecuadas, a la educación, a vivir 
en un medio ambiente sano y libre de todo tipo de violencia, abuso o maltrato, 
al libre desarrollo de su personalidad, y a no ser explotados, mediante la modi-
ficación de los artículos 4o., 31 y 73 de la Constitución. 

52 Corte IDH, op. cit, supra nota 25. 
53 La primera de las iniciativas señaladas pretendía modificar los artículos 4o. y 31 de la Constitución, 

el primero con el objetivo de proteger el interés superior de la niñez mediante la garantía de derechos 
específicos de NN, y el segundo con la intención de reconocer constitucionalmente como obligación de 
todos los mexicanos la de proteger y hacer cumplir dicho principio. La segunda iniciativa planteaba la 
modificación del artículo 73, mediante la adición del inciso P) a la fracción XXIX, con el objeto de facultar 
al Congreso para determinar las competencias y uniformar las disposiciones aplicables en el territorio 
nacional, en los tres niveles de gobierno, con el fin de garantizar el interés superior de la infancia. 

http:ni�os�.52
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La primera de las iniciativas señalaba que en la historia jurídica mexicana, el 

tema del interés superior del niño se ajustaba a la tradición paternalista/autori-
taria, lo que no había permitido su establecimiento legislativo ni judicial, y que, 
en virtud de dicha tradición, las autoridades pretendían constituir o realizar tal 
interés como un acto potestativo derivado de su investidura, y no de los derechos 
de los niños, motivo por el cual el principio funcionaba solamente como una base 
para tomar decisiones “correctas”,54 pero no desempeñaba un papel primordial, 
ya que se reducía a una recomendación que operaba como un valor efímero sin 
consecuencias concretas o garantías de realización.55 

Con ello se reconocía que el principio no sólo se encontraba ausente del ám-
bito constitucional, sino que la manera en que venía siendo utilizado no repre-
sentaba ni respetaba su verdadera esencia, además de no constituir un elemen-
to que contribuyera necesariamente al desarrollo y bienestar de NNA. 

A partir de dichas iniciativas se perfiló la reforma constitucional y en el dicta-
men respectivo en la cámara de origen se estableció que el principio del interés 
superior del menor poseía fines particulares como el ayudar a que las interpre-
taciones jurídicas reconocieran el carácter integral de los derechos del niño; el 
obligar a que las políticas públicas dieran prioridad a los derechos de la niñez; 
permitir que éstos prevalecieran sobre otros intereses, sobre todo si entran en 
conflicto con ellos; orientar a que tanto los padres de familia como el Estado pro-
tejan el desarrollo de la autonomía de NNA en el ejercicio de sus derechos y que 
sus facultades se encuentren limitadas, en virtud de esa función u objetivo, y 
finalmente, que las sociedades y gobiernos realicen el máximo esfuerzo para 
construir condiciones favorables a fin de que los niños puedan vivir y desplegar 
sus potencialidades. 

En ese sentido, se consideró que el interés superior de los niños no debía 
quedar relegado a las normas secundarias y que con su inclusión constitucional 
el mismo se erigiría como punto de partida para toda norma secundaria en la 
materia. 

En la etapa de discusión, también en la Cámara de origen, se estableció que 
modificar el artículo 73, dando origen a la facultad del Congreso para legislar en 
materia de los derechos de NNA, sería fundamental, ya que permitiría la apro-
bación de leyes sobre paternidad responsable, alimentos y adopción, entre otras, 
cuyo objeto principal sería el reconocimiento de la exigibilidad de los derechos 
de la infancia, estableciendo las competencias concurrentes entre la Federación, 
los estados y los municipios, bajo los términos dictados por la ley o leyes gene-
rales emitidas por el Congreso en la materia. 

La Cámara revisora, por su parte, sólo modificó dos aspectos de la redacción 
de la propuesta. El primero de ellos, más trascendente que el segundo, obede-
ció a que se establecía como obligación de los ascendientes, tutores y custodios 
“hacer cumplir” los derechos de las NN, siendo que el obligado de hacerlos cum-
plir es el Estado, por lo que la redacción ahora establece la obligación de los 
padres y tutores de “exigir el cumplimiento de los derechos”; entendiéndose que 
dicha exigencia se plantea frente a las autoridades. 

54 Las comillas son de la autora. 
55 Iniciativa que reforma los artículos 4o. y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos, a cargo de la diputada Yolanda de la Torre Valadez, del grupo parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional; presentada el 4 de febrero de 2010. 

http:realizaci�n.55
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112112 
La reforma que introdujo en la Constitución el principio del interés superior 

del niño, en un inició modificó los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o., pero 
actualmente se encuentra en los párrafos noveno y décimo, ya que el mismo ha 
sido objeto de diversas modificaciones y adiciones posteriores a la que nos ocu-
pa. El texto actual establece lo siguiente: 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el prin-
cipio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. 
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de ali-
mentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 
principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políti-
cas públicas dirigidas a la niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir 
el cumplimiento de estos derechos y principios. 

El párrafo decimoprimero, antes octavo, quedó de la misma manera en que 
se encontraba antes de la reforma: “El Estado otorgará facilidades a los particu-
lares para coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez”. 

Asimismo, la reforma incluyó la adición de un inciso a la fracción XXIX del 
artículo 73 constitucional, el P), con objeto de otorgar al Congreso la facultad 
de: “Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los Esta-
dos, el Distrito Federal y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, velando en todo 
momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con los tratados 
internacionales de la materia, de los que México sea parte”. 

Lo que en principio se puede señalar sobre la reforma es que a pesar de la 
existencia de diversas iniciativas por medio de las que se pretendía fortalecer 
los derechos del niño y su cumplimiento, así como armonizar las disposiciones 
nacionales con las internacionales, la misma se limitó a adoptar sólo uno de los 
principios fundamentales de la Convención, el cual es sin duda importante, pero 
cuya eficacia es definitivamente menor, si carece del resto de los principios base. 
Por otra parte, no se aprovechó la oportunidad para reconocer claramente el 
carácter de los derechos a la alimentación, educación, salud y sano esparci-
miento, ni aclarar la responsabilidad del Estado en su cumplimiento. 

Afortunadamente la reciente reforma en materia de derechos humanos obli-
ga a tomar en cuenta los tratados internacionales; sin embargo, hubiese sido 
mucho más efectivo contar con un marco jurídico constitucional que reconocie-
ra específica y claramente los derechos del niño, así como los principios básicos 
que los conforman, con el objetivo de que éstos no sean fraccionados en su 
aplicación. 

Respecto de la reforma al artículo 73, ésta podrá ser evaluada adecuada-
mente al analizar las disposiciones de la ley que en ejercicio de dicha facultad 
expida el Congreso de la Unión y la adecuación de los derechos reconocidos, 
con los contemplados por la Convención sobre los Derechos del Niño. 
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iv. implicaciones de la reforma y su adecuación 
a la normativa internacional 

De forma inversa al reconocimiento histórico de los derechos humanos, los pri-
meros derechos de los niños que obtuvieron reconocimiento formal en el ám-
bito jurídico fueron los derechos sociales,56 ya que en términos generales los 
menores de edad eran considerados una extensión de los padres, se encontra-
ban sometidos a la protección de la familia y se les consideraba jurídicamente 
incapaces. 

No se reconocieron inmediatamente en su favor derechos de participación o 
libertad, sino derechos económicos y sociales, tendentes a garantizar la satis-
facción de los elementos necesarios para su subsistencia y desarrollo adecua-
do, como el derecho a la salud, a la alimentación, a la educación, etcétera. 

Esto implica una gran contradicción si observamos que nuestro texto cons-
titucional, aun después de la reforma que reconoce el principio del interés supe-
rior de la infancia, se sigue refiriendo a la alimentación, la salud, la educación y 
el sano esparcimiento, como necesidades a satisfacer y no como reales dere-
chos verdaderos a garantizar, ni reconoce los derechos de participación de NNA. 

En cuanto al principio del interés superior del niño ha sido posible advertir 
que ha sido considerado un principio polémico del que no es posible prescindir 
si se pretende tomar en serio los derechos de los niños, sobre todo por su vin-
culación con su dignidad, al situarlos como los titulares de los derechos de la 
Convención;57 no obstante, consideramos que para determinar el principio del 
interés superior del niño en cada caso concreto, aun en casos de colisiones en-
tre derechos, existen suficientes parámetros guía. 

Pero para ello, en definitiva, se requiere tener en claro la definición de este 
interés y el resto de los principios básicos de la Convención. En este sentido, la 
reforma que constitucionaliza el principio no pareciera perseguir dicho interés, 
al no acompañarlo del resto de los principios convencionales, fundamentales 
como guías de procedimiento en la aplicación del interés superior de la infancia. 

En esos términos, el principio incorporado en el texto constitucional se en-
cuentra incompleto y podría representar un riesgo si se aplica discrecionalmen-
te sin atender a ciertos parámetros guía y si en función del mismo se legislan 
aisladamente las normas secundarias sobre la protección de la infancia y de sus 
derechos, en ejercicio de la facultad otorgada al Congreso en virtud de la adición 
del inciso P) a la fracción XXIX del artículo 73 constitucional. 

Precisamente en virtud de dicha facultad se ha emitido el reciente proyecto 
de la Ley General de Protección Integral de los Derechos de la Niñez, elaborado 
por la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la Cámara de Diputados, 
proyecto sumamente cuestionado por diversos actores de la sociedad civil en 
ejercicio de su obligación de velar por el cumplimiento del interés superior del 
niño. El proyecto obtuvo sólo 22 puntos de calificación, de los 50 totales,58 en 

56 Isabel Fanlo Cortés, “Viejos y nuevos derechos del niño. Un enfoque teórico”, en Isonomía. Revis­
ta de Teoría y Filosofía del Derecho. México, ITAM-ELD, Distribuciones Fontamara, núm. 31, octubre de 
2009, p. 23. 

57 M. González Contró, op. cit., supra nota 21, p. 410. 
58 Red por los Derechos de la Infancia, Proyecto de dictamen de la ley general de protección integral

de los derechos de la niñez calificado a través del Índice de medición de Calidad de Leyes en http://www. 

http://www
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114114 
función del Índice de Medición de Calidad de las Leyes en el Marco Normativo 
de los Derechos de la Infancia.59 

Algunos de los aspectos que destacan de dicha evaluación son que su título 
alude a la protección de los derechos de la niñez, misma que se encuentra de-
finida como una etapa de vida entre los ocho y 12 años, por lo que dejaría fuera 
la protección de los niños menores y mayores a esa edad –como lo hace el tex-
to de la reforma constitucional que reconoce el interés superior de la niñez y no 
del niño. A pesar de reconocer a NN como titulares de derechos, se caracteriza 
por una visión del menor como objeto de protección y no garantiza sus derechos; 
carece de un enfoque de género; incluye los principios de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, pero éstos no se reflejan de manera transversal en el 
texto, y algunos principios se mencionan sin establecerse las medidas para ga-
rantizarlos; incluye cuestiones asistenciales y programas de apoyo, pero no 
políticas públicas específicas para garantizar ciertos derechos, además de que 
no se definen claramente las diferentes competencias de la Federación y los 
estados, entre otros. 

Lo anterior lleva a concluir que los derechos del niño en nuestro país no sólo 
no se encuentran garantizados de manera adecuada, sino que no se adecuan 
a la normativa internacional derivada de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, por lo que de aprobarse el proyecto tal como está, el mismo vulneraría lo 
ordenado en el artículo 1o. constitucional, que establece que en el país todas 
las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución 
y en los tratados internacionales de los que el Estado sea parte, así como de las 
garantías para su protección y la interpretación de las normas relativas a los de-
rechos humanos se interpretarán de conformidad con la propia Constitución y 
los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. 

En este caso, resulta difícil determinar de qué manera se le daría un adecua-
do cumplimiento a la Convención sobre los Derechos del Niño, si la ley general 
de la materia incluye estándares menores y en muchos casos incompatibles con 
las disposiciones de la Convención. 

En ese sentido se han manifestado académicos, organizaciones civiles y re-
presentantes de organismos internacionales, preocupados por la adopción de 
una legislación cuyo objetivo es proteger a la infancia y garantizar sus derechos, 
pero cuyas disposiciones son insuficientes y no se encuentran completamente 
desarrolladas para lograrlo, lo que lleva a la conclusión de que en su diseño no 
se veló ni cumplió con el principio del interés superior del niño, a pesar de cons-
tituir un principio constitucional, llevado al texto de la Carta Magna por los mis-
mos legisladores que elaboraron este proyecto. En este sentido, su cabal segui-
miento llevaría a cumplir y garantizar los derechos de NNA, reconociendo 
ampliamente la titularidad de sus derechos y no sólo la protección en su favor. 

En este contexto cobra suma importancia el hecho de que el principio reco-
gido en la Constitución no se encuentre acompañado del resto de los principios 
de la Convención, conforme a los que debe de ser interpretado, ya que su apli-

derechosinfancia.org.mx/IndiceCalidadLeyes_AplicadoalProyectodeLeyFINAL.pdf 
59 Red por los Derechos de la Infancia, Índice de medición de calidad de leyes en el marco normativo 

de los derechos de la infancia. México, Derechos Infancia México, A. C., 2009, en http://www.derecho-
sinfancia.org.mx/indicemedicion.pdf 

http://www.derecho
http:Infancia.59
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cación depende de ellos, y esto queda sin observarse desde la primera etapa 
de la justiciabilidad de los derechos, es decir, desde el proceso legislativo. 

En este sentido cabría preguntarse si el reconocimiento constitucional del 
interés superior de la infancia tuvo como objeto otorgar mayor protección a NNA 
por medio del impulso a su desarrollo y beneficio, en cuyo caso no parece ha-
berse cumplido a cabalidad el objetivo, dado que al no incluirse los principios 
necesarios para su interpretación, el principio puede aplicarse discrecionalmen-
te y en contravención de su objetivo. Si por otra parte el reconocimiento cons-
titucional obedeció a la necesidad de atender disposiciones internacionales, 
tampoco se cumplió el fin, ya que esas disposiciones consideran también el 
resto de los principios, por lo que su incorporación fue incompleta, y si finalmen-
te el objetivo era cumplir con la recomendación del Comité de los Derechos del 
Niño, éste tampoco fue satisfecho en su totalidad, ya que la recomendación 
también estableció la importancia de incorporar leyes eficaces. 

En esta situación sorprende también que al incorporar el principio del interés 
superior de la infancia en la Constitución no se hubiera aprovechado para sub-
sanar las limitaciones de los derechos de los niños en el mismo texto constitu-
cional, lo que representa una contradicción que por un lado consagra dicho in-
terés, pero por otro no reconoce los derechos de participación ni los derechos 
sociales de los NNA. De ello se concluye que no se evaluó la manera en que las 
NNA se verían afectados por las decisiones que tomaron y las políticas que 
adoptaron, como sucedió en el proyecto de ley mencionado, con lo que se in-
cumplió la obligación dirigida también a los órganos legislativos de atender al 
interés superior del niño, como lo establece la Convención y el Comité de los 
Derechos del Niño en su Observación General Número 5. 

La representante del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia en Mé-
xico ha expresado que muchos de los desafíos que afectan gravemente las 
oportunidades de vida y desarrollo de los niños y niñas derivan de la vaguedad 
en el diseño institucional en la ley vigente (Ley para la Protección de los Dere-
chos de Niñas, Niños yAdolescentes del año 2000) y refiere que el desafío actual 
consiste en aprovechar la oportunidad para emitir un nuevo ordenamiento capaz 
de concretar los mecanismos que permitan implementar un verdadero Sistema 
Nacional de Protección Integral de los Derechos de la Infancia. 

Sobre el proyecto de ley mencionado en supra líneas establece la necesidad 
de “plantear si dichas propuestas responden plenamente a los desafíos y opor-
tunidades actuales, superando los vacíos de la ley vigente y resolviendo de 
fondo temas medulares necesarios para garantizar la efectiva protección de los 
derechos de la infancia”,60 a la vez advierte que regir la política de la infancia 
desde la perspectiva de la asistencia social constituye una seria limitante para 
asegurar el enfoque integral e intersectorial de los derechos de NNA; además 
de que no asegurar avances sustantivos en el proceso de fortalecimiento nor-
mativo e institucional de la infancia significaría retroceder en la garantía de los 
derechos. 

En este sentido, de aprobarse el proyecto actual, se habrían perdido años en 
el reconocimiento de los derechos de NNA y nos encontraríamos en el mismo 

60 Susana Sottoli, “Es necesario abrir a debate una nueva legislación de la infancia”, en El Universal, 
16 de abril de 2012, en http://www.eluniversal.com.mx/editoriales/2012/04/58049.php 

http://www.eluniversal.com.mx/editoriales/2012/04/58049.php
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lugar señalado por el Comité, en el que a pesar de existir una normativa conti-
nuamente modificada, ésta no es eficaz.61 Éste pareciera ser el escenario cuan-
do recién reconocido constitucionalmente el principio del interés superior de la 
infancia carece de los principios necesarios para interpretarlo, a parte de que no 
se aplica o se aplica mínimamente, dando lugar a proyectos de ley débiles e in-
eficaces. 

Este asunto demuestra que la aplicación certera del principio del interés su-
perior del niño implica observar detenidamente todos los ámbitos de posible 
desarrollo de sus derechos y actuar en consecuencia, tanto en función del inte-
rés, como del principio pro persona, y que es un principio que atañe a órganos 
legislativos, administrativos y judiciales. Sin ello, la realidad no dejaría de plan-
tear avances y retrocesos continuos, ya que en el amplio espectro de nuestro 
orden jurídico son muchos los esfuerzos que desde distintos ámbitos se dan con 
el fin de proteger a NNAy cumplir sus derechos, pero estos programas no tendrán 
éxito si no se adoptan desde una perspectiva transversal, integral y en conjunto, 
pues cada esfuerzo realizado de manera aislada se topará tarde o temprano con 
una limitante proveniente de algún ámbito en que los derechos o políticas en 
favor de la infancia se previeron a medias. 

Un ejemplo de los mejores esfuerzos realizados al respecto lo representa el 
Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que afecten a 
niños y adolescentes.62 Dicho instrumento parte de la reforma constitucional en 
materia de derechos humanos, específicamente del cumplimiento de los dere-
chos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que 
el Estado es parte, así como de la obligación de aplicar el control de convencio-
nalidad y la interpretación conforme, favoreciendo el principio pro persona. 

En él se establece la necesidad de dar un trato diferenciado a niñas, niños y 
adolescentes en función de sus características cognitivas y emocionales espe-
cíficas, a partir del cual los procedimientos judiciales se deberán de adecuar a 
sus necesidades, mediante el desarrollo de acciones especiales para lograr que 
comprendan el escenario en el que participan, se puedan expresar libremente 
y los impartidores de justicia comprendan sus expresiones,63 lo que se adecua 
fielmente e incluso va más allá de las disposiciones de la Observación General 
Número 13 del Comité de los Derechos del Niño. 

El Protocolo no solamente se ajusta a los parámetros internacionales de los 
derechos de los niños y a todos sus principios, sino que comprende un notabilí-
simo esfuerzo para dar el más digno de los tratos a NNA, apoyando las necesi-
dades que puedan surgir en los procesos de administración de justicia en los 
que participen, procurando que la experiencia les cause el menor daño posible, 
adecuándose a su desarrollo cognitivo y emocional, de modo que su participación 
en dichos procedimientos sea cómoda, accesible y comprensible, reconocién-
dolos en todo momento como sujetos plenos de derechos y, por lo tanto, acep-
tando su capacidad jurídica y estableciendo las mediadas necesarias para pro-
tegerlos a ellos y proteger asimismo su privacidad, su intimidad y bienestar, bajo 

61 Comité de los Derechos del Niño, op. cit., supra nota 46. 
62 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en 

casos que afecten a niños y adolescentes. México, Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, 2011. 

63 Ibid., p. 3. 

http:adolescentes.62
http:eficaz.61
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117117
la adopción de disposiciones para la restitución de sus derechos; evitar su re-
victimización o, en su caso, tratarla; reparar los daños causados o implementar 
medidas de justicia restaurativa. 

Políticas y programas como el anterior son sumamente valiosos y pueden 
resultar benéficos en muchos aspectos, pero pueden no tener o rendir todos los 
beneficios potenciales, si en otros ámbitos los derechos de los niños no se adop-
tan con la misma convicción o no se respetan todos sus principios fundamentales. 

En este sentido, hace falta fortalecer muchos de los ámbitos relacionados 
con NNA, tomar en serio sus derechos, esto es, todos sus derechos y recono-
cerlos plenamente como titulares de los mismos. Es fundamental reconocer sus 
necesidades específicas y satisfacerlas, así como cumplir a cabalidad con sus 
derechos a la alimentación, educación, salud y sano esparcimiento. 

Es indispensable poner atención a la devastadora situación de la infancia 
mexicana; existe muchísimo qué hacer en temas como la pobreza y la falta de 
oportunidades, el trabajo infantil, la explotación sexual comercial infantil y la tra-
ta, la violencia contra y entre NNA, la calidad de la educación y el acceso a la 
educación superior, y la situación de los llamados NINIS, entre otras cuestiones. 

Sin abundar sobre estos temas, referimos algunos sólo como muestra de lo 
importante que es legislar adecuadamente en beneficio de los niños y su interés 
superior, así como cumplir cabalmente con las disposiciones legislativas y las 
reglas derivadas de la normativa internacional, pues el bienestar de NNA en el 
país se encuentra muy por debajo del observado en la mayoría de los países 
miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE), institución que ha referido la necesidad de fortalecer las políticas de la 
infancia para mejorar los resultados en pobreza, educación, salud y seguridad, ya 
que el gasto público en la infancia temprana y tardía, en relación con los ingre-
sos del hogar, es inferior a la media de la OCDE. Específicamente, el bienestar 
material de los niños es muy inferior al promedio de la organización y poseemos 
la tasa más alta de niños que carecen de posesiones esenciales para una bue-
na educación.64 

Por su parte, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe ha es-
tablecido que 15.8 millones de niñas y niños en México padecen de privaciones 
económicas de moderadas a graves y calcula en un 55 % la pobreza infantil.65 

De lo anterior se desprende la urgencia de tomar todas las acciones necesarias 
para garantizar los derechos de las niñas, los niños y los adolescentes. 

Para asegurar la satisfacción de sus necesidades básicas en el ámbito eco-
nómico y social no es de mucha utilidad hacerlos titulares de medidas de asis-
tencia, sino reconocer sus derechos económicos, sociales y culturales y aplicar-
los, además de contemplar la adopción de políticas públicas integrales que los 
beneficien directa e indirectamente, como por ejemplo, asegurar que sus padres 
tengan trabajo en beneficio de su mejor interés66 o fortalecer medidas que en 
diversos ámbitos tiendan a mejorar las condiciones y calidad de vida de las fa-

64 OCDE, Doing better for children. Mexico, country highlights, 2009, en http://oecd.org/da-
taoecd/21/25/4390178.pdf 

65 CEPAL, Pobreza infantil en América Latina y el Caribe, CEPAL-UNICEF, 2010. En http://www. 
unicef.org/lac/Libro-pobreza-infantil-America-Latina-2010(1).pdf 

66 R. Brian Howe y K. Covell, op. cit., supra nota 48, p. 1086. 

http://www
http://oecd.org/da
http:infantil.65
http:educaci�n.64
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118118 
milias, como la mejora y accesibilidad de los sistemas de guardería, programas 
de salud más amplios e integrales y programas de alimentación escolar. 

El interés superior del niño implica percibir los asuntos que atañen a NNA 
como primordiales y visualizar todas las consecuencias que puedan despren-
derse, teniendo como fin su máximo desarrollo; para ello se deben adoptar me-
didas y políticas aplicadas de forma transversal en todos los rubros relacionados 
con ellos. 

En nuestro país es sumamente común que se apruebe una reforma consti-
tucional y la elaboración o aprobación de la ley reglamentaria exceda el tiempo 
previsto para su emisión. Lamentablemente es también muy común que con las 
mejores intenciones pero sin el compromiso, cuidado, comprensión y análisis 
adecuados se apruebe una ley de la cual la academia y la sociedad civil muestre 
sus deficiencias desde que es proyecto, aun así se apruebe y años más tarde 
tenga que reformularse la misma, o incluso, reformarse la Constitución para 
posteriormente emitir una nueva legislación.67 

Este tipo de actividades se vuelven especialmente delicadas y fundamenta-
les ahora que la reforma constitucional en materia de derechos humanos ha 
tomado forma; es indispensable armonizar las disposiciones de nuestro marco 
jurídico en los tres niveles de gobierno, con el marco jurídico internacional, de 
modo que no se tenga una separación de regímenes, el nacional y el internacio-
nal derivado de los tratados de derechos humanos; de esta manera será más 
sencillo cumplir éstos y actuar de conformidad con la reforma. 

Respecto del principio del interés superior del niño es fundamental que se 
aplique de manera acorde a la Convención. No basta con reconocer derechos 
generales en favor de NNA, éstos deben de ser precisos, aplicarse adecuada-
mente y ser eficaces en la práctica, tendiendo en cuenta todo aquello que pueda 
perjudicar o, en su caso, beneficiarlos; sólo así será posible cumplir con las obli-
gaciones derivadas de los derechos humanos y con las obligaciones de justicia 
pendientes en beneficio de las niñas, los niños y los adolecentes en el país. 

67 Ejemplos al respecto son la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes y la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, entre otras. 

http:legislaci�n.67
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Análisis histórico jurisprudencial del principio 
de libertad sindical. Dos criterios relacionados 
con los trabajadores al servicio del Estado 

Arturo G. Larios Díaz* 

introducción 

En los tiempos actuales, en nuestro país y en el mundo se procesan –de mane-
ra vertiginosa– cambios importantes en el terreno de las instituciones jurídicas. 
En este sentido, en el transcurso de los años recientes, el sistema jurídico mexi-
cano ha ido experimentando constantes modificaciones, con la cuales se tiende 
a lograr la satisfacción justa y equilibrada de las diversas necesidades sociales. 
Como es sabido, el tema de los derechos humanos en absoluto escapa a esta 
dinámica, en la que incluso se ha logrado la extensión de las atribuciones de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos para conocer de asuntos labora-
les, como aconteció con la Reforma constitucional del 11 de junio de 2011, en la 
que, por otro lado, se conservaron sus limitantes en tanto se trate de asuntos de 
carácter electoral o jurisdiccional. 

En tal contexto, se hace necesario estar atentos del desenvolvimiento de al-
gunas instituciones de derecho social que resultan de suma importancia, por 
cuanto a que implican derechos humanos y son trascendentes para la tutela de 
los sectores para los que están destinadas. En este caso se encuentra el prin­
cipio de libertad sindical, factor indispensable para que el trabajador en lo indi-
vidual –o como grupo– cuente con las opciones de integrarse o no al cuerpo de 
las organizaciones sindicales que protejan el cúmulo de prerrogativas que le 
asisten, por el hecho de prestar un trabajo personal subordinado. 

En el presente comentario se ha considerado necesario ventilar algunos 
antecedentes históricos de la forma de organización de los trabajadores y de 
la libertad sindical en el mundo, así como su evolución en México, para tener la 
perspectiva del tratamiento de que este principio fue objeto desde el punto de 
vista legal. Ello, respecto de un sector laboral específico, el de los trabajadores 
al servicio del Estado, lo que hizo que dicho principio fuera prácticamente nulo; 
finalmente, se habrá de observar cómo dos criterios emitidos por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, ya en la novena época del Semanario Judicial de 
la Federación, fueron producidos en sentido contrario a la letra del texto legal, 

* Investigador del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH. 
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122122 
para dar paso a la materialización de la libertad sindical entre los trabajadores 
al servicio del Estado, principio que, por cierto, había sido consagrado con mu-
cha anterioridad en un instrumento internacional suscrito por México. 

i. antecedentes universales 

Si la apreciamos en su esencia, la libertad sindical constituye un principio enca-
minado a proteger el derecho que tienen los trabajadores para asociarse con la 
finalidad de defender sus intereses, para integrarse a una organización sindical 
ya establecida o a otra diversa, cuando existan dos o más en el centro de traba-
jo en el que laboran, o bien, para abstenerse de formar parte de agrupación al-
guna; del mismo modo, esta libertad implica que las organizaciones de trabaja-
dores desarrollen sus actividades sin sujeción de ningún tipo a los patrones o a 
las autoridades. Sin libertad sindical no es posible concebir el desenvolvimiento 
de la vida cotidiana de los trabajadores, ni de sus organizaciones. 

Una visión más completa de esta figura se logra al considerar, por ejemplo, 
el final de la añeja forma de producción artesanal, la cual imperó por largo tiempo 
y que fue modificada de manera drástica por la potencialidad de los novedosos 
sistemas mecánicos para producir en serie, lo que trajo aparejada la supresión 
de las organizaciones gremiales. En efecto, con esta dinámica de producción in-
dustrial llegaron nuevas formas de organización entre los trabajadores, con lo 
que se dejaron ver los primeros esbozos de sindicato. A pesar de los aires libe-
rales que caracterizaron a la Revolución francesa, la Declaración de los Dere-
chos del Hombre y del Ciudadano, de 1789, no garantizó la libertad general de 
asociación;1 lo que resultó evidente es que el nuevo régimen francés, para frenar 
las aspiraciones de mejoría del factor trabajo, utilizó con eficacia tres instrumen-
tos jurídicos: la conocida Ley Chapellier que negaba a los trabajadores el dere-
cho a la sindicalización y a la huelga; el Código Penal que reprimía los actos que, 
a pretexto de obtener condiciones de trabajo y salarios justos, interrumpieran el 
normal desarrollo de la economía, y, finalmente, el Código Civil que permitía con-
tratar mano de obra bajo las reglas del arrendamiento, con lo que los patrones 
podían imponer extenuantes jornadas de trabajo, salarios reducidos y crueles 
sanciones, entre otras inhumanas condiciones. Además, esta legislación no dis-
tinguió respecto de la edad o sexo de los contratados, con base en el principio 
de la igualdad de todos los individuos, situación que obviamente repercutió res-
pecto del trabajo de las mujeres y de los niños.2 En este contexto, las organiza-
ciones de trabajadores no tuvieron lugar en las sociedades europeas de finales 
del siglo XVIII e inicios del XIX, y aquellas que llegaron a operar, de alguna ma-
nera, lo hicieron precariamente y entre las sombras de la clandestinidad. 

En 1824, Inglaterra eliminó por vez primera de su legislación el delito de coa-
lición, al abrogarse las Combination Acts, de 1799 y 1800; sin embargo, no fue 
sino hasta después del voto sobre la Ley de Sindicatos Profesionales, en 1871 
(Trade Unions), que las organizaciones sindicales adquirieron legalidad plena. 

1 Cf. José Manuel Lastra Lastra, “Libertad sindical”, en Nuevo diccionario jurídico mexicano. 4a. ed. 
México, Porrúa / UNAM, 2001, t. I-O, p. 2400. 

2 Cf. José Dávalos, Derecho del trabajo I. 4a. ed. México, Porrúa, 1992, p. 7. 
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Por otra parte, en Francia, con la promulgación de la Ley del 25 de mayo de 1864, 
se suprimieron los delitos de coalición y de huelga; además, los numerales 414 
y 415 del Código Penal fueron abrogados y sustituidos por un nuevo texto en el 
que se definieron los delitos en contra de la libertad de trabajo. En 1866 Bélgica 
siguió similares pasos, Alemania en 1869, Austria en 1870, los Países Bajos en 
1872 e Italia en 1890. En los albores del siglo XX, los delitos de coalición y de 
huelga habrían desaparecido de la legislación penal de la mayoría de los países 
occidentales.3 

Sin las restricciones impuestas por la ley, el sindicato se extendió como una 
forma viable de organización de los trabajadores para la defensa de sus dere-
chos; con él surgió, asimismo, la figura de la libertad sindical, a la cual se le pue-
de ver como un derecho natural del ser humano, toda vez que encuentra sus 
bases sobre los lazos naturales que existen entre los miembros de una misma 
profesión u oficio, y que su esencia es de corte individual. Esta libertad es invo-
cada también para fundar una organización, esto es, un sindicato; asimismo, 
para incorporarse a él, si ya está fundado; también para abstenerse de pertene-
cer a alguno; o bien para abandonarlo o para integrarse a otro diverso. Así, la 
libertad sindical se convirtió en una manifestación de la libertad individual, un 
complemento de esa libertad individual de los trabajadores. En ejercicio de la 
libertad individual se da, entonces, la creación de un ente de carácter colectivo, 
con una personalidad distinta de la de los miembros o individuos que la compo-
nen: el sindicato. Este grupo, en sus orígenes, es resultado de la iniciativa indi-
vidual de sus integrantes, pero después sus creadores son sustituidos en gran 
parte: la organización permanece, mientras que sus miembros y dirigentes tran-
sitan. La libertad sindical tiene como sujeto al individuo, pero también al sindi-
cato. No se debe perder de vista que entre ambos sujetos pueden surgir conflic-
tos: la historia de los movimientos sindicales presenta variados ejemplos de 
antagonismo entre el individuo y el ente colectivo. Se debe recalcar que en forma 
paralela al individuo y a su interés individual permanece el ente colectivo y los 
intereses que son desarrollados por la profesión.4 

Es importante tener presente, además, otra importante faceta de la libertad 
sindical, esto es, la que hace posible que el ente colectivo que representa a los 
trabajadores y defiende sus intereses pueda diseñar un conjunto de reglas para 
normar su vida interna; establecer una estructura jerarquizada que facilite su 
funcionamiento y crear mecanismos para elegir a sus dirigentes, adoptar deci-
siones y manifestar sus posiciones en la lucha por alcanzar sus conquistas fren-
te a las autoridades y a la sociedad en su conjunto. Todo lo anterior, sin que 
exista injerencia de ninguna índole por parte de los patrones o de los agentes 
gubernamentales. 

ii. antecedentes nacionales 

En el caso de México, se debe tener en cuenta que el Gobierno del presidente 
Benito Juárez, en 1870, impulsó la promulgación del Código Civil y del Código 

3 Cf. J. M. Lastra Lastra, op. cit., supra nota 1, p. 2401.
	
4 Cf. ibid., pp. 2400-2401.
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Penal, también conocido como Código Martínez de Castro. En el primer orde-
namiento, de manera apenas perceptible, se intentó dignificar el trabajo, pues 
en alguna de sus disposiciones se puntualizó que la prestación de servicios no 
podía ser equiparada al contrato de arrendamiento, ya que el hombre no era 
igual a una cosa.5 Aun así, las condiciones laborales en el país no presentaron 
mejoría alguna. Más aún, por lo que toca a la segunda de estas legislaciones, el 
Código Penal, haciendo eco en forma tardía de lo que había sucedido en Euro-
pa, sancionó en su texto algunas conductas en las que podrían incurrir los tra-
bajadores, en determinado momento, al demandar mejoras en sus condiciones 
de vida, de tal forma que el artículo 922, del capítulo XI, referido a la asonada o 
motín-tumulto, y el artículo 925, que tipificaba los delitos contra la industria y 
comercio, señalaron respectivamente: 

[…] cuando una reunión pública de tres o más personas que, aun cuando se forme 
con un fin lícito, degenere en tumulto y turbe la tranquilidad o el reposo de los ha-
bitantes, con gritos, riñas y otros desordenes, serán castigados los delincuentes… 
y a los que formen un tumulto o motín o empleen de otro modo la violencia física o 
moral, con el objeto de hacer que suban o bajen los salarios o jornales de los ope-
rarios o de impedir el libre ejercicio de la industria o del trabajo.6 

Este tipo de normas, sumadas a otras circunstancias de facto, dieron por re-
sultado, en los siguientes años, un clima a modo para el control de las autorida-
des y muy poco favorable a los intereses de los trabajadores, lo cual fue asumi-
do por el presidente Porfirio Díaz –bajo la orientación del positivismo y 
asesorado por un importante grupo de funcionarios conocidos como los cientí­
ficos–, como un costo que habría que pagar si es que el país aspiraba al desa-
rrollo y consolidación del desarrollo industrial. Sin embargo, a pesar de que se 
diera una especie de vacío legislativo con relación a la existencia de los sindi-
catos, se hizo sentir de todas maneras la acción colectiva de los trabajadores 
con la presencia de diversas asociaciones, entre las que destacaron el llamado 
Círculo de Obreros, creado en 1872; la Confederación de Asociaciones de Tra-
bajadores de los Estados Unidos Mexicanos, fundada en 1876; la Orden Supre-
ma de Empleados Ferrocarrileros Mexicanos; la Sociedad de Hermanos Calde-
ros Mexicanos y la Liga Mexicana de Empleados de Ferrocarril, así como la 
Unión Liberal Humanidad y el Gran Círculo de Obreros Libres, las cuales cobra-
ron notoriedad en los primeros años del siglo XX, por ser las que protagonizaron 
las significativas huelgas de Cananea, Sonora, y Río Blanco, Veracruz, respec-
tivamente.7 

5 Cf. J. Dávalos, op.cit., supra nota 2, p. 58. 
6 Cf. J. M. Lastra Lastra, op. cit., supra nota 1, p. 2403. 
7 Cf. José Manuel Lastra Lastra, “El sindicalismo en México”, en Anuario Mexicano de Historia del 

Derecho. México, vol. XIV, 2002, pp. 37-38. 
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iii. el principio de libertad sindical en la constitución de 1917 y en el 
plano legal 

Al estallar la Revolución mexicana en 1910 se luchó en diferentes frentes de 
batalla por la conquista del sufragio efectivo y la no relección. Sin embargo, esta 
exigencia de carácter político –que condujo finalmente al derrocamiento del ge-
neral Díaz, después de permanecer cerca de 30 años en el poder, y al ascenso 
a la presidencia de la República de Francisco I. Madero– estuvo acompañada 
de otras importantes demandas sociales, como las que pugnaban por reivindicar 
las condiciones de vida de la clase trabajadora en nuestro país. Madero, una 
vez en el poder, dispuso la creación de un Departamento del Trabajo, mientras 
que, por su parte, algunos trabajadores de la ciudad de México establecen una 
organización sindical que cobró trascendencia durante el conflicto armado, co-
nocida como la Casa del Obrero Mundial. Después de diversos acontecimientos 
de carácter político y militar, en 1917 los diputados al Congreso Constituyente 
celebrado ese año, después de acalorados debates, incorporaron de manera 
novedosa al texto constitucional diversas disposiciones para proteger a los tra-
bajadores; entre otras figuras, fueron incluidas el descanso hebdomadario, la 
jornada de trabajo de ocho horas, las vacaciones, la huelga y el derecho a aso-
ciarse, el cual también alcanzó a los hombres del capital. En efecto, el artículo 
123 constitucional habría de presentar en cuanto a su fracción XVI el siguiente 
contenido: “Tanto obreros como los empresarios tendrán derecho para coaligar-
se en defensa de sus respectivos intereses, formando sindicatos, asociaciones 
profesionales, etcétera”. 

Cabe recordar que, en principio, el propio artículo 123 dejó para las entida-
des federativas, a la vez que para la Federación, la facultad de legislar respec-
to de las cuestiones laborales, sin embargo, hacia finales de los años veintes, 
el gobierno de la República, encabezado por el presidente Emilio Portes Gil, so-
pesó la conveniencia de federalizar la materia. Sin embargo, al promulgarse la 
Ley Federal del Trabajo, en 1931, su texto presentó algunas peculiaridades, 
toda vez que, por una parte, estaba incluido el principio de la libertad sindical, 
contemplado por el texto de la Constitución, pero, por la otra, se daba cabida a 
una figura controvertida conocida como cláusula de exclusión. Efectivamente, 
la Ley Federal del Trabajo reguló, por primera ocasión, las cláusulas de exclu-
sión de las que se ocupó en diversos numerales el artículo 49, en donde se se-
ñalaba que: 

La cláusula por virtud de la cual el patrón se obligue a no admitir como trabajadores 
sino a quienes estén sindicalizados, es lícita en los contratos colectivos de trabajo. 
Esta cláusula y cualesquiera otras que establezcan privilegios en favor de los sin-
dicalizados, no podrán aplicarse en prejuicio de los trabajadores que no formen 
parte del sindicato contratante y que ya presten sus servicios en la empresa en el 
momento de celebrarse el contrato. 

Por otra parte, el capítulo XVIII, título cuarto, “De los sindicatos”, en donde al 
establecerse facultades para formar sindicatos, encontramos la garantía de la 
libertad sindical, la cual viene a ser el género del derecho que nos ocupa, que a 
la letra dice: “Artículo 234. Se reconoce a los trabajadores y a los patrones el 
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126126 
derecho de formar sindicatos, sin que haya autorización previa. A nadie se pue-
de obligar a formar parte de un sindicato o a no formar parte de él”. 

El artículo 236, por su lado, encierra de manera específica la cláusula de ex-
clusión por separación, al señalar lo siguiente: “Los sindicatos de trabajadores 
tienen derecho de pedir y obtener del patrón, la separación del trabajo, de sus 
miembros que renuncien o sean despedidos del sindicato, cuando en el contra-
to respectivo exista la cláusula de exclusión”. 

Más adelante, la nueva Ley Federal del Trabajo, de 1970, también habría de 
regular las cláusulas de exclusión, pero con algunas variantes, es decir, las dos 
cláusulas se encuentran contenidas en un mismo artículo, a diferencia de la Ley 
de 1931, que la contenía en los preceptos 49 y 236: título séptimo, “De las rela-
ciones colectivas de trabajo”, capítulo III, “Contrato colectivo de trabajo”: 

Artículo 395. En el contrato colectivo podrá establecerse que el patrón admitirá 
exclusivamente como trabajadores a quienes sean miembros del sindicato contra-
tante. Esta cláusula y cualesquiera otras que establezcan privilegios en su favor, no 
podrán aplicarse en perjuicio de los trabajadores que no formen parte del sindica-
to y que ya presten sus servicios en la empresa o establecimiento con anterioridad 
a la fecha en que el sindicato solicite la celebración o revisión del contrato colecti-
vo y la inclusión en él de la cláusula de exclusión. Podrá también establecerse que 
el patrón separa del trabajo a los miembros que renuncien o sean expulsados del 
sindicato contratante. 

Este artículo ofrece, en su primera parte, lo referente a lo que se conoce como 
cláusula de ingreso o de preferencia sindical, con lo que se establece un dere-
cho en favor de la organización sindical y una obligación a cargo del patrón, lo 
que deriva en la aceptación del patrón respecto del trabajador que propone el 
sindicato, con exclusión de cualquier otro. Con esta cláusula se abre la posibi-
lidad de establecer una relación jurídica entre el trabajador y el patrón. De 
acuerdo con la definición legal, la relación entre el patrón y el sindicato era 
prexistente. 

La segunda parte del artículo contiene la cláusula de exclusión por sepa­
ración, y se observa como posibilidad que se pacte en el contrato colectivo. 
De este modo, consiste en la obligación de los patrones de separar al trabaja-
dor que renuncie o sea expulsado del sindicato. Los efectos de esta cláusula 
son los de extinguir el vínculo jurídico dado entre el trabajador, el sindicato y 
el patrón.8 

iv. los trabajadores al servicio del estado 

Por lo que hace a los trabajadores al servicio del Estado, en un principio se había 
concebido la inclusión de su régimen laboral en el texto de la propia Ley Federal 
del Trabajo. No obstante, hubo opiniones que consideraron que si bien los tra-

8 Cf. María Carmen Macías Vázquez, “Antecedentes históricos de la cláusula de exclusión”, en Pa-
tricia Kurczyn y María Carmen Macías Vázquez, coords., Libertad sindical: cláusula de exclusión. Méxi-
co, UNAM / Porrúa, 2002, pp. 76-79. 
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bajadores que laboraban para el Estado guardaban las mismas condiciones que 
los trabajadores en general, el brindarles todos los beneficios contenidos en el 
artículo 123 constitucional podría propiciar, en un momento dado, el posible en-
torpecimiento del servicio público, la paralización de servicios importantes, la 
exposición innecesaria de programas gubernamentales, etcétera. De esta for-
ma, el trabajo de los burócratas quedó circunscrito a un ámbito de ambigüedad, 
toda vez que la Ley Federal del Trabajo, en su artículo 2, dispuso que las relacio-
nes entre el Estado y sus servidores habrían de ser regidas por las normas del 
servicio civil que para tal efecto fuesen expedidas. 

Posteriormente, durante la administración del presidente Lázaro Cárdenas, 
en 1938, cobraría forma una incipiente regulación del trabajo burocrático. Al 
respecto, se aprobó el llamado Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los 
Poderes de la Unión, en el que fueron reconocidos sus derechos y su antigüe-
dad, además de establecerse un tribunal para resolver las controversias que 
pudieran suscitarse en su relación con el Estado. Habría que tomar en cuenta 
que si bien en 1936 se había creado la Confederación de Trabajadores de Mé-
xico –en un franco desplazamiento de la Confederación Regional Obrera Mexi-
cana, en su momento sostén del callismo–, como una central de sindicatos 
orientada formalmente a velar por los derechos laborales de sus agremiados, 
los trabajadores en general, en 1939, en otra vertiente, habría de fundarse –con 
el aglutinamiento de los sindicatos de diversas dependencias gubernamenta-
les– la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado (FSTSE), 
con el propósito de representar y defender los derechos de los trabajadores 
pertenecientes a la burocracia. Para 1941, en el sexenio del presidente Manuel 
Ávila Camacho, se publicó un segundo estatuto de similares características que 
el primero, pero poco después, en 1947, durante el periodo presidencial enca-
bezado por el licenciado Miguel Alemán, el Congreso de la Unión aprobaría un 
proyecto de reformas y adiciones al propio estatuto, derivado de los problemas 
que originaba la aplicación del anterior. Puede afirmarse que dicho estatuto, en 
sus diferentes versiones, fue señalado siempre como un instrumento, a todas 
luces, inconstitucional. 

En 1960, una iniciativa del presidente Adolfo López Mateos propuso la adi-
ción de un Apartado “B” al artículo 123 constitucional para que en él quedaran 
comprendidos los derechos sociales de los trabajadores al servicio de los Po-
deres de la Unión y de los Gobiernos del Distrito y Territorios Federales. En la 
respectiva exposición de motivos se consideró que estos trabajadores no habían 
alcanzado el beneficio de todas las garantías sociales que el artículo 123 esta-
blecía para los demás miembros de la clase trabajadora; no obstante, en este 
caso, habría que tomar en cuenta que la vinculación jurídica de los servidores 
públicos con respecto del Estado era de naturaleza diversa de aquella que re-
lacionaba a los trabajadores en general con sus correspondientes patrones, toda 
vez que los primeros laboraban para instituciones cuyo objetivo era la consecu-
ción del interés general, mientras que los segundos trabajaban para empresas 
cuya finalidad primordial era la obtención de lucro. Más adelante, en diciembre 
de 1963, se publicó la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
Reglamentaria del Apartado “B” del artículo 123 Constitucional. 
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v. los compromisos internacionales suscritos por méxico 

Es importante señalar que nuestro país, desde 1951, había firmado el Convenio 
87 de la Organización Internacional del Trabajo, esto es, con algunos años de 
antelación a la reforma constitucional y a la promulgación del ordenamiento men-
cionados en el párrafo anterior. En efecto, dicho Convenio entró en vigor en junio 
de 1950, y estuvo vigente en México a partir de abril del siguiente año. Cabe 
añadir que este instrumento internacional se compone de 21 artículos y que ofre-
ce diversos aspectos que se vinculan a la libertad sindical y al derecho de aso-
ciación de los trabajadores.9 Al respecto, por relacionarse directamente con los 
aspectos que aborda este comentario, es interesante mencionar el contenido de 
sus artículos 2 y 3: 

Artículo 2. Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autori-
zación previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen con-
venientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición 
de observar los estatutos de las mismas. 

Artículo 3.1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el dere-
cho de redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir libremen-
te a sus representantes, el de organizar su administración y sus actividades y el de 
formular su programa de acción. 

2. Las autoridades públicas deberán de abstenerse de toda intervención que 
tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal. 

Además, es necesario tener en cuenta que el instrumento internacional cita-
do en las líneas que anteceden no es el único suscrito por México relacionado 
con las figuras invocadas. 

Bajo este marco normativo, la vida sindical estuvo marcada por algunas con-
tradicciones que ponían en entredicho, por lo menos, la vigencia de la libertad 
sindical garantizada por la Constitución Federal, pues también se introdujo en 
el cuerpo de la legislación laboral la cláusula de exclusión, atentatoria de la pri-
mera. En este sentido, habría que considerar algunos criterios de interpretación 
judicial, pertenecientes a la quinta y séptima épocas del Semanario Judicial de 
la Federación, relativos al régimen de los trabajadores en general, que se avo-
caron al respeto de la libertad sindical, pero con una orientación dirigida a deli-
mitar la actuación de los patrones y de las autoridades, quienes no debían inter-
ferir respecto de las causas para que a un trabajador le fuera aplicada la referida 
cláusula, pues ello perjudicaría –precisamente– la libertad de que deben gozar 
las organizaciones sindicales.10 No obstante, si bien se podría observar tal vez 
en esos criterios alguna intención de reforzar la existencia y la unidad de las or-
ganizaciones existentes en el panorama sindical de aquellos años, es muy sa-
bido que la aplicación de la cláusula de exclusión se tornó, en muchos casos, en 

9 Cf. Carlos Reynoso Castillo, “Libertad sindical en el Convenio 87 de la OIT”, ibid., pp. 91-92. 
10 Cf. J. M. Lastra Lastra, “Inconstitucionalidad de la cláusula de exclusión”, ibid., p. 55. 

http:sindicales.10
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129129
un instrumento que utilizaron las dirigencias para contrarrestar al interior de sus 
sindicatos la eventual presencia de adversarios y disidentes. 

vi. la suprema corte de justicia y la producción de criterios 
sobre la materia 

Por lo que corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, desde 1995, 
ya en la novena época del Semanario Judicial de la Federación produjo diversos 
criterios que apuntaron hacia una interpretación más abierta en defensa del 
principio de libertad sindical, pero enfocada a la que le corresponde a los traba-
jadores en general. A este respecto, la Segunda Sala del más Alto Tribunal, des-
pués de hacer el análisis del amparo directo en revisión 1124/2000, respecto de 
la constitucionalidad de los numerales 395 y 413 de la Ley Federal del Trabajo, 
con relación a los artículos 5o., 9o., y 123, Aparatado “A”, fracción XVI, de la 
Constitución, resolvió declararlos inconstitucionales, en la sesión del 17 de abril 
de 2001, por unanimidad de cinco votos y confirmó la sentencia recurrida en 
materia de la revisión, con lo que la conocida cláusula de exclusión inició un pe-
noso peregrinaje hacia la inconstitucionalidad.11 

Por lo que hace al trabajo burocrático se produjeron nuevos criterios por par-
te del Poder Judicial de la Federación que correspondieron a variados temas, 
entre los que también se incluyó el de la libertad sindical. En efecto, al resolver 
algunos asuntos puestos a su consideración, relativos al contenido de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, se analizó el artículo 68 del 
referido ordenamiento, en cuyo texto se puede leer: “En cada dependencia sólo 
habrá un sindicato. En caso de que concurran varios grupos de trabajadores que 
pretendan ese derecho, el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje otorgará 
el reconocimiento al mayoritario”. 

En tal sentido, el más Alto Tribunal de la República emitió el criterio de juris-
prudencia que a continuación se reproduce: 

SINDICACIÓN ÚNICA. ELARTÍCULO 68 DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABA-
JADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, VIOLA LALIBERTAD SINDICAL CONSA-
GRADAEN ELARTÍCULO 123,APARTADO B, FRACCIÓN X, CONSTITUCIONAL. 

El artículo 123 constitucional consagra la libertad sindical con un sentido pleno 
de universalidad, partiendo del derecho personal de cada trabajador a asociarse 
y reconociendo un derecho colectivo, una vez que el sindicato adquiere existencia y 
personalidad propias. Dicha libertad sindical debe entenderse en sus tres aspectos 
fundamentales: 1. Un aspecto positivo que consiste en la facultad del trabajador 
para ingresar a un sindicato ya integrado o constituir uno nuevo; 2. Un aspecto 
negativo, que implica la posibilidad de no ingresar a un sindicato determinado y la 
de no afiliarse a sindicato alguno; y 3. La libertad de separación o renuncia de for-
mar parte de la asociación. Ahora bien, el mandamiento de un solo sindicato por 
dependencia gubernativa, establecido en el artículo 68 de la citada ley, viola la 
garantía social de libre sindicación de los trabajadores prevista en el artículo 123, 

11 Cf. ibid., pp. 55-56. 

http:inconstitucionalidad.11
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130130 
apartado B, fracción X, de la Constitución Federal de la República, toda vez que al 
regular la sindicación única restringe la libertad de asociación de los trabajadores 
para la defensa de sus intereses.12 

Al declarar el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la incons-
titucionalidad del numeral 68 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado, se abrió la expectativa de que en cada dependencia gubernamental 
pudiera haber más de una organización sindical. Asimismo, el criterio consideró 
el ya invocado Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo, sus-
crito por México, que impone a los Estados firmantes la obligación de respetar 
la decisión de los trabajadores de constituir las organizaciones que consideren 
pertinentes. Es conveniente recordar aquí que en su artículo 3 el Convenio cita-
do establece que las autoridades no deben intervenir y de ese modo afectar el 
derecho de los trabajadores para que redacten sus estatutos, elijan a sus repre-
sentantes y organicen los aspectos relativos a la administración y actividades 
de su sindicato. En consecuencia, la libertad sindical, concerniente a los traba-
jadores al servicio del Estado, debía comprender la posibilidad de afiliarse a la 
organización sindical de su elección, y abstenerse de ingresar o separarse de 
una, así como organizar más de un sindicato al interior de cada dependencia 
gubernamental. 

Por otra parte, este criterio enfatiza la concepción que, desde su creación, 
tiene el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, de que la garantía social de la libertad sindical es un derecho de los traba-
jadores, y tomando en cuenta además lo establecido en la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, debe entenderse como una obligación para el 
Estado respetar la libertad tanto de trabajadores como de empresarios para or-
ganizarse, en razón de la defensa que éstos deben hacer de sus propios intere-
ses. Por otro lado, esta garantía comprende que las organizaciones sindicales 
orienten su vida interna bajo principios democráticos, sin que el Estado, en modo 
alguno, intervenga en la designación de sus dirigentes; que el Estado asegure 
que de las elecciones que toda organización sindical realice, en forma directa y 
secreta, surja la auténtica representación de sus miembros, sin que en ello in-
fluyan presiones de orden político o económico; que en el seno de cada organi-
zación sindical existan mecanismos dotados de objetividad y eficacia para exigir 
responsabilidades a sus dirigentes y eliminar, asimismo, cualquier tipo de per-
secución y sanción para sus integrantes, por motivos políticos o ideológicos, así 
como en razón de grupo étnico, religión o sexo. Además, la libertad sindical im-
plica el derecho de los sindicatos y, en general, de todas las organizaciones for-
madas con motivos ocupacionales o de trabajo, para actuar en la vida pública 
del país, para hacer la gestión frente al Estado y a la sociedad, respecto de las 
medidas generales o particulares dirigidas a obtener el bien común o el interés 
profesional de sus agremiados, y para recomendar las opciones electorales que 
consideren más convenientes para los mismos, con la limitante de evitar su di-
recta intervención en cuestiones políticas, principalmente en las electorales, así 
como respetar la libertad y los derechos de sus integrantes, argumentos todos 

12 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. IX, mayo de 1999, Pleno, p. 28, 
Tesis: P. XLV/99, IUS: 193869. 

http:intereses.12
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131131
ello que ofrecen mucha solidez y que han sido considerados en criterios de re-
ciente interpretación jurisdiccional, a cargo de los Tribunales Colegiados de 
Circuito.13 

Otro criterio jurisprudencial de interés es el que se produjo con relación a la 
pertenencia o afiliación de los diferentes sindicatos burocráticos a la ya mencio-
nada FSTSE, a la que el artículo 78 de la Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado le asignó el carácter de ser la única central de este tipo re-
conocida por el Estado, además de considerar para su análisis el numeral 84 
del mismo ordenamiento, que dispone que dicha Federación habrá de regirse 
por sus estatutos y, en lo conducente, por las disposiciones relativas a los sindi-
catos que señala la ley y que en ningún caso podrá decretarse la expulsión de 
un sindicato de su seno. 

A este respecto, la Segunda Sala del más Alto Tribunal del país emitió el si-
guiente criterio: 

LIBERTAD SINDICAL. LOS ARTÍCULOS 78 Y 84 DE LA LEY FEDERAL DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO CONTRAVIENEN ESE PRINCI-
PIO, CONTENIDO EN ELARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN X, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

Los citados preceptos legales, al establecer que la Federación de Sindicatos 
de Trabajadores al Servicio del Estado es la única central reconocida por el Estado 
y regular exclusivamente su existencia, contravienen el artículo 123, apartado B, 
fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que pre-
vé que las leyes que expida el Congreso de la Unión, con el fin de regir las relacio-
nes de trabajo entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus 
trabajadores, deben respetar el principio de libertad sindical en los términos con-
sagrados por la propia Constitución, sin establecer límites en el ejercicio de di-
cha prerrogativa, consistente en el derecho a la asociación de los trabajadores 
para conformar sindicatos, a la asociación de éstos para formar federaciones, y a 
la asociación de éstas para integrar confederaciones. Lo anterior es así porque lo 
dispuesto en los artículos 78 y 84 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado deriva en una prohibición para formar otra u otras federaciones de sin-
dicatos de trabajadores al servicio del Estado y, por ende, restringen el derecho de 
libre sindicación.14 

Efectivamente, la tesis generada por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción estableció la inconstitucionalidad del texto de la ley secundaria, que dispo-
nía la afiliación de las organizaciones de los trabajadores de las diferentes de-
pendencias gubernamentales a una federación única de sindicatos, situación 
evidentemente contraria a los principios de la libertad sindical. Para muchos 
críticos, ello presuponía además una situación de control para asegurar la orien-
tación política de este tipo de sindicatos, y asegurar apoyos y lealtades. 

13 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. XXXIII, marzo de 2011, Tribu-
nales Colegiados de Circuito, p. 2370, Tesis: I.13o.T.296 L, IUS: 162551. 

14 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. XXI, junio de 2005, Segunda 
Sala, p. 238, Tesis: 2a. LVII/2005, IUS: 178186. 

http:sindicaci�n.14
http:Circuito.13
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vii. conclusiones 

I. Si se atiende a la articulación lógica del momento por el que atravesaba el país 
en los años treintas del siglo XX, habría que considerar el afán estatal por esta-
blecer en el plano de la realidad política un conjunto de normas, instituciones y 
agrupaciones sindicales que contribuyeran a erigir una estructura de apoyo cor-
porativo, en respaldo de las políticas y acciones del Gobierno en turno, si bien 
ello también pudo representar –en sentido inverso– el control del Gobierno sobre 
este tipo de organizaciones, a fin de evitar fenómenos importantes de disidencia 
o de franca oposición. 

II. En esta tesitura, las relaciones del Estado con sus trabajadores fueron re-
gidas por un Estatuto que –como ya se apuntó– resultó inconstitucional, sin em-
bargo, la conocida iniciativa presidencial de los años sesentas en pro de consti­
tucionalizar las relaciones laborales de la burocracia a través de la inserción del 
Apartado “B” en el artículo 123, y de la publicación de la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado, no fue tan afortunada como –en principio– se 
pudo haber imaginado. Lo cierto es que para muchos versados en la materia, la 
creación del Apartado “B”, y su consecuente ley reglamentaria, vinieron a en-
capsular la vida sindical de los trabajadores al servicio del Estado, a moldear 
sus aspiraciones y derechos de acuerdo con las prioridades del titular del Eje-
cutivo y a tornar estéril la acción colectiva de un sector laboral tan importante 
como el burocrático, por lo que no son pocas las voces que se han pronunciado 
–y se siguen pronunciando– por la desaparición de dicho régimen laboral. 

III. Habría que considerar entonces que los criterios jurisprudenciales que 
aquí se comentan se inscriben en una tendencia que busca abrir un mayor ac-
ceso a los trabajadores para alcanzar el pleno ejercicio de sus derechos labo-
rales, para que éstos no queden en meras alegorías orales o en simples expec-
tativas de algo bueno que, para el destinatario, nunca se torna tangible. 

IV. En el caso concreto de la libertad sindical –como ya se anotaba en líneas 
anteriores– estamos ante un principio sin cuya presencia real y cotidiana, los 
trabajadores y sus organizaciones habrán de estar afectados de total ineficacia 
en la lucha por defender sus derechos. Sin embargo, cabe apuntar que los cri-
terios jurisprudenciales aquí mencionados se suman a otros esfuerzos de mucha 
significación, como el que representa, en el campo legislativo, la reciente refor-
ma al texto de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 10 de junio de 2011, por virtud de la cual fue modificado el Apartado “B” del 
artículo 102, con lo que se extendieron las atribuciones de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos y de los correspondientes organismos locales que 
atienden esta materia, para conocer las quejas respecto de actos u omisiones 
de tipo administrativo laboral, y que de manera tradicional se habían quedado 
al margen de la competencia de este tipo de organismos, junto con los asuntos 
electorales y de carácter jurisdiccional. 

V. La ampliación de la competencia de la CNDH y de los organismos locales 
de derechos humanos, para conocer de la materia laboral, contribuye a reforzar 
este tipo de derechos en el ámbito de la protección no jurisdiccional, porque, si 
se aprecia bien, nunca dejaron de ser derechos humanos. Que si ya eran garan-
tizados de antemano por los numerales 5o. y 123 constitucionales, con la men-
cionada reforma, se engloba tanto la defensa de los derechos humanos labora-
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les que el orden jurídico interno comprende, como la protección de los derechos 
de la materia contenidos en los diversos tratados y convenciones suscritos por 
México, amén de que con la propia reforma a la Constitución se establece en el 
párrafo segundo de su artículo 1o., que la protección de los derechos humanos 
se pude materializar conforme a la Constitución o a los tratados internacionales 
de la materia, pero con la protección que le resulte más amplia para la persona 
en el caso concreto. 

VI. Un principio como el de la libertad sindical con esta reforma constitucional, 
ya en vigor, deberá ser cuidado y protegido de manera más escrupulosa por 
parte las autoridades correspondientes, habida cuenta de que periódicamente 
se presentan al respecto un número no menor de observaciones de la Organi-
zación Internacional del Trabajo, en donde se señala el incumplimiento de con-
venios firmados por nuestro país, que tratan sobre éste y otros temas afines. De 
igual modo, es de celebrarse que el Poder Judicial de la Federación, al resolver 
los asuntos puestos a su consideración, emita criterios que arrojen luz sobre la 
problemática jurídico-laboral que afrontan los trabajadores. 
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Comentario al Libro Quinto del Código 
Federal de Procedimientos Civiles 
“De las acciones colectivas” 

María Elena Lugo Garfias* 

introducción 

En México existían las acciones colectivas respecto de la propiedad comunal 
promovidas por el ejido, en la materia laboral por los sindicatos, del consumidor 
por el Procurador Federal del Consumidor, como representante, y en el ámbito 
administrativo con la denuncia popular en materia ambiental, sin embargo, no 
se había previsto como un instrumento procesal general para los colectivos. El 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) 
fue adicionado con un tercer párrafo que las dispuso en 2010. 

La CPEUM fue modificada por un Decreto que adicionó un tercer párrafo al 
artículo 17 en los siguientes términos: “El Congreso de la Unión expedirá las le-
yes que regulen las acciones colectivas. Tales leyes determinarán las materias 
de aplicación, los procedimientos judiciales y los mecanismos de reparación del 
daño. Los jueces federales conocerán de forma exclusiva sobre estos procedi-
mientos y mecanismos”.1 

El ahora tercer párrafo del artículo 17 constitucional reserva a la ley sobre 
cinco características para la conformación de las acciones colectivas, mismas 
que deberán desarrollar los siguientes aspectos: 

1) Atribuye la facultad de expedir leyes que regulen las acciones colectivas 
al Congreso de la Unión, por lo que fue necesario precisar, primero, la ex-
pedición de una ley especial, o bien, la adición a la legislación existente en 
la materia del derecho relacionada con las cuestiones procesales a resol-
ver: obligaciones de una autoridad o un particular, cumplimiento o rescisión 
de un contrato, la reparación de un daño causado y, en su caso, un cum-
plimiento sustituto, así como el tipo de acciones que constituyen las colec-
tivas, la naturaleza material, el titular, el objeto y si se requiere de vínculo 
jurídico entre las partes. 

2) Se refiere a las materias de aplicación que se han determinado como las 
relaciones de consumo de bienes o servicios públicos o privados y el medio 
ambiente. 

* Investigadora del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH. 

1 Diario Oficial, t. DCLXXXII, núm. 21, jueves 29 de julio de 2010, p. 2.
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138138 
3) También se menciona el procedimiento judicial porque se trata de una fi-

gura procesal que en México empezará a desplegarse. Los operadores 
jurídicos tendrán que asimilar su creación, capacitarse para implementar-
la y desarrollarla. Es así que deberá considerarse a las partes, el sujeto 
activo individual en incidencia colectiva, el colectivo o el difuso, como con 
el pasivo obligado, el Estado o un particular en el caso de la privatización 
de alguno de los derechos involucrados. En cuanto al objeto es indivisible, 
ya se mencionó que habla de materias y la finalidad se dispone como la 
reparación del daño. 

4) Con relación a la reparación del daño es necesario que la sentencia deter-
mine sobre presentes y ausentes, y determinados e indeterminables, el 
que se tenga prevención de ordenar medidas precautorias y de apremio 
para su cumplimiento, su calificación como cosa juzgada, sobre los gastos, 
costas y honorarios y la litispendencia. 

5) Por último, el Poder Judicial Federal es a quien se atribuye la facultad ex-
clusiva para conocer de las acciones colectivas, por la importancia del tipo 
de acciones que se promuevan, por la trascendencia en torno a la cantidad de 
personas que integran la colectividad, por el tipo de acciones colectivas de-
rivadas de hechos y vínculos de derecho y porque las relaciones de con-
sumo de un producto o servicio puede provenir de una autoridad o de un 
particular. 

Las acciones procesales se encontraban incompletas, por lo que buscando 
adecuar la norma jurídica a la evolución social hubo que dar paso al diseño de 
una con poder de exigencia imperativa y como figura nueva en colectivos, así 
se ha trabajado sobre su contenido, el procedimiento, los mecanismos de repa-
ración y las autoridades que las puedan desahogar. 

Aunque existen cuestionamientos sobre los modelos de acciones colectivas 
en el derecho comparado que fueron considerados en las iniciativas de adecua-
ción legislativa del artículo 17, párrafo tercero, de la Constitución, como el del 
Ministro en retiro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación Carlos Sempé 
Minvielle,2 acerca de si el modelo sería diseñado para la estructura judicial mexi-
cana, porque cuando se realiza un estudio comparado pueden filtrarse elementos 
ajenos difíciles de ajustar, así como el uso de términos generales o adaptados, 
pero que no deberían copiarse porque se prestan a confusión. 

El decreto en cuestión está en vigor desde el 30 de julio de 2010 y el artículo 
transitorio segundo concedió un plazo de un año para llevar a cabo las adecua-
ciones legislativas necesarias para concretar la regulación de las acciones co-
lectivas. 

El caso es que se presentaron tres iniciativas con proyecto de decreto para 
cumplir con tales modificaciones legislativas, una de un representante en la 
Cámara de Diputados, Javier Corral Jurado, presentó la iniciativa del Proyecto 
de Decreto que expide la Ley Reglamentaria del párrafo tercero del artículo 17 

2 Vid. Carlos Sempé Minvielle, “Inconvenientes de las acciones colectivas sobre derechos difusos”, 
en Criterio y Conducta. Revista Semestral del Instituto de Investigaciones Jurisprudenciales y de Pro­
moción y Difusión de la Ética Judicial. México, núm. 8, julio-diciembre de 2010, pp. 281-282. 
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de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 4 de agosto de 
2010, la que fue turnada a las Comisiones Unidas de Gobernación y Justicia.3 

Asimismo, el Diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia presentó una ini-
ciativa que adiciona diversas disposiciones al Código Federal de Procedimien-
tos Civiles (CFPC) el 9 de febrero de 2010, al Libro Tercero un Título Tercero 
denominado “De las acciones y procedimientos colectivos”, misma que se turnó 
a la Comisión de Justicia.4 

Por último, la iniciativa propuesta por el senador Jesús Murillo Karam el 7 de 
septiembre de 2010 con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan 
diversos artículos del Código Federal de Procedimientos Civiles, del Código Ci-
vil Federal, de la Ley Federal de Competencia Económica, de la Ley Federal de 
Protección al Consumidor, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y de 
la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 

Esta última es la que trasciende al ser aprobada y publicada en el Diario Ofi­
cial el 30 de agosto de 2011, que entró en vigor el 29 de febrero de 2012, según 
el artículo 1o. transitorio. 

El objetivo del comentario es observar el contenido de la adición del Libro 
Quinto “De las acciones colectivas” al Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Los comentarios se verterán de la reserva a la ley ordenada por el párrafo 
tercero del artículo 17 constitucional, desglosados en los siguientes puntos: 1) 
la expedición de leyes que regulen las acciones colectivas, 2) las materias de 
aplicación, 3) algunas notas sobre el procedimiento judicial, 4) La reparación del 
daño y 5) la facultad exclusiva de los jueces federales, y se agrega el punto 6) 
en que se señala la forma de operar el Registro de las Asociaciones Civiles y el 
Fondo ante el Consejo de la Judicatura. 

Los temas mencionados serán precedidos de un apartado que establece la 
relación de las acciones colectivas y los derechos humanos y qué tipo de pro-
tección les brinda. 

i. las acciones colectivas y los derechos e intereses difusos, 
colectivos e individuales homogéneos 

¿Por qué se crearon las acciones colectivas? Hay diferentes respuestas, algu-
nas que tienden a la consideración social de la persona como sujeto en el con-
texto estatal que evolucionó hacia el calificado como social, otras de tipo jurídi-
co procesal, para accionar un derecho colectivo se requiere de una acción 
colectiva porque el instrumento tradicional es insuficiente, y en ese caso, la so-
lución de litisconsorcio no resolvía el problema, porque los derechos e intereses 
se visualizaron con características que superaban a los individuales. 

Al atender al objeto y al titular, los derechos e intereses difusos y colectivos 
son indivisibles y transindividuales, por ello no puede iniciarse una acción judi-
cial aislada, tiene que ser promovida en grupo. Por otro lado, también se consi-

3 Gaceta Parlamentaria, núm. 3069, 6 de agosto de 2010, consultada en http://gaceta.diputados.gob. 
mx/base/inis/61/gp61_b_quien.php3 el 11 de octubre de 2011. 

4 Consultada en http://gaceta.diputados.gob.mx/ el 11 de octubre de 2011. 

http://gaceta.diputados.gob.mx/base/inis/61/gp61_b_quien.php3
http://gaceta.diputados.gob.mx/base/inis/61/gp61_b_quien.php3
http://gaceta.diputados.gob.mx/
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140140 
deran los derechos individuales homogéneos que sí pueden promoverse indi-
vidualmente, pero que se hace en colectivo por tener una causa común. 

La indivisibilidad se refiere a un conjunto de derechos que se concretan agru-
pados, sólo se garantiza de forma integral, al ser una construcción la violación 
de uno impacta a todos, para lo que forman cadenas que permiten dar prioridad 
a los más fáciles de implementar, lo cual no constituye jerarquía y no se duplica 
con la interdependencia.5 

El grupo en el caso de los derechos e intereses difusos es indeterminable por 
lo que deberá establecerse una titularidad para su promoción. Para los derechos 
e intereses colectivos el grupo es determinado o bien, si en el momento de inicio 
de la acción no se tiene identificadas a todas las personas, se entiende determi-
nable. 

En el caso de los derechos individuales homogéneos, puede accionar cada 
uno por su cuenta, pero si se lleva a cabo en grupo es porque existe una causa 
común. 

En cuanto al vínculo que da la colectividad se constituye con el hecho o ba-
sado en el derecho, por ejemplo un contrato. 

En Estados Unidos de América se crean las class actions el 16 de septiembre 
de 1938 con las Reglas Federales de Procedimiento Civil para las Cortes de 
Distrito,6 cuya naturaleza jurídica la indica su denominación, es una acción ju-
risdiccional de la que es titular una clase, cuyo objeto consiste en las reclama-
ciones de clase sobre una cuestión de hecho o derecho, lo cual mantendrá la 
acción procesal y su fallo declarativo para todos los miembros como una unidad, 
por lo que son transindividuales e indivisibles. 

Una de las características de inicio de la acción de clase es la certificación de 
la clase y de que ésta puede sostenerse durante el juicio, eso es debido a que 
los grupos que las presentan son muy numerosos y ello puede generar incon-
sistencias de parte de los solicitantes, específicamente respecto de los gastos, 
un ejemplo muy claro se tiene con el caso en el cual la notificación a 2,250,000 
miembros complicaba su consideración como tal por el costo y que debía hacer-
se a cada uno de ellos, según la Regla 23.c.2,7 pero los solicitantes no querían 
cubrir ese gasto. 

En cuanto a la clase, la Ley de Seguridad Social, sección 204.a.1, faculta al 
secretario del Departamento de la Salud Pública, la Educación y el Bienestar 
para recuperar pagos excesivos a beneficiarios por vejez o sus sobrevivientes 
y por discapacidad. Sin embargo, el inciso b dispone que no se haga tal ajuste 
si es en contra de la seguridad social, la equidad o la buena conciencia. Los re-
queridos para recuperación de excedentes de pago promovieron acciones ad-
ministrativas federales por violación a la referida sección 204.b y por violar su 
derecho de audiencia. Un Tribunal de Distrito concedió la certificación de clase, 

5 Luis Daniel Vázquez y Sandra Serrano, “Los principios de universalidad, interdependencia, indivi-
sibilidad y progresividad. Apuntes para su aplicación práctica”, en Miguel Carbonell y Pedro Salazar, 
coords., La reforma constitucional de derechos humanos: un nuevo paradigma. México, UNAM, 2011, 
pp. 152 a 157. 

6 Regla 23.a.2 y 4 y c.2.B las Federal Rules of Civil Procedure. Washington, U.S. Government Prin-
ting Office, 2008, pp. 27 y 28, consultadas en http://judiciary.house.gov/hearings/printers/110th/civil2008. 
pdf el 11 de enero de 2012. 

7 Vid. Morton Eisen v Carlisle and Jaquelin 417 U.S. 156, 1974, consultado en http://www.law.cornell. 
edu/supremecourt/text/417/156 el 20 de enero de 2012. 

http://judiciary.house.gov/hearings/printers/110th/civil2008.pdf
http://judiciary.house.gov/hearings/printers/110th/civil2008.pdf
http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/417/156
http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/417/156
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141141
lo que se resolvió de esa manera acorde con el fundamento citado, pero no en 
el ámbito nacional para no exceder la discrecionalidad del juzgador.8 

Por lo que hace a la materia, si bien lo que el Estado pretendía era recuperar 
lo que les había pagado de más y los requeridos impugnaron la excepción a di-
cha Ley de Seguridad Social porque se trataba de adultos mayores o discapa-
citados, también es trascendental que de no haber prosperado la class action 
se habrían vulnerado otros derechos como alimentación, salud y vida que se 
hallaban vinculados a la situación de hecho.9 

En Brasil, la naturaleza del objeto como indivisible y transindividual es la que 
determina la necesidad de actuar en colectivo. La defensa de los intereses de 
los consumidores se puede ejercer de forma individual o colectiva, la colectiva 
se distingue en el caso de intereses o derechos difusos, colectivos e individuales 
homogéneos.10 Los difusos son los transindividuales, de naturaleza indivisible, 
cuyos titulares son personas indeterminadas ligadas por circunstancias de he-
cho. Los colectivos son transindividuales, de naturaleza indivisible, de que sea 
titular un grupo, categoría o clase de personas ligadas entre sí o con la parte 
contraria por una relación jurídica base, y los individuales homogéneos vienen 
del origen común de los demandantes. 

En Colombia, la Constitución establece las acciones populares que protegen 
derechos e intereses colectivos, y de grupo por daños a colectivos, los primeros 
con un fin preventivo y los segundos para solicitar indemnización por los daños 
causados.11 Las acciones populares se caracterizaron por ser un mecanismo 
procesal en el que un integrante de la comunidad protege su propio interés al 
denunciar hechos o conductas que les causan perjuicio; el artículo 88 constitu-
cional enlistó algunas materias, pero de forma enunciativa no taxativa.12 

El numeral constitucional en cita protege derechos e intereses colectivos 
cuando no hace distinción entre tales figuras jurídicas. El derecho al ambiente 

8 Vid. Califano Secretary of Health. Education and Welfare v. Yamasaki et al., 422 U.S. 682, 1979, 
consultado en http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/442/682 el 23 de enero de 2012. 

En cuanto a la conformación de la clase, también se puede ver Philips Petroleum Company, Petitio-
ner v. Irl Shutts et al., 472 U.S. 797, 1985, consultado en http://www.law.cornell.edu/supremecourt/ 
text/472/797 el 23 de enero de 2012. 

9 Con relación a la materia también puede verse el caso Anne B. Zipes et al., v. TWA, que versó sobre 
discriminación sexual de las asistentes de vuelo que tuvieron hijos y que fueron conectadas a tierra, res-
pecto de los varones que fueron padres y continuaron volando, de la entonces Unión que representa 
auxiliares de vuelo empleados por las líneas aéreas (TWA) y en la cual se certificó la clase, vid. Anne B. 
Zipes et al., v. Trans World Airlines, Inc. Independent Federation Of Flight Attendants, 455 U. S. 385, 1982, 
consultado en http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/455/385 el 23 de enero de 2012. 

Así como el caso Carol Maureen Sosna, etcétera, apellant v. State of Iowa et al., en el que un solici-
tante de divorcio en Iowa debe haber residido un año en el Estado antes de hacerlo, por lo que se con-
formó una clase de aquellos que estuvieran en el supuesto contrario, vid. Carol Maureen Sosna, etcéte-
ra, apellant v. State of Iowa, 419 U.S. 393, 1975, consultado en http://www.law.cornell.edu/supremecourt/ 
text/419/393 el 23 de enero de 2012. 

10 Artículo 81 del Código de Defensa del Consumidor de 1990, consultado en http://www.codigode-
fesaconsumidor.com/Titulo-III-Lei-807890/Capitulo-I-Disposicoes-Gerais-9/ el 12 de enero de 2012. 

11 Artículo 88 de la Constitución Política de 1991, consultada en http://www.secretariasenado.gov. 
co/senado/basedoc/cp/constitucion_politica_1991_pr002.html el 12 de enero de 2012. 

12 Vid. Sentencia T 225/93, apartado Consideraciones de la Corte, punto 4. El derecho de tutela y su 
relación con las acciones populares. Establece que las acciones populares protegen derechos e intere-
ses colectivos, respecto de un número indeterminado de personas y por daño contingente. Los derechos 
que podían llegar a afectar en el caso concreto son el ambiente y la salubridad general por la falta de 
suministro de agua y no hay que perder de vista que la Ley 472 de 1998 no había sido expedida. Consul-
tada en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/T-225-93.htm el 16 de enero de 2012. 

http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/442/682
http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/472/797
http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/472/797
http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/455/385
http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/419/393
http://www.law.cornell.edu/supremecourt/text/419/393
http://www.codigodefesaconsumidor.com/Titulo-III-Lei-807890/Capitulo-I-Disposicoes-Gerais-9/
http://www.codigodefesaconsumidor.com/Titulo-III-Lei-807890/Capitulo-I-Disposicoes-Gerais-9/
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cp/constitucion_politica_1991_pr002.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cp/constitucion_politica_1991_pr002.html
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/T-225-93.htm
http:taxativa.12
http:causados.11
http:homog�neos.10
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142142 
fue dispuesto en la Constitución colombiana como colectivo, sin embargo, si se 
vulnera otro derecho constitucional fundamental y se puede probar el daño, pro-
cedería la acción de tutela como en el caso de la contaminación del canal de 
Bogotá que puso en peligro la vida de los residentes en sus alrededores.13 

Se habla de un sistema para identificar los derechos colectivos basado en 
los beneficiarios, lo que a su vez establece la naturaleza jurídica de la acción 
que lo hace exigible, por ejemplo, en el caso del control de la contaminación de 
las aguas, el derecho al medio ambiente sano corresponde al promovente y a 
toda la comunidad,14 por lo que es transindividual. 

No se refiere una concepción general de los derechos e intereses colectivos, 
los mismos son enumerados en la Ley 472 de 1998 en el artículo 4, entre los que 
se mencionan el ambiente sano, y la existencia del equilibrio ecológico y el ma-
nejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. La conser-
vación de las especies animales y vegetales, la protección de áreas de especial 
importancia ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así 
como los demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y 
restauración del medio ambiente; la seguridad y salubridad públicas; el acceso 
a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública; el acceso 
a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; la prohi-
bición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, biológi-
cas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos nu-
cleares o tóxicos; el derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles 
técnicamente; la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos 
urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando 
prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes y los derechos 
de los consumidores y usuarios.15 

Las materias enunciadas inciden en los derechos a la vida, la salud, el medio 
ambiente y el desarrollo sostenible. 

Entre las peculiaridades de las acciones populares se encuentran la de ser 
preventivas al tratarse de intereses colectivos transindividuales, la de ser públi-
cas por relacionarse con la protección de un derecho colectivo o de un interés 
que se encuentra en la cabeza de un grupo, y la de ser restitutorias porque se 
buscan regresar las cosas al estado anterior a la violación.16 

Por último, las sentencias recaídas a una acción popular pueden ser impug-
nadas en segunda instancia y su resolución puede ser combatida mediante una 
acción de tutela si se cumple con los requisitos de procedencia, es decir, “siem-
pre que dichas providencias no son acordes con el imperio de la ley ni con la 

13 Vid. Sentencia T 231/93, apartado II. Fundamentos Jurídicos, punto 2. De los mecanismos de pro-
tección de los derechos fundamentales, 3.1 Que el peticionario de la acción de tutela sea la persona di-
recta o realmente afectada y que existan pruebas de la vulneración o amenaza, 3.2 La existencia del nexo 
de causalidad entre el motivo alegado y el daño o amenaza. Consultada en http://www.corteconstitucio-
nal.gov.co/relatoria/1993/T-231-93.htm el 17 de enero de 2012. 

14 Vid. Sentencia T 254/93, apartado II. Consideraciones de la Corte, punto 2.1.2. Las acciones po-
pulares. Consultada en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/T-254-93.htm el 17 de ene-
ro de 2012. 

15 Consultada en http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1998/ley_0472_1998. 
html el 12 de enero de 2012. 

16 Vid. Sentencia C-215/93, consultada en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1999/C-215-
99.htm el 17 de enero de 2012. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/T-231-93.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/T-231-93.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/T-254-93.htm
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1998/ley_0472_1998.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1998/ley_0472_1998.html
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1999/C-215-99.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1999/C-215-99.htm
http:violaci�n.16
http:usuarios.15
http:alrededores.13
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143143
realización de derechos fundamentales, como quiera que las decisiones judi-
ciales deben enfocarse a dar primacía al derecho sustancial y salvaguardar los 
derechos fundamentales”.17 

En España se expidió la Ley de Enjuiciamiento Civil en el 2000, cuyas acciones 
no son precisadas como colectivas, pero se previene su ejercicio en el artículo 
6.7 por “los grupos de consumidores o usuarios afectados por un hecho dañoso 
cuando los individuos que lo compongan estén determinados o sean fácilmente 
determinables”,18 lo que las identifica como provenientes de una causa común. 
Al tratar sobre consumidores, la Ley General para la Defensa de los Consumido-
res y Usuarios establece entre sus derechos: la protección de riesgos contra la 
salud, contra intereses económicos y sociales, indemnización de daños y repa-
ración de perjuicios, información sobre bienes y servicios.19 

Una sentencia reciente, la 473/2010, acerca de las “Cláusulas abusivas”, 
ejemplifica cómo tratándose de usuarios de servicios bancarios es posible iniciar 
una acción colectiva cuando son fácilmente determinables. La demanda inicia 
en el juicio ordinario 319/2004, promoviendo la acción de “cesación de condi-
ciones generales de la contratación” por el procurador en nombre y representa-
ción de la Asociación de Usuarios de Servicios Bancarios (Ausbanc Consumo) 
en contra de la entidad Caixa d’Estalvis de Tarragona, con el fin de anular la 
cláusula de la condición general de la contratación contenida en los préstamos 
hipotecarios a tipo variable que les causa perjuicio y que se condene a la devo-
lución de las cantidades cobradas en exceso, entre otras cosas, lo que determi-
na la sentencia del 28 de abril de 2005, por lo que la parte condenada promueve 
la apelación identificada con el rollo 576 de 2005 que confirma la sentencia de 
primera instancia el 22 de febrero de 2007. 

Por último, se inicia un recurso de infracción procesal y casación, en el que 
la Sala, entre otras consideraciones, hace las siguientes: “que el caso se refiere 
a una tutela de intereses colectivos caracterizados en la configuración legal por 
la nota de ser los perjudicados por el hecho dañoso un grupo de consumidores 
o usuarios fácilmente determinables” por bases electrónicas. De igual forma, 
que “la apreciación de que la acción del caso se refiere a intereses colectivos, y 
no difusos, no ofrece duda, no sólo porque así lo han considerado las propias 
partes, sino singularmente porque la nota distintiva de la determinabilidad resul-
ta de que la cláusula discutida hace referencia a contratos de préstamo a interés 
variable celebrados por la entidad bancaria demandada”, por lo que se deses-
timan los recursos interpuestos.20 

De los cuatro países que se mencionan, encontramos que el tipo de acciones 
colectivas que se promoverán en México conforme al Libro Quinto del Código 
Federal del Procedimientos Civiles son las mismas que en Brasil, es decir, por 
derechos e intereses difusos, colectivos e individuales homogéneos. Que en 

17 Vid. Sentencia T-213/10, apartado 3. Consideraciones, 3.1.2. La procedencia de la acción de tu-
tela en el caso bajo estudio en relación a la aplicación de rentas en el monopolio de licores a la salud y a 
la educación, consultada en http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-213-10.htm el 17 de 
enero de 2012. 

18 Consultada en http://civil.udg.es/normacivil/estatal/LEC/L1T1.htm el 12 de enero de 2012. 
19 Artículo 8, consultado en http://civil.udg.es/normacivil/estatal/contract/rdl1-07.htm#a08 el 12 de 

enero de 2012. 
20 Consultada en http://supremo.vlex.es/vid/250166813 y http://www.ortizcondeabogadosblog.com/ 

article-tribunal-supremo-clausulas-abusivas-68451332.html el 24 de enero de 2012. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-213-10.htm
http://civil.udg.es/normacivil/estatal/LEC/L1T1.htm
http://supremo.vlex.es/vid/250166813
http://www.ortizcondeabogadosblog.com/article-tribunal-supremo-clausulas-abusivas-68451332.html
http://www.ortizcondeabogadosblog.com/article-tribunal-supremo-clausulas-abusivas-68451332.html
http://civil.udg.es/normacivil/estatal/contract/rdl1-07.htm#a08
http:interpuestos.20
http:servicios.19
http:fundamentales�.17
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relación a la materia es Colombia la que incluye el medio ambiente sano, aunque 
no precisa el consumo; que las brasileñas y españolas son en materia de con-
sumo y que las class actions estadounidenses son las que perfilaron la figura 
procesal, específicamente la certificación de la clase. 

ii. los derechos colectivos, las acciones colectivas y los derechos 
humanos en méxico 

Los derechos sociales y colectivos se fueron incorporando a las Constituciones 
sin un mecanismo de defensa específico. Esos instrumentos surgieron después 
y según las necesidades de su demanda. 

En la CPEUM fueron dispuestos desde 1917 el derecho a la propiedad co-
munal con dotación de tierras y aguas a los ejidos con la reforma de 1934 ante 
instancias administrativas y a partir de 1992 ante instancias jurisdiccionales; con 
personalidad moral en el amparo sobre derecho agrario desde 1963, cuando 
fue reformada la Ley de Amparo y de manera definitiva cuando se adiciona el 
Libro Segundo en 1976. Los derechos de los trabajadores protegidos por los 
sindicatos hasta 1931 con la Ley Federal del Trabajo. 

El derecho de la persona al medio ambiente adecuado para su desarrollo y 
bienestar fue establecido en la Carta Política mexicana en 1999, y la Ley Gene-
ral de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente es la que dispone de un me-
dio administrativo para acusar los hechos, actos u omisiones que puedan pro-
ducir desequilibrio ecológico, daños al ambiente, a los recursos naturales o que 
contravengan la ley, la denuncia popular, que es para protección del ambiente 
en sí mismo, y que está prevista desde el año de su expedición 1988. 

Así, en cuanto a las personas físicas o morales existió la posibilidad de pro-
mover un juicio de amparo respecto de ese derecho del que obtendría una de-
terminación judicial,21 en cambio, un grupo indeterminado, en aras de un interés 
difuso, podía presentar la denuncia popular cuyo resultado de la investigación 
sería una recomendación no obligatoria. 

Por último, por lo que hace a los consumidores, la Ley Federal de Protección 
a los Consumidores de 1992 previó la acción de grupo en caso de daños y per-
juicios a la salud y al patrimonio del consumidor, legitimando activamente al 
procurador federal del consumidor. 

En ese sentido, en México se habían dispuesto derechos e intereses difusos 
y colectivos, así como derechos individuales homogéneos que no habían tenido 
un mecanismo de exigencia jurisdiccional uniforme; para unos fue administrati-
vo, para otros jurisdiccional al paso del tiempo, o bien, si era jurisdiccional como 
en el caso de los consumidores prácticamente no utilizado. Por lo que las accio-
nes colectivas vienen a complementar esa necesidad en materia procesal, para 
dar cabida a la defensa de los derechos colectivos. 

21 En la tesis que se refiere a continuación se alude al derecho como fundamental y garantía indivi-
dual. DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE ADECUADO PARA EL DESARROLLO Y BIENESTAR. AS-
PECTOS EN QUE SE DESARROLLA. Número de IUS: 173049, novena época, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XXV, 
marzo de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A.569 A, Página: 1665. 
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Las acciones colectivas en México protegerán las materias expresamente 

previstas en el Libro Quinto del Código Federal de Procedimientos Civiles, pero 
con esas materias pueden estar relacionados derechos humanos, tales como 
el medio ambiente adecuado para el desarrollo y bienestar de la persona, y los 
vinculados a éste, como el derecho de propiedad,22 el debido proceso legal y la 
tutela judicial,23 el desarrollo sostenible, la alimentación, el agua, la salud, la vida, 
etcétera. En materia de consumo hay derechos humanos relativos al mismo, 
como la salud y la vida, entre otros. 

A continuación se hace una relación del derecho al medio ambiente sano y 
el derecho al desarrollo sostenible en la que se advierte la cadena que sustenta 
su indivisibilidad, así como la interdependencia entre ésos. 

iii. las acciones colectivas y los derechos humanos al medio ambiente 
y al desarrollo sostenible 

El ambiente ha sido definido por la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente (LGEEPA) en el artículo 3o., fracción I, como “el conjunto de 
elementos naturales y artificiales o inducidos por el hombre que hacen posible la 
existencia y desarrollo de los seres humanos y demás organismos vivos que 
interactúan en un espacio y tiempo determinados”.24 

Se refiere a que la vida requiere de ciertos elementos para existir y para de-
sarrollarse. 

–		 Que dichos elementos provienen de la naturaleza o de la inventiva humana. 
–		 Que los elementos son determinados espacial y temporalmente. 
–		 Que la existencia implica una realidad concreta y el desarrollo contiene un 

crecimiento o mejora del ser humano y de los organismos vivos. 

En ese sentido, se genera una interdependencia entre el ambiente y los de-
rechos que permitan a una persona existir, tales como la vida, el trabajo, la ali-
mentación, la vivienda, la salud y los servicios públicos básicos, además de 
aquéllos para acceder a crecer o a mejorar, por ejemplo: trabajo, condiciones 
justas de trabajo, educación, seguridad social, cultura, deporte y libertades. 

El derecho humano al desarrollo tiene como titulares a las personas y a los 
pueblos, todos participan de la mejora constante del bienestar en los aspectos 
económico, social, cultural y político para la concreción de los derechos huma-
nos. La participación y los beneficios del desarrollo corresponden al sujeto cen-
tral del mismo, la persona humana.25 

22 “...El derecho de propiedad ha sido reconocido como uno de los derechos que contienen ese as-
pecto colectivo...” Vid. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe núm. 40/04, Caso 
12.053, Fondo, Comunidades Indígenas Mayas del Distrito de Toledo, Belice, 12 de octubre de 2004, 
párrafos 113, 133 y 135. 

23 Organización de los Estados Americanos, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, El 
acceso a la justicia como garantía de los derechos económicos, sociales y culturales. Estudio de los es­
tándares fijados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 2007, párrafo 3. 

24 Consultada en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/148.pdf el 9 de enero de 2012. 
25 Artículos 1 y 2 de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, adoptada por la Asamblea Gene-

ral en su Resolución 4/28 del 4 de diciembre de 1986, consultada en http://www2.ohchr.org/spanish/law/ 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/148.pdf
http://www2.ohchr.org/spanish/law/desarrollo.htm
http:humana.25
http:determinados�.24
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En ese sentido, es necesario revisar cuál es la relación que tienen el derecho 

al medio ambiente, el derecho al desarrollo y otros derechos humanos. 
El Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) incluye 

entre sus responsabilidades la elaboración de programas regionales para la 
sostenibilidad ambiental, lo cual resulta imprescindible cuando en la industria y 
la economía de los países se da prioridad a la generación de empleos, la elabo-
ración de productos, la activación del consumo, la organización y administración 
de los bienes, etcétera, aunque las más de las veces se deja en segundo lugar 
el uso eficiente de los recursos y los gastos ambientales.26 

Los resultados del trabajo del PNUMA han buscado lograr una mejor com-
prensión de la conexión entre entorno y seguridad humana, extirpación de po-
breza, y prevención y suavización de catástrofes naturales.27 Así, el medio am-
biente proporciona los recursos naturales que han permitido a las personas tener 
una fuente de ingresos, la problemática se presenta derivada de los desastres 
naturales o de la explotación o desconsideración de los mismos, o bien, cuando 
se toman los útiles, no se cuida el resto y se deteriora cuando se carece de una 
planeación ambiental, lo cual causa daños al ambiente mismo y a los pobladores 
de las zonas afectadas. 

Por lo anterior, urge precisar y difundir la cultura de la economía verde, la cual 
consiste en “una transición hacia patrones de consumo y producción 
sostenibles”,28 ése fue uno de los temas principales de la Reunión Regional Pre-
paratoria de América Latina y el Caribe de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Desarrollo Sostenible, Río + 20, celebrada en Santiago de Chile en 
septiembre de 2011, el otro tema fue “el marco institucional para el desarrollo 
sostenible”.29 

La economía verde como tema nuevo y no estrictamente definido genera 
dudas sobre su implementación, los Estados que lo han recibido positivamente 
lo visualizan como el medio para lograr el desarrollo sostenible, los que lo cues-
tionan mencionan su relación con el comercio, la condicionalidad de la ayuda, 
la transferencia tecnológica y los derechos de propiedad intelectual. Mientras 
tanto los compromisos siguen vigentes: “la erradicación de la pobreza, el acce-
so a tecnologías seguras y apropiadas, el cumplimiento del compromiso de mi-
tigación y adaptación, y la restauración de la armonía con la naturaleza”.30 

Así, el desarrollo sostenible depende para la disposición de recursos natu-
rales del medio ambiente, el cual se debe respetar y considerar en un contexto 
completo no sólo al tomar tales recursos y utilizarlos de forma eficiente, sino el 
no afectarlo y preservarlo o mejorarlo, reduciendo los riesgos y los impactos. En 

desarrollo.htm el 13 de enero de 2012. 
26 United Nations Environment Programme, Organization Profile, pp. 18 y 25, consultado en http:// 

www.unep.org/PDF/UNEPOrganizationProfile.pdf el 10 de enero de 2012. 
27 Ibid., p. 19. 
28 Reunión Regional de Consulta de los Representantes de los Grupos Principales de la Sociedad 

Civil, Boletín del PNUMA, América Latina y el Caribe, septiembre-octubre de 2011, p. 4, consultado en 
http://www.pnuma.org/boletinoctnov/BOLETIN%20PNUMA%20ORPALC%20Septiembre-Octubre.pdf 
el 10 de enero de 2012. 

29 Idem. Esa reunión da seguimiento a la Cumbre Mundial de la Tierra y la Cumbre Mundial sobre 
Desarrollo Sostenible de Johannesburgo, proceso de Revisión Río + 10, cuando no se cumplió con el 
contenido de la Agenda 21, la pobreza no se contuvo sino aumentó. 

30 Idem. 

http://www2.ohchr.org/spanish/law/desarrollo.htm
http://www.unep.org/PDF/UNEPOrganizationProfile.pdf
http://www.unep.org/PDF/UNEPOrganizationProfile.pdf
http://www.pnuma.org/boletinoctnov/BOLETIN%20PNUMA%20ORPALC%20Septiembre-Octubre.pdf
http:naturaleza�.30
http:sostenible�.29
http:naturales.27
http:ambientales.26
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efecto, la existencia humana y el desarrollo de las personas dependen de otros 
derechos para conseguirlo. 

La pobreza como el consumo excesivo afectan al medio ambiente, por lo que 
para no ponerlo en peligro se requiere del desarrollo sostenible de los pueblos, 
manifestación que se destacó en 1992, en la Conferencia de Río sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo o Cumbre de la Tierra. Es tal la influencia de lo tratado en 
la Cumbre de la Tierra que en la Conferencia sobre Derechos Humanos realiza-
da en Viena, Austria, en 1993, se reflexionó sobre el derecho de los pueblos a un 
ambiente sano relacionado con el derecho al desarrollo, para luego ser identifi-
cado como un derecho universal de acuerdo con las medidas sugeridas por los 
Estados participantes en los preparativos de la Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos.31 

En la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, el 
principio 13 estableció el deber de los Estados de legislar en cuanto a la respon-
sabilidad y la indemnización de las víctimas de la contaminación y otros daños 
ambientales y por las actividades que los causen en su jurisdicción o en zonas 
bajo su control.32 

En consecuencia, desde los noventas el derecho al medio ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado es identificado como universal, de igual forma que 
la responsabilidad por daños ambientales y en consonancia la reparación a las 
víctimas de los daños causados, al menos en instrumentos internacionales de-
clarativos. 

En ese sentido, se determina como titulares del derecho a disfrutar de un 
medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado incluido el desarrollo a las 
personas individualmente o asociadas, que se puede ejercer ante el poder pú-
blico o entidades privadas y su ejercicio es compatible con los derechos huma-
nos, según la Declaración de Bizkaia de 1999, en el artículo 1o.33 

En efecto, se precisa el derecho, los sujetos en el mismo, la responsabilidad 
que acarrea, así como la reparación de los daños, inmerso en el contexto de los 
derechos humanos y particularmente del derecho al desarrollo, pero no de forma 
aislada sino en un contexto de interdependencia e indivisibilidad con los dere-
chos humanos y con mayor énfasis en los económicos y sociales. 

Asimismo, en el sistema regional americano, por medio de la Asamblea Ge-
neral de la Organización de los Estados Americanos, se hace presente la inter-
dependencia de los derechos humanos y la protección del medio ambiente, ya 
que el disfrute de los primeros permitiría la protección del segundo, al crear una 
cultura de respeto al mismo, tanto por las personas que pueden resultar afecta-
das como por las autoridades para que elaboren políticas públicas y que armo-
nicen su legislación y sus decisiones en torno de un desarrollo sostenible. De 
igual forma se reconoce al afirmar que existe la “necesidad de administrar el 

31 Las instituciones nacionales del promoción y protección de los derechos humanos en América 
Latina y el derecho a un medio ambiente sano. México, CNDH, 2008, p. 5. 

32 Consultada en www.cinu.org.mx/.../documentos/Declaraci%F3n%20de%20Rio.doc el 10 de ene-
ro de 2012. 

33 Seminario Internacional sobre el Derecho al Medio Ambiente, consultada en http://www.oei.es/ 
oeivirt/bizcaia.htm el 11 de enero de 2012. 

http://www.cinu.org.mx/.../documentos/Declaraci%F3n%20de%20Rio.doc
http://www.oei.es/oeivirt/bizcaia.htm
http://www.oei.es/oeivirt/bizcaia.htm
http:control.32
http:Humanos.31


M
ar

ía
 E

le
na

 L
ug

o 
G

ar
fia

s

  
   

 
  

 
 

  
 

 
 

 

 

  
 
 

  

  

 
       

 
  

 
 

 

148148 
medio ambiente en una forma sostenible para promover la dignidad y el bienes-
tar humanos”.34 

En las diferentes Cumbres de las Américas se ha tratado el tema del desa-
rrollo sostenible y se ha centrado al ser humano en armonía con la naturaleza, 
por lo que las estrategias de desarrollo deben incluir la sostenibilidad para que 
los objetivos económicos, sociales y ambientales resulten atendidos.35 

Por otro lado, el medio ambiente sano y el contar con servicios públicos bá-
sicos constituyen un derecho de la persona, por lo que al violarlo también se 
vulneran aquellos con los que se encuentra relacionado o viceversa si se violan 
derechos humanos relacionados con el medio ambiente, o bien, si no se toma-
ron las medidas correspondientes para hacerlo efectivo.36 Lo cual centraliza al 
ser humano como detentador del derecho, de forma individual o en grupo, y que 
en caso de afectación le corresponde un resarcimiento del daño; también esta-
blece un responsable y tratándose del medio ambiente sano como objeto del 
derecho y tras los trabajos de discernimiento y determinación de su vínculo con 
el desarrollo sostenible y con otros derechos humanos, las afectaciones tratán-
dose de una persona no sólo serán respecto del medio ambiente sano sino que 
irán a la par de otros. 

Por su parte, el medio ambiente por sí mismo es objeto de protección, pre-
servación y mejoramiento37 y los estados deben tomar medidas para promover-
los y conseguirlos, porque al ser alterado puede terminar violando los derechos 
humanos de una persona o grupo o atentar contra el desarrollo sostenible que 
no sólo se enfoca en el presente sino en el futuro, con relación a las generacio-
nes venideras. 

Lo vertido en torno a la relación entre derechos humanos se comprenderá de 
mejor manera si atendemos a los principios de interdependencia e indivisibili-
dad, recién incorporados al artículo 1o., párrafo tercero, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con las obligaciones de las 
autoridades mexicanas conforme a las bases de los derechos humanos. 

La interdependencia por la relación recíproca entre derechos, cuando un 
derecho o un grupo de ellos depende de otro u otros, o dos de ellos dependen 
entre sí, y la indivisibilidad, por que los derechos humanos forman un conjunto, 
que si no se puede realizar de forma instantánea se hace sucesivamente, pre-
cediendo los que se puedan cumplir sencillamente.38 

Por último, también se enuncia el vínculo de las relaciones de consumo y los 
derechos humanos, advirtiendo los que se conectan con las mismas. 

34 Resoluciones AG/RES.1819, AG/RES.1896 y AG/RES.1926, de los XXXI, XXXII y XXXIII Periodos 
Ordinarios de Sesiones en el 2001, 2002 y 2003, respectivamente, consultadas en http://www.oas.org/ 
consejo/sp/AG/resoluciones-declaraciones.asp el 11 de enero de 2012 

35 Declaración de Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, 1996, párrafo 2, consultada en http://www.science. 
oas.org/espanol/stacruz.htm el 11 de enero de 2012. 

36 Artículos 1, 2 y 11.1 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San Salvador, consultado en 
http://oas.org/juridico/spanish/Tratados/a-52.html el 11 de enero de 2012. 

37 Artículo 11.2, idem. 
38 L. D. Vázquez y S. Serrano, op. cit., supra nota 5, pp. 152-157. 

http://www.oas.org/consejo/sp/AG/resoluciones-declaraciones.asp
http://www.oas.org/consejo/sp/AG/resoluciones-declaraciones.asp
http://www.science.oas.org/espanol/stacruz.htm
http://www.science.oas.org/espanol/stacruz.htm
http://oas.org/juridico/spanish/Tratados/a-52.html
http:sencillamente.38
http:efectivo.36
http:atendidos.35
http:humanos�.34
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iv. las acciones colectivas, las relaciones de consumo de bienes 
o servicios públicos o privados y los derechos humanos 

Las relaciones de consumo de bienes y servicios públicos o privados son guiadas 
por las directrices que en la Organización de las Naciones Unidas se diseñaron 
para ello en 1985;39 tales Directrices son aplicables a los bienes o servicios pro-
ducidos en el país o importados para la protección de los consumidores, por lo que 
los gobiernos deberán tomar las medidas adecuadas para garantizar los siguien-
tes rubros: 1) seguridad física relativa a la inocuidad del bien o servicio, 2) promo-
ción y protección de los intereses económicos de los consumidores, 3) normas 
para la seguridad y calidad de los servicios y bienes de consumo, 4) sistemas de 
distribución de servicios y bienes de consumo esenciales, 5) medidas que permi-
tan a los consumidores obtener compensación, 6) programas de educación e in-
formación y 7) medidas relativas a esferas concretas como los alimentos, el agua, 
los productos farmacéuticos, los plaguicidas y sustancias químicas, etcétera. 

En México se establecieron principios básicos en las relaciones del consumo, 
aunque a decir de José Ovalle Favela, al estar tutelados por el derecho se trata 
de intereses jurídicos, toda vez que fueron establecidos en la Ley Federal de 
Protección al Consumidor.40 Esos principios son tomados de las Directrices que 
ya se enunciaron con algunas precisiones. 

La enumeración de tales principios es conexa con la protección de los si-
guientes derechos humanos: 1) vida, 2) salud, 3) educación en consumo ade-
cuado, 4) información, 5) acceso a recursos administrativos y jurisdiccionales y 
6) debido proceso o formalidades esenciales del procedimiento, y la protección 
de grupos vulnerables, niños, adultos mayores, discapacitados e indígenas. 

Por lo anterior, si bien las acciones colectivas no refieren expresamente la 
protección de derechos humanos, las materias sobre las que se pueden promo-
ver lo hace de forma directa, como en el caso del medio ambiente, de forma im-
plícita con otros que ya se mencionaron y en el caso de las relaciones de con-
sumo, también de forma implícita. 

Es necesario no perder de vista que en México las violaciones a los derechos 
humanos se dan por las autoridades y servidores públicos. Sin embargo, en el 
caso de las relaciones de consumo sobre bienes y servicios privados o la afec-
tación del medio ambiente por particulares, se puede estar en presencia de un 
abuso de la autoridad por haber aprobado una actividad contraria al derecho, a 
los derechos humanos o al medio ambiente adecuado, o de una omisión al co-
nocer de una situación excesiva, irregular, impropia y no actuar para corregirla. 

v. libro quinto “de las acciones colectivas” del código federal 
de Procedimientos civiles 

El Libro Quinto del CFPC se estructura con 11 capítulos que tratan sobre las pre-
visiones generales, la legitimación activa, el procedimiento, la sentencia, las 

39 Directrices para la Protección del Consumidor, Resolución de la Asamblea General de la Organi-
zación de las Naciones Unidas número A/RES/39/248 del 9 de abril de 1985. 

40 José Ovalle Favela, Derechos del consumidor. México, Cámara de Diputados, LVIII Legislatura / 
UNAM, 2000, p. 22. 

http:Consumidor.40
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150150 
medidas precautorias, las medidas de apremio, las relaciones entre acciones 
colectivas y acciones individuales, la cosa juzgada, los gastos y las costas, las 
asociaciones y del fondo, que abarcan del artículo 578 al 626. 

El contenido se desglosará desde las características que el artículo 17, pá-
rrafo tercero, reserva a la ley para analizar cómo fueron construidos. Se obser-
vará la adaptación al procedimiento judicial mexicano y si existe alguna similitud 
con el Código Modelo de Procesos Colectivos para Iberoamérica,41 debido a que 
para la elaboración del mismo se tomaron en cuenta las siguientes legislaciones: 
Del sistema de common law, Estados Unidos de América, y del sistema del civil 
law, Argentina, Brasil, Colombia, Chile, España, Uruguay, Paraguay, Perú, Por-
tugal y Venezuela. 

1. Los tipos de acciones colectivas 

En este apartado se hará referencia a cuáles son las acciones colectivas que se 
establecen, cuál es su naturaleza material, el tipo de derecho o interés legítimo 
o jurídico, el titular del derecho, el objeto y si se requiere de vínculo jurídico entre 
las partes. 

En la introducción se mencionó lo relativo a si la regulación de las acciones 
colectivas sería por medio de una ley especial o la adición a la legislación exis-
tente relacionada con las cuestiones procesales a resolver, tomando la opción 
de la materia civil por tratarse de obligaciones con cargo a particulares o autori-
dades, por lo que debe mencionarse que si bien el aspecto de valoración judicial 
a resolver es sobre el cumplimiento o no de obligaciones y en su caso la repa-
ración de un daño, las materias que terminaron siendo involucradas requieren 
de una especialización, ya que por un lado está la del consumo, el uso de los 
servicios financieros y la competencia económica que podrían entenderse rela-
cionadas, y por el otro, el medio ambiente, el cual puede ser natural y construido, 
por lo que su contenido como derecho es muy amplio al abarcar los diversos 
derechos humanos que ya fueron enunciados. En ese sentido, una restitución del 
objeto tutelado en el caso del medio ambiente es difícil si no imposible y la de-
terminación del daño no sólo es el aparentemente actual sino que abarca las 
modificaciones que llegue a causar a corto plazo y para las generaciones futu-
ras, así, quien resuelve respecto a un daño debe conocer la materia ambiental 
para concebirlo globalmente. 

Por último, en el caso de las dos materias, la del consumo y la del medio am-
biente, traen aparejada a su violación o infracción, la de otros derechos, el propio 
Libro Quinto se refiere a la vida y a la salud, lo cual puede terminar incidiendo en 
una conducta ilícita, delictiva y en el abuso del poder o violación a los derechos 
humanos. 

En principio se habla de la tutela de derechos e intereses colectivos e indivi-
duales homogéneos de incidencia colectiva por medio de tres tipos de acciones: 
colectivos, con la acción difusa y la acción colectiva en sentido estricto, y de 

41 Código Modelo de Procesos Colectivos para Iberoamérica, Instituto Iberoamericano de Derecho 
Procesal, Aprobado en Caracas el 28 de octubre de 2004. 
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151151
grupo, con los individuales de incidencia colectiva, de acuerdo con los artículos 
580 y 581 del CFPC. 

Es importante hacer la diferencia entre colectivos y de grupo porque ello per-
mite establecer sus características, los primeros, de forma general, son transin-
dividuales o no estrictamente individuales e indivisibles, por lo que son ejercidos 
por la colectividad y la sentencia surtirá efectos para la misma, puede tratarse 
de la protección al medio ambiente, la salud y el patrimonio histórico, artístico y 
cultural, entre otros, lo que se advertirá en el caso de la acción difusa, y la pro-
piedad comunal indígena podría ser el ejemplo de una acción colectiva,42 y los 
segundos son individuales y divisibles pero provenientes de un causa común, 
como cuando se compra un producto y tiene un defecto que es el mismo para 
todos los casos, puede demandarse de forma individual o grupal.43 

Los derechos sustanciales, de contenido o materiales previstos en la CPEUM 
y en las leyes se encuentran dispuestos para ser exigido su cumplimiento de 
forma individual, como derechos subjetivos, salvo en el caso del de propiedad 
comunal, sobre las condiciones de los trabajadores por los sindicatos, los rela-
tivos al consumo en la Ley Federal de Protección al Consumidor y al medio am-
biente en la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, sin 
embargo, cada uno de estos tiene ciertas peculiaridades. 

Por su parte, las acciones colectivas disponen la protección del derecho y el 
interés con la especificidad de que será colectivo o individual con incidencia co-
lectiva, de acuerdo con los artículos 1o. y 580 del CFPC, es decir, la titularidad 
o el interés de los afectados con dicha acción lo será la colectividad o los indivi-
duos en una causa común y, en este sentido, la determinación judicial causaría 
efectos para todos de igual forma. 

En primer término hay que considerar que se hace referencia a un derecho, 
por lo que el interés jurídico entendido para el sujeto del derecho desde la pre-
visión en la norma jurídica y desde los criterios del Poder Judicial,44 ahora se 
complementa con la titularidad de los colectivos como transindividuales o de 
sustancia colectiva, y los individuales de incidencia colectiva como individuales 
con una causa común u ocasionalmente colectivos. 

En el caso de los individuales de incidencia colectiva podrían entenderse co-
mo un interés de naturaleza mixta, cuando es personal o privado, pero al ser 
compartido por varios sujetos se vuelve colectivo,45 es decir, son individuales con 
características sociales lo que los hace de incidencia colectiva. 

42 La Corte Interamericana de Derechos Humanos, no obstante que no recibe comunicaciones gru-
pales, en los casos de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs, Sentencia del 31 de agosto de 
2001, y en el caso de Masacre Plan de Sánchez, sentencia del 19 de noviembre de 2004, resolvió tratan-
do a la comunidad como un titular colectivo respecto de su derecho a la tierra ancestral o propiedad en 
el primero, y en relación a la vida y la integridad personal de la población rural indígena, por ello las me-
didas de reparación se deciden para desagraviar a las comunidades afectadas. Christian Courtis, “El 
derecho a un recurso rápido, sencillo y efectivo frente a afectaciones colectivas de derechos humanos”, 
en Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional. México, núm. 5, enero-junio de 2006, 
pp. 47-50. 

43 Vid. J. Ovalle Favela, “Las acciones colectivas en el derecho mexicano”, en Revista del Instituto 
Federal de Defensoría Pública. México, año 1, núm. 2, 2006, p. 72. 

44 Vid. INTERÉS JURÍDICO. EN QUÉ CONSISTE. Registro Núm. 394810, Localización: octava épo-
ca, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Apéndice de 1995, t. VI, Parte TCC, p. 582, 
Tesis: 854, Jurisprudencia, Materia: Común. 

45 Vid. J. Ovalle Favela, coord., Las acciones para la tutela de los intereses colectivos y de grupo. 
México, UNAM, 2004, pp. 7-8. (Serie Estudios Jurídicos, 60) 

http:grupal.43
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Por otro lado, además del derecho se habla del interés, el artículo 1o. del 

CFPC lo refiere como difuso, colectivo o individual de incidencia colectiva, si se 
tratara un interés legítimo debería causarse o estar en riesgo de sufrir una afec-
tación o daño al promovente, que consistiría en el interés cualificado respecto 
de la legalidad de un acto impugnado que proviene de la esfera jurídica del indi-
viduo (en este caso del colectivo), de forma directa o derivada del orden jurídico,46 

lo cual constituiría el interés que le asiste para iniciar la acción,47 en el caso de 
la acción colectiva en sentido estricto debe existir ese supuesto, porque final-
mente deberá acreditarse el daño sufrido para obtener una reparación, y en el 
de la acción individual de incidencia colectiva también para obtener una senten-
cia que ordene el cumplimiento o la rescisión de un contrato y en la acción difusa 
el daño se entiende al medio ambiente de forma directa e indirecta al colectivo, 
de hecho el artículo 588, fracción IV, del CFPC, exige como requisito de legiti-
mación en la causa que haya una coincidencia entre la acción y la afectación. 

Así, es necesario contar con el interés legítimo en los tres tipos de acciones 
para iniciarlas y con un derecho o interés jurídico en las acciones colectivas en 
sentido estricto y en las individuales de incidencia colectiva. 

De esta manera, se establecen tres tipos de acciones cuyas características 
se visualizan gráficamente como aparece a continuación: 

característica difusa colectiva en 
sentido estricto 

individual de 
incidencia 
colectiva 

naturaleza Indivisible Indivisible Divisible 
tipo de derecho e 
interés jurídico 

Difuso Colectivo Individual de 
incidencia colectiva 

titular Colectividad 
indeterminada 

Colectividad 
determinada o 
determinable por 
circunstancias 
comunes 

Individuos 
agrupados por 
circunstancias 
comunes 

objeto Reparación del daño 
colectivo o 
restitución o 
cumplimiento 
sustituto según 
la afectación 

Reparación del daño 
por medio de acción 
o abstención y cubrir 
los daños de forma 
individual 

Cumplimiento o 
rescisión de contrato 
con sus 
consecuencias 
y efectos 

vínculo jurídico No se requiere Se requiere un 
vínculo jurídico 
común entre la 
colectividad y el 
demandado por 
mandato de ley 

El vínculo provendría 
del contrato 

46 Vid. INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍDICO. AMBOS TÉRMINOS TIENEN DIFERENTE 
CONNOTACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Registro Núm. 921788, Localiza-
ción: novena época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Apéndice (actualización 2002), t. III, p. 16, Tesis: 
8, Jurisprudencia, Materia: Administrativa. 

47 Vid. TERCERO PERJUDICADO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. TIENE IN-
TERÉS JURÍDICO PARA RECLAMAR EN ELAMPARO LA FALTA DE EMPLAZAMIENTO AAQUELLA 
INSTANCIA, SIACREDITAUN INTERÉS LEGÍTIMO CONTRARIOAL DELACTOR (LEGISLACIÓN DEL 
DISTRITO FEDERAL). Registro Núm. 921788, Localización: novena época, Instancia: Segunda Sala, 
Fuente: Apéndice (actualización 2002), t. III, p. 16, Tesis: 8, Jurisprudencia, Materia: Administrativa. 



C
om

en
ta

rio
 le

gi
sla

tiv
o  

       
    

 
 

  

   
 

 

 
 

      

 

 

 
  

 
 

    
 

         

 

 
    

     

153153
El Poder Judicial de la Federación establece diversos criterios en tesis aisla-

das respecto de las características de los intereses colectivos o difusos, por lo 
que hace a su naturaleza 48 como “pertenecientes a todos los miembros de una 
masa o grupo de la sociedad, sin posibilidad de fraccionarse”, es decir, corres-
ponden a un conjunto de individuos sin opción a repartirlos para que cada indi-
viduo se responsabilice, por ello es que no pueden defenderse individualmente, 
ni “ejercerse aisladamente”, son transindividuales, como las afectaciones del 
medio ambiente. 

Los de incidencia colectiva o individuales homogéneos son de naturaleza 
divisible, aunque su exigibilidad de forma individual sería muy costosa, por lo que 
quedarían impunes, dejando incierto el futuro de protección en ese tipo de abu-
sos, puede tratarse de casos de consumidores, los cuales no están organizados 
ni tienen un representante común. 

En cuanto al titular, en el caso de los difusos, es indeterminable. En el colec-
tivo en sentido estricto es determinado o determinable, por lo que el modelo en 
la titularidad es similar al de la Ley de Enjuiciamiento Civil española que esta-
blece las acciones de grupo en materia del consumidor cuando los individuos 
sean determinados o fácilmente determinables.49 

Sin embargo, en el caso de los derechos colectivos, al estar integrado por 
personas determinadas y una vez dictada la sentencia, para una reparación del 
daño cada individuo de los que lo integran deberá promover un incidente de li-
quidación y probar su daño, con esa exigencia se encarecen los gastos del juicio 
y eso podría desincentivar a aquellos solicitantes cuyos medios sean escasos 
o cuyo beneficio fuere menor a los gastos a realizar, con lo que resulta la sub-
sistencia de los daños y de beneficios indebidos para los proveedores de bienes 
y servicios, entre otros, así como la irregularidad de la práctica. 

Por último, en los individuales de incidencia colectiva, el titular son los indivi-
duos agrupados por circunstancias comunes, que en el caso del Código Modelo 
de Procesos Colectivos para Iberoamérica son llamados individuales homogé-
neos al tratarse de un “conjunto de derechos subjetivos individuales, provenien-
tes de origen común, de que sean titulares los miembros de un grupo, categoría 
o clase”, expresión originaria de Brasil con el Código de Defensa del Consumidor 
en 1990. 

Las pretensiones que se persiguen con las acciones colectivas pueden ser 
de tres tipos: declarativas, constitutivas y de condena, como lo establece el ar-
tículo 582 del CFPC. Las declarativas para efectos de reconocimiento judicial 
de la existencia o no de derechos,50 las constitutivas para la creación, modifica-

48 Vid. INTERESES COLECTIVOS O DIFUSOS. SUS CARACTERÍSTICAS YACCIONES PARASU 
DEFENSA. Registro Núm. 170167, Localización: novena época, Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XXVII, febrero de 2008, p. 2456, 
Tesis: I.7o.A.550 A, Tesis Aislada. Materia: Administrativa. 

49 Artículo 6.7 de la Ley 1/2000, del 7 de enero de 2000, de Enjuiciamiento Civil, consultada en http:// 
civil.udg.es/normacivil/estatal/LEC/L1.htm el 17 de octubre de 2011. 

50 Vid. SENTENCIA DECLARATIVA. EN MATERIAAGRARIA. Registro Núm. 205110, Localización: 
novena época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, t. I, junio de 1995, p. 539, Tesis: II.2o.P.A.5 A, Tesis Aislada. Materia: Administrativa. 

http://civil.udg.es/normacivil/estatal/LEC/L1.htm
http://civil.udg.es/normacivil/estatal/LEC/L1.htm
http:determinables.49
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154154 
ción o extinción de una situación jurídica51 y las de condena para que se sancio-
ne al demandado a una prestación de hacer o no hacer.52 

En cuanto a la reparación, otra tesis aislada en materia de consumidores re-
fiere que el “objeto puede ser indemnizatorio, para resarcir de los daños y per-
juicios causados, o preventivo, para impedir, suspender o modificar las conduc-
tas que puedan causarlos”.53 Tal alcance en el Libro Quinto del CFPC se 
especifica respecto de los daños sin considerar los perjuicios que sí contempla 
el Código Modelo. 

En el caso de la acción difusa, la reparación se precisa con una restitución o 
un cumplimiento sustituto de acuerdo con la afectación. La restitución tendría 
como efecto volver las cosas a su estado original,54 así como uno preventivo, 
teniendo el juez un medio para conseguirlo, las medidas precautorias, para evi-
tar daños de difícil reparación y en caso de no poder conseguirlo, se contará con 
el cumplimiento sustituto, el cual es una figura usada en el amparo cuando no 
puede cumplimentarse una restitución según el artículo 105, párrafos cuarto a 
sexto, de la Ley y la tesis jurisprudencial que lo refiere mediante el incidente de 
daños o perjuicios o el convenio.55 Sin embargo, en materia de medio ambiente 
ninguna sustitución logrará volver las cosas a su estado anterior, no podrá re-
vertir el daño y el cumplimiento sustituto sólo serviría para ejemplificar que si se 
incurre en daño deberá repararse al menos con una manera de indemnización 
simbólica, pero para que eso efectivamente incida en el ánimo de los infractores 
las cantidades deberían determinarse altas o se volverá el medio de solventa-
ción de afectaciones ecológicas. 

La acción colectiva prevé que la reparación se haga por medio de una acción 
o una abstención y la cobertura individual de los daños, debido a que cada per-
sona deberá demostrar su daño y promover un incidente de liquidación. 

51 Vid. SENTENCIA DE RECONOCIMIENTO, GRADUACIÓN Y PRELACIÓN DE CRÉDITOS. NO 
ÚNICAMENTE TIENE EFECTOS DECLARATIVOS (DETERMINAR A LOS ACREEDORES RECONO-
CIDOS), SINO QUE ES DE NATURALEZA CONSTITUTIVA DE DERECHOS, LA CUAL PUEDE SER 
EJECUTADA EN CUANTOA SUS EFECTOS. Registro Núm. 167167, Localización: novena época, Ins-
tancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. 
XXIX, mayo de 2009, p. 1124, Tesis: VI.1o.C.126 C, Tesis Aislada. Materia: Civil. 

52 Vid. CONDENA. NO DEBE SER DECRETADA EN FORMA GENÉRICA Y RESERVADA SU DE-
TERMINACIÓN PARA EJECUCIÓN DE SENTENCIA, CUANDO LA PRESTACIÓN RELATIVA FUE EL 
OBJETO PRINCIPAL DEL JUICIO Y SE DEMANDÓ EN CANTIDAD LÍQUIDA. Registro Núm. 170820, 
Localización: novena época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, t. XXVI, diciembre de 2007, p. 1444, Tesis: I.3o.C.J/43, Jurisprudencia. 
Materia: Civil. 

53 Vid. ACCIONES COLECTIVAS AFAVOR DE LOS CONSUMIDORES. LEGITIMACIÓN, COMPE-
TENCIAY OBJETO. Registro Núm. 169985, Localización: novena época, Instancia: Tribunales Colegia-
dos de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XXVII, abril de 2008, p. 2284, 
Tesis: I.4o.C.135 C, Tesis Aislada. Materia: Civil. 

54 Vid. SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA, A PESAR DE QUE PUEDA 
ADELANTAR LOS EFECTOS DE LA DECISIÓN FINAL, SI ES NECESARIO PARAASEGURAR UNA 
TUTELA CAUTELAR EFECTIVA QUE PRESERVE LA MATERIA DEL JUICIO Y LA CABAL RESTITU-
CIÓN DELAFECTADO EN SUS DERECHOS. Registro Núm. 161447, Localización: novena época, Ins-
tancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. 
XXXIV, julio de 2011, p. 1919, Tesis: I.4o.A.J/90, Jurisprudencia. Materia: Común. 

55 Vid. EJECUTORIAS DE AMPARO. ANTE LA IMPOSIBILIDAD DE SU CUMPLIMIENTO OPERA 
EL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO MEDIANTE EL INCIDENTE DE DAÑOS Y PERJUICIOS O EL CON-
VENIO. Registro Núm. 167260, Localización: novena época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XXIX, mayo de 2009, p, 140, Tesis: 2a./J.60/2009, Juris-
prudencia. Materia: Común. 

http:convenio.55
http:causarlos�.53
http:hacer.52
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El Código Modelo subsume en la acción difusa a la colectiva y, en ese caso, 

como el objeto es indivisible la indemnización es al colectivo y por ello va al Fon-
do conforme a su artículo 8o. 

La acción individual de incidencia colectiva tiene como objeto conseguir el 
cumplimiento o rescisión de un contrato con sus consecuencias y efectos. 

Por último, se requiere de vínculo jurídico entre demandado y demandante 
previsto en la ley sólo en las acciones colectivas y en las individuales de inciden-
cia colectiva el vínculo sería el contrato. 

2. Las materias de aplicación 

El haber referido materias de aplicación condicionó el tratamiento dado a las 
acciones colectivas como temático o sectorizado y no en correspondencia con 
la protección de derechos económicos, sociales y culturales, a diferencia del 
Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, que cuando llegue a entrar en vigor recibirá comunicaciones de 
personas o grupos de personas que hayan sufrido la violación de los derechos 
contenidos en el Pacto. 

Las materias a tratar son las relaciones de consumo de bienes o servicios 
públicos o privados y medio ambiente, no soluciona problemas sociales sino 
conflictos de hecho o de derecho, entre los que se incluye a los usuarios de los 
servicios financieros en materia de competencia económica de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 578 del CFPC. Sin embargo, tales materias terminan afec-
tando directa o indirectamente derechos humanos, motivo por el que constituyen 
una forma de garantía de protección de algunos. 

3. El instrumento procesal de las acciones colectivas requiere 
de un procedimiento judicial 

No obstante la experiencia en el amparo con las materias de propiedad comunal 
y laboral, así como del consumidor, porque ahora las relaciones del consumo y 
el medio ambiente se han concentrado en una sola figura que conlleva la pro-
tección de diversos derechos, la de las acciones colectivas, por lo que es nece-
sario que cuenten con su propio procedimiento, el cual se establece en el Libro 
Quinto del CFPC en los siguientes términos. 

A. Principios y procedimientos colectivos 

Un elemento trascendental del procedimiento judicial se establece en el artícu-
lo 583 del CFPC y es la interpretación compatible con principios y procedimien-
tos colectivos para proteger el interés general y los derechos o intereses colec-
tivos, si bien el contenido del interés general queda a discreción del juzgador, el 
del derecho o interés colectivo protege a todos aquellos que pueden resultar 
afectados. 

En el caso del Código Modelo se dispone en el artículo 10 que el objeto pue-
de ser alterado cubriendo ciertos requisitos, como resultado de que el pedido y 
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156156 
la causa de pedir serán interpretados de forma extensiva porque se trata de am-
parar colectivos, constituyendo una forma de validar la colectividad de un pro-
cedimiento. 

Hay criterios del Poder Judicial que refieren que el interés general no está 
definido, el juzgador en el momento en que se presente un caso concreto lo de-
finirá y le fijará un alcance;56 es el caso que también puede tomarse en cuenta la 
no afectación a los bienes de la colectividad previstos por la ley, por lo que al 
aplicar la norma será el perjuicio de las metas de interés colectivo en el hecho 
concreto el que podría servir de medida del daño.57 Por lo que respecta a las ac-
ciones colectivas también dependerá del caso concreto, aunque no pasa inad-
vertido que la interpretación referida a principios y procedimientos colectivos 
ampararán el interés general previsto en la norma jurídica, sin perder de vista 
que se trata de un colectivo cuya resolución afecta a todos presentes y ausentes. 

En este sentido, hizo falta otra consideración, la de la figura de la clase o opt 
out, o de la inclusión y exclusión, entrada y salida y opt in, debido que al tratarse 
de un interés general o colectivo cuya protección quedará amparada por una 
sentencia que afecta a todos, el mismo estaría mejor protegida por la primera, 
sin embargo, a pesar de la referencia a principios y procedimientos colectivos 
aludida, el Libro Quinto del CFPC adopta la segunda, cuando es necesario para 
entrar la adhesión por escrito durante la sustanciación y hasta 18 meses des-
pués de emitida la sentencia y, en caso de exclusión, el que se entienda como 
un desistimiento, según el artículo 594. 

B. Legitimación activa 

La legitimación activa se ha dispuesto en el artículo 585 del CFPC en favor de 
ciertas entidades públicas por ser la materia que en su actividad ordinaria tra-
bajan, tales como la Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco), la Procu-
raduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa), la Comisión Nacional para 
la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef) y 
la Comisión Federal de Competencia Económica. 

Así, el Decreto de reforma que adiciona el Libro Quinto al CFPC también adi-
cionó los artículos que facultan a tales entidades públicas para iniciar las accio-
nes colectivas, el artículo 38 de la Ley Federal de Competencia Económica; el 
artículo 26 de la Ley Federal de Protección al Consumidor; el artículo 202, pá-
rrafos segundo y tercero, de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección 
al Ambiente, y los artículos 11, fracción V bis, y 92, de la Ley de Protección y 
Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 

56 Vid. SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCALYADMINISTRATIVA. TRATÁNDOSE DE LOS DERECHOS DE PASO O DE ARRASTRE EN EL 
TRANSPORTE FERROVIARIO, DEBE NEGARSE EN SALVAGUARDADEL INTERÉS GENERAL. Re-
gistro Núm. 178859, Localización: novena época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XXI, marzo de 2005, p. 1249, Tesis: I.13o.A.93 A, 
Tesis Aislada. Materia: Administrativa. 

57 Vid. SUSPENSIÓN EN AMPARO. DEBE CONCEDERSE TRATÁNDOSE DEL COBRO DE CUO-
TAS OBRERO-PATRONALES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, CUANDO NO SE 
ACREDITA EL PERJUICIO EVENTUAL AL INTERÉS GENERAL PERSEGUIDO CON EL ACTO DE 
APLICACIÓN DE LA NORMA. Registro Núm. 179167, Localización: novena época, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XXI, febrero de 2005, 
p. 1590, Tesis: XII.2o.J/17, Jurisprudencia. Materia: Administrativa. 

http:I.13o.A.93


C
om

en
ta

rio
 le

gi
sla

tiv
o

 

     
  

 
    

 

 

 

 

 
       

    

 
       

 
 
 
 

   
 

  

 
 

     

 
 

 

157157
Existe la figura del representante común de una colectividad de por lo menos 

30 miembros, la que se ha dispuesto en el artículo 586 del CFPC, cuyo desem-
peño es fiscalizado por el juez, acotando intereses que podrían ser de tipo per-
sonal, como la falta de diligencia, pericia, frivolidad, conflictos con los represen-
tados, fines electorales o proselitistas, lo cual redunda en el cuidado de los 
intereses de los titulares. 

El cuidado con la representación común también se aprecia en el artículo 2o., 
fracción I, parágrafos segundo y tercero, del Código Modelo. La representación 
adecuada que obedece a la protección del interés de clase, puesto que se debe 
considerar a los titulares ausentes, se asemeja con el modelo estadounidense 
en las class actions, que agregan la posibilidad de que uno de los afectados sea 
el representante, de igual forma que el artículo 3o., fracción II, del citado Código. 

Asimismo, también se prevé a las asociaciones sin fines de lucro constituidas 
con un año de antigüedad, que la materia de que se trate se halle en su objeto 
social y que se encuentren registradas ante el Consejo de la Judicatura, para lo 
que deben presentar: sus estatutos sociales, y acreditar que han realizado accio-
nes inherentes a su objeto durante 12 meses. Una vez obtenido el registro será 
del conocimiento público, así como los datos generales de identificación y para 
mantenerlos se debe entregar un informe anual sobre su operación y actividades 
y actualizar la información que se entregue al Consejo de forma permanente. 

La exigencia de esos requisitos en el caso de las asociaciones civiles prote-
ge los intereses de los titulares cuando lleguen a ser representados por una 
asociación profesional, experta en la materia de que se trate y con una situación 
y estatus jurídico transparente que se conoce públicamente. Además, para la 
asociación el cumplimiento de tales requisitos le da ese estatus que le genera 
credibilidad y transparenta la información sobre su operación, lo cual puede 
considerarse como una especialización o como un requisito para las que quieren 
iniciarse. 

El mandato de ley es muy claro, se trata de servidores públicos, de represen-
tantes de colectividades que pueden ser litigantes especializados o despachos 
que consigan esa especialización y de asociaciones civiles preocupadas por la 
materias en cuestión que deberán formalizar su especialización conforme con 
la nueva figura procesal. 

Se ha llegado a mencionar la inconveniencia, en el caso de la legitimación 
activa, por parte de servidores públicos, cuando se ha criticado la discreciona-
lidad para su ejercicio, como el caso de la Profeco, que estando facultada para 
promover acciones de grupo desde 1992 hasta 2006, en 14 años no lo hizo, por 
lo que ahora se cuenta con tres opciones, las entidades públicas que tratan la 
materia, los representantes comunes y las asociaciones civiles. 

C. Requisitos de la demanda 

La demanda exige ciertos requisitos conforme al artículo 587, entre los que fi-
guran los nombres de los representantes legales o comunes y su acreditación, 
así como de los demandados. En el caso de las acciones colectivas en sentido 
estricto y de las individuales homogéneas se pide el nombre de los miembros 
de la colectividad promovente de la demandada, sin que pase inadvertido que 
en las primeras los integrantes son determinados o determinables, motivo por 
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158158 
el que al elaborar la demanda puede desconocerse la identidad de todos los 
afectados, pero que posible su reconocimiento, sin embargo, para ambos casos 
se contempla la figura de la adhesión. 

Es necesario mencionar el tipo de acción que se promueve, los derechos 
afectados y la pretensión, los hechos y las circunstancias comunes que com-
parte la colectividad y el fundamento, en el caso de las acciones colectivas en 
sentido estricto y de las individuales de incidencia colectiva hay que sustentar 
la conveniencia de recurrir a esa vía, esto último igual que en el Código Modelo 
según el artículo 2o., fracción II, parágrafo primero. 

El juez puede solicitar que se haga alguna aclaración o se subsane la omisión 
de alguno de los requisitos. 

D. La procedencia de las causas colectivas 

La legitimación de la causa exige ciertos requisitos de procedencia, como que 
se trate de las materias ya señaladas, que subsista la condición de colectividad 
de los titulares y del objeto y que no sea cosa juzgada o que haya prescrito la 
acción, según el artículo 588 del CFPC. 

La causal de improcedencia en el caso de las acciones colectivas en sentido 
estricto es que los promoventes no hayan otorgado su consentimiento, lo que la 
limita completamente, cuál sería la diferencia con el litisconsorcio necesario si 
para accionar colectivamente se debe otorgar un consentimiento y en ambos 
casos existe también un vínculo jurídico. 

En el tipo de acción, la descripción de la correspondiente a acciones colecti-
vas refiere que el titular es determinado o determinable, además de considerar 
la figura de la adhesión, conforme a los artículos 581 y 594 del CFPC, sin em-
bargo, el artículo 583 dispone que la interpretación generará la compatibilidad 
con principios y procedimientos colectivos cuyo fin es proteger el interés general 
y los derechos e intereses colectivos, lo que no debería perderse de vista res-
pecto de la integración del colectivo. 

E. Del procedimiento y de la conciliación 

Por su parte, una vez desahogada la prevención se emplazará al demandado y 
se le correrá traslado de la demanda y vista por cinco días para que manifieste 
lo que a su derecho convenga respecto del cumplimiento de los requisitos de 
procedencia, lo que de entrada puede prevenir cualquier excepción relacionada 
con la competencia territorial, por materia, por tiempo, por colectividad o por 
conveniencia de la vía escogida, de acuerdo con el artículo 590 del CFPC. 

Enseguida se procederá a la admisión, a la contestación de la demanda con 
un periodo de 15 días para ello y de cinco más para dar vista a la actora para que 
manifieste lo que a su derecho convenga, así como la notificación de la admisión, 
conforme con los artículos 591 a 593 del CFPC. 

El juez citará a una audiencia de conciliación una vez notificada la admisión 
de la demanda. La controversia puede resolverse por medio de un convenio ju-
dicial parcial o total, siempre y cuando los intereses de la colectividad estén pro-
tegidos, y se dará vista por 10 días a los órganos y organismos legitimados ac-
tivamente y a la Procuraduría General de la República, por ser los especializados 
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en las materias de protección de las acciones colectivas y el representante social 
federal; una vez escuchadas las participaciones, el juez puede elevar el conve-
nio a cosa juzgada, como establece el artículo 595 del CFPC. 

El Código Modelo también considera la posibilidad de la conciliación entre 
las partes, así como medios alternativos para solucionar el conflicto, como lo 
establece su artículo 11, parágrafos primero a cuarto. 

El incluir la conciliación como una forma de solución en las acciones colecti-
vas ayuda a abreviar el tiempo para resolver el conflicto, pero es imprescindible 
que tras un convenio judicial haya el seguimiento correspondiente para que sea 
cumplido, de lo contrario podría realizarse de la manera más cuidadosa, sin lo-
grar la expectativa de resultado. 

F. De la prueba 

En caso de que la conciliación no se alcance se abrirá el periodo probatorio por 
60 días, que podrá prorrogarse hasta por 20 días más; en el auto admisorio se 
señalará la fecha de la audiencia final en la que se desahogarán en un lapso de 
40 días, que el juez también puede prorrogar; una vez concluido, se dará vista 
a las partes por 10 días y el juez dictará sentencia dentro de los siguientes 30 
días, según lo establecen los artículos 596 y 597 del CFPC. El Código Modelo 
establece una hipótesis similar al no lograr una conciliación, procediendo a fijar 
los puntos controvertidos, determinando las pruebas que se requieran y citando 
a la audiencia de instrucción y juzgamiento, de acuerdo con el artículo 11, pará-
grafo quinro, fracciones III y IV. 

Los periodos de prueba deben ser flexibles porque se trata de colectividades 
y la organización y desahogo requiere de tiempo suficiente a diferencia de un 
asunto individual, independientemente de que para la reparación del daño cada 
persona tenga que probar su afectación y la ejecución de la sentencia la efectúe 
vía incidental de liquidación, conforme con el artículo 594, párrafo séptimo, del 
CFPC. 

El sistema de prueba es mixto, ya que flexibiliza la posibilidad de que el juez 
se allegue de lo necesario aunque no esté expresamente previsto en la norma 
procesal para mejor proveer, por ejemplo, el permitir la recepción de las mani-
festaciones escritas u orales de terceros bajo la figura del amicus curiae como 
ajeno a la disputa judicial, pero cuyos aportes pueden ser trascendentales a la 
sustentación del proceso judicial, que ha funcionado en los procedimientos ante 
los organismos internacionales de derechos humanos y ahora se incorpora a 
las acciones colectivas, y que tomará en cuenta si el juez considera que generan 
un auxilio importante. 

Asimismo, el solicitar las pruebas que considere necesarias de oficio o a pe-
tición de parte con cargo al Fondo, del que se precisará más adelante. Por último, 
las pruebas que aporta la actora no son individualizadas, salvo las reclamacio-
nes individuales que deben establecer la relación causal en el incidente de liqui-
dación, según los artículos 598 a 601 del CFPC. 

El Código Modelo dispone en el artículo 12 que la carga de la prueba será 
para la parte que tenga los conocimientos necesarios sobre los hechos y si no 
pudiera cumplirse, el juez ordenará suplir la deficiencia y obtenerlos, condenan-
do, en su caso, al demandado. Asimismo, en el artículo 13 se establece que la 
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160160 
demanda puede decidirse si no se requiere de prueba conforme al mérito o sólo 
una parte y el resto en resoluciones parciales. 

En el Libro Quinto del CFPC, si bien no se expresa una suplencia para la ob-
tención de pruebas, sí se dispone que el juez se allegue de las necesarias que-
dando implícita y no se prevén las resoluciones parciales o complementarias. 
En el caso de que el demandado confesara la demanda en cada una de sus 
partes y la actora estuviere de acuerdo, el juez puede proceder a dictar senten-
cia de acuerdo con lo previsto en el artículo 345 del CFPC, lo cual, al no estar 
dispuesto expresamente en el Libro Quinto, pero sí en el Código, complementa 
el procedimiento. 

La información sobre el curso de los procedimientos a los representados es 
obligación de los representantes comunes y las asociaciones, que deberán ha-
cerlo cada seis meses por un medio adecuado. Asimismo, la Profeco, Profepa, 
Condusef y la Comisión Federal de Competencia conformarán un registro de 
las acciones colectivas y de las conciliaciones que realicen, conforme al artícu-
lo 602 del CFPC. 

4. La sentencia, la reparación de los daños, las medidas precautorias 
y las medidas de apremio en el cumplimiento de la sentencia 

A. De la sentencia 

La sentencia resolverá sobre los miembros presentes y sobre los ausentes, por 
lo que sus efectos deberán ser ultra partes y erga omnes,58 resultando una in-
terpretación amplia de la cosa juzgada que atiende a la consideración de colec-
tivos; en México se resuelve la protección de los miembros de la colectividad por 
medio de la adhesión, así participa el que lo desea al poder decidirlo después 
de emitida la sentencia. 

Por su parte, la sentencia en la acción difusa condena a la reparación del 
daño por medio de acciones o abstenciones para lograr una restitución y si no 
es posible con un cumplimiento sustituto cuyo monto dependerá de la afectación 
y que se irá al Fondo. 

En la acción colectiva en sentido estricto e individual homogénea la sentencia 
podrá condenar a la reparación del daño por medio de acciones y abstenciones 
y a cubrir los daños de forma individual a los miembros del grupo, para lo que 
contarán con un año al causar ejecutoria y deberá promoverse por medio de in-
cidente de liquidación en ejecución de sentencia en el que deberán probar su 
daño y el pago se hará a los miembros de la colectividad, no al representante 
común, conforme a los artículos 604 y 605 del CFPC. 

En la reparación se habla sólo del daño y no del perjuicio cuando éste se cau-
sa del incumplimiento de una obligación y si las acciones colectivas en sentido 
estricto están caracterizadas por la existencia de un vínculo, el mismo dispondría 
de obligaciones incumplidas por lo que debería dar lugar al pago de daños y 
perjuicios, según los artículos 2108 y 2109 del Código Civil Federal. 

58 Antonio Gidi, Las acciones colectivas y la tutela de los derechos difusos, colectivos e individuales 
en Brasil. Un modelo para países de derecho civil. México, UNAM, 2004, p. 98. 
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La sentencia se notifica a la colectividad y se establecerá un plazo para el 

cumplimiento de la misma o se aplicarán las medidas de apremio que corres-
pondan como multa por 30 mil días de salario mínimo general vigente en el Dis-
trito Federal por cada día de incumplimiento, auxilio de la fuerza pública y rom-
pimiento de cerraduras, cateo con orden escrita, arresto por 36 horas o se 
procederá por el delito de desobediencia, conforme con los artículos 607, 608 y 
612 del CFPC. 

En caso de una representación fraudulenta se apelará a la nulidad de actua-
ciones y se dará vista al agente del Ministerio Público, de acuerdo con el artícu-
lo 609 del CFPC. 

B. De las medidas precautorias 

La figura de las medidas precautorias se establece para cesar actos, ordenar su 
realización, retirar algún producto del mercado u otras que protejan para evitar 
o cesar un daño. El juez la ordenará si no causa mayor afectación, el solicitante 
debe señalar el hecho, el daño y la urgencia, dándose vista al demandado y re-
cabando la opinión de los órganos y organismos especializados en las materias 
de acciones colectivas, y a la Procuraduría General de la República, como dis-
ponen los artículos 610 y 611 del CFPC. 

Las medidas precautorias por su naturaleza procesal tienen como finalidad 
preservar el bien a proteger y evitar que caiga en una situación de inminencia, 
imposible o difícil reparación, sin que ello determine la tendencia de una resolu-
ción judicial,59 en particular se hace referencia a la vida, la salud o la seguridad 
nacional. El riesgo en su eficacia se presenta cuando el procedimiento implica 
varios días, el de la presentación, los tres de la vista al demandado y a los órga-
nos y organismos en la materia y el de la determinación, lo cual en el caso de 
estar implicadas vidas o la salud podría generar daños no reparables, por lo que 
se considera la necesidad de que en esos casos el juzgador abreviara su orde-
namiento con la prontitud similar a la de una suspensión del acto reclamado en 
el juicio de amparo. 

C. Litispendencia 

El tipo de acción colectiva que se haya ejercitado puede acumularse si se trata 
de difusa y colectiva por los mismos hechos, una colectiva en sentido estricto y 
una individual de incidencia colectiva no son susceptibles de acumulación; si se 
trata de la misma causa, el juez informará a la actora de que puede adherirse a 
la colectiva en un plazo de 90 días, para lo que deberá desistirse de la individual, 
conforme con lo que establecen los artículos 606 y 613 del CFPC. Así la litispen-
dencia se genera entre acciones difusa y colectiva, pero no respecto de una 
colectiva y una individual homogénea, de la misma forma que previenen los ar-
tículos 30 a 32 del Código Modelo. 

59 Vid. MEDIDAPRECAUTORIA. TIENE CARÁCTER PROCESALY SU LEVANTAMIENTO NO PRI-
VADE DERECHOS SUSTANTIVOS ALACREEDOR. Registro Núm. 199504, Localización: novena épo-
ca, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. V, enero de 1997, 
p. 116, Tesis: P.X /97, Tesis: Aislada. Materia: Civil. 
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D. De la cosa juzgada 

La sentencia que no sea recurrida tendrá efectos de cosa juzgada, como dispo-
ne el artículo 614 del CFPC, es decir, definitivos y obligatorios para juicios futuros, 
debido a que constituye la fuerza de estabilidad inmodificable de las relaciones 
jurídicas sometidas a juicio.60 

Por otra parte, en relación con la cosa juzgada el artículo 33 del Código Mo-
delo establece que sus efectos serán erga omnes independientemente de la 
competencia territorial del juzgador, con la excepción de no haber contado con 
pruebas suficientes, caso en el que se podrá intentar otra acción con el mismo 
fundamento, salvo los casos de daños individuales en los que se podrá proceder 
respecto de éstos. 

E. De los recursos 

El Código Modelo prevé en el artículo 18 la posibilidad de apelar la sentencia 
definitiva en el efecto devolutivo sin que ello implique el desamparo colectivo en 
el caso de la parte actora porque a diferencia del procedimiento mexicano inclu-
ye en el artículo 5o. la figura de la tutela jurisdiccional anticipada que adelanta o 
avanza los efectos de la protección, que pudo haberse solicitado previamente 
y su revocación o modificación debe ser fundamentada y en el artículo 16 el pro-
ceso de trámite prioritario si hay una amenaza o daño de difícil reparación o un 
interés social en juego. 

El Libro Quinto del CFPC no establece la forma de recurrir la sentencia de 
una acción colectiva, pero el Libro Primero, Título Sexto, de los Recursos, Ca-
pítulo II de la Apelación y Revisión Forzosa, a partir del artículo 231, disponen lo 
relativo. 

F. De los gastos, las costas y los honorarios 

Los gastos, las costas y los honorarios de los representantes correrán por cuen-
ta de las partes respectivamente y serán ejecutados en liquidación. En relación 
con los honorarios de representantes legal y común deberán sujetarse al arancel 
máximo que establece el artículo 617 del CFPC, que corresponde a un porcen-
taje del monto líquido de la suerte principal; en el caso de la parte actora se cu-
brirán como ordene el juez, en las acciones difusas con cargo al Fondo hasta la 
disponibilidad del mismo si hay un interés social que lo justifique, lo cual repre-
senta un importante apoyo para las colectividades que podrían desistir de una 
acción si el costo se los impide. 

El Código Modelo establece una fórmula diferente, según la cual será con-
denado el demandado si fuere vencido y en el caso de que se apreciara una 
actuación relevante en la acción colectiva por una persona física, un sindicato 

60 Vid. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO EN MATERIAAGRARIA. 
LO SON AQUELLOS QUE CUESTIONAN ASPECTOS QUE FUERON ESTUDIADOS EN UN JUICIO 
DE GARANTÍAS ANTERIOR, ATENTO AL PRINCIPIO DE COSA JUZGADA. Registro Núm.161370, 
Localización: novena época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, t. XXXIV, agosto de 2011, p. 900, Tesis: VI.3o.A.J/81, Jurisprudencia. Ma-
teria: Común. 

http:juicio.60
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o una asociación el juez podrá fijar una gratificación financiera, conforme con el 
artículo 15, lo que constituiría un reconocimiento al esfuerzo, pero también a la 
especialización del representante. 

5. El artículo 17, párrafo tercero, de la CPEUM 

Este artículo dispone que sea el Poder Judicial Federal el facultado para cono-
cer de las acciones colectivas, lo que se cumple con la reforma a la Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial Federal en su artículo 53, fracción VII, para que sean los 
jueces de Distrito en Materia Civil los que desahoguen los procesos. 

Al tratarse las relaciones de consumo sobre bienes y servicios y el medio 
ambiente de afectaciones a derechos personales y patrimoniales entre perso-
nas privadas y públicas es que corresponde al Poder Judicial en materia civil 
resolver sobre acciones colectivas. 

Por lo que hace a la autoridad en el ámbito federal competente para conocer 
de las acciones colectivas puede responder a la cantidad de personas que con-
forman el colectivo, a los derechos o intereses colectivos o difusos involucrados 
y a su trascendencia en el interés general. 

La importancia de las acciones colectivas atiende algunos derechos o inte-
reses que afectan a colectividades y grupos al tratar dos materias, la de las re-
laciones de consumo de bienes y servicios y la del medio ambiente, para evitar 
el abuso de autoridad o las conductas ilícitas de autoridades que lleguen a ser 
permisivas en conductas de particulares o que directamente causen afectacio-
nes y en la interpretación que deberá aplicarse, según el artículo 583 del CFPC, 
como congruente con los principios y los procedimientos colectivos para su pro-
tección. 

El número de personas agraviadas queda determinado desde que se hace 
referencia a colectivos o grupos de individuos con incidencia colectiva, que el 
artículo 588 del CFPC establece en el caso de las acciones colectivas en senti-
do estricto y en las individuales de incidencia colectiva en 30 miembros, así como 
un número indeterminado en las acciones difusas. 

Respecto del demandado, sea un particular o una autoridad por sí misma o 
permisiva con el particular, al tratarse de objetos en litigio que pueden ser afec-
tados por uno u otro, en el que la autoridad termina participando aunque sea de 
forma indirecta. 

6. La representación común por asociaciones civiles no es una figura nueva, 
pero sí en el caso de acciones colectivas con la especialización 
y los requisitos que le son fijados para hacerlo 

La representación común de la colectividad tiene como fin facilitar la comunica-
ción con la parte actora al dirigirse a una sola persona que actúa en su nombre 
y no a cada uno de los miembros que en principio en las acciones colectivas en 
sentido estricto y las individuales homogéneas deben ser 30, pero pueden ser 
más. Se caracteriza como de interés público, expresión que en la ley no se en-
cuentra delimitada y en los criterios del Poder Judicial se refiere que no hay una 
definición, pero llega a entenderse su respeto cuando se cumple con la norma 
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164164 
jurídica,61 o bien, cuando el operador jurídico determina que es lo que ha de en-
tenderse por el mismo, 62 así como cuando se trata de un interés que favorece 
a la comunidad.63 

Al contemplar la posibilidad de que asociaciones civiles se constituyan en 
sujetos legitimados para accionar colectivamente, se han establecido diversos 
candados para que esos casos sean tratados por organismos especializados y 
no de promoción ocasional, no sólo porque una demanda colectiva puede ser 
de alta representatividad económica, sino porque persigue un interés general y 
no debe permitirse una actuación negligente. 

Por otro lado, las acciones colectivas se convierten en un instrumento que 
puede ser utilizado con diversos fines, entre ellos, los políticos, motivos por los 
que las asociaciones que lleguen a fungir como representantes de las colectivi-
dades deberán cubrir ciertos requisitos, como incluir en sus estatutos sociales 
el objeto de sus actividades y que las ha llevado a cabo al menos por un año, y 
registrarse ante el Consejo de la Judicatura, la cual lo hará público en su página 
web. 

En la página electrónica aparecerán los nombres de la asociaciones, sus 
asociados, los representantes, los directivos, cuál es el objeto social y el informe 
anual de su operación, lo que persigue una estabilidad en las actividades que 
desarrolla la asociación y su mantenimiento si cumplen con ello, si entregan su 
informe anual y actualizan sus datos. Ese control de las asociaciones incluye 
evitar el conflicto de intereses con las actividades, lo cual se dispone del artícu-
lo 619 al 623 del CFPC. 

En cuanto al Fondo, en el caso de las acciones difusas se busca la reparación 
por medio de la restitución de las cosas a su estado original y, en caso de ser im-
posible, por medio de un cumplimiento sustituto, el cual se puede determinar 
con el pago de una cantidad de dinero, para lo que será necesario la creación 
de un Fondo que administrará el Consejo de la Judicatura, los que pueden ser 
empleados para gastos del proceso y pago de honorarios si los justifica el interés 
social, rindiendo cuentas del mismo anualmente, según los artículos 624 a 626 
del CFPC. 

61 Vid. SUSPENSIÓN CONTRA EL CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN DE UN MAGISTRADO DEL SU-
PREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO. ES IMPROCEDENTE PORQUE DE CONCEDERSE 
SE CONTRAVENDRÍA EL INTERÉS PÚBLICO DE ACCESO A LA JUSTICIA, CONSAGRADO EN EL 
ARTÍCULO 17 DE LACONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS). Regis-
tro Núm. 173435, Localización: novena época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XXV, enero de 2007, p. 2371, Tesis: XX.2o.37 A, Te-
sis Aislada. Materia: Administrativa. 

62 Vid. LICENCIAS Y MANIFESTACIONES DE CONSTRUCCIÓN. EL ÚLTIMO PÁRRAFO DELAR-
TÍCULO 256 DEL REGLAMENTO RELATIVO PARAEL DISTRITO FEDERAL VIGENTE APARTIR DEL 
29 DE ENERO DE 2004, VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA, AL DEJAR ALARBITRIO 
DE LAAUTORIDAD ADMINISTRATIVA DEFINIR LAS CAUSAS SUPERVENIENTES DE OPORTUNI-
DAD E INTERÉS PÚBLICO PARA REVOCAR AQUÉLLAS. Registro Núm.171431, Localización: novena 
época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, t. XXVI, septiembre de 2007, p. 2546, Tesis: I.15o.A.79 A, Tesis Aislada. Materia: Administrativa. 

63 Vid. INTERÉS PÚBLICO. FACULTAPARARESTRINGIR UN PRIVILEGIO QUE DEVINO ILEGAL, 
AL ESTABLECERSE CONDICIONES CONCRETAS PARA EL EJERCICIO DE UN DERECHO QUE 
AFECTAAL EQUILIBRIO ECOLÓGICO. Registro Núm. 179562, Localización: novena época, Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XXI, ene-
ro de 2005, p. 1786, Tesis: I.4o.A.445 A, Tesis Aislada. Materia: Administrativa. 

http:I.15o.A.79
http:XX.2o.37
http:comunidad.63
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La descripción del modelo de Fondo que refiere nuestra legislación es similar 

a la del artículo 8o. del Código Modelo. 
Cabe mencionar la limitación que el artículo 625 del CFPC impuso al uso de 

los recursos del Fondo, al poder ser aplicado para gastos, honorarios, notifica-
ciones y preparación de pruebas justificadas por el interés social, cuando podría 
determinarse en la sentencia que ordene un cumplimiento sustituto que se apli-
que para conseguir una reconstitución de los bienes lesionados, la minimización 
de la lesión y el evitar su repetición, aunque para ello tendría que modificarse 
dicho numeral. 

De igual forma, la constitución de un fondo a cargo del Consejo de la Judica-
tura deriva de ser el órgano encargado de que el trabajo del Poder Judicial Fe-
deral sea con apego a derecho, además de que ya administra el Fondo de Apo-
yo a la Administración de Justicia, por lo que resulta adecuado que administre 
los recursos derivados de sentencias de las acciones difusas que pueden apli-
carse en el proceso para ordenar las pruebas que sean necesarias o para el 
pago de gastos y costas en interés de la colectividad, atribución que se previó 
con la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en el artícu-
lo 81, fracción XLII. 

Por último, el artículo primero transitorio del Decreto por el que se reforma y 
adiciona entre otros el CFPC dispone su entrada en vigor a los seis meses a 
partir del día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, vacatio legis que 
exige la debida implementación de la estructura y capacitación del personal del 
Poder Judicial correspondiente, los Juzgados de Distrito en Materia Civil para 
atender esa figura procesal nueva y 90 días al Consejo de la Judicatura para la 
creación del Fondo, conforme al artículo sexto transitorio. 

vi. conclusiones 

Las acciones colectivas eran necesarias para ajustar las garantías procesales 
a la dinámica social que no podía seguir dependiendo de las acciones individua-
les o de las formas de garantía con las que se contaba. Con el Libro Quinto del 
CFPC se consiguió: 

1. Proteger al colectivo con las acciones colectivas previstas, aun cuando 
éstas se encuentren limitadas al sentido estricto, con la interpretación con-
forme a principios y procedimientos colectivos, con las asociaciones civiles 
especializadas que constituyen credibilidad y garantías para quienes re-
curran a ellas, y por ello, los jueces también deben tener ese conocimiento 
específico, en acciones difusas con el apoyo de los gastos, honorarios le-
gales y preparación de pruebas a los colectivos por interés social, y con el 
Fondo que es positivo para quienes carecen de los recursos que les per-
mitan promover esas acciones, aunque, también debiera destinarse a la 
restitución del objeto de las acciones colectivas. 

2. Soportar el procedimiento judicial colectivo con la legitimación para accio-
nar de las entidades públicas y con las asociaciones civiles. También sos-
tenido con las medidas precautorias que son reconocidas, pero en el caso 
de afectaciones o amenazas al medio ambiente, a la salud, a la vida y a 
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otros derechos humanos deben ser expedidas de forma ágil o habrá daños 
irreparables. Por último, con las reglas de litispendencia, y con las medidas 
de apremio para el cumplimiento de las sentencias. 

3. En cuanto al objeto de las acciones colectivas, las materias sobre las que 
trata efectivamente se relacionan con cuestiones que inciden en colectivos 
y finalmente pueden implicar afectaciones a los derechos humanos, tales 
como la vida, la salud y la educación en consumo adecuado; la información; 
el acceso a recursos administrativos y jurisdiccionales; el debido proceso 
o formalidades esenciales del procedimiento; la protección de grupos vul-
nerables, niños, adultos mayores, discapacitados e indígenas; el medio 
ambiente adecuado para el bienestar de la persona, y el derecho al desa-
rrollo sostenible, que tendrán que considerarse en las resoluciones. 

4. Existen limitaciones; en la base del procedimiento judicial colectivo se de-
bió considerar a la colectividad sólo para la exclusión para no dejar sin pro-
tección a los que ignoren su promoción, pero en lugar de ello se dispuso la 
figura de la adhesión. 

5. Una vez obtenida la sentencia, el que deba promoverse un incidente de li-
quidación para conseguir la reparación del daño, mismo que deberá com-
probarse, encarece los gastos que en el caso de que se haya promovido la 
acción colectiva por la cantidad de afectados y no por la cuantía de daños 
de cada uno, puede llevar al desánimo en su promoción y en la subsistencia 
del perjuicio, así como de ese tipo de prácticas en el consumo y en los ser-
vicios financieros, por lo que también se cuestiona su resultado en favor de 
los productores o prestadores de servicios y no del interés general que pro-
tegen ese tipo de acciones, los procedimientos y los principios colectivos. 
Lo anterior, en relación con las prácticas irregulares de los demandados 
podría revertirse si los recursos por reparación del daño que se consignaran 
al fondo fueran recuperados o no por la parte actora. 

6. Finalmente, el cumplimiento sustituto en el caso de las acciones difusas 
permite el abuso de los particulares cuando el daño ya hecho se cambia 
por una cantidad de dinero, lo que podría verse como una tarifa de daños, 
cuando la afectación en el caso del medio ambiente no puede revertirse, 
por lo que también se cuestiona su resultado. 
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La lucha por el reconocimiento 
y los derechos humanos. Comentario 
a la obra de Axel Honneth 

Alán Arias Marín* 

introducción 

Axel Honneth (Essen, 1949) es un destacado filósofo y sociólogo alemán, des-
de 2001 ocupa el cargo de director del Instituto de Investigaciones Sociológicas 
(Institut für Sozialforschung), conocido como Escuela de Frankfurt, de la Goethe 
Universität en Frankfurt. Asimismo, Honneth es editor de las revistas Deutschen 
Zeitschrift für Philosophie y European Journal of Philosophy; desde marzo de 
2007 es presidente de la Asociación Internacional Hegel (Internationale Hegel-
Vereinigung). Se le considera el representante más destacado de la tercera ge-
neración de la Escuela de Frankfurt, el proyecto ya clásico de la Teoría Crítica 
formulado por Max Horkheimer y Theodor W. Adorno y proseguida, luego, por 
Jürgen Habermas, maestro del propio Honneth. El énfasis sobre la emancipa-
ción, tanto del individuo como de la sociedad, constituye aún el hilo conductor 
de los actuales herederos de la tradición de la Teoría Crítica; la propuesta de 
Axel Honneth es heredera de ese interés. 

Axel Honneth y su obra, a pesar de su relevancia teórica, es un autor relati-
vamente conocido de la filosofía y la sociología alemanas contemporáneas (con 
excepción de Alemania y un círculo extenso de lectores anglosajones). Su in-
tención es la de reactualizar la Teoría Crítica a través de la teoría del reconoci­
miento recíproco.1 Esta última pretende ser una teoría con orientación normati-
va, que sea capaz de comprobar sus exigencias normativas mediante una 
orientación moral, Honneth insiste con fuerza en este punto. 

i. evolución de la obra 

La teoría social de Axel Honneth se funda en la tesis de que el reconocimiento 
es un mecanismo fundamental de nuestra existencia social. Honneth da sustan-
cia a dicha tesis con la ayuda de la psicología del desarrollo, por un lado, y de la 
sociología moral, por el otro. 

* Investigador del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH. 
1 La teoría del reconocimiento es un tema clásico de la filosofía crítica y un elemento crucial para el 

debate contemporáneo de los derechos humanos. 
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170170 
En su obra The Struggle for Recognition,2 la pregunta que orienta su investi-

gación es qué tipo de prácticas sociales están institucionalizadas en nuestra 
sociedad de tal manera que impliquen formas de reconocimiento recíproco y se 
basen en principios normativos, susceptibles de reconstrucción al modo de una 
gramática moral de la vida social. Para Honneth el concepto de lucha social no 
puede explicarse sólo como resultado de una lucha entre intereses materiales 
en oposición (Hobbes o Maquiavelo); también debe fundarse en los sentimien-
tos morales de injusticia, que surgen ante las experiencias de menosprecio, es 
decir, de privación de reconocimiento. 

En el plano de la historia de los derechos humanos, el conjunto de prácticas 
reivindicativas, sean de carácter emancipatorio y/o regulatorio, llevan siempre 
implícita la exigencia de reconocimiento; podemos decir que el reconocimiento 
constituye el alma de las luchas y logros de los derechos humanos a lo largo de 
la historia. 

A su vez, Honneth desarrolla el concepto de patología de la razón, de ese 
modo inserta el argumento de que cada individuo, de modo originario, se conci-
be a sí mismo, percibe a los otros y a la naturaleza exterior, no obstante, las de-
terminaciones sociales, culturales y psicológicas deforman las capacidades y 
modalidades iniciales. Si en su obra The Struggle for Recognition, el interés gi-
raba en torno a la configuración de las relaciones sociales de reconocimiento 
recíproco, en Las patologías de la razón,3 una serie de reflexiones sobre diversos 
autores de la Escuela de Frankfurt, el interés se marca en conocer las formas 
de percepción del mundo interior y exterior. La tesis de Honneth, en este con-
texto, es que la forma original de aprehender el mundo no es una forma cogniti-
vo-racional sino más bien pre-cognitiva y de involucramiento afectivo. Honneth 
afirma que para actualizar la Teoría Crítica se debe tener presente que “todo 
intento de realizar una crítica inmanente de la sociedad partiendo de la premisa 
de un proceso de racionalización social debe formar parte del proyecto genea-
lógico (Foucault) de estudiar el contexto afectivo de aplicación de las normas 
morales”.4 Así, no es posible una crítica de la sociedad sin que antes se reco-
nozca la idea de que en las condiciones de vida de las sociedades modernas se 
generan prácticas sociales, posturas o estructuras de personalidad que se re-
flejan en una deformación patológica de las facultades racionales. 

Si al concepto de reconocimiento recíproco se oponía la noción de desprecio 
o agravio moral, el concepto de reconocimiento existencial, resultado de la afir-
mación de la identidad subjetiva por el medio social, tiene como contraparte el 
de reificación —concepto clásico de la tradición marxiana,5 desarrollado poste-

2 Axel Honneth, The Struggle for Recognition. The Moral Grammar of Social Conflicts. Cambridge, 
The MIT Press, 1995. 

3 A. Honneth, Patologías de la razón. Historia y actualidad de la Teoría Crítica. Buenos Aires, Katz 
Editores, 2009. 

4 Ibid., p. 63. 
5 Karl Marx, El capital. México, Siglo XXI, 1975, vol. 1, en la sección primera, el apartado: “El carácter 

fetichista de la mercancía y su secreto”, pp. 87-102. Ya antes, en la etapa juvenil de su obra, de modo 
más hegeliano, habló de enajenación. Ver “Manuscritos económico-filosóficos de 1844”, el apartado “El 
trabajo enajenado”, en Karl Marx y Friederich Engels, Escritos económicos varios. México, Grijalbo, 1962, 
pp. 62-91. 
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171171
riormente por Lukács (cosificación)—,6 que Honneth intenta rescatar para una 
crítica de las patologías sociales de la racionalidad, en clave de teoría del reco-
nocimiento. El concepto de reificación, desarrollado en la obra del mismo nombre,7 

se refiere a una situación en que se ha producido un olvido del reconocimiento 
existencial, es decir, ha llegado a prevalecer una forma de praxis que obliga a 
ser indiferente a los aspectos de valor de otros seres humanos que aparecen 
como cosas, sin sensibilidad, de modo que las características en sí valiosas de 
la interacción social quedan privadas de toda atención. En ese entorno social e 
histórico cosificado, la desconsideración de los derechos (humanos) de los otros 
facilita e induce a la violación de los mismos. 

En la teoría del reconocimiento de Honneth las implicaciones de la reificación 
son la destrucción o deformación de las posibilidades de manifestación de la 
cualidad humana del reconocimiento existencial; esto es, en un doble plano, 
la reificación de la propia persona, así como la reificación de otras personas. 
Ambos procesos de reificación o cosificación, la autorreificación y la reificación 
de carácter intersubjetivo, posibilitan la pregunta de ¿por qué “cada vez en mayor 
medida existen más tendencias crecientes de auto-reificación que en el ámbito 
de la reificación intersubjetiva?”8 La reificación se origina ahí donde el aspecto 
cognitivo racional de la percepción aparece como radicalmente independiente 
del aspecto precognitivo y afectivo de dicha percepción, es decir, ajeno (enaje-
nado) respecto del reconocimiento existencial. 

A principios de 2009 se publicó su tesis doctoral La crítica del poder,9 obra en 
la que, a partir de la discusión de distintos niveles y fases de la Teoría Crítica 
—Adorno, Horkheimer, Habermas y (la inclusión de) Foucault—, Honneth ar-
gumenta que históricamente se han dejado de lado los conflictos sociales mo-
tivados, no por los intereses económicos (siempre reivindicados), sino por la 
necesidad de una lucha moral y, por ello, a partir de una motivación moral. Con 
este argumento se logra identificar que la fuerza motivacional en las disputas 
sociales o en la crítica social de las sociedades es el anhelo o la necesidad de 
estar realmente incluido en la sociedad, de ser reconocido dentro de la sociedad, 
la determinante. 

Para la discusión actual sobre los derechos humanos, la dimensión moral y 
las motivaciones profundas del actuar emancipatorio, del resistir los abusos de 
poder o las injusticias, del momento de rebelión que siempre subyace al ya bas-
ta de los sujetos activos y/o las víctimas, tiene una serie de implicaciones cru-
ciales para la comprensión del cúmulo de prácticas que conforman la sustancia 
misma de los derechos humanos, sus configuraciones jurídicas positivas y sus 
materializaciones institucionales privadas y públicas. 

6 Georg Lukács, Historia y consciencia de clase (1923). México, Grijalbo, 1971, ver el capítulo “La 
cosificación y la consciencia del proletariado”, pp. 89-232. 

7 Axel Honneth, Reificación. Un estudio en la teoría del reconocimiento. Trad. de Graciela Calderón. 
Buenos Aires, Katz Editores, 2007. 

8 Ibid., p. 126. 
9 Axel Honneth, Crítica del poder. Fases en la reflexión de una Teoría Crítica de la sociedad. Madrid, 

Mínimo Tránsito, 2009, 459 pp. 
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ii. debates actuales 

La teoría del reconocimiento de Axel Honneth se inserta en el debate contem-
poráneo de la filosofía política que, desde finales del siglo XX, ha vivido un des-
plazamiento de su foco de atención, produciendo un cambio de referente al 
reemplazar la categoría de justicia por la de reconocimiento; asimismo, las ca-
tegorías centrales en el plano político-moral ya no serían la distribución equitati­
va o la igualdad de bienes, sino la dignidad y el respeto.10 Lo esencial, ahora, es 
el reconocimiento de la dignidad dañada de las personas y de los grupos mino-
ritarios. Con ello, el principio conductor de esta nueva teoría normativa, la teoría 
del reconocimiento recíproco, no es la eliminación de la desigualdad sino la pre-
vención de la humillación o del menosprecio. Su propuesta, ciertamente, es 
contrapunto necesario para la vitalidad intelectual de la filosofía política contem-
poránea y, en particular, para los nuevos desarrollos de la Teoría Crítica toda vez 
que intenta encontrar sus fundamentos normativos a través del reconocimiento 
mutuo. 

La lucha por el reconocimiento ha sido entendida, de manera casi exclusiva, 
como una lucha por el reconocimiento de la identidad cultural; premisa que, para 
la propuesta de Honneth, resulta ser una visión simplificada y parcial, una re-
ducción de la noción de reconocimiento a un exclusivo plano cultural. Para Hon-
neth, la lucha por el reconocimiento debe ser considerada un fenómeno clara-
mente diferenciado de naturaleza moral, así como —también— una acción 
social. Frente a teóricos como Nancy Fraser (¿Redistribución o reconocimiento?: 
un debate político-filosófico)11 o Charles Taylor (El multiculturalismo y la “política 
del reconocimiento”),12 Honneth establece un productivo debate teórico, en di-
versos grados y modalidades, en el que también mantiene distancias y contro-
versias conceptuales, ya sea de cara a un balance ético de la actualidad, como 
con Charles Taylor, o frente a una tipología conceptual, como la de Nancy Fraser. 
Axel Honneth hace sus planteamientos críticos desde una aproximación histó-
rico-sistemática donde el concepto de reconocimiento resulta de una relevancia 
cada vez mayor. 

Con respecto al debate político-filosófico establecido entre nuestro autor y 
Nancy Fraser (New School for Social Research de Nueva York), en principio, las 
divergencias entre una y otra propuesta son de carácter histórico y también con-
ceptual. Fraser señala que en la sociedad actual conviven dos tipos de reivin-
dicaciones de justicia social; por un lado, las de carácter redistributivo, que 
pretenden una distribución más justa de los recursos y, por otro lado, las de re-
conocimiento, que apelan a un mundo que acepte la diferencia. Para Fraser, los 
dos tipos de reivindicaciones se han presentado como disociadas; no obstante, 
aduce, la justicia requiere tanto la redistribución como el reconocimiento. De tal 
manera, propone un enfoque bidimensional, que englobe y armonice ambas 

10 Tal desplazamiento teórico-político obedece, en buena medida, tanto al replanteamiento político 
dominantemente liberal posterior al final de la Guerra Fría, así como desde una perspectiva más propia-
mente teórica, al influjo que el discurso del multiculturalismo ha tenido en las discusiones actuales de las 
ciencias sociales. 

11 Nancy Fraser y Axel Honneth, ¿Redistribución o reconocimiento?: un debate político-filosófico. 
Trad. de Pablo Manzano. Madrid, Ediciones Morata, 2006. 

12 Charles Taylor, El multiculturalismo y la “política del reconocimiento”. Trad. de Mónica Utrilla de 
Neira. México, FCE, 1992. 

http:respeto.10
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173173
dimensiones de la justicia social, ya que confluyen y se influencian mutuamente. 
Lo esencial en la redistribución es revertir la injusticia en la reestructuración eco-
nómica; mientras que en el reconocimiento, la solución a la injusticia es un cam-
bio cultural y/o simbólico. 

Por su parte y como respuesta, Honneth no niega la relevancia del recono-
cimiento y la redistribución, sino, de manera específica, señala que las luchas 
por la redistribución se enmarcan en el reconocimiento. Honneth critica a Fraser 
al señalar que hablar de reconocimiento no puede ni debe implicar mero “cultu-
ralismo”; con ello, no se trata de aceptar unilateralmente las especificidades cul-
turales de cada miembro de la sociedad, sino del conjunto de las actividades 
que están clamando a gritos que se reconozca su razón de ser. La propuesta del 
reconocimiento, bajo una perspectiva a partir de diferencias culturales –Fraser 
y también Charles Taylor–, obligaría a dejar de lado, por ejemplo, el carácter 
histórico de las luchas obreras del siglo XX; a partir de ello, en la medida en que 
los movimientos bajo la rúbrica de políticas de identidad no pueden reducirse a 
objetivos culturales, los movimientos de finales del siglo XX tampoco pueden 
reducirse a objetivos materiales o jurídicos. Así, la lucha de los afroamericanos 
por una igualdad jurídica (caso paradigmático en la obra de Honneth: La lucha 
por el reconocimiento), más que una reivindicación de la especificidad de la cul-
tura africana es una reivindicación por alcanzar derechos de ciudadanía. 

Con respecto a Taylor y su obra La política del reconocimiento, Honneth man-
tiene una posición distante y opuesta, debido a que el filósofo canadiense emplea 
el concepto de reconocimiento, de manera exclusiva, para postular la diferencia 
y no, como aduce Honneth, la intención contenida a partir del reconocimiento 
cultural que es la de alcanzar una idea de igualdad. Otra crítica que Honneth 
plantea, con fuerza, es respecto a la “engañosa” cronología lineal de las luchas 
de reconocimiento, establecida por Taylor; en ella se presenta una sucesión 
histórica de dos tipos diferentes de movimientos sociales, donde las luchas de 
reconocimiento jurídico han sido reemplazadas por las luchas de reconocimien-
to cultural. Con lo cual, señala Honneth, de entrada se imposibilita la coexisten-
cia de ambas reivindicaciones, al considerarse exclusivas de cada movimiento; 
con ello, las actuales luchas por el reconocimiento de diferencias culturales 
quedarían imposibilitadas de exigir cualquier elemento de reconocimiento ju-
rídico.13 

iii. la teoría del reconocimiento recíproco 

En Reconocimiento y menosprecio,14 nuestro autor recupera la constelación 
conceptual del reconocimiento (Anerkennung) —de inspiración hegeliana— para 
establecer una gramática moral de los conflictos sociales y, asimismo, que el 
reconocimiento pueda ser emplazado como horizonte teórico de las prácticas 
de carácter emancipatorio. La creciente orientación hacia conceptos como dig­
nidad o reconocimiento, cuya orientación y justificación normativa son debidas 

13 Axel Honneth, Reconocimiento y menosprecio. Sobre la fundamentación normativa de una teoría 
social. Trad. de Judit Romeu Labayen. Buenos Aires, Katz Editores, 2010, p. 37. 

14 Idem. 

http:r�dico.13
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a un progreso moral y al correspondiente aumento de la sensibilidad moral. De 
igual manera, indica Honneth, el valor político de la experiencia del menosprecio 
social o cultural constituye un elemento esencial para la reubicación conceptual 
de la justicia, en virtud de que hace referencia principalmente a las cualidades 
deseables o requeridas de las relaciones que los sujetos mantienen entre sí. 

La argumentación de Honneth procede a partir de la articulación de tres mo-
mentos: la importancia político-moral del concepto de reconocimiento; la re-
valorización del programa sociopolítico de Hegel y su idea de reconocimiento 
mutuo, y las formas básicas de reconocimiento. Estos elementos teóricos per-
mitirán desarrollar su tesis, la cual consiste en comprender e identificar a los 
nuevos conflictos sociales, de manera razonable y más adecuada, como luchas 
de reconocimiento. 

El concepto de reconocimiento ha ocupado una centralidad en la filosofía 
práctica. La apreciación social de la ética griega, el reconocimiento o desapro-
bación pública de la filosofía moral escocesa o el respeto a todo individuo como 
imperativo categórico en la moral kantiana, son sólo algunas de las formulacio-
nes preliminares donde encontramos una noción de reconocimiento. No habrá 
de ser sino hasta Hegel y su teoría ética, argumenta nuestro autor, que el reco­
nocimiento será postulado como principio; no obstante, el concepto permane-
cerá a la sombra de otros considerados más esenciales. Así, a partir del surgi-
miento de nuevos movimientos sociales y actores políticos, en los últimos 20 
años, teorizados principalmente por el multiculturalismo o la teoría feminista, es 
que va a recobrar vitalidad la noción de reconocimiento. En igual sentido, la idea 
de otorgar reconocimiento para ciertos individuos o colectivos, fundamentado 
a partir de sus diferencias, es que el reconocimiento cobró una densa e inusita-
da relevancia. 

Sin embargo, reconoce Honneth, la propuesta de formular una teoría de la 
sociedad directamente a partir de las implicaciones morales del concepto de re-
conocimiento enfrenta, por lo menos, tres serias dificultades. La primera de ellas 
es la multiplicidad de significados que se le otorgan al concepto de reconoci­
miento, esto es, “el concepto de reconocimiento no ha sido definido de ninguna 
manera ni en el ámbito del lenguaje cotidiano ni en el de la filosofía”.15 Así, des-
de distintas teorías se pueden identificar varias nociones. Desde una ética fe-
minista, nuestro concepto se vincula a aquella forma de afecto y de atención 
amorosas, por ejemplo la relación madre-hijo. A su vez, desde la ética discursi-
va de Habermas, el reconocimiento se entiende como un respeto mutuo —es-
pecificidad e igualdad— en el comportamiento discursivo de los participantes 
de una argumentación. Por último, en el plano de los planteamientos comunita-
ristas, el reconocimiento es la acepción para formas de apreciación valorativa 
de estilos de vida diferentes al propio. 

La segunda dificultad, para el enfoque propuesto por Honneth, es que “en 
función de la interpretación de la que se parta, parece modificarse también el 
contenido moral del concepto de reconocimiento”,16 de tal forma que, si bien en 
el plano jurídico-político la actitud positiva de otorgar ciertos derechos es un tipo 
de reconocimiento, con el que el individuo es capaz de verse a sí mismo como 

15 Ibid., p.16.
	
16 Idem.
	

http:filosof�a�.15
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175175
miembro de una comunidad política específica, esta misma noción sería poco 
adecuada en el plano social, donde se trata de reconocer una apreciación de 
mayor alcance, esto es, ir más allá del momento cognitivo de un autorrespeto 
elemental hacia un elemento afectivo de la empatía solidaria. Así, los diferentes 
contenidos interpretativos del reconocimiento tienen consecuentemente pers-
pectivas morales específicas y diferenciadas. 

Por último, la tercera dificultad, señala Honneth, es “el problema de la funda-
mentación de las implicaciones morales que subyacen a las diferentes formas 
de reconocimiento”,17 es decir, la dificultad de concebir una posible raíz unita-
ria de todos los diferentes puntos de vista de la moralidad y en el que éstos pue-
dan ser justificados normativamente de manera conjunta. Solamente podrá ser 
adecuada y valiosa para la teoría del reconocimiento recíproco una aproximación 
que se construya a través de las diferenciaciones existentes en el concepto de 
reconocimiento. 

iv. el concepto de reconocimiento a partir 
del programa sociofilosófico de Hegel 

Honneth construye su propuesta a partir del modelo teórico del joven Hegel so-
bre “la lucha por el reconocimiento”, expuesta en sus escritos del periodo de 
Jena, en particular en El Sistema de la eticidad de 1802-03. Honneth resalta la 
idea del joven Hegel respecto de que la autoconciencia del hombre dependía 
de la experiencia de reconocimiento social, con ello, cualquier teoría filosófica de 
la sociedad debía partir no de individuos sino de los lazos éticos de una estruc-
tura de relación interindividual. 

Ciertamente, la lucha de los sujetos por el reconocimiento recíproco de su 
identidad es una tensión moral que se aloja en la vida social como modalidad de 
pasaje hacia una forma social superior. La intuición del joven Hegel, afirma Hon-
neth, nos lleva a identificar que “la simple afirmación de una conexión obligato-
ria entre autoconciencia y reconocimiento intersubjetivo no podía bastar”; era 
necesario, entonces, explicar cómo este reconocimiento podía tener efecto en 
el ámbito de la moral. 

Hablar del tópico del reconocimiento, en Honneth, es hablar del motor moral 
de los procesos de emancipación. Si bien Habermas impulsó el giro intersubje-
tivo, donde el reconocimiento es una pieza básica en la dinámica de la individua-
lización, Honneth intenta ir más allá, pues el giro intersubjetivo se intensifica al 
dar cuenta de la “fenomenología del menosprecio” como impedimento de una 
ética de la autorrealización (más allá de las diferencias sociales, culturales e 
históricas) y orientada hacia el lado de la vida buena. 

En la idea de la lucha por el reconocimiento entendida como factor de pro-
greso social, Honneth considera que Hegel aporta la idea de que el progreso 
moral se desarrolla en el tránsito entre diferentes esferas de reconocimiento. 
Cada una de estas esferas es el resultado o producto de una lucha que los indi-
viduos mantienen entre sí por el respeto, en la concepción gradualmente cre-
ciente que cada uno tiene de sí mismo. Esta necesidad, cada vez mayor y en 

17 Ibid., p.19. 
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nuevas dimensiones, posibilita, en cierta manera, un conflicto intersubjetivo, 
tensión cuya solución es el establecimiento de una esfera cada vez más amplia 
de reconocimiento. 

La formación adecuada de la identidad de un sujeto presupone el reconoci-
miento de parte de los otros sujetos; ese reconocimiento puede expresarse en 
amor, reciprocidad y confianza, es decir, en elementos esenciales para la con-
figuración de una autoestima, autoconfianza y un autorrespeto consolidados. 
Cuando los individuos experimentan su identidad particular —una nueva dimen-
sión de sí mismos— entran en conflicto con el plano de eticidad alcanzado, por 
lo cual se ven impelidos a abandonarlo para conseguir un otro plano superior de 
reconocimiento. Con esta reciprocidad dinámica se aseguran nuevas formas 
de conciencia que, a su vez, explican la transición desde la “eticidad natural” a 
una forma de organización social concebida como “eticidad absoluta”, en cuyo 
interior la totalidad y la particularidad alcanzan un equilibrio susceptible de res-
peto recíproco entre ambas formas ideales. Así, a partir de la ampliación del 
reconocimiento en las relaciones sociales es que se avanza en el desarrollo 
moral de las sociedades en su conjunto. 

El núcleo de las diferentes formas de autoconciencia, designada por Hegel 
como lucha por el reconocimiento, es el progreso moral desarrollado por una 
diferenciación de tres formas de reconocimiento recíproco de complejidad cre-
ciente, donde cada una representa la lucha intersubjetiva entre los individuos 
para hacer valer las reivindicaciones de su identidad. Estas formas de recono-
cimiento son: el amor (Liebe), el derecho (Recht) y la solidaridad (Solidarität). 

v. tres formas de reconocimiento 

Honneth tematiza estos tres tipos de praxis como esferas de reconocimiento. 
La primera esfera o forma de reconocimiento es la concreta e inmediata o el 
amor, que Honneth define como el ámbito de “todas las relaciones primarias, en 
la medida en que, a ejemplo de las relaciones eróticas entre dos, las amistades 
o las relaciones padres-hijos, estriban en fuertes lazos afectivos”.18 El modo de 
reconocimiento del amor es donde “los sujetos se reconocen mutuamente en 
sus necesidades específicas, cosa que les permite adquirir una seguridad 
afectiva”.19 Así, la dedicación emocional (amorosa) es la relativa a la necesidad 
de afecto y atañe a una dimensión de la personalidad que le permite al sujeto 
tanto articular su cuerpo de modo autónomo, como expresar con confianza sus 
necesidades y sentimientos. De este modo, el reconocimiento por medio del 
amor establece la autorrelación práctica de la autoconfianza (Selbstvertrauen). 

La segunda esfera o forma de reconocimiento es la universal y abstracta o el 
derecho. Esta forma se establece en la medida en que el sujeto es aceptado 
como miembro de una comunidad, por la vía del reconocimiento jurídico se con-
vierte en un portador de derechos, de modo tal que puede reclamar perentoria-
mente (conciencia jurídica subjetiva) el cumplimiento de alguno de sus derechos, 
invocando la sanción prevista por la autoridad para los casos de transgresión 

18 A. Honneth, op. cit., supra nota 2, p. 96.
	
19 Ibid., p. 97.
	

http:afectiva�.19
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de la ley. En este caso, el modo de reconocimiento es la atención cognitiva (en 
tanto que interpretación de la ley), la dimensión de la personalidad que afecta 
es la responsabilidad moral y el potencial de desarrollo que permite es la gene-
ralización y materialización del derecho. La autorrelación práctica que estable-
ce es el autorrespeto (Selbstachtung), que no es otra cosa que la posibilidad que 
tiene el sujeto de concebir su obrar como una exteriorización de su autonomía 
moral respetada por todos. 

Finalmente, la tercera esfera o forma de reconocimiento es la universal y 
concreta o la solidaridad. Se trata de la valoración social que permite referirse 
positivamente a las cualidades y facultades concretas del individuo y que con-
tribuyen a la reproducción del orden social. Este reconocimiento depende del 
horizonte de los ideales y metas colectivos, asimismo, debe ser lo suficiente-
mente amplio como para integrar las diferentes aptitudes de cada uno a la vida 
social. La experiencia de distinción social suele darse por identificación con el 
grupo social al que el sujeto pertenece, lo que es experimentado por él con or-
gullo, por su utilidad en relación con valores compartidos por la comunidad; la 
autorrelación del sujeto que fomenta la solidaridad es la autoestima (Selbsts­
chätzung). 

Honneth señala que el plano tripartita de reconocimiento en Hegel se queda, 
no obstante, atrapado en su idealismo. El contrapunto para que la constitución 
de la realidad social ya no sea explicada como un mero proceso intersubjetivo 
radica en la necesidad de revalorar “la autogradación dialéctica del espíritu”.20 

Entonces, el punto de partida obligado resulta de proceder por vía negativa, esto 
es, argumentar a partir del análisis fenomenológico de los daños morales. Así, 
señala Honneth, aquellas circunstancias que son vividas como injustas presen-
tan la clave de la conexión entre moral y reconocimiento.21 

Honneth se refiere a estas modalidades de negación del reconocimiento en 
tanto que son “un comportamiento que no sólo representa una injusticia porque 
perjudica a los sujetos en su libertad de acción o les causa daño; estamos —más 
bien— ante la designación de los aspectos constitutivos de un comportamiento 
por el que las personas son lesionadas en el entendimiento positivo de sí mis-
mas y que deben ganar intersubjetivamente”.22 

La distinción entre las tres esferas o formas de reconocimiento permite de-
terminar sus correlativos modos de menosprecio, los componentes de privación 
o negación del reconocimiento, es decir, lo que soporta la concepción relativa a 
una condición de daño moral. 

La forma de menosprecio que es correlativa al amor se presenta en los casos 
de humillación física: el maltrato, la tortura y la violación (Vergewaltigung), que 
pueden considerarse, amén de violaciones a los derechos humanos o delitos, 
como las formas más básicas de humillación del ser humano. Constituyen for-
mas de ataque a la integridad física y psíquica. Se trata del intento de apoderar-

20 Ibid., p. 121. 
21 El modo de la argumentación negativa y las implicaciones al daño infligido a las víctimas resultan 

de total actualidad y pertinencia en relación con el debate que sobre los derechos humanos se desarro-
lla en la actualidad. Ver Jacques Rancière, “Who Is the Subject of the Rights of Man?”, en South Atlantic 
Quaterly. Durham, vol. 103, núm. 2-3, primavera-verano de 2004, pp. 301-309; asimismo, Alán Arias 
Marín, “Derechos humanos: entre la violencia y la dignidad”, en Derechos Humanos México. México, año 
7, núm. 19, pp. 13-36. 

22 A. Honneth, op. cit., supra nota 2, p. 160. 

http:intersubjetivamente�.22
http:reconocimiento.21
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178178 
se del cuerpo de otro individuo contra su voluntad, como en la tortura o en la 
violación. De este modo, al individuo se le impide coordinar su cuerpo con auto-
nomía; el sujeto pierde, entonces, la confianza en sí mismo. 

La forma de menosprecio correlativa al derecho es la desposesión, la priva-
ción de derechos (Entrechtung) y la exclusión social. Esa forma de menosprecio 
se da cuando el hombre es humillado al no concederle la imputabilidad moral de 
una persona jurídica de pleno valor, en la privación de determinadas prerroga-
tivas y libertades legítimas. Se considera que el individuo no tiene el estatus de 
un sujeto de interacción moralmente igual y plenamente valioso. 

Por último, la forma de menosprecio correspondiente a la solidaridad es la 
deshonra (Entwürdigung). Aquí se desvaloriza el modo de vida de un individuo 
singular o de un grupo, esto es, la degradación del valor social de formas de au-
torrealización. Esta jerarquía social de valores se constituye de tal manera que 
escalona formas singulares de vida y modos de convicción considerados como 
menos válidos o que se presume presentan insuficiencias. Los individuos sufren 
la consecuencia de que no pueden recurrir, a través del fenómeno positivo de la 
apreciación social, a su propia autovaloración y, en el mismo sentido, el individuo 
se ve inducido y presionado a devaluar su forma de vida propia y a sufrir una 
pérdida de autoestima. 

Así, la experiencia de la injusticia se vive de distinta manera dependiendo de 
la situación. Del lado de la víctima, lo que la define es que no pueden ver garan-
tizada su dignidad o su integridad, en términos de Honneth, “sin la suposición 
de un cierto grado de autoconfianza, de autonomía garantizada por la ley y de 
seguridad sobre el valor de las propias capacidades no es imaginable el alcan-
ce de la auto-realización”.23 Honneth señala, en consecuencia, que es necesa-
ria una ampliación de nuestro concepto tradicional de moral social, determinado 
en el marco de una concepción formal y progresiva de vida satisfactoria. Los 
modelos de reconocimiento introducen el potencial para una concepción de 
evolución normativa. El proceso normativo de reconocimiento, en sus diferentes 
esferas, abre la posibilidad de un proceso de remodelación en dirección de un 
aumento progresivo de universalidad o igualdad. 

vi. lucha por el reconocimiento como práctica emancipatoria 
o los derechos (humanos) como una modalidad del reconocimiento 

Honneth asume la idea de que el conflicto puede tener una función positiva de 
integración social, a condición de que se le deje de ver de un modo limitado y 
negativo, como ha sido el caso de la tradición filosófico-social dominante. La 
lucha de los grupos sociales por alcanzar formas cada vez más amplias de re-
conocimiento social se convierte, de esta manera, en una fuerza estructurante 
del desarrollo moral de la sociedad, toda vez que en su lucha los sujetos reivin-
dican aspectos no reconocidos de su identidad —por la vía de la conciencia de 
haber sufrido una injusticia. De esa manera, en caso de ser exitosas sus luchas, 
se generan las condiciones de un pasaje de un estadio a otro. Como se ha se-
ñalado, la fuente moral de los conflictos sociales se encuentra en la experiencia 

23 Ibid., p. 31. 

http:auto-realizaci�n�.23
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179179
de los afectados por formas de menosprecio o falta de reconocimiento: el mal­
trato físico, la privación de derechos y la desvalorización social. 

Para Honneth, los derechos plasmados en sistemas jurídicos y garantizados 
por instituciones no son el resultado de una evolución progresista de las socie-
dades, sino que son consecuencia de los conflictos sociales en los que están de 
por medio demandas de reconocimiento, mismas que surgen porque han sido 
negadas o violentadas las identidades de individuos o colectivos sociales. Así, 
frente a cualquier negación de reconocimiento, la resistencia y la protesta social 
se constituyen en referentes de prácticas emancipatorias, cuyo objetivo, moral-
mente fundado, es el de conseguir el pleno reconocimiento de su identidad. 

Los derechos humanos pueden ser, entonces, desde la posición de Honneth, 
exigibles éticamente. Si tal como hemos referido la lucha social no debe fundar-
se sólo en intereses sino también en sentimientos morales de injusticia, que 
surgen de las experiencias de menosprecio, entonces es posible aducir que las 
luchas por el reconocimiento, bajo una lógica moral, son luchas por el reconoci-
miento de derechos, así como exigencias éticas de una realización moral su-
perior. 

El derecho, en tanto forma de responsabilidad moral de las personas (Kant), 
reconoce que las personas tienen dignidad porque son sujetos morales. La rei-
vindicación de determinados derechos y la lucha por la extensión de los mismos, 
por parte de diversos grupos sociales, es un proceso de ampliación en doble 
plano: por una parte, ampliación de derechos y, por la otra, extensión a miem-
bros o colectivos de la sociedad a los cuales se les reconozcan esos derechos 
(ampliación del catálogo de derechos y también del sujeto de derechos). Será 
el autorrespeto, como relación positiva consigo mismo, el que promueva la ca-
pacidad de la persona para reclamar derechos en tanto que se le reconozca 
como responsable moralmente. 

Los maltratados, excluidos o despreciados no sólo sufren a partir del menos-
precio, sino que, cabe advertir, también el menosprecio en sí mismo puede pro-
ducir sentimientos que motivan afectivamente la lucha por el reconocimiento. Los 
grupos que han experimentado estas formas de menosprecio son los llama-
dos a devenir en sujetos de las luchas por el reconocimiento. 

Por otro lado, de acuerdo con Honneth, antes de que los seres humanos es-
tablezcan cualquier tipo de relaciones racionales-normativas o político-jurídicas, 
los seres humanos parten de relaciones afectivo-emotivas. Así, los seres huma-
nos se apropian del mundo a través de relaciones afectivas-emotivas, consigo 
mismo y con otros seres humanos. 

Tal posición coincide y puede complementarse con la propuesta de Richard 
Rorty (quien comparte con Honneth fundamentos normativos no universaliza-
bles) de una teoría sentimental de los derechos humanos. Ambas propuestas, 
aunque con divergencias, tienen como eje común reconocer que la moralidad 
es más propiamente sentida que razonada; entonces, la cualidad a la que se 
tiene que atender y en la que debemos confiar de inicio es el sentimiento moral, 
proveedor de una mayor sensibilidad moral como resultado de la lucha por el 
reconocimiento.24 

24 Excurso. Honneth y Rorty. Resulta de interés establecer una relación entre las reflexiones de Hon-
neth con Richard Rorty, no obstante o precisamente, por las diferencias de tradición y enfoque teórico 

http:reconocimiento.24
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180180 
vii. a modo de conclusión 

La aportación teórica de la extensa obra de Axel Honneth ofrece una perspectiva 
conceptual para la revitalización de la Teoría Crítica. El modo de emplazamiento 
y los contenidos de sus obras inciden con radicalidad en el debate contemporá-
neo de los derechos humanos. Una lectura de sus textos realizada con intencio-
nalidad crítica respecto de la necesaria reformulación del discurso de los dere-
chos humanos y su relegitimación resulta de gran utilidad en la composición de 
una crítica a la convencional teoría de la víctima, postulada, con ingenuidad y 
autocomplacencia, como vía de fundamentación ética de los derechos humanos. 

La reformulación de la noción de reconocimiento, superada críticamente la 
unidimensionalidad cultural del discurso multiculturalista, así como la recons-
trucción de los modos y dimensiones del menosprecio, como el alma que anima 
las acciones emancipatorias y las tareas de índole regulativa que conforman la 
materia y la historia de los derechos humanos, constituyen una aportación su-
mamente enriquecedora del discurso contemporáneo de los derechos humanos. 

1) Honneth postula su trabajo teórico como una crítica normativa inmanente. 
En ella no sólo es necesario develar las contradicciones de la sociedad 
presente, sino también exigir, entender, criticar, transformar y —a final de 
cuentas— ensayar la superación de lo malamente existente; ello constitu-
ye la propuesta honnetheana de redefinición de la Teoría Crítica apta para 
lidiar con las condiciones vigentes en el siglo XXI. 

2) Honneth reconstruye una tipología, a partir de Hegel, de los espacios o 
formas de reconocimiento: el amor, el derecho y la solidaridad, donde la 
identidad de un sujeto presupone el reconocimiento de parte de los otros, 
para la configuración de autoestima, autoconfianza y autorrespeto conso-
lidados en el individuo. Resulta relevante la perspicaz insistencia de Hon-
neth al referir sus reflexiones no sólo respecto del potencial de desarrollo 
de los espacios de reconocimiento sino —también— hacia las diferentes 
formas de desprecio que se vinculan con el no reconocimiento. 

3) La tesis de Honneth es enunciar cómo las formas de desprecio se corres-
ponden con demandas insatisfechas, de tal forma que éstas se puedan 
organizar mediante una pauta que supone exigencias morales concretas. 
Así, las luchas de reconocimiento aparecen dotadas de condiciones para 
operar como principio normativo general. 

entre ambos. Rorty (“Human Rights, Rationality and Sentimentality”, en The Yale Review. New Haven, 
vol, 81, núm. 4, octubre de 1993, p. 18) propone, en tanto formas de daño moral, tres momentos usuales 
que se han dado para descalificar a los otros: la distinción humano/animal (o pseudohumano); la distin-
ción entre adulto/niño, y la distinción hombre/mujer. Las tres son modos de no ser humanos y, por lo tan-
to, obstáculos y coartadas (deliberados) para no reconocer la violación de sus derechos humanos. De 
tal forma que, para Rorty, la confianza y no la obligación moral es la noción moral fundamental; el progre-
so de los sentimientos, entendido como la capacidad creciente para considerar las semejanzas entre 
nosotros como algo de mucho más peso que las diferencias o, en términos de Honneth, de un proceso 
de reconocimiento. El resultado de dicho proceso, Rorty lo identifica como “una educación sentimental”, 
hace que personas de distintos tipos obtengan suficiente familiaridad (autoconfianza y autorrespeto) 
entre sí para que tengan menos tentaciones de creer que los que les son diferentes, sólo son cuasihu-
manos. Por último, la superación del violentamiento y/o violación a la integridad corporal o maltrato, así 
como la creación de una valoración social hacia los demás, es la clave para establecer un mundo regido 
por los derechos humanos. 
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4) En su teoría del reconocimiento recíproco, Axel Honneth no sólo incluye 

los conflictos clásicos de distribución con los —más actuales— de lucha 
por el reconocimiento identitario, sino que avanza mediante la observación 
de la fenomenología del conjunto mayor de sensaciones de desprecio y su 
impacto en el entendimiento de multiplicidad de conflictos sociales. 

5) Finalmente, para acceder a aquellas circunstancias que son vividas como 
injustas y/o que provocan sensaciones de desprecio, leit motiv de las exi-
gencias de reconocimiento, el punto de partida metodológico procede por 
vía negativa. La clave de la conexión entre daño moral y negación de re-
conocimiento es la experiencia concreta de violaciones a la dignidad y la 
ausencia de respeto hacia los individuos: la humillación y maltrato físico, 
la privación de derechos o la desvalorización social. La pretensión eman-
cipatoria de estas pautas es exigir y reivindicar el reconocimiento moral de 
nuestra existencia social. 

La obra de Axel Honneth puede ser situada en una perspectiva de la historia 
y la teoría contemporánea de los derechos humanos.Al identificar a los derechos 
humanos no sólo como una limitación del ejercicio del poder (principios y normas 
de carácter regulatorio), sino, de manera teóricamente más consistente —y por 
ende, no sólo cognitiva sino también sentida, precognitiva—, como un horizon-
te teórico y moral que alienta prácticas de carácter emancipatorio. 

Los derechos humanos, su teoría y práctica, sólo podrán adscribirse plena-
mente al discurso de un proyecto emancipatorio, no sin antes ser concebidos 
como formas de reconocimiento recíproco; esto es, como cualidades deseables 
o requeridas de las relaciones intersubjetivas, opuestas a aquellas circunstan-
cias que son vividas como injustas. A partir de ello, el repudio a la humillación y 
maltrato físico, el rechazo a la privación de derechos o la resistencia frente a la 
desvalorización social, en diversos grados y modalidades, reivindican a los de-
rechos humanos como un proyecto de progreso social, debido a que sus funda-
mentos morales explícitos y relativamente consensuados son la dignidad y el 
respeto de los miembros de la sociedad. 

La expansión paulatina de los derechos humanos estará estrechamente vin-
culada a que determinadas pretensiones de los ciudadanos puedan ser institu-
cionalizadas realmente como derechos y no sólo como una idea vacía, nomina-
da como de derechos humanos. No obstante la globalización y sus efectos, las 
concepciones de justicia se siguen desarrollando en el contexto estatal. Debido 
a ello, las exigencias universalizables de los derechos humanos tendrán que 
hacer frente a un concepto de universalismo cuya determinación decisiva radi-
ca en su fracaso moral. En consecuencia, las exigencias prácticas y políticas de 
los derechos humanos para ser capaces de reafirmarse en el marco de una co-
munidad política, requieren de un sujeto reconocido como miembro de una comu-
nidad, sólo entonces estará en condiciones de convertirse en un sujeto portador 
de derechos. 

Ahí donde la autogradación dialéctica del espíritu (o falta de reconocimiento 
como daño moral) sea manifiesta, estará abierto —encontrará su alma— un 
proyecto permanente de exigencia y reivindicación del reconocimiento moral de 
la existencia social. 

http:humanos.Al
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Ferrajoli, Luigi, Poderes salvajes. La crisis de la 
democracia constitucional. Madrid, Trotta, 2011, 
109 pp. 

Kant llamó “salvaje” a la libertad que no 
tiene ningún principio ético para su ac-
ción. Una libertad anarquista no conduce 
sino a la esclavitud. Esta idea no es origi-
nal del pensador de Könisberg, ya existía 
acabadamente en el pensamiento políti-
co griego. Sin embargo, la voz moderna 
más autorizada para denunciar un libre 
arbitrio que se devora a sí mismo en au-
sencia de principios es, sin duda, la del 
filósofo alemán. 

Salvaje puede ser la libertad, sí, pero 
también el poder. El poder autosuficiente, 
sin límites de ninguna índole, no sólo es-
claviza a quien lo detenta, sino que, ade-
más, convierte en esclavos a los sujetos a 
los que afecta. Basta pensar en la técnica 
o el mercado dejados únicamente a sí mis-
mos. Pero se puede decir lo mismo de los 
poderes políticos absolutos, sean éstos la 
Ley, el Poder Constituyente o el Poder 
Constituido. Una democracia que sólo diga 
quién ha de dirigir y cómo ha de hacerlo, 
pero no indique contenidos y límites (un 
qué), corre el riesgo de convertirse en una 
democracia salvaje. 

Éste el punto de partida del penetrante 
ensayo de Ferrajoli. La democracia en su 
sentido formal no es por sí misma justa: le 
hace falta una parte sustancial que indi-
que cuáles son sus principios de realización 
y cuáles son sus límites de acción. Estos 
principios son los derechos humanos y las 
adecuadas garantías para su protección. 
Ala Ley, al Pueblo o al Gobierno no les está 
permitido todo, siempre y cuando se cum-
pla con ciertos requerimientos formales; 
antes bien, el contenido y eficacia de sus 
acciones en la realidad tienen que estar 

informados por los derechos de libertad y 
de igualdad. 

Esta realidad ha hecho que la mayoría 
de los países democráticos hayan suscri-
to en los últimos 40 años el modelo de de-
mocracia constitucional, en donde la Cons-
titución es la base fundamental del orden 
jurídico, y lo es precisamente porque en 
ella se encuentran consagrados los dere-
chos humanos y sus garantías como lími-
tes indecidibles, incuestionables para el 
poder, sea éste el de la mayoría popular o 
el del gobernante. 

Ahora bien, este modelo de democracia 
constitucional ha entrado en crisis debido 
a diversos factores, los cuales se pueden 
englobar en un problema único: el de la 
representatividad. Los gobernantes ya no 
representan los intereses de sus goberna-
dos y éstos, a su vez, no se sienten en ab-
soluto representados por sus gobernantes. 
Tal situación genera un debilitamiento (sino 
es que un verdadero quebranto) de la de-
mocracia y de las garantías de los dere-
chos humanos, que fungen como su co-
lumna vertebral. 

Ferraojili analiza a lo largo de su ensa-
yo los factores de crisis de la democracia 
constitucional desde el plano de los gober-
nantes (arriba) y desde el plano de los go-
bernados (abajo). Sobra decir que ambos 
planos están correlacionados y que los 
problemas de arriba explican en gran me-
dida los de abajo. 

Lo que hace particularmente sugestivo 
este ensayo es que el jurista italiano no se 
queda en el cómodo plano de la denuncia 
—como sí otros tantos tratadistas—, sino 
que cierra este breve libro con una serie 
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de sugerencias puntuales para conjurar o, 
al menos, atemperar los males que carco-
men los fundamentos de la democracia 
constitucional. 

Ferrajoli considera que son cuatro los 
grandes factores de crisis del constitucio-
nalismo: 1) La verticalización y la persona-
lización de la representación. 2) El proce-
so de progresiva confusión y concentración 
de poderes. 3) La creciente integración de 
los partidos en el Estado y la consiguiente 
pérdida de otra separación; la que debería 
haber entre partidos e instituciones. Esto 
permitiría que los primeros cumplieran ca-
balmente su papel esencial: ser instrumen-
tos de mediación representativa entre las 
instituciones y la sociedad. 4) El monopo-
lio y el control de la información. 

La primera de estas crisis se debe a la 
difusión del modelo presidencial o de los 
sistemas de elección de tipo mayoritario, 
los cuales, al arrogarse de manera defini-
tiva la supuesta voluntad general (sea el 
presidente o el partido mayoritario) y, con-
secuentemente, negar “legítimamente” 
cualquier oposición, conculcan la auténti-
ca representatividad política, que en todo 
tiempo debe ser plural. 

El segundo factor de crisis se refiere a 
la indebida influencia de los poderes pri-
vados económicos sobre las decisiones 
políticas, así como a la manipulación de la 
información por parte del poder político en 
mancuerna con el poder económico. La 
opinión pública se ve, así, trastocada se-
gún intereses particulares. 

El tercer factor se refiere a la indebida 
confusión entre cargos en el partido y car-
gos públicos. Esta confusión termina por 
permitir que el líder del partido coloque en 
puestos clave de la administración pública 
a sus subalternos, los cuales, en vez de 
representar el interés público, terminan por 
representar el interés del líder o líderes de 
su partido, es decir, un interés privado. 

Por último, la crisis de la información, co-
mo ya mencionamos en el segundo punto, 
se refiere al indebido control de los medios 
de comunicación, que en vez de generar 
una opinión pública veraz y crítica, comu-
nican ideas falsificadas según los interese 
particulares de personas o instituciones 
con poder económico o político. En algunos 
países esto empeora debido al monopolio 
u oligopolio de la información en manos de 
grupos con fuertes intereses comerciales, 

que a fin de ver sus prerrogativas parale-
gales ampliadas ceden a los intereses de 
pequeños grupos de poder privado. 

Así como son cuatro las crisis de la re-
presentación por arriba, cuatro son las cri-
sis de representación por abajo: 1) La ho-
mologación de los que consienten y la 
denigración de los discrepantes. 2) La des-
politización de amplios sectores del elec-
torado y la disolución de la opinión pública. 
3) La crisis de la participación política. 4) 
La manipulación de la información y la de-
cadencia de la moral pública. 

Sobre la primera. A fin de ganar un po-
der omnímodo, los partidos han educado 
a los ciudadanos para que contemplen la 
opinión de sus opositores como absoluta-
mente inadecuada e incompatible con la 
suya. Así, cuando un partido gana, las opi-
niones y propuestas de sus contrincantes 
y, por tanto, de los ciudadanos que les die-
ron su apoyo, desaparecen por completo, 
como si fueran una enfermedad mortal que 
es necesario extirpar. De esta suerte, desa-
parece la sociedad plural, y los intereses 
de aquellos que votaron por lo partidos que 
no obtuvieron mayorías considerables que-
dan sin representación. 

Sobre la segunda crisis por abajo, que 
se puede tratar en relación con la tercera, 
hay que decir que la desconfianza y de-
silusión de los electores por los partidos 
(parte de la crisis de representación por 
arriba) ha generado, lamentablemente, 
una indiferencia hacia la participación po-
lítica, lo que acentúa los vicios monopóli-
cos tanto del poder de información —pues 
la opinión pública tiende a desaparecer o 
a estar en manos de unos pocos— como 
de la concentración del poder en el presi-
dente, en el líder del partido o en el partido 
mayoritario en general. 

El último factor, íntimamente relacio-
nado con el segundo y el tercero, se refie-
re, en palabras de Ferrajoli, a “la transfor-
mación de la información en una fábrica 
de consenso, a causa del doble control, 
propietario y político”. 

Después de un puntual pero certero 
diagnóstico de los factores que amenazan 
la democracia constitucional, Ferrajoli pro-
pone cuatro garantías para tratar de impe-
dir o al menos aminorar la fuerte crisis de 
representatividad que sufre Italia, y junto 
con ella, la gran mayoría de los países de-
mocráticos occidentales. 1) El método elec-
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toral proporcional. 2) La auténtica separa-
ción de poderes en tres niveles. 3) Reformar 
la democracia interna de los partidos y la 
forma de democracia participativa. 4) Refor-
mar el sistema de información pública, privi-
legiando al derecho a la no desinformación 
sobre el falso derecho de los medios de 
comunicación a informar según sus propias 
tesituras. 

Con la primera garantía se aseguraría 
la participación plural e igual de todos los 
ciudadanos y una auténtica representati-
vidad multicultural. La segunda garantía 
aseguraría la separación entre esfera pri-
vada y pública, entre Estado y sociedad 
(gobernantes y gobernados) y entre funcio-
nes e instituciones de gobierno y funciones 
e instituciones de garantía. La tercera exi-
giría, por un lado, que los métodos de elec-
ción interna de los partidos estuviesen 

abiertos a la participación democrática real 
de sus simpatizantes, y por el otro, que los 
partidos volvieran a considerar como su 
fundamento primero la base social. Esto 
reviviría la participación democrática. Por 
ultimo, una garantía que asegurara que la 
información proporcionada a la ciudadanía 
no está manipulada, refrescaría y robus-
tecería la opinión pública. 

Este ensayo de Ferraoli, además de 
ser sugerente en sus contenidos y atinado 
en sus soluciones, tiene el valor de ser un 
resumen personal —qué mejor— del nú-
cleo central de su ingente obra, especial-
mente de su magna Principia Iuris. 

alonso rodríGuez moreno 
Centro Nacional de Derechos 

Humanos de la CNDH 
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Castilla, Karlos, “El control de convencionalidad: 
un nuevo debate en México a partir de la sentencia 
del caso Radilla Pacheco”, Anuario Mexicano de Dere­
cho Internacional, México, vol. XI, 2011, pp. 593-624. 

El control de convencionalidad se funda-
menta en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos a cargo del órgano 
jurisdiccional del Sistema Interamericano; 
en 2003 un juez de la Corte hace referencia 
a esa expresión como función del Tribunal 
Interamericano y su discusión comienza 
cuando es incluido en el cuerpo de una 
sentencia, la del Caso Almonacid Arellano 
en 2006, a partir del cual se hacen diversas 
especificaciones, la más reciente en el 
Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. 
México en el 2010, al señalarse como des-
tinatarios a los jueces y órganos vinculados 
a la administración de justicia en todos los 
niveles, dando lugar a la posibilidad de un 
control de tipo difuso y, por último, se cuen-
ta con la explicación progresista del tema 
en el voto razonado del juez ad hoc Eduar-
do Ferrer Mac Gregor en el último caso que 
se menciona. 

Karlos Castilla es maestro en Derecho 
con estudios de posgrado en Derechos 
Humanos y Procesos de Democratización 
por la Universidad de Chile y en Derechos 
de la Administración y Procuración de Jus-
ticia por la Universidad Nacional Autónoma 
de México. 

El autor envió su trabajo a la revista que 
lo publica el 14 de mayo de 2010, seis me-
ses antes de que la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (Corte IDH) expi-
diera la sentencia en el Caso Cabrera Gar­
cía y Montiel Flores vs. México, por lo que 
inicia refiriéndose a la cuarta sentencia 
que la Corte IDH dirige a los Estados Uni-
dos Mexicanos, la del Caso Radilla Pache­
co. Expresa que ésta es la primera en la 
que se vincula al Poder Judicial para cum-

plir algunas medidas de reparación y se 
hace mención del control de convenciona-
lidad que deben ejercer los jueces y tribu-
nales nacionales. 

El propósito de su trabajo es explicar 
algunos elementos en torno al control de 
convencionalidad, tales como dónde y 
cuándo surge el término, quién lo debe lle-
var a cabo, en qué consiste el mismo, cuál 
es su naturaleza, sus implicaciones y efec-
tos, cómo puede implementarse del ámbi-
to internacional al interno y cómo se dirige 
al Poder Judicial de una región, así como 
hacer referencia a una denominación más 
adecuada y sobre la jurisprudencia en el 
sistema interamericano. 

Así, establece que la expresión control 
de convencionalidad en el caso de la acti-
vidad que realiza el Poder Judicial de los 
Estados no es la más conveniente, debido 
a que un Estado al ser parte en un tratado 
internacional tiene la obligación de respe-
tar y aplicar las disposiciones ahí conteni-
das, debido a que al haberlo aprobado y 
ratificado es parte del sistema normativo 
nacional y los operadores jurídicos debe-
rán conocerlo, aplicarlo e interpretarlo, se-
gún su lugar en la jerarquía o el principio 
pro personae, así, “el supuesto control de 
convencionalidad a cargo de los poderes 
judiciales nacionales… en nuestra consi-
deración no es más que una interpretación 
de derechos y libertades acorde con tra-
tados” (p. 597). 

El autor hace una exploración acerca 
del uso de la expresión control de conven-
cionalidad en los precedentes de la Corte 
IDH y encuentra que si bien se incluye en 
el cuerpo de una sentencia en el 2006, ha-
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bía sido referida por primera vez en 2003 
en el voto de uno de los jueces. El entonces 
juez de la Corte IDH, Sergio García Ramí-
rez, utiliza por primera vez la expresión 
control de convencionalidad en el Sistema 
Interamericano, en el Caso Mack Chang 
de 2003 (p. 601), en el entendido de que 
está a cargo de la Corte IDH, para ense-
guida hacer alusión al mismo en el Caso 
Tibi en 2004, por medio de un comparativo 
de esa actividad del Tribunal Interameri-
cano con la del control de constitucionali-
dad que se lleva a cabo en un Estado; el 
mismo juez en su voto razonado vuelve a 
utilizar la expresión en los Casos López
Álvarez de 2006 y Vargas Areco (pp. 602-
603). 

En el Caso Almonacid Arellano se habla 
de “una especie de control de convencio-
nalidad”, que consiste en “la obligación de 
observar y aplicar el contenido de la Con-
vención Americana por medio de una in-
terpretación de derechos y libertades acor-
de al tratado, pero nunca un control de 
convencionalidad como tal… por la senci-
lla razón de que los jueces nacionales no 
puedan declarar como inconvencional una 
ley o acto, ya que no les está autorizado”, 
por lo que afirma que esa función está re-
servada a la Corte IDH. 

Asimismo, advierte una contradicción 
o limitante en el ejercicio de esa función 
para los jueces nacionales en el Caso Tra­
bajadores Cesados del Congreso cuando 
la llevarán a cabo en el marco de sus com-
petencias y regulaciones procesales, por 
lo que es necesaria su expedición en los 
Estados. 

Por otro lado, identifica que esa función 
se dirigiría a los jueces nacionales que rea-
lizan control de constitucionalidad o de lo 
contrario se estaría entendiendo que efec-
tuaran ambos controles, por ejemplo, en 
el caso de que el control de constituciona-
lidad fuera concentrado, si lo efectuaran 
todos los jueces nacionales tendría que 
volverse difuso (p. 604). 

Se observa la postura conservadora 
del autor, sin embargo y no obstante, estar 
de acuerdo con algunas de sus conside-
raciones, ello no significa que no se pueda 
establecer una apertura que permita mayor 
protección de los derechos humanos cuan-
do todos los operadores jurídicos, como 
sería el caso, se comprometieran con un 
control difuso, al menos como la Resolu-

ción Expediente Varios 912/2010 de la Su-
prema Corte de Justicia mexicana dispuso. 

En el Caso La Cantuta se mantiene el 
criterio del uso de la expresión control de 
convencionalidad, y en el Caso Boyce en 
2007 se regresa al de la “especie de control 
de convencionalidad”, al igual que en el 
Caso Heliodoro Portugal en 2008 cuando 
se refiere que los juzgadores velarán por 
el efecto útil de los instrumentos interna-
cionales, y en el Caso Radilla Pacheco vuel-
ve a la obligación categórica (p. 605). Por 
tal cambio de criterios, el autor afirma que 
ni los destinatarios ni la naturaleza de la 
función en los Estados está definida. 

Enseguida, busca precisar algunos 
cuestionamientos respecto del control de 
convencionalidad y afirma que correspon-
de exclusivamente a los tribunales inter-
nacionales por ser los únicos competentes 
para determinar si un acto o legislación de 
un Estado parte se contrapone a un tratado 
internacional, si ello acarrea una respon-
sabilidad internacional y las consecuencias 
que correspondan. Son los intérpretes fi-
nales puesto que su fallo es definitivo e 
inatacable. Esa función es esencial porque 
se deriva de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos (CADH). 

Al tratar su origen y desarrollo estable-
ce de entrada su competencia exclusiva a 
la Corte IDH, cuando existe el fundamento 
en la CADH, para ello, el Tribunal Intera-
mericano tiene la facultad de interpretación 
y aplicación de la Convención, por lo que 
confrontará que los actos y hechos de los 
Estados que han reconocido su compe-
tencia se ajusten a sus disposiciones, con 
lo que se asegura su supremacía, de 
acuerdo con el artículo 62.1 y 3, así como 
realiza un control de convencionalidad con-
centrado. Lo que se reafirma con el voto 
disidente del juez A. A. Cançado Trindade 
en el Caso Trabajadores Cesados del Con­
greso y con la definición de Ernesto Rey 
Cantor, que en líneas generales le otorga 
la naturaleza de “mecanismo de protección 
procesal” (p. 608), ejercido por la Corte 
IDH, para que por medio de la confronta-
ción normativa se garantice la supremacía 
de la CADH sobre un derecho interno in-
compatible. 

Tras lo discernido, el autor identifica 
que toda vez que los jueces nacionales 
sólo pueden llevar a cabo una “especie de 
control de convencionalidad”, les corres-
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ponden ciertas obligaciones y son las si-
guientes: 1) observar, garantizar y respetar 
los tratados internacionales como parte del 
sistema jurídico interno; 2) aplicar el dere-
cho internacional de los derechos humanos 
como derecho interno que es; 3) no ir en con-
tra del contenido, objeto y fin de los trata-
dos internacionales ni con la aplicación de 
actos o leyes; 4) hacer efectivos los dere-
chos y libertades previstos en tratados in-
ternacionales, revisando la compatibilidad 
y aplicando el que más proteja y el que 
menos restrinja en el ámbito de sus com-
petencias, y 5) observar como criterio her-
menéutico la jurisprudencia de la Corte (p. 
614). 

Considera que se debe tener cuidado 
con el uso de la expresión control de con-
vencionalidad, que la propuesta de uno de 
tipo difuso ya se habría asumido si los jue-
ces nacionales “fuesen capaces de asumir 
una responsabilidad” (p. 615) como ésa, y 
que podría tener un resultado contrario a 
la seguridad jurídica del sistema legal si se 
ejerce a capricho. Por lo que sería mejor 
que cumplieran con sus obligaciones de 
observar los tratados y, en caso de duda, 
que acudan a la jurisprudencia interame-
ricana como guía de interpretación de 
aquellos. 

No debe perderse de vista que el autor 
escribió este trabajo antes de que se expi-
diera la Resolución al Expediente Varios 
912/2010, publicada en el Diario Oficial el 
4 de octubre de 2011, por lo que el control 
difuso ya se determinó para inaplicación 
de leyes inconvencionales y quizá los jue-
ces puedan no estar preparados de entra-
da para asumir esa obligación, pero lo irán 
haciendo poco a poco. 

Por último, habla de las herramientas 
necesarias para realizar una especie de 
control de convencionalidad. Menciona 
que deben establecerse parámetros sobre 
el uso de la jurisprudencia de la Corte IDH, 
cuál es ésta y qué valor tiene. Por lo que 
se da a la tarea de explicar que es la juris-
prudencia en el Sistema Interamericano, 
cuál es obligatoria, cuál es su valor, cuán-
do se debe observar, cómo se debe utilizar 
y fundamenta sus consideraciones. Para 
ello, utiliza como ejemplo los criterios de 
la Corte Constitucional colombiana, como 
el de que es un criterio hermenéutico rele-
vante para establecer el sentido de los de-
rechos fundamentales, entre otros. De 

igual forma lo hace respecto de los prece-
dentes de la Corte Suprema de la Repú-
blica de Argentina. 

Considera que la Corte IDH debe dar 
los criterios o lineamientos de lo que sig-
nifica la interpretación de derechos y liber-
tades acorde con tratados internacionales, 
para que los que se expidan por los jueces 
nacionales sean progresivos y no contra-
dictorios y él expresa algunos de carácter 
general (p. 619). 

Afirma que es equivocada la idea de 
que la Corte IDH realice un control de cons-
titucionalidad, como el que un tribunal na-
cional efectúe un control de convenciona-
lidad puro, puesto que en ambos casos se 
realiza vigilancia y la supremacía de nor-
mas diferentes, cuando lo que debía im-
perar es la norma que más proteja los de-
rechos o libertades o que menos los 
restrinja (p. 623). 

Su afirmación es incontrovertible, el Tri-
bunal Interamericano es el único que pue-
de declarar la inconvencionalidad de un 
acto, hecho o legislación de un Estado par-
te en la CADH, por lo que su postura al 
atribuir a la Corte IDH la función exclusiva 
fue motivada y fundamentada y congruen-
te. El control difuso de convencionalidad 
después del Caso Cabrera Montiel y de 
constitucionalidad después de la Resolu-
ción de la Suprema Corte de Justicia mexi-
cana del Expediente Varios 912/2010, pue-
den tener la atinada graduación en la 
intensidad de la determinación que identi-
ficó el juez ad hoc Eduardo Ferrer Mac 
Gregor en el voto razonado del primer 
caso, con la motivación de la inconvencio-
nalidad, pero en el caso de que haya una 
declaración del Poder Judicial en México 
será de inconstitucionalidad. 

De igual forma, las demás precisiones 
anotadas por Karlos Castilla son relevantes 
y necesarias para imponerse del tema, es-
pecialmente lo relativo a la utilización de 
la jurisprudencia, por lo que este trabajo 
es de consulta obligada. Aunque es nece-
sario tener en cuenta que algunas situa-
ciones que él apunta como difíciles de ocu-
rrir ya se determinaron, como el control 
difuso, en el caso específico de inaplica-
ción de leyes inconvencionales. 

María Elena LuGo Garfias 
Centro Nacional de Derechos 

Humanos de la CNDH 
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